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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Felix de Vicente Mingo. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas, y la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 63ª y 64ª, ordinarias, en 15 y 16 de octubre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25).



2.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines Nos. 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



2.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



3.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15).



Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula el trabajo de los conductores de taxis colectivos (boletín N° 7.934-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que rechazó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”).


--Queda para tabla.


Con el segundo expone que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento (boletín Nº 8.771-01).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los tres últimos comunica que prestó su aprobación a las iniciativas que se señalan a continuación:



1.- Proyecto que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala (boletín N° 9.118-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto sobre administración del borde costero y concesiones marítimas (boletín N° 8.467-12) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y a la de Hacienda, en su caso.


3.- Proyecto que modifica la ley N° 17.635, de 1972, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (boletín N° 9.018-14) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 


1.- Artículo 8° de la ley N° 17.322, que establece normas sobre cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.


2.- Artículo 389, parte final, del Código Penal.



3.- Artículo 2331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Informa, en respuesta a lo solicitado en nombre del Senador señor Navarro, sobre la construcción de nuevas comisarías de Carabineros en las comunas de Penco, Lota y Chillán.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Responde acuerdo de esta Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señor Tuma, señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con el que manifiesta su  condena al uso de armas químicas y rechaza cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico internacional (boletín Nº S 1.605-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Remite copia del Convenio de Cooperación suscrito entre la Armada de Chile y el Consejo Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.



De la señora Ministra de Justicia:



Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Letelier, acerca de diversos aspectos de la situación y financiamiento de las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.



De la señora Ministra de Obras Públicas:



Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Horvath, respecto del sumario para establecer la existencia de responsabilidad administrativa en el accidente ocurrido el 15 de abril de 2012, del que fueron víctimas dos funcionarios de la Dirección Regional de Aguas de Aysén mientras cumplían una comisión de servicio.



Del señor Ministro de Salud:



Contesta consulta, realizada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre la situación del exvertedero La Cañamera, en la comuna de Puente Alto.



Informa sobre solicitud, expedida en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa al requerimiento del señor Aníbal Matus Rodríguez para ser intervenido quirúrgicamente en el Complejo Asistencial Barros Luco.



Del señor Ministro (s) de Bienes Nacionales:



Responde petición, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, concerniente al traspaso a la Municipalidad de San Javier del inmueble fiscal, actualmente destinado a la Policía de Investigaciones de Chile, que se encuentra en desuso como consecuencia del terremoto de 2010.



Atiende solicitud de información, hecha en nombre de la Senadora señora Allende, sobre el plan de licitaciones de terrenos fiscales en la Región de Atacama para el presente año. 


Del señor Ministro de Energía:



Contesta observación, formulada en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la concordancia con la ley N° 20.571, sobre el net metering, que requiere su decreto reglamentario, próximo a ingresar a la Contraloría General de la República en trámite de toma de razón.



De la señora Ministra del Medio Ambiente: 



Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, relativa al estudio “Evaluación y Diseño Definitivo del Centro de Referencia Ambiental” ejecutado por el Centro Nacional del Medio Ambiente.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Contesta petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Uriarte, sobre calidad del servicio prestado por las compañías de internet móvil en la Región de Coquimbo y acerca de sus planes y montos de inversión.


Del señor Secretario General de Carabineros:



Responde solicitud de información, dirigida en nombre del Senador señor Navarro, respecto del funcionamiento del Plan Cuadrante en la comuna de Chiguayante, especialmente en el sector de villa Futuro.



Del señor Intendente de Valores:



Atiende petición de antecedentes, hecha en nombre de la Senadora señora Allende, relativa a las facultades de la Superintendencia de Valores y Seguros en casos de quiebra o convenio preventivo de pago de una empresa y de su función tutelar o fiscalizadora en materia de actuación de los síndicos de quiebra o de los administradores de dichos convenios.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:



Responde reiteración de solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Uriarte, concerniente al funcionamiento del emisario de la comuna de Coquimbo.



De la señora Directora del Trabajo:



Da respuesta a petición de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referente a las condiciones sanitarias y de seguridad del personal que labora en el “Centro de Manejo de Residuos de Concepción” y de los camiones que transportan residuos hasta ese relleno sanitario.


Expone la carencia de atribuciones de esa Dirección para absolver consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre la validez de una cláusula del complemento del contrato colectivo de trabajo suscrito con fecha 4 de agosto de 2009 por la Compañía Minera Maricunga y el sindicato de trabajadores de esta.



Del señor Director Jurídico del Consejo para la Transparencia:


Remite copia de decisión de inadmisibilidad, recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra de la Corporación, por no ser asunto de competencia de ese Consejo.


Del señor Intendente de la Región del Biobío:



Responde sendas solicitudes de información, cursadas en nombre del Senador señor Navarro, relativas a los siguientes asuntos:



1.- Posibilidad de extender el subsidio que perciben los pescadores artesanales afectados por la escasez de sardina y anchoveta a los trabajadores de las industrias pesqueras con contrato por faena que laboran con esos recursos pelágicos.



2.- Efectos del elevado endeudamiento que enfrenta el hospital Guillermo Grant Benavente, de Concepción.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4). 


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín Nº 8.556-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).


--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo



Del Senador señor Sabag, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que se estudie la factibilidad de construir una línea ferroviaria que enlace Chillán con Penco y Concepción, y que se encomiende a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado el inicio de las gestiones para su construcción (boletín N° S 1.617-12) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Larraín Fernández, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 28 del presente mes.



--Se accede a lo solicitado.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto signado con el N° 3 de la tabla, esto es, el que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletines Nos. 8.324-03 y 8.492-13, refundidos); en el tercer lugar, el proyecto de ley ubicado en el N° 7, sobre interés máximo convencional (boletines Nos 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos); en el quinto lugar, el proyecto de reforma constitucional que figura en el N° 17, que reemplaza el artículo 114 de la Carta Fundamental en materia de competencias de los gobiernos regionales (boletín N° 9.108-06); y en octavo lugar, el proyecto de ley signado con el N° 2, que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



2.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión extraordinaria de mañana el proyecto que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410 para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas (boletín N° 8.861-09), y eximirlo del informe de la Comisión de Obras Públicas.



3.- Citar a sesión especial para el próximo martes 5 de noviembre, a las 15:30, a fin de tratar la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República con la que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a don Genaro Arriagada Herrera y a doña María Esperanza Silva Soura integrantes del Consejo Nacional de Televisión (boletín N° S 1.603-05).


4.- Rendir homenaje a la Orquesta Sinfónica de Antofagasta en la sesión ordinaria de hoy, después de las 18.



5.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 12 del lunes 4 de noviembre, al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo comunal; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, y crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06).


6.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (boletín N° 8.511-13), hasta las 12 del 18 de noviembre, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



7.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07), hasta las 12 del 18 de noviembre.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, con relación a la iniciativa sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, que hoy día tratamos ad referéndum en la Comisión de Hacienda, pido abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 6 de esta tarde, a fin de poder ratificar los acuerdos a que llegamos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hace algunos momentos se dio cuenta del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del Poder Judicial una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios, con urgencia calificada de “suma”.



Por intermedio de la Mesa, quiero solicitarle al Ministro señor Larroulet -quien se encuentra presente- que tenga a bien ponerle “discusión inmediata”, con el propósito de sacarlo con mayor rapidez. En la Cámara de Diputados fue aprobado por unanimidad y en el Senado hay consenso para despacharlo en la misma forma.



Podría tratarse como si fuera de Fácil Despacho, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Está hecha la petición.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Conforme.

NUEVA INHABILIDAD PARA INTEGRACIÓN DE DIRECTORIOS DE SOCIEDADES ANÓNIMAS DEPORTIVAS PROFESIONALES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión de 8 de octubre se aprobó en general el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de inhabilidades para integrar el directorio de una sociedad deportiva profesional.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7505-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Escalona):



En primer trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 34ª, en 19 de junio de 2013.



Discusión:



Sesiones 59ª, en 2 de octubre de 2013 (queda pendiente la discusión general sobre el proyecto); 60ª, en 8 de octubre de 2013 (se aprueba en general).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como no se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto, correspondería dar por aprobada la iniciativa también en particular, a menos que se solicitara abrir un nuevo lapso para formularlas. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada en particular.

El señor ESCALONA.- Sí.



--El proyecto queda aprobado en particular, reglamentariamente, y despachado en este trámite.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar a los miembros de la Corporación “Queremos ser padres”, que están presentes en las tribunas junto con su Presidenta, doña Patricia Ramírez.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Reciban ustedes un saludo muy cordial de parte del Senado por la visita que nos hacen esta tarde.

RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN A DERECHO A IDENTIDAD DE GÉNERO. RETIRO DE TABLA DE FÁCIL DESPACHO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la tabla de Fácil Despacho de hoy figura el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, el que, en mi opinión, no debe figurar en esa parte de la sesión, sino que requiere una discusión bastante extensa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Los Comités abordaron el punto, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí, pero no hubo acuerdo.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿podría aclarar si se tratará en Fácil Despacho o en primer lugar del Orden del Día?
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sigue en Fácil Despacho.



No hubo unanimidad para retirarlo de esa parte de la sesión.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pido que se saque de Fácil Despacho, porque el tema requiere una discusión más profunda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría podría solicitar segunda discusión.

El señor ORPIS.- Si no se saca de Fácil Despacho, pido segunda discusión, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo.

El señor COLOMA.- ¿Me permite?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, con relación a esa iniciativa, que se ha incluido en la tabla de Fácil Despacho, debo manifestar que uno puede estar a favor o en contra de ella, pero es indudable que no es de fácil despacho.



La discusión en cuanto al reconocimiento y protección al derecho a la identidad de género es una de las más trascendentes e importantes en cualquier sociedad, porque se refiere a si hay un orden natural; si hay un orden de la voluntad. Son temas muy profundos. 



Por lo tanto, yo también pido que el proyecto se saque de Fácil Despacho y se someta al debate normal que debe tener este tipo de materias.



Entiendo que el Reglamento consigna expresamente que se puede solicitar el retiro de un asunto de la tabla de Fácil Despacho y que esto debe votarse. 



Si un tema de esta naturaleza y profundidad lo discutiéramos por 10 minutos (la mitad para los de un lado y la otra mitad para los de otro), me parecería que, a todo evento, no estaríamos cumpliendo nuestro rol como legisladores.



Por eso, pido que, conforme al Reglamento, la Sala vote si se saca esta iniciativa de la tabla de Fácil Despacho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, el artículo 88 del Reglamento expresa: “Cualquier Comité puede pedir el retiro de un proyecto de la tabla de Fácil Despacho. Esta petición no tendrá discusión y se votará en el acto, pero no será admitida si se ha hecho presente la urgencia o se ha pedido segunda discusión”. 



Entonces, debemos someter a votación si se retira de Fácil Despacho la iniciativa señalada, contenida en el boletín N° 8.924-07 e iniciada en moción de los Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, y que cuenta con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Se harán sonar los timbres.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿votar que sí implica sacar el proyecto de Fácil Despacho?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quienes votan “sí”, lo hacen para sacarlo de la tabla de Fácil Despacho; quienes votan “no”, para mantenerlo en ella.

El señor ESCALONA.- Pido la palabra, para plantear un punto de Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, soy uno de los patrocinadores de esta iniciativa, pero no tengo inconveniente en que se retire de Fácil Despacho, porque este limita las intervenciones y pienso que su texto debe ser objeto de un amplio debate.



En consecuencia, votaré a favor de la propuesta de que haya una discusión más extensa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, efectivamente, en la reunión de Comités se pidió no incluir en Fácil Despacho este proyecto, del que somos autores con otros colegas.



El problema -y lo expuse ante los Comités- es que lleva bastante tiempo en tabla. Y lo iniciamos a raíz de la negativa de uno de nuestros colegas de incluirlo como indicación en la ahora ley sobre elecciones primarias. 



Consideramos de toda justicia legislar sobre la materia. Así se ha hecho en los países avanzados y aquí deberíamos abordar su discusión.

El señor ORPIS.- Pero se debe seguir el trámite normal.

La señora RINCÓN.- Lo sé. El problema es que se ha ido postergando su tratamiento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Recuerdo a Sus Señorías que estamos en votación.



Quien quiera fundamentar su voto lo puede hacer.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo votaré en contra de sacar de Fácil Despacho esta iniciativa, que legisla respecto a la identidad de género y que fue aprobada por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, que integro.



Cabe recordar que nosotros agregamos la categoría “identidad de género” en la discusión y posterior votación del proyecto de ley antidiscriminación, que ya es ley de la república. 



La finalidad del texto en cuestión es darle contenido a la definición de identidad de género. Por lo tanto, es realmente importante y muchos de nosotros esperábamos que se pudiese votar hoy día.



Entendemos que esta materia debe ser debatida. Sin embargo, voto en contra de sacar de Fácil Despacho la iniciativa, para posibilitar que al menos se apruebe la idea de legislar y que después se analicen las indicaciones, cuando se discuta en particular.



Señor Presidente, he querido fundamentar mi voto para hacer presente que este proyecto es -reitero- el contexto necesario para darle contenido a la categoría que define la identidad de género, la cual ya sacamos adelante en la Ley Antidiscriminación.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el retiro de la tabla de Fácil Despacho del proyecto que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (17 votos a favor, 4 en contra, una abstención y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Von Baer y los señores Coloma, Escalona, Espina, García, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Gómez y Horvath.


Se abstuvo el señor Chahuán.


No votaron, por estar pareados, los señores García-Huidobro y Girardi.
)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar a la Agrupación de la Comisión de Servicio Proyecto Plantas Municipales de la Municipalidad de Quilicura que nos acompaña hoy día. 



Les damos la bienvenida a esta sesión de Sala a los funcionarios de dicho municipio. 

)-----------(

V. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA A LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS EN MATERIA DE PLANTAS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que modifica la Ley Orgánica de los Tribunales Tributarios Aduaneros en materia de plantas, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (8662-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 57ª, en 30 de octubre de 2012.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.



Hacienda: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.



Hacienda (segundo): sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Discusión:



Sesiones 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 32ª, en 18 de junio de 2013 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 18 de junio del presente año, y en el segundo informe de la Comisión de Hacienda se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° permanente y el artículo transitorio -que pasa a ser artículo 1° transitorio- no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. 



Tales disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación. En todo caso, habría que dejar constancia del quórum, por cuanto son normas de rango orgánico constitucional y requieren para su aprobación 21 votos a favor. 



Por otra parte, dicha Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existieren indicaciones renovadas. 



De esas enmiendas unánimes, las recaídas en el artículo 1° y en la letra a) del número 2) del artículo 3° deben ser aprobadas con 21 votos, por incidir en normas de rango orgánico constitucional. 


Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda, y en la cuarta, el texto como quedaría al aprobarlas. 


Ahora bien, atendido que hay varias normas de quórum y que las enmiendas son unánimes, la Secretaría sugiere, si les parece a los señores Senadores, efectuar una sola votación, constatando naturalmente el quórum correspondiente para las normas que son de rango orgánico constitucional. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto. 



Ningún señor Senador ha pedido la palabra. Por lo tanto, a menos que algún miembro de la Comisión de Hacienda quiera dar alguna explicación,…
El señor SABAG.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto, iniciado en mensaje del Presidente de la República, fue aprobado en general por unanimidad en la Comisión de Hacienda, en tanto que en la de Constitución se acogió por 3 votos contra 2. 



La iniciativa contiene normas de quórum orgánico constitucional porque incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que requiere para su aprobación las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio. 



De acuerdo al mensaje, se trata de reducir el tamaño de las plantas de los tribunales tributarios y aduaneros, en atención a la baja cantidad de causas por una sobreestimación de los trámites que se ingresarían en cada tribunal; de reemplazar las salas de las cortes de apelaciones de dedicación exclusiva para el conocimiento de las causas tributarias que creó la ley N° 20.322 por salas de conocimiento preferente; de corregir algunos errores de dicha legislación, y de establecer un derecho de opción de cambio de jurisdicción para los litigantes de los procesos que estén siendo conocidos por la antigua judicatura tributaria o aduanera. 



Todos los cambios mencionados significarían un ahorro anual de 700 millones de pesos. 



En cuanto a la propuesta de la Comisión, el Colegio de Abogados ha considerado inconveniente la disminución de las dotaciones de los tribunales tributarios, y, además, ha solicitado la creación de tribunales contenciosos administrativos. 



Por su parte, la Asociación Nacional de Magistrados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de Chile rechazó el proyecto y pidió que antes de cualquier evaluación se complete la instalación de los tribunales previstos por la ley N° 20.322, opinión similar a la manifestada por la Corte Suprema al ser consultada sobre esta materia. Asimismo, agregó cuestionamientos a la técnica legislativa utilizada y propuso que, en el caso de Concepción, la nueva normativa permita que una sala atienda los asuntos tributarios y aduaneros de forma preferente y no exclusiva, de modo que, si la carga de trabajo no es excesiva, pueda tramitar otro tipo de causas. 



También quiero señalar, señor Presidente, que resulta evidente que estos tribunales puestos en marcha desde hace no mucho tiempo se demorarán en tomar el ritmo de las causas, pero no es posible que en forma inmediata empecemos a disminuir su personal cuando aún ni siquiera están en régimen, en pleno funcionamiento, para lograr lo que se espera de ellos, que es hacer justicia en materia tributaria. 



Hemos visto últimamente que el Servicio de Impuestos Internos, con el objeto de que las causas no lleguen a los tribunales tributarios, accede rápidamente a retirar sus requerimientos, que muchas veces se basan en hechos muy injustos. 



Por eso estimo que los tribunales tributarios deben mantenerse, pues dan garantía, certeza y seguridad a todos los contribuyentes de nuestro país. 



Muchas gracias. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que en esta votación se requiere quórum especial, por tanto, los señores Senadores que han anunciado pareos pueden pronunciarse si lo desean.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tal como señaló el señor Secretario, el proyecto necesita para su aprobación quórum orgánico constitucional. Por consiguiente, los pareos no corren en la presente votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban reglamentariamente el artículo 2° permanente y el artículo transitorio (que pasa a ser artículo 1° transitorio). Asimismo, por 25 votos contra uno y un pareo, se aprueban las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión de Hacienda, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Sabag.


No votó, por estar pareado, el señor Ruiz-Esquide.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto positivo del Senador señor Pizarro.
REEMPLAZO DE RÉGIMEN CONCURSAL VIGENTE POR LEY DE REORGANIZACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE EMPRESAS Y PERSONAS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de activos de empresas y personas y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, y que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el primer proyecto (8324-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 21ª, en 23 de mayo de 2012.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.



Discusión:



Sesión 29ª, en 20 de junio de 2012 (se aprueba en general).



--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (8492-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.



Discusión:



Sesión 96ª, en 16 de enero de 2013 (se aprueba en general).



Proyectos refundidos:



En tercer trámite, sesión 64ª, en 16 de octubre de 2013.



Informes:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas (segundo): sesión 23ª, en 14 de mayo de 2013.



Hacienda: sesión 23ª, en 14 de mayo de 2013.



Discusión:



Sesión 27ª, en 4 de junio de 2013 (se aprueba en particular).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado, y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas.



En caso de que la Sala acuerde aprobar dichas modificaciones, las que recaen en los artículos 3°, 19, 302 (que pasa a ser 300), 305 (que pasa a ser 303), 307 (que pasa a ser 305), 313 (que pasa a ser 311), 316 (que pasa a ser 314), 320 (que pasa a ser 318), 321 (que pasa a ser 319), 322 (que pasa a ser 320), 326 (que pasa a ser 324), 327 (que pasa a ser 325), 343 (que pasa a ser 341) y 347 (que pasa a ser 345) requieren el voto conforme de 21 señores Senadores, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe el texto legal vigente, el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.



Debo recordar que en sesión anterior se señaló que esta iniciativa había sido revisada por las Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, y quedó propuesto que se hiciera una sola votación en relación con dichas enmiendas, sin perjuicio de que cualquier señor Senador puede pedir votación separada de algunas de ellas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han pedido que recabe autorización del Senado para que ingresen a la Sala la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro, y el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores.



¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, con respecto a este proyecto de ley sobre quiebra que hemos discutido tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados se ha hecho un trabajo muy a fondo, con la participación de muchos sectores de opinión.



Puede que algunos hubieran querido otro tipo de iniciativa.



Yo creo que la que ahora debatimos exhibe grandes avances y constituye una modernización en la materia. Además, incluye la llamada “quiebra de las personas”.



Actualmente, no es factible que una persona natural pida, por sus deudas, ser declarada en cesación de pagos y, por lo tanto, que rija el procedimiento de quiebra, el cual puede facilitar una renegociación o solución a sus problemas.



La otra rama del Parlamento aprobó casi la totalidad de lo despachado por el Senado, introduciendo algunas modificaciones que más bien fueron de perfeccionamiento.



La única materia en que tengo diferencia dice relación con el plazo para que la persona deudora pueda someterse al procedimiento concursal de renegociación. Nuestra Corporación acordó que este fuera de 120 días desde que aquella queda en cesación de pago y se trate de deudas por un monto acumulado de hasta 80 unidades de fomento. Sin embargo, la Cámara Baja volvió a lo que primitivamente se había aprobado en el Senado y lo fijó en 90 días.



En lo personal, creo -por cierto, no es un dogma- que el plazo de 120 días es más razonable para los efectos de evitar la judicialización o el requerimiento de cobro por la vía judicial de las personas con deudas impagas.



Si se establecen 90 días, se obliga a quienes otorgaron créditos a iniciar acciones judiciales inmediatamente de producida la cesación de pago.



Yo mantengo mi tesis de que es mejor el plazo de 120 días, por cierto respetando a quienes creen que 90 días debiera ser el tiempo procedente.



Por tal motivo, en relación con dicha enmienda, conservo la posición que tuve durante el primer trámite constitucional en el Senado.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Entiendo, señor Senador, que está pidiendo votación separada sobre dicha disposición?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, señor Presidente: solo respecto de ella.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, ya lo dije cuando discutimos este proyecto en el primer trámite constitucional: no soy especialista en la materia, pero leí lo que señalaron los expertos.



No se trata de que se quiera presentar otra iniciativa y no aprobar la que ahora nos ocupa, sino de que cumplamos los objetivos que esta plantea: acortar los procedimientos, los plazos y tornar la normativa eficaz.



La verdad es que no logra convencerme lo obrado por la Cámara de Diputados ni, por cierto, lo que se hizo aquí, en el Senado.



Insisto: esta no es materia de mi expertise, de modo que me remito a lo que he leído sobre el particular.



En cuanto a la eficacia, que es uno de los aspectos que se pretendían modificar con este proyecto, no logra entenderse por qué se elimina el procedimiento sumarísimo del artículo 45 de la normativa en vigor y se establece que antes de declarar la quiebra se debe hacer el juicio de quiebra.



Eso es casi un contrasentido, señor Presidente.



Tampoco se comprende que se aumenten los antecedentes que debe reunir el deudor para pedir su propia quiebra. Esto la retrasa y la encarece.



Es más, no se entiende la lógica de esa modificación, pues la quiebra funciona igual cuando se solicita por acreedores y en que el deudor no tiene que juntar todos los antecedentes exigidos en esta oportunidad.



Se eliminan a los acreedores y a los terceros de participar en el juicio de quiebra 



Eso parece -lo digo, para que quede consignado- casi inconstitucional: los dejamos fuera de la participación del juicio de quiebra, lo cual, constituye un contrasentido. 



El proyecto consagra la famosa protección financiera, porque se cree que la reorganización es mejor que la liquidación de la empresa (un gran tema de debate, por cierto). Ello, además, se presta para el abuso del deudor, que puede mejorar su condición.



Quién entiende por qué ese privilegio se les otorga solo a aquellos que ya son acreedores del deudor.



En seguida, se mantiene la idea, impracticable en nuestra ley, de los convenios alternativos, pero, además, se establecen los convenios por categoría, quizás copiando lo que existe en otras legislaciones, como las de Argentina y Colombia, donde la categoría tiene un sentido: se agrupan con acreedores laborales, financieros, proveedores, subcontratistas.



Pero acá se crea una mezcla que no se logra comprender.



De otro lado, se asimila la liquidación necesaria con una cobranza judicial.



Claramente -dicen los expertos- se perjudica a los demás acreedores.



Se permite que el insolvente, con pagar al solicitante, deje subsanada su situación, en desmedro de los demás acreedores.



No consigo, pues, entender la lógica de este proyecto de ley, pero sí he podido percibir la campaña desplegada a través de los medios de comunicación, de las redes sociales para señalar que esta es una gran iniciativa.



Señor Presidente, confío en que mi apreciación esté absolutamente equivocada. Porque lo que debiéramos hacer en este Parlamento es legislar para mejorar las cosas.



Lamento la situación producida respecto de este proyecto, y anuncio mi voto en contra de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



He dicho.

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar con mucho cariño a los clubes de adulto mayor Simón Bolívar, Los Románticos e Ilusión de Vivir, de la comuna de Antofagasta, que hoy nos acompañan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Asimismo, deseo saludar a los concejales y concejalas de la Cuarta Región, de las comunas de Canela, Los Vilos, La Higuera, Monte Patria; de la Octava Región, de la comuna de Tomé; de la Sexta Región, de la comuna de Doñihue, y al Presidente de la Comisión Nacional de Concejales, don Marco Espinoza, concejal de la comuna de La Florida.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Ante todo, señor Presidente, quiero adherir al saludo a los concejales y a los funcionarios municipales que nos acompañan en las tribunas.



Al mismo tiempo, expreso mi solidaridad con la paralización de cientos de miles de trabajadores dependientes de los municipios, quienes aguardan la resolución de un conflicto plenamente legítimo y mediante el cual reclaman mejores condiciones laborales y remuneracionales para igualarse con el resto de los funcionarios públicos.



Señor Presidente, con relación al proyecto que nos ocupa, debo puntualizar que con diversos Senadores -entre ellos, los colegas Zaldívar, García, Espina, Hernán Larraín y Novoa- hemos participado intensamente en la búsqueda de una fórmula que permita crear una nueva institucionalidad para las empresas y, por primera vez, para las personas que se encuentran en situación de insolvencia.



Esta es una normativa compleja, larga -nos convocó a numerosas reuniones los días lunes (en Santiago) y jueves-, extremadamente detallada, y fue analizada en su mérito artículo por artículo.



Entonces, yo comprendo que algún Senador o alguna Senadora, como mi querida colega Ximena Rincón, no se sienta en condiciones de aprobar completamente la iniciativa por desconocimiento de cada una de sus normas.



En todo caso, estimada colega, para su tranquilidad, debo manifestarle -con la venia de la Mesa-, por un lado, que aprobamos este proyecto por unanimidad en casi todas sus normas, y por otro, que a través de él se apunta, en mi concepto muy bien, a permitir que quien inicia un emprendimiento y por alguna razón no tiene éxito disponga de una salida, en la medida que el Estado le ayudará a reorganizar su empresa o a liquidarla con el objeto de recuperar bienes de terceros.



Las correcciones que hizo la Cámara de Diputados también van en la dirección correcta.



Esa rama del Parlamento recuperó una norma aprobada por nosotros en las Comisiones unidas y que después Hacienda modificó: la relativa al plazo a que se refirió el Senador Zaldívar.



Me parece que se ha comprendido mal el objetivo del plazo, señor Presidente.



Alguien dijo: “Han opinado los expertos”.



Casualmente, tengo aquí la opinión de un experto, el profesor Puga, quien señala que las personas no deberían esperar ni un día para acogerse al procedimiento.



Y se sostiene, asimismo: “Los expertos han señalado que el plazo debe ser mayor”.



¡No lo entiendo!



De verdad, estimo que no se ha comprendido bien el alcance de la norma pertinente: no establecer barreras para acceder al instrumento que se crea, el cual va a proteger no solo a las empresas, sino también a las personas naturales y a sus familias.



Por tanto, cuando decimos “No a 120 y sí a 90 días” estamos acortando el plazo de pago de intereses usurarios, de gastos de cobranza abusivos, pues lo que se va a renegociar a los 120 días, o a los 150 o a los 180 que consigna la norma actual perfectamente se puede concretar entre 60 y 90 días.



En el proyecto de ley sobre tasa máxima convencional establecimos una disposición conforme a la cual no se puede ejecutar al deudor antes de 60 días.



Considero razonable el plazo de 90 días para renegociar. Un término superior permitiría el negocio de quienes dan crédito.



¡Si el negocio de quienes otorgan crédito es cobrar, no la tasa normal, sino la tasa penal! Y mientras más tiempo de atraso, mejor negocio para el acreedor.



Reitero: los 90 días me parecen razonables. 



Empero, no es una cuestión de vida o muerte.



Sí, en el caso del deudor, se bajan las barreras para acceder a una legislación que por primera vez vamos a instaurar en Chile al objeto de proteger al emprendedor y a los deudores particulares y sus familias.



En consecuencia, señor Presidente, adhiero por completo al proyecto original, e igualmente, a las modificaciones de la Cámara de Diputados, que voy a votar a favor.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este es uno de los proyectos más importantes que en materia económica ha tramitado el Congreso Nacional en los últimos años. Y le atribuyo un enorme valor entre otras cosas porque, tal como lo señaló el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, durante su tramitación parlamentarios de Gobierno y de Oposición fuimos modificándolo y perfeccionándolo para construir una muy buena legislación dirigida a las personas, naturales o jurídicas, que entran en cesación de pago y quiebran.



¡Este es un avance gigantesco frente a lo que existe en Chile sobre la materia!



De otra parte, señor Presidente, debo destacar muy especialmente la labor de la Superintendenta de Quiebras, doña Josefina Montenegro.



Pocas veces he visto a una autoridad realmente capaz de recoger las inquietudes de los parlamentarios, analizarlas e intentar buscar la razón existente detrás de cada propuesta. De verdad, la señora Montenegro hizo un excelente trabajo de perfeccionamiento de la normativa.



Señor Presidente, la legislación vigente en esta materia es anticuada y mala.



Y quiero graficarlo.



Cuando una persona natural hace malos negocios y entra en cesación de pagos, no halla qué hacer: se ve arrastrada a seguir endeudándose, comprometiendo su patrimonio, y no dispone de ningún mecanismo práctico que le permita resolver su situación económica. Y eso les ocurre a miles de chilenos: porque perdieron su trabajo; a lo mejor, porque no calcularon bien en cuánto podían endeudarse, o, simplemente, porque se trata de emprendedores a los que les fue mal.



En los países avanzados, antes de que le vaya bien, un emprendedor fracasa seis o siete veces.



Los pequeños y medianos emprendedores tienen coraje, son valientes, corren riesgos y asumen los desafíos. Y la ley en proyecto deja de estigmatizarlos, de tratarlos como delincuentes; les da la posibilidad de liquidar su patrimonio y, por tanto, de pagar sus deudas, pero también les brinda la valiosísima oportunidad de llegar a acuerdo con sus acreedores, cumplir sus obligaciones y salir adelante gracias a su propio esfuerzo.



Por otra parte, el proyecto en debate incluye una norma que constituye un tremendo avance para la protección de los derechos de los trabajadores.



Hoy día, cuando sobreviene la quiebra y se suscribe un convenio, a los trabajadores no se les finiquita su contrato de trabajo inmediatamente, pues no hay facultades para tal efecto. Y en esta iniciativa se establece especialmente que, registrada la cesación de pagos e iniciado el proceso de liquidación o el de renegociación, es factible finiquitar a los trabajadores, pagarles las indemnizaciones correspondientes y saldarles sus deudas de inmediato, sin necesidad de esperar la culminación de un proceso judicial que significa meses y meses sin percibir remuneración.



En materia de protección a los derechos de los trabajadores, ese es el avance más relevante del proyecto en debate. Y yo quiero destacarlo como un inmenso aporte para la defensa de los derechos laborales.



En efecto, hoy día, cuando se registra una quiebra, los trabajadores viven un martirio enorme. Porque su contrato no termina. Obviamente, les asiste un derecho preferente, de acuerdo a la prelación de créditos, pero el pago tiene lugar después de una cantidad enorme de trámites.



En cambio, conforme a la disposición propuesta ahora se podrá finiquitar el contrato de trabajo y proceder de inmediato a los pagos respectivos.



Para el mundo laboral, ¡ese es un avance enorme!


Por último, en cuanto al artículo 260 -antes, 261-, acerca del cual intervendré oportunamente, me parece que el plazo de 90 días es indiscutiblemente mejor para el resguardo de los derechos de los consumidores, que ya voy a explicar.



En mi concepto, los cambios que hizo la Cámara de Diputados constituyen un aporte enorme al proyecto, particularmente en lo concerniente al artículo 260, que debatiremos en su momento.



Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor, porque estamos ante una muy buena iniciativa. La impulsó el actual Gobierno y, como corresponde, durante su tramitación fue perfeccionada y enriquecida por los señores Diputados y Senadores.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto establece un nuevo régimen general de los procedimientos concursales destinados a reorganizar o liquidar los pasivos y activos de una empresa deudora, así como a repactar los pasivos o liquidar los activos de una persona deudora.



Al mismo tiempo, crea la Superintendencia Concursal como una institución autónoma, de duración indefinida, relacionada con el Presidente de la República a través del Ministerio de Economía y que será la continuadora de la actual Superintendencia de Quiebras.



La mayoría de las modificaciones que propuso la Cámara de Diputados son formales, por lo que no alteran el sentido central del proyecto. Incluso, hay errores sintácticos, los que deberán ser corregidos por la Secretaría.



Algunos cambios introducidos por la Cámara Baja parecen perfectamente razonables. Entre ellos, la reposición del plazo de 90 días fijado en la iniciativa original (la estimo adecuada), que aquí se aumentó a 120. También, el establecimiento de una norma según la cual, finalizado el proceso de reliquidación de las empresas en quiebra, la Superintendencia deberá eliminar, modificar o bloquear los datos del deudor en el Boletín Concursal, según corresponda, siguiendo lo dispuesto por la Ley sobre Protección de la Vida Privada.



Igualmente significativa es la proposición conducente a que el veedor y el liquidador enfrenten una responsabilidad civil si no cumplen los plazos determinados para entregar sus cuentas e informes. Además, en el caso del veedor se aumenta de mil a dos mil unidades de fomento la garantía que ha de depositar para actuar en el sistema.



El texto aprobado por los Diputados incluye otras normas que deberíamos ratificar. Por ejemplo, la que agrega como causales para impugnar un acuerdo para la liquidación que se hayan ocultado o exagerado los activos o pasivos, o que aquel contenga una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto por la ley en proyecto.



Esta iniciativa ha sido largamente esperada por miles de pymes que necesitan resolver sus situaciones pendientes para empezar sus nuevos emprendimientos, así como por proveedores y acreedores que requieren aclaraciones rápidas y justas de los compromisos asumidos por y con ellos.



En resumen, se trata de un aporte real a la permanente tarea de dar dinamismo a la economía, ya que en la medida que los actores económicos puedan reaccionar con rapidez y superar con la mayor velocidad los eventuales contratiempos tendrán mejores opciones para competir exitosamente en los mercados tanto locales como internacionales.



Señor Presidente, también reconozco el desempeño y el trabajo de la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro, quien se ha preocupado de hablar con cada uno de los parlamentarios y de informarles sobre el estado de avance de este proyecto y las dificultades surgidas durante su tramitación. Su actuación nos recuerda a la entonces Ministra Soledad Alvear, quien siempre exhibió una gran actitud para conversar con todos los parlamentarios e informarlos.



Por cierto, votaré favorablemente todas las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, tal como se expresó, en el Senado este proyecto fue motivo de un extenso análisis en la Comisión de Economía, al debatirse la idea de legislar, y posteriormente, en las Comisiones unidas de Economía y de Constitución, durante la discusión particular.



Esta iniciativa introduce un régimen moderno a todos los procedimientos concursales. En la Cámara de Diputados sufrió una gran cantidad de modificaciones. Muchas de ellas son menores (referenciales, de redacción), pero otras, indudablemente, tienden a mejorar el articulado.



A modo de ejemplo, puede señalarse lo siguiente.



1. Se vuelve a las normas generales de prórroga de la competencia de los tribunales de justicia y se incluye el incidente de incompetencia del tribunal.



2. Se dispone expresamente que el Boletín Concursal es público y gratuito, y se consagra el derecho al olvido establecido en la ley de protección de datos personales.



3. Se regula de mejor manera el plazo en que es posible perseguir la responsabilidad del veedor y del liquidador.



4. Se señala expresamente la forma como el veedor puede propiciar acuerdos entre el deudor y los acreedores.



5. Se rebaja el quórum necesario para que la junta de acreedores suscriba acuerdos: de tres cuartos a dos tercios del pasivo; en todo caso, se mantiene la obligación de que concurran a aquellos dos tercios de los acreedores presentes.



6. Se preceptúa de modo expreso cómo deben ratificar el acuerdo simplificado los acreedores.



7. Se modifica el sistema de reclamo ante la Superintendencia.



8. Se aumenta de mil a dos mil UF el monto de las garantías del veedor y del liquidador.



9. Se reduce el monto de la consignación que debe hacer el acreedor en caso de liquidación forzosa: de 200 a 100 UF.



10. Se uniforma a lo largo de todo el proyecto el tratamiento de las personas relacionadas.



En general, todas las modificaciones suscitaron el acuerdo de los señores Senadores que han revisado el proyecto y seguido su tramitación.



El único punto que se ha prestado a discusión, como lo planteó el Senador Zaldívar, es la reducción del plazo de vencimiento que deben tener las obligaciones de las personas deudoras para someterse a un procedimiento de renegociación. En efecto, la Cámara de Diputados volvió a los 90 días que establecía el proyecto original.



¿En qué consiste esto?



En primer lugar, hay que connotar que estamos frente a un sistema nuevo, que les permite a las personas naturales y a los pequeños y medianos emprendedores acogerse a un mecanismo de renegociación de sus deudas, entrar a los procedimientos concursales. La idea es que unas y otros reciban un beneficio que les posibilite superar las dificultades derivadas de las obligaciones contraídas en sus respectivos ámbitos.



Quienes otorgan créditos masivos -el retail- han planteado (probablemente con razones fundadas) que 120 días son el plazo necesario para renegociar las obligaciones.



Resulta muy difícil tener una opinión categórica ante ese problema. Pero me parece que la fórmula aprobada en la Cámara Baja -es la que venía en el proyecto original- otorga suficientes garantías en la materia.



Me explico.



Los requisitos son copulativos. Debe tratarse de obligaciones vencidas por 80 UF, es decir, dos millones de pesos. Entonces, no es una cuota, una cantidad pequeña que vaya a gatillar inmediatamente el proceso de renegociación. Las deudas tienen que sumar dos millones de pesos y encontrarse vencidas por 90 días.


Hay que recordar que en el caso de la tasa máxima convencional se puede exigir el pago del total de la deuda solo 60 días después del vencimiento.


Por lo tanto, una deuda vencida de dos millones de pesos en el caso de un pequeño deudor probablemente no se registra a los 90 días, sino a los 100, a los 120 o a los 150.



Desde ese punto de vista, me parece razonable aprobar todas las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


He dicho.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como lo ha manifestado la mayoría de quienes me han antecedido en el uso de la palabra, este proyecto es muy positivo para la economía en su conjunto, para los emprendedores, para las personas naturales, para todos aquellos que en algún momento de su vida se ven afligidos por enfrentar la situación de que sus deudas son mayores que los activos que tienen para responder por ellas.



En consecuencia, acortar los plazos, definir procedimientos expeditos que simplifiquen los trámites, lograr una mucha mayor recuperación de los bienes que quedan al momento de una quiebra -entre otras razones, para cumplir mejor con los derechos de los trabajadores- son objetivos plenamente compartidos.


Nosotros estamos muy de acuerdo en que la legislación en proyecto permita que las personas y las empresas se sometan a un procedimiento de renegociación y en que, cuando se llegue a una situación de insolvencia que obligue a la quiebra, se proceda a esta sin que ello signifique una estigmatización de la empresa, del emprendimiento o de las personas.



El Senador Zaldívar planteó un asunto controversial, relacionado con los requisitos exigidos para que una persona natural deudora pueda someterse al procedimiento concursal de renegociación.



Tal como se ha dicho, la Cámara de Diputados ha establecido que el plazo sea de 90 días, y no de 120, como lo acordamos aquí, en el Senado. La verdad es que hay buenas razones en uno y otro caso, y temo que ninguno de nosotros se halla en condiciones de señalar finalmente quién tiene la razón.



A mí me hace fuerza el hecho de que si acortamos el término a 90 días, los deudores llegarán un poco más aliviados al procedimiento concursal de renegociación -vamos a evitarles la recarga de intereses, de cobros judiciales, y un sobreendeudamiento todavía más alto-, por lo que quedarán en una situación probablemente mucho mejor para enfrentarlo.



En favor de los 120 días se afirma que normalmente los oferentes de crédito dejan los 90 como plazo de gracia para poder pagar, de modo que ese primer lapso resulta razonable, porque quienes acumulan hasta tres cuotas sin cancelar cumplen entre el día 91 y el día 120. En consecuencia, al acortar el período vamos a restringir la posibilidad de que la gente pague oportunamente y evite la cobranza judicial.



Son argumentos para un lado o el otro. Pero comprendo perfectamente bien que este es el único punto donde se registra una discrepancia.



Como lo consigné, entiendo que se trata de un muy buen proyecto para la economía en su conjunto, para las empresas y las personas, y pienso que es mucho mejor que lo despachemos. Ya veremos cómo va a reaccionar el mercado frente al término que estamos modificando. No sería raro que nos viéramos obligados en algún tiempo más a enmendarlo, o bien, que se confirmara que los 90 días estuvieron bien fijados. Ninguno de nosotros puede afirmar hoy día cuál es la posición más correcta.



Voto porque la iniciativa concluya su tramitación hoy día y pueda transformarse prontamente en ley de la República, porque son muchos más los beneficios que genera, en su conjunto, que los eventuales problemas que podrían generarse con la disminución del plazo.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más inscritos.



Se tocarán los timbres, entonces, y se procederá a votar.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- En tanto llegan otros colegas, señor Presidente, deseo consignar que he pedido la votación separada del que ha pasado a ser artículo 260, con relación al cual media una discrepancia acerca del plazo de renegociación a que pueden acogerse los deudores, determinado en 120 días por el Senado y devuelto en 90 por la Cámara.



De acuerdo con la estadística de que justamente entre 91 y 120 días esas personas tienen la posibilidad de contener el proceso hasta en un promedio de 50 por ciento, he formulado la solicitud con el propósito, desde luego, de poder pronunciarme en contra y de que el punto sea resuelto en una Comisión Mixta.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La primera votación, entonces, se referirá a todas las modificaciones efectuadas por la otra rama del Congreso, con la excepción del artículo 260, que será objeto de un pronunciamiento posterior.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Muchas de ellas requieren un quórum especial de 21 votos para ser acogidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, con excepción de la relativa al artículo 261, que ha pasado a ser 260, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 25 señores Senadores se pronuncian a favor y uno en contra y de que se registra un pareo.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


Votó por la negativa la señora Rincón. 


No votó, por estar pareado, el señor Ruiz-Esquide.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida se someterá a pronunciamiento el artículo 261, que ha pasado a ser 260, el cual fue objeto de una petición de votación separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No es de quórum especial.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Votar a favor significa acoger la enmienda en orden a fijar 90 días, y hacerlo en contra, rechazarla.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo pedirles a mis distinguidos colegas poner mucha atención en el artículo, porque, a mi juicio, es uno de los más importantes en beneficio de los acreedores.



Y creo que lo acordado en la Cámara de Diputados es lo correcto -quiero explicarlo-, por lo siguiente. La quiebra o la cesación de pago tienen lugar respecto de personas jurídicas o de personas naturales. Este es el caso de las segundas. ¿Qué dispone la norma? Que cuando alguien entra en cesación de pago de una o más obligaciones -imaginemos que se trata de una deuda con un retail, lo que pasa muchas veces-, transcurridos 90 días puede ir donde la Superintendenta y expresarle: “Por favor, lleve adelante un proceso de renegociación. Dígales a todos mis acreedores que realmente no me es posible cumplir, pero quiero pagarle a cada uno lo que pueda”. La autoridad asume esta labor, los llama e intenta llegar a un acuerdo, con el propósito de que la persona cancele una parte y pueda reanudar sus actividades.



La norma que votamos en el Senado y que la Cámara modificó -a mi juicio, con justa razón- disponía un plazo de 120 días. Quiero subrayar que ello la haría inoperable, porque significa, para que una persona natural en cesación de pagos pueda ir a la Superintendencia con miras a la renegociación, que han de pasar 120 días sin que nadie presente una demanda en su contra. ¡Tiene que esperar ese lapso para poder manifestar: “Señora Superintendenta, ayúdeme a renegociar mis deudas, por favor”! La propuesta que estamos votando, en cambio, establece solo 90 días.



Los 120 días serán el mejor negocio para el retail. Y lo digo con todas sus letras. Porque implican tener a una persona endeudada 30 días más, a tasas de interés simplemente tremendas. Y, además, lo probable es que le interpongan una demanda antes de cumplirse el plazo, con lo cual no va a poder renegociar nunca por la vía de la Superintendencia, sino que habrá de someterse a todo el pago de sus deudas, con las tasas de interés correspondientes -a pesar de que luego veremos el proyecto que las rebaja-, de modo que no va a salir nunca del hoyo. Quiero señalarlo derechamente.



Por eso, me parece que lo correcto son 90 días.



Ahora, ¿por qué se fija ese lapso y no el primer día? Cabe tener en cuenta que teóricamente se puede decir al día siguiente: “Me voy a someter a un proceso en virtud del cual reúno a todos mis acreedores y pido cancelar mis obligaciones”. La razón es muy simple: porque se espera un tiempo prudente para que la persona realmente acumule deudas que no pudo pagar, de tal manera que se tenga una idea clara de cuál es su horizonte económico cuando concurra ante la Superintendenta, a efectos de que efectivamente sea posible citar a todos los acreedores y elaborar un plan de pago. Si el plazo es muy corto, lo probable es que muchos de ellos van a quedar fuera y, por lo tanto, el plan de pago que se organice va a ser insuficiente.



Ya el término de 90 días resulta excesivo, como lo hizo presente el Senador señor Tuma, pero entiendo que es razonable para que realmente pueda justificarse la intervención de la Superintendencia con miras a arreglar el problema con cada uno de los acreedores.



Entonces, para mí, esta no es una votación indiferente. No es lo mismo “90” que “120”.



Señor Presidente, le pido un minuto para terminar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor ESPINA.- Solo quiero consignar lo siguiente: si aprobamos los 120 días, estoy casi convencido de que la norma será letra muerta. ¡Porque no se me puede sostener que ese período transcurrirá sin que nadie demande por ningún concepto a una persona natural que se endeudó con el retail; que no pudo pagar una tarjeta de crédito u otra obligación! En cambio, la van a tener 120 días forzada a renegociar permanentemente a tasas de interés altísimas y a servir siempre de a poquitito la deuda con cada uno de sus acreedores, para finalmente perderlo todo. ¡Todo! ¡Si ese es el problema que tenemos!



Cuando contemplamos 90 días, estamos dando un plazo razonable para que sea posible citar a los acreedores. Por supuesto, eso no les gusta a quienes van a tener que compartir el pago con los demás. ¡Cómo le va a convenir a una gran empresa que a los 90 días un deudor diga: “Vengan todos mis acreedores”…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene un minuto más, Su Señoría.

El señor ESPINA.-… y que los recursos se tengan que repartir entre ellos!



Entonces, de verdad creo que lo que hizo la Cámara de Diputados está bien. No pongo jamás en duda a quienes votaron en un sentido o a los que lo hicieron en otro. Estimo que la cuestión es legítimamente opinable. Pero abrigo la más absoluta convicción de que los 90 días son el plazo correcto, suficiente y necesario para que se reúnan todas las acreencias -si alguien demanda, se pierde inmediatamente la posibilidad- y la persona recurra a la Superintendencia a fin de que se cite a todos sus acreedores y se pueda renegociar su pasivo.



Me parece un muy buen cambio el que hizo la otra rama del Congreso.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no pondría tanto dramatismo como el Senador señor Espina, porque creo que el punto es perfectamente opinable. Treinta días más o treinta días menos no pueden llevar a concluir: “Si son 120 días, el pobre deudor se verá impedido de acogerse al procedimiento concursal”.



Porque, ¿qué va a pasar? Que el acreedor -ya sea el retail, ya sean las cooperativas, que también han representado el punto- va a demandar antes. En vez de hacerlo a los 90 o a los 60 días, seguramente lo llevará a cabo a los 30. ¿Qué resultará de ello? El encarecimiento del crédito. En efecto, habrá costas judiciales y todo lo que se resuelve a través de un juicio.



Por lo tanto, no afirmemos aquí, dramáticamente: “Esta es la norma esencial del proyecto”. No. Lo esencial es que pueda haber un procedimiento concursal para las personas naturales deudoras, el cual se encuentra hoy día reservado solo para las empresas. No acentuemos la situación que se pueda registrar entre los 90 y los 120 días.



Creo que hay argumentación para 60, 90 o 120 días. Ello resulta perfectamente lógico. Pero que no se exponga que los que podemos ser partidarios de 120 días estamos favoreciendo a los grandes empresarios o al retail. No. El asunto me lo plantearon a mí las cooperativas, que seguramente poseen menos capacidad de gestión para abocarse al procedimiento judicial.



El retail cuenta con suficientes instrumentos y personal profesional entablará las demandas correspondientes, y, en vez de iniciar el proceso a los 90 días, tiempo que muchas veces utiliza para renegociar con los deudores, para llegar a acuerdo con ellos, va a demandarlos a los 60 días, frente a la posibilidad de que se acojan al procedimiento concursal. ¿Quién no va a hacerlo, en cambio? El que tenga menos capacidad para realizar ese tipo de gestión: un retail de menor cuantía -no todos son de gran tamaño-, algún comerciante que dé crédito a personas o una cooperativa.



Entonces, no hago cuestión sobre el punto. Respeto la argumentación en favor de 120 días o de 90 días. Pero no se diga que ese primer plazo apunta a provocar un efecto muy positivo en favor solo de los grandes acreedores, en relación con los deudores. No. El problema realmente radica en cómo hacemos que el sistema funcione lo mejor posible. Por mi parte, creo que va a operar igual, con 90 o con 120 días.



Ahora, si se aprueban los 90 días, por supuesto que va a pasar lo que decía antes: que el retail, la empresa grande, importante, activará todo su aparato judicial y demandará a los 30 días. Y ahí veremos los costos. Y el afectado no se va a poder acoger al procedimiento concursal.



Entonces, creo que aquí es preciso poner las cosas en su lugar. No se trata de defender ni a los grandes ni a los pequeños, sino de situarse en la realidad. Y por eso encontré razonables, en su momento, los 120 días. Pero no me parece dramático que se aprueben 90. Veremos después, en la práctica, qué sucede. Y ojalá que los deudores personas naturales no queden excluidos del procedimiento concursal, que a mi juicio es una de las cosas más positivas de la ley en proyecto.



Pero al Honorable señor Espina le destaco la conveniencia de no dramatizar -repito- enfatizando que esta es la disposición más importante, más determinante, y que si no la aprobamos, estamos beneficiando a los grandes acreedores. No. También intentamos buscar un justo equilibrio para los acreedores con menor capacidad de gestión, en relación con los que disponen de una mayor.



Por tales razones he mantenido mi posición. Pero, sinceramente, si se aprueban los 90 días, veamos en la práctica qué sucede.



Muchas gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda al inciso segundo del artículo 261, que ha pasado a ser 260, que propone remplazar el guarismo “120” por “90” (19 votos a favor y 4 en contra), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Coloma, Espina, García, Gómez, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Cantero, Chahuán, Horvath y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Carlos Larraín.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Ejecutivo está pidiendo la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se la daré altiro al Ministro.

El señor DE VICENTE (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- A la Superintendenta.

El señor PIZARRO (Presidente).- No puedo, por Reglamento.

El señor PROKURICA.- Pida la unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere decir algo, señor Ministro?

El señor DE VICENTE (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra.

El señor DE VICENTE (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Gracias, señor Presidente.



Deseo dar las gracias por la aprobación de este proyecto, que significa un enorme avance legislativo que, sin duda, permitirá al país saldar una deuda pendiente en materia concursal con los emprendedores, los consumidores y los trabajadores. 


Creemos firmemente que esta iniciativa constituye una herramienta real para todos aquellos ciudadanos que alguna vez deban enfrentar la experiencia de vivir una crisis financiera, pues les ofrece un sistema justo y eficiente para sobrellevar tal situación con éxito.



De este modo, nuestros agradecimientos van dirigidos a todos quienes han permitido que este proyecto haya logrado avanzar hasta esta instancia.



Agradezco, en particular, a esta Honorable Corporación y a sus queridos Senadores por su trabajo y dedicación, y al equipo del Ministerio de Economía que hoy nos acompaña, representado por la Superintendenta de Quiebras, doña Josefina Montenegro.



No puedo dejar de mencionar el enorme aporte de las Comisiones que han participado en el estudio de esta iniciativa.



Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- A usted.



También reconocemos el rol activo de la señora Josefina Montenegro, ¡por el lobby que hizo con cada uno de los Senadores…!

NUEVA FÓRMULA DE CÁLCULO PARA INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PIZARRO (Presidente).- De conformidad con lo acordado, corresponde tratar ahora el informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución, recaído en el proyecto de ley sobre interés máximo convencional, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre los proyectos (7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


1) Proyecto, boletín N° 7786-03 (moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar, don Andrés):


En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.


Informe de Comisión:



Economía: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se fija plazo para presentar indicaciones).


2) Proyecto, boletín N° 7890-03 (moción de los Senadores señores Chahuán y Prokurica):



En primer trámite, sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:



Economía: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (se aprueba en general).



3) Proyecto, boletín N° 7932-03:


En primer trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:



Economía: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.



Discusión:



Sesión 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se aprueba en general).



Proyectos refundidos:



En tercer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 41ª, en 17 de julio de 2013.


Informes de Comisión:



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Economía (tercer trámite): sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Mixta: sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Discusión:



Sesiones 52ª, en 3 de octubre de 2012 (se aprueba en particular); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 39ª, en 9 de julio de 2013 (queda pendiente la discusión del tercer trámite); 40ª, en 10 de julio de 2013 (pasa a Comisión Mixta).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, a las modificaciones al artículo 1º recaídas en el número 1; en las letras a) -en cuanto remplaza la frase “por los bancos establecidos en Chile”-, b), c) y e) del número 3; en el número 4, en lo referente a los incisos tercero, cuarto y final, nuevos, que agrega al artículo 6º bis, y en los números 5, 7 y 8, en lo relativo al remplazo de su encabezamiento, a la sustitución del artículo 31 y a los artículos 34 y 35, nuevos, que incorpora, y a las enmiendas recaídas en los artículos transitorios de la iniciativa.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que acordó por unanimidad, salvo en lo relativo a la letra c) del Nº 1; al artículo 6º bis del Nº 4); al Nº 6 bis; al Nº 7, y al artículo sexto transitorio, disposiciones que fueron acordadas por mayoría de votos.



Cabe hacer presente que el artículo 34, contenido en el numeral 8) del artículo 1º de la propuesta que formula el órgano técnico, tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en las dos últimas columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse aquella.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión el informe de Comisión Mixta.


Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos llegando al final de un largo proceso, que se inició con una moción en la Cámara de Diputados durante 2006, y luego con otra en el Senado el año antepasado. Más tarde, el Ejecutivo también llegó a la convicción, junto con otros parlamentarios, de que era necesario modificar el cálculo del interés máximo convencional, que fue determinado en un contexto económico y político absolutamente distinto del actual. Entonces se definía en virtud del promedio de las colocaciones para los sectores más vulnerables.



Nosotros introdujimos enmiendas para que dicho cálculo se efectúe sobre la base de una tasa de mercado, consistente en el promedio de las tasas de colocaciones de los sectores que sí negocian con los bancos, las financieras o las casas de crédito. 



Una vez efectuado ese cálculo le agregamos un aditivo, dependiendo del monto del crédito: para el tramo de 0 a 50 unidades de fomento, le sumamos 21 puntos a la tasa promedio de interés de mercado; para el tramo de 50 a 200 UF, se adicionan 14 puntos, y para créditos a pensionados a través de descuento por parte de las cajas de compensación, 7 puntos.



Con eso establecemos una lógica de mercado al cálculo de la tasa máxima convencional, lo cual impedirá futuros abusos.



Creo que en este proyecto hemos logrado un acuerdo muy alto. Su análisis fue difícil, técnicamente de gran complejidad, bastante arduo, pero al final se consiguió concordar una propuesta en favor del mercado, de los deudores, de los consumidores de créditos y, en forma muy especial, de los pensionados.



En consecuencia, voy a votar a favor de la proposición de la Comisión Mixta, y pido a la Sala hacer lo mismo.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, efectivamente esta iniciativa ha sido objeto de una larga tramitación. Además, cuenta con la particularidad de que varios proyectos sobre la misma materia fueron refundidos para dar forma a su texto final.



Si se analiza el informe de Comisión Mixta, se observará que no hubo unanimidad en todas las normas aprobadas. En lo personal, me abstuve en algunas proposiciones y voté en contra en otras. En ciertos casos, lo hice porque estimo que no corresponde regular por ley una cantidad de situaciones muy particulares y establecer diferentes tasas en función de la especificidad de cada operación o de los distintos tipos de niveles de riesgo implicados. Si bien el propósito de la propuesta legislativa es bastante razonable y entendible, puede sentar un precedente bastante complicado hacia el futuro, dado que muchas operaciones de crédito importan menor riesgo porque se realizan con grandes empresas o con personas que poseen un gran patrimonio.



Si uno fija por ley las tasas en función del riesgo, va a terminar perjudicando a la gente con menor capacidad crediticia.



En todo caso, como se trata de un informe de Comisión Mixta, cuyas proposiciones deben votarse en conjunto, mi pronunciamiento será favorable, pues estimo que, no obstante mis discrepancias doctrinarias -por llamarlas de algún modo- respecto de algunos puntos considerados en este proyecto, en definitiva el acuerdo a que se ha llegado es razonable. 



Con la aprobación de la propuesta de la Comisión Mixta, posibilitamos que entre en vigencia la ley y se satisface gran parte de los objetivos que se han planteado.



Por último, señor Presidente, quiero pedir que la Secretaría revise el artículo séptimo transitorio, porque creo que en él hay un problema de redacción, que es mínimo. 



El inicio del inciso segundo dice: “Durante los dos primeros años calendarios siguientes a dicha entrada en vigencia de la presente ley”. Ello hace referencia al inciso primero del mismo precepto, que señala: “El artículo 19 bis que la presente ley introduce en la ley N° 18.010, entrará en vigencia a contar de transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.”. 



Pareciera que los dos años contemplados en el inciso segundo se contaran después de los seis meses que establece el inciso primero.



No recuerdo haber discutido en la Comisión Mixta en detalle este asunto, pero me parece que hay un problema de redacción. 



O se suprimen la expresión “dicha entrada” o, bien, la frase “en vigencia de la presente ley”. En mi opinión,…

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdone que lo interrumpa, señor Senador.

El señor NOVOA.- ¿Sí?

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa es que -según la lectura del artículo en cuestión- cualquiera de las sugerencias que formula Su Señoría cambian el sentido de la norma. No es solo un aspecto de carácter formal.

El señor NOVOA.- Me doy cuenta, señor Presidente.



Mi planteamiento es que se debe revisar bien qué se quiso decir con la frase “a dicha entrada en vigencia de la presente ley”. Ahí hay un problema de redacción. 



El artículo séptimo transitorio debió decir “siguientes a dicha entrada en vigencia” o “siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley”, pero no haber considerado esas dos menciones juntas…

El señor PIZARRO (Presidente).- Las dos alusiones hacen referencia al artículo 19 bis. Entiendo que el contexto de la disposición transitoria es solo respecto de ese precepto. El resto de la ley no tiene…

El señor NOVOA.- Entonces, la norma debería decir “dicha entrada en vigencia” y no “dicha entrada en vigencia de la presente ley”.



Por eso estimo que este asunto amerita una revisión por parte de Secretaría. Si se contempla determinada entrada en vigencia para la ley y otra distinta para el artículo 19 bis, entonces…

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que parece más lógico, señor Senador, es eliminar la expresión “de la presente ley”. Así todo quedaría referido al artículo 19 bis y el tenor de la disposición transitoria sería más claro.



¿Habría acuerdo de la Sala para hacer tal corrección de tipo formal?

El señor NOVOA.- Me parece que eso hay que entregárselo a Secretaría, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NOVOA.- La frase correcta es “siguientes a dicha entrada en vigencia”, si la referencia es solo respecto a la entrada en vigor del artículo 19 bis.



Creo que se trata solo de un tema de redacción. Si no lo fuera,…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el personal de Secretaría que participó en la redacción de esa norma me indica que se debe eliminar no “de la presente ley”, sino “dicha”. Por tanto, la referencia correcta sería la siguiente: “Durante los dos primeros años calendarios siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley”. Si se sustituye la palabra “dicha” por el artículo “la” queda más claro el tenor de la disposición, según lo sugerido por la Secretaría.



¿Habría acuerdo en corregir dicha cuestión formal?

El señor NOVOA.- Mi proposición era que se facultara a la Secretaría para que revise el inciso segundo del artículo séptimo transitorio porque está mal redactado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perfecto. 



Lo haremos así, entonces, si hay acuerdo de la Sala.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para abrir la votación, dado que se trata de una iniciativa que requiere quórum de ley orgánica constitucional para ser aprobada. El señor Senador que desee intervenir puede fundamentar su voto.



¿Hay acuerdo?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión Mixta.


--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar, para fundar su voto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, como señalaron los colegas que me precedieron en el uso de la palabra, especialmente el Senador señor Tuma -también lo han manifestado otros parlamentarios: autores de mociones sobre la materia, como el Senador señor Prokurica y yo mismo, y varios integrantes de la Cámara de Diputados-, se intentó buscar una fórmula distinta para calcular la tasa máxima convencional.



La que se aplica actualmente es de 55 o 56 por ciento en algunos casos. Con ello, una persona que pide un crédito a un año plazo termina debiendo 50 por ciento más de lo que solicitó. 



Se han hecho intentos de regular el asunto mediante la limitación de las comisiones, por cuanto muchas veces a la tasa de interés se agregan comisiones y elementos de cobro que hacen que la deuda sea aún mucho mayor. 



Ahora bien, creo que la preocupación del Parlamento fue entendida también por el propio Ejecutivo, que se hizo parte en la discusión del proyecto.



¡Y no fue fácil encontrar una fórmula! 



Por cierto, lo más óptimo para uno era decir: “Ojalá la tasa de interés sea cero para el deudor”. Pero es preciso tomar nota de que quien otorga crédito no lo hace de forma gratuita, sino buscando una rentabilidad. El punto es tratar de encontrar el nivel de rentabilidad justa, a fin de que haya equidad para la entidad que da el crédito y para la persona que lo paga.



Y me parece que hemos ido avanzando en ese sentido al regular lo relativo a las comisiones, entre otros aspectos. Pero faltaba ponerle un límite al interés máximo convencional.



Hay sectores que piensan que en la economía no debe haber regulación respecto de esa tasa. De hecho, en algunos países no existe tal límite, y el asunto queda sujeto al acuerdo entre las partes. Sin embargo, en una gran mayoría de naciones, sobre todo en el último tiempo, la teoría moderna ha determinado que se le ponga un tope al interés máximo convencional.



¿Y por qué hay que hacer eso? Porque debe buscarse un justo equilibrio, para que las personas no queden marginadas de la posibilidad de acceder a un crédito, en especial tratándose de sectores de menores ingresos, quienes muchas veces no pueden conseguirlo. 



Al mismo tiempo, es preciso establecer normas de protección a fin de evitar que los acreedores incurran en abusos hacia los deudores.



De ese modo, finalmente se acordó el sistema que hoy día se somete a nuestra consideración, que distingue en lo atinente al monto del crédito. Porque un préstamo de menor volumen implica un mayor costo de operación y, muchas veces, conlleva un riesgo más elevado. Es bastante más baja la tasa de interés de un crédito hipotecario -dado que cuenta con garantía hipotecaria- que la de un crédito común. Y resulta mucho más barato, seguramente, un crédito con buen aval que otro que carece de este.



Todos esos elementos son considerados por el mercado financiero al momento de determinar los costos del préstamo.



Por esa razón, definimos tres tramos según la magnitud del crédito: de cero a 50 UF, de 50 a 200 UF y de más de 200 UF. 



¿Cómo se calcula la tasa máxima convencional? Como bien se dijo aquí, en función de la gente que tiene capacidad de negociación, sobre todo, en el área de los bancos. Se considera en la fórmula propuesta el promedio de las tasas de interés de los créditos cuyos montos van de 200 UF a 5 mil UF. ¿Y a qué se llega? A que un préstamo, de acuerdo con esta futura ley, no podrá exceder el 39 por ciento de interés. O sea, las operaciones de crédito dentro del mercado deberán ajustarse conforme a ese tope máximo. Con ello, se evitará la desbancarización de gente que hoy día carece de capacidad para conseguir crédito. 



Sin embargo, en lo personal, creo que, incluso con las disposiciones que estamos incorporando, un sector de los consumidores podría quedar marginado del acceso a préstamo en el sistema financiero. En tal caso, hay que buscar la forma de impedir que esas personas recurran al crédito informal, que es mucho más caro y bastante más abusivo.



Por eso considero que este proyecto es un avance. 



Y estamos votando bien cuando aprobamos limitar la tasa máxima convencional a los montos señalados. 



Incluso, en el caso de los pensionados se colocó una sobretasa que no puede exceder más de 7 puntos sobre la base de los 21 puntos. ¿Por qué? Porque los créditos que se les otorgan, particularmente a través de las cajas de compensación, se cobran mediante descuentos por planilla; vale decir, el riesgo de no pago es mínimo.



En fin, todo lo que he mencionado se aborda en la iniciativa que estamos tratando hoy día.



Cabe señalar que las proposiciones de la Comisión Mixta fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de algunas que fueron objeto de observaciones por parte del Senador señor Novoa. 



En general, considero que se avanza en un sentido positivo, por cuanto la propuesta en votación defiende a los deudores frente a los abusos que puedan cometer algunos acreedores. Al mismo tiempo, se procura evitar una desbancarización, esto es, que gente quede al margen de la posibilidad de obtener crédito por el hecho de poner límite a la tasa de interés más allá de lo que corresponde en una economía como la nuestra.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García, para fundamentar el voto.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, como dijeron quienes me han antecedido, el presente proyecto de ley busca disminuir la tasa de interés máximo convencional a cobrar por las operaciones de crédito inferiores a 200 unidades de fomento y que sean otorgadas a más de 90 días.



En primer término, debe destacarse que durante toda la discusión, el análisis y la aprobación del proyecto de ley, se escuchó a muchos sectores interesados, tanto a los que prestan dinero cuanto a quienes son sujetos de tales créditos, y siempre buscamos compatibilizar dos grandes principios. El primero de ellos dice relación con que esta nueva tasa máxima de interés convencional logre terminar con las situaciones abusivas que se venían produciendo por parte de algunas instituciones financieras en estos últimos años. Buscamos evitar los cobros excesivos. 



De otro lado, queremos también que las nuevas tasas máximas convencionales alcancen un nivel tal que, en modo alguno, signifiquen que un número importante de familias pierdan el acceso al crédito que hoy día tienen.



Ya en el final del proceso, cuando estamos votando el informe de la Comisión Mixta, podemos sostener con tranquilidad que ambos objetivos y principios, se cumplen plenamente.



Nosotros debiéramos tener créditos más baratos e impedir cualquier situación de abuso. Al mismo tiempo, debemos procurar que todas las familias -o la inmensa mayoría de ellas- que actualmente acceden al crédito lo conserven.



Quiero destacar que estamos estableciendo tres tasas máximas convencionales, para los créditos entre cero y doscientas unidades de fomento. 



La primera es para aquellos entre 0 y 50 unidades de fomento; la segunda, para los que van de 50 a 200 unidades de fomento, y la tercera está pensada para los pensionados acogidos al sistema de descuentos por planilla. 



A nuestro juicio, estas tres tasas máximas convencionales se hacen cargo de la situación particular que presenta cada uno de los segmentos señalados. De manera particular, se ha privilegiado establecer una tasa máxima inferior para los créditos más seguros; es decir, aquellos que las propias cajas de compensación entregan a sus pensionados y que revisten un riesgo muy cercano a cero, porque el descuento de las cuotas correspondientes se efectúa por planilla.



Pero eso no es lo único, señor Presidente.



En el minuto que me queda, quiero resaltar dos aspectos.



En primer lugar, aquí también se facilita la creación de nuevos mercados de créditos en dólares, cuestión muy solicitada por el sector agrícola, el cual, estos últimos meses, nos ha pedido tener acceso a dicha modalidad. Sin embargo, la banca no estaba aceptando ese tipo de préstamos, porque la tasa fijada por ley era demasiado baja. Sin embargo, con esta iniciativa, estamos permitiendo que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sea la encargada de fijar la tasa máxima convencional para cualquier tramo nuevo. Por tanto, esperamos que con esta medida se reactiven los créditos en dólares, favoreciendo a las distintas instancias productivas del país, en forma especial al sector agrícola y  a quienes necesitan renovar sus plantaciones de frutales o realizar diversas inversiones, a fin de mejorar su productividad en el campo.



Además, se establece una forma de protección al deudor mediante un sistema que permite fiscalizar el cumplimiento de las normas de esta ley sobre la nueva tasa máxima de interés.



Esta naciente fiscalización se extiende más allá de los bancos, pues igualmente va dirigida a las casas comerciales, las cooperativas de ahorro, las compañías de seguros de vida, los créditos automotrices y cualquier otro tipo de empréstito en dinero inferior a 4,6 millones de pesos, pactado en un plazo superior a 90 días y que haya sido otorgado por una entidad financiera.



En consecuencia, los efectos de esta iniciativa legal debieran notarse en el bolsillo de las personas que toman créditos, pues las cuotas tendrían que ser un poco más bajas y, en forma paulatina, ir disminuyendo sus montos, lo cual, obviamente, tenderá a fortalecer todo el sistema crediticio en el país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el acuerdo que se logró con el Ejecutivo, siendo artífices de él los Senadores señores Zaldívar, Tuma y García, busca un punto de equilibrio para evitar, por una parte, la desbancarización -o sea, para facilitar el acceso al crédito-, y por otra, terminar con la sensación de abuso y desprotección existente  en la sociedad chilena.



El artículo 2210 del Código Civil establecía la prohibición de cobrar intereses sobre intereses, norma que fue modificada en virtud de lo dispuesto por el artículo 16 del decreto ley N° 455, de 1974, el cual agregó: “No obstante, los intereses de un capital proveniente de una operación regida por este decreto ley pueden producir nuevos intereses, mediante demanda judicial o un convenio especial, con tal que la demanda o convenio verse sobre intereses debidos al menos por un año completo.”.



Por su parte, el decreto ley N° 1.533, de 1976, reemplazó la citada norma -el decreto ley N° 455-, estableciendo lo siguiente: “Se prohíbe pactar intereses sobre intereses. No obstante, vencido el plazo estipulado, los intereses correspondientes a dicho plazo que no hubieren sido pagados se incorporarán a la obligación original, a menos que establezca expresamente lo contrario.”.



A su vez, la ley N° 18.010, de 1981 -que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica- derogó el artículo 2210 del Código Civil y estableció, en su artículo 9°: “Podrá estipularse el pago de intereses sobre intereses, capitalizándolos en cada vencimiento o renovación. En ningún caso la capitalización podrá hacerse por períodos inferiores a treinta días.”.



Este último cuerpo legal data de hace 30 años. Respondía a una realidad financiera nacional caracterizada por la incertidumbre, altas tasas de inflación y se determinó sobre la base del interés corriente interbancario, aumentándolo en 50 por ciento.



La realidad actual indudablemente ha variado, con más modalidades de operaciones crediticias y con mayor cantidad de sujetos de crédito, de tal manera que no se justifica, en modo alguno, mantener este interés máximo convencional, ya que lo único que se obtiene es encarecer el costo del dinero, con el consiguiente enriquecimiento de las instituciones financieras y crediticias.



Por eso, señalamos claramente que este es un muy buen acuerdo, el cual busca efectivamente facilitar el acceso al crédito sin correr el riesgo de la desbancarización y de impedir a las familias que tengan acceso a él. 



En ese sentido, apoyamos esta iniciativa legal, que venimos empujando desde que integramos la Cámara de Diputados. Además, logramos que un proyecto de ley de autoría del Senador señor Prokurica y de quien habla, se fusionara con otro de los Honorables señores García, Tuma y Zaldívar.



Quiero felicitar a los colegas mencionados, pues han trabajado intensamente para llegar a acuerdo con el Ejecutivo, lo cual nos permitirá facilitar y mejorar el acceso al crédito y, asimismo, de manera importante, disminuir el costo de las operaciones crediticias en Chile.



Voto a favor de la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Economía, me correspondió conocer este proyecto en su primer trámite en el Senado y en el que se trabajó en forma transversal, junto con las autoridades de Gobierno, pudiéndose llegar a un muy buen texto.



Me referiré a algunos de los aspectos prácticos que va a tener esta iniciativa, porque creo que las explicaciones dadas por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra son bastante claras.



¿Cuál es el punto de fondo? Que hoy en día, cuando se presta dinero a un consumidor por un monto inferior a 4,6 millones de pesos -equivalentes a 200 unidades de fomento- la tasa de interés es del orden de 70 por ciento anual compuesto y 54 por ciento simple. O sea, la persona que pide un crédito inferior a tal suma debe pagar una cantidad enorme. Pero, si el deudor depositara esa suma en un banco, le darían UF más 4 o 5 por ciento anual. Sin embargo, cuando pide ese dinero a la misma institución, por igual período, le cobran entre 50 y 70 por ciento de interés.

Por eso, a este tipo de consumidores se les hace prácticamente imposible solicitar créditos de esa naturaleza, porque terminan pagando un gran  monto.



¿Cuáles son los dos contraargumentos?

Algunos sostienen que, cuando se trata de personas con alto riesgo de no pagar el crédito solicitado, por su situación de vulnerabilidad económica, hay dos alternativas. Si les cobran intereses muy bajos, no habrá interesados en prestarles con el argumento de que un alto porcentaje de ellas no cancelará su deuda. En tal caso, terminarán recurriendo a los sistemas informales, que aplican intereses usurarios.

La otra argumentación consiste en admitir que es posible bajarles la tasa de interés. Y lo que hace este proyecto del Gobierno, que recopila diversas mociones, es bajar derechamente la tasa de interés a tales créditos de manera considerable. Voy a poner un ejemplo. En la actualidad, si alguien pide un préstamo por 300 mil pesos a 48 meses, debe pagar 54 por ciento de interés. Cuando esta ley entre en vigencia plenamente, ese interés bajará en 17 puntos, llegando a 37 por ciento anual. Esto significa que esa persona, en vez de cancelar 433 mil 602 pesos por un crédito de ese monto y plazo, como ocurre hoy, pagará solo 280 mil pesos; o sea, un ahorro de 152 mil pesos.

Por lo tanto, este es, sin duda, un muy buen proyecto, el  cual probablemente irá en beneficio de las familias más vulnerables y humildes, porque la tasa máxima que se les va a aplicar cuando soliciten créditos inferiores a 200 UF disminuirá notablemente.

Se afirma que aquello inhibirá a los bancos a prestarles plata. No creo que eso vaya a ocurrir, pues se llegó a una solución razonable que garantiza que se les seguirá otorgando préstamos, aunque no a las tremendas tasas de interés que se les cobra hoy en día.

La normativa también incluye mecanismos que, en caso de crisis económicas, permitirán variar el tope máximo de la tasa de interés convencional, con el propósito de evitar que nadie preste plata a personas que pidan créditos inferiores a 4,6 millones de pesos, equivalentes, como dije, a 200 unidades de fomento.

En consecuencia, estamos ante una buena iniciativa, que habrá que ver cómo se aplica en la práctica y que, en concreto, significa que cientos de miles de chilenos -por qué no decir millones- van a pagar mucho menos intereses que los que actualmente les cobran cuando les prestan dinero, lo que es una excelente noticia para nuestros compatriotas.

Por tal razón, voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel, para fundamentar su voto.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero expresar mi preocupación porque este proyecto sobre protección a deudores de crédito en dinero o sobre tasa máxima convencional, si bien tiene muy buenas intenciones, representa, a mi juicio, una situación delicada, por la fijación de un precio máximo por un producto o servicio, en este caso el dinero que se presta. 

Por experiencias pasadas, tanto en Chile como en varios otros países, aquello muchas veces no resulta viable para una gran proporción de personas o de agentes económicos, particularmente debido a una gran debilidad que se observa: la poca educación financiera de importantes segmentos de la población, que no entienden cómo funciona el costo del dinero y cómo cuotas menores, pero a plazos más largos, terminan traduciéndose en un pago total mucho más alto.

El proyecto está bastante bien intencionado e inspirado, pero es de muy difícil ejecución o aplicación, especialmente para un conjunto de personas que, en mi opinión, quedarán fuera del mercado formal del crédito y obligadas, quizás, a recurrir a mercados informales, a prestamistas o a otras opciones que pueden terminar siendo peores para ellas.

No obstante, creo que la iniciativa presenta algunas propuestas valiosas. La principal de ellas, en mi concepto -que recalco-, es la necesidad de entregar mayor educación económica y financiera a la ciudadanía. Otras son los sistemas de rebaja inicial y rebaja gradual posterior que se plantea. 

La aplicación de la rebaja en forma lenta motivará a los oferentes de crédito a innovar y crear nuevos modelos de negocio con menores tasas de impago. Hay varias buenas ideas, pero, a mi entender, solo serán factibles para la gente que quede dentro del  mercado formal.

Otro elemento positivo es la protección del valor adquisitivo de las pensiones. En el caso de los pensionados que recurren a un crédito con descuento por planilla, la cobranza se halla asegurada. En tal caso, la tasa de interés debiera ser mucho menor, tal como se plantea en el proyecto.

También considero conveniente que se restrinja el uso de las cláusulas de aceleración de los créditos; que se precisen los límites a las comisiones de cobranza extrajudicial; que se creen instancias de fiscalización más allá de los bancos, alcanzando a casas comerciales, cooperativas de ahorro y compañías de seguros, lo que en  la actualidad no ocurre.

Todos estos aspectos me parecen muy positivos, pero son -lo subrayo de nuevo- un sustituto de la educación financiera, que es, en mi opinión, el principal problema del endeudamiento de las familias y de muchas pequeñas y medianas empresas que no pueden cumplir con sus obligaciones y que, al contrario, las van agravando. 

Acabamos de tratar un proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, que significará una ayuda; pero lo que realmente se requiere es educación financiera.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag, para fundamentar el voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto de artículo único corresponde, como se ha señalado, a una moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar; contiene algunas normas de quórum y, de acuerdo al texto original, su propósito es establecer un nuevo parámetro de cálculo del interés máximo convencional no sobre la base del interés corriente cobrado por los bancos e instituciones financieras en un mes determinado, sino de la tasa de política monetaria del Banco Central. Para ello, se prescribe taxativamente que el interés máximo convencional no podrá exceder en tres veces dicha tasa y que se denominará “interés máximo convencional anual”.

Dentro de los cambios relevantes, la Comisión Mixta recogió la propuesta de la Cámara de Diputados para exigir ciertas formalidades orientadas a que la autoridad defina los requisitos mínimos especiales, para que no sean consideradas parte del interés máximo convencional aquellas comisiones que una entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo a la microempresa cobre por los servicios de evaluación, asesoramiento, capacitación y/o seguimiento del deudor en materia de gestión, conexos al otorgamiento del crédito.



Esta norma parece un poco ambigua, pero abre cierto espacio para que el conjunto del proyecto pierda sentido, especialmente para el crédito destinado a las microempresas, por lo que sería positivo para la historia de la ley que quedara claro que se trata de dar cierta solemnidad a esta excepción, y que el fin no es aumentar el costo de los créditos por una vía alternativa al interés máximo convencional.



Sin duda, este proyecto reviste especial interés para millones de personas porque, como es sabido, el nivel de endeudamiento de los chilenos hoy día es muy alto y, además, está bastante extendida la percepción de que han debido aceptar condiciones abusivas, sobre todo tratándose de créditos solicitados para resolver emergencias familiares.



Voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

 

--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (23 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Lagos, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo el señor Kuschel.

FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7963-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 60ª, en 5 de octubre de 2011.


Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 59ª, en 2 de octubre de 2013. 


Discusión:



Sesiones 60ª, en 8 de octubre de 2013 (queda pendiente la discusión general); 63ª, en 15 de octubre de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto es de rango orgánico constitucional, y, por lo tanto, para su aprobación se requieren 21 votos favorables.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, esta iniciativa es tremendamente importante para la regionalización del país, y fue objeto de un extenso debate en la Comisión de Gobierno.



Quizás muchas personas, particularmente los actuales miembros de los Consejos Regionales o los candidatos y las candidatas para integrarlos, habrían considerado ideal que este proyecto se aprobara antes de despachar el que establece el sufragio universal para la elección de los cores, en vez del mecanismo indirecto.



Cabe recordar que el próximo 17 de noviembre se realizará, por primera vez en la historia de Chile, la elección directa de los consejeros regionales. Lamentablemente, todavía le falta información a la ciudadanía acerca de sus funciones y atribuciones.



La verdad es que no podíamos sacar adelante la presente iniciativa porque manteníamos una serie de desacuerdos con el Ejecutivo. Pero, finalmente, llegamos a una fórmula que permitió destrabar la discusión.



Este proyecto tiene como particularidad -quizás es el énfasis más importante- dar más poder a las regiones, a los consejos regionales, entregándoles atribuciones fiscalizadoras y mayor autonomía financiera y capacidad de gestión.



El punto que produjo un debate al interior de la Comisión fue el establecimiento de un mecanismo de transferencia de atribuciones o competencias desde el nivel central al regional.



Me explico: por ejemplo, un consejo regional podría determinar, por el voto de determinada cantidad de sus miembros, que se solicitara al Poder Ejecutivo -al nivel central- el traspaso de alguna atribución o competencia, como la relativa al transporte público, para crear un servicio público regionalizado. Ello sería bastante más lógico que el hecho de que todas las decisiones de planificación y elaboración de políticas públicas se tomaran desde un edificio de Santiago, en circunstancias de que la realidad del país, al menos en este tema, es tremendamente heterogénea.



¿Dónde estribaba el problema? En que si una solicitud de traspaso de competencia formulada por el consejo regional (a su vez, este podría encargar algún estudio para respaldar y fundamentar su pedido) fuera respondida negativamente por el Ejecutivo el asunto quedaría ahí.



Nosotros avanzamos en el sentido de que la respuesta negativa debiera ir acompañada de una resolución fundada. Pero, al final del día, persistía un tremendo contrapeso entre la región y el consejo regional y el Poder Ejecutivo, y no se lograba establecer una descentralización efectiva.



¿En qué consistió el acuerdo?



En lo que se propone en el proyecto signado con el N° 17 en la tabla de hoy día, que remplaza el artículo 114 de la Constitución Política de la República en materia de competencias de los gobiernos regionales, el cual presentamos transversalmente con los Senadores Orpis, Bianchi, Frei y Sabag. Además, pedimos que esta iniciativa fuera tratada junto con la que nos ocupa -la veremos a continuación-, pues, efectivamente, van unidas.



Esa reforma constitucional resuelve la contienda  de competencia entre el nivel central y el regional, generando un espacio de debate, de diálogo entre el Ejecutivo y el consejo regional aquí, en el Senado.



Ello permite contar con un mecanismo para solucionar las discrepancias, y por eso en la Comisión de Gobierno llegamos a un acuerdo que nos posibilitó aprobar el proyecto en debate y también la citada reforma constitucional que veremos en seguida.



La iniciativa de ley que nos ocupa crea la figura del presidente del consejo regional, que es una suerte de contrapeso de la autoridad del intendente, quien representa al nivel central. Durante la discusión le dimos más atribuciones al presidente, quien, al final, ya no solo es una figura decorativa, sino que fija la planta del personal y tiene la facultad de concurrir al Parlamento junto con el intendente, cuando se discute el proyecto de Ley de Presupuestos.



Así es que, definitivamente, la iniciativa significa un avance relevante en materia de descentralización.



Por lo tanto, considero importante aprobarlo hoy día, y que la Sala fije un tiempo razonable para presentar indicaciones a su texto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, en la sesión anterior me referí en profundidad al alcance de este proyecto, particularmente en torno a las facultades del Intendente, a la creación de la figura del presidente del consejo regional, a la elección de los cores, a las atribuciones de fiscalización. 



Hoy día, quiero concentrarme en un tema que en algún minuto habremos de abordar: la autonomía en materia financiera que deben tener las regiones.



Acabo de finalizar una investigación en torno al Fondo Nacional de Desarrollo Regional para determinar si, efectivamente, este ha sido un instrumento de descentralización o no. Y he llegado a la conclusión de que, en definitiva, no lo ha sido.



Voy a mostrar una imagen sobre qué presupuestos avanza este análisis.



El Fondo Nacional de Desarrollo Regional tiene dos componentes: el de libre disponibilidad y las provisiones.



Respecto al de libre disponibilidad, las regiones tienen plena autonomía para decidir en qué sector y proyecto invertir. En cambio, sobre las provisiones el sector viene predeterminado desde el nivel central, y, por ende, las regiones solo son libres de escoger dentro de los proyectos previamente presentados por el Poder Ejecutivo.



En consecuencia, para determinar la autonomía de las regiones es importante establecer en una serie histórica qué porcentaje han tenido las regiones a lo largo del tiempo en materia de libre disponibilidad.



Como dije, voy a exhibir una imagen.



En la serie histórica que elaboré se puede ver lo sucedido entre los años 2004 y 2012.
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¿Qué evidencia aquello? Que las provisiones dentro del Fondo Nacional de Desarrollo Regional durante dicho período alcanzaron a 45 por ciento; es decir, prácticamente la mitad del FNDR venía predeterminado desde el nivel central, y solo 55 por ciento fue de libre disponibilidad.



En el gráfico se puede apreciar cómo el Fondo Nacional de Desarrollo Regional -el mismo instrumento- ha servido para que existan períodos de mucha descentralización, y otros de mucha centralización.



La línea azul corresponde a períodos de aumento de la descentralización, donde se incrementan los recursos de libre disponibilidad, y la línea roja, a períodos de centralización, donde suben las provisiones.



Además, se observa que en el año 2004 se experimenta una fase de centralización. Y a partir de 2005 comienza una de descentralización, que se extiende hasta 2007, cuando nuevamente se vuelve a una etapa de centralización, que llega a su peak en el año 2010.



Entre 2011 y 2012 de nuevo se genera una fase de descentralización. Y en este último año se vive el período de mayor descentralización.



¿Qué deseo decir con esto, señor Presidente? Que definitivamente quiero que exista una Ley de Rentas Regionales -aclaro que ello no significa aumentar la carga tributaria-, al estilo de la Ley de Rentas Municipales, que recauda un porcentaje del impuesto territorial.



¿Cuál es el mérito de la Ley de Rentas Municipales? Que la volatilidad solo depende de la recaudación. En cambio, en el caso de los gobiernos regionales, sobre la base del FNDR, la autonomía no depende únicamente de la recaudación, sino también del nivel de provisiones. Y este lo determina, en definitiva, el nivel central.



Por lo tanto, el grado de libertad de una región para utilizar los recursos de libre disposición depende del nivel central, porque se determinan, primero, por asignaciones en la Ley de Presupuestos, y, segundo, por las provisiones.



En consecuencia, uno debe reflexionar si el principal instrumento de inversión, el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, ha sido o no un instrumento de descentralización. Y, según el gráfico, en algunos períodos  efectivamente lo ha sido, pero en otros no.



Lo que se pretende con la normativa que nos ocupa es que las regiones sean autónomas en cuanto a la determinación de sus recursos.



Señor Presidente, como se me termina el tiempo, solicito un minuto más, para concluir.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Bien.

El señor ORPIS.- Gracias.



Creo que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y otros elementos que se han mencionado en el curso del debate deben ser estudiados a fondo en la discusión particular del proyecto.



Como lo dije en la oportunidad anterior, hay importantes avances en el ámbito de la descentralización, pero un factor esencial de ella lo constituye la autonomía de carácter financiero que deben tener las regiones. Y el FNDR no ha sido un instrumento eficaz para descentralizar el país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, este es uno de los proyectos más relevantes que se han sometido a nuestro conocimiento.



El traspaso de competencias desde el nivel central a los niveles regional o comunal es uno de los propósitos en los que con mayor voluntad política deberíamos trabajar en el Senado.



Por eso me referiré, básicamente, a esa parte del proyecto, teniendo presente que este también dice relación con la estructura de los gobiernos regionales, con las atribuciones de los cores y con otras materias. No obstante, el nudo central, el corazón de esta iniciativa radica en lo relativo a las transferencias de  competencias, que se consignan en el Párrafo 2°, inciso tercero del artículo 21 Bis.



Comparto lo planteado por el Senador Rossi en el sentido de que si no aprobamos la reforma constitucional, que ya se discutió en el año 2009, no estaremos avanzando lo suficiente. En efecto, si uno compara las normas vigentes en materia de traspaso de competencias, que se hallan consignadas en el artículo 67 de la ley orgánica que ahora se modifica, con lo que se propone en el texto en debate, comprobamos que no hay diferencias sustanciales. Aquí se incorpora la posibilidad de que por dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio se pida el otorgamiento de una facultad específica.



Por consiguiente, lo que deberíamos analizar es cuánto se ha avanzado en el actual artículo 67, que habla sobre el traspaso de atribuciones y que ha estado en vigencia ya por largos años. A mi juicio, esa norma -digámoslo con claridad- ha sido letra muerta. No ha habido voluntad política, en ningún Gobierno, para avanzar en una zona tan significativa como la del traspaso de competencias.



Voy a votar a favor este proyecto, porque hay un grado de avance. Pero necesariamente se requiere la reforma constitucional aludida, pues hay que hacer vinculantes las decisiones; hay que hacer obligatorio el traspaso; hay que colocar normas que en realidad obliguen a la autoridad central a desprenderse de facultades y competencias y traspasárselas a los niveles regionales.



En las regiones se cuenta con profesionales capacitados. Sin embargo, al no disponer de atribuciones se genera frustración y se van ocasionando los conflictos que el país ha conocido.



Estoy seguro de que con gobiernos regionales dotados de facultades y recursos, los problemas de Aysén, de Tocopilla y de Calama no habrían tenido la magnitud que alcanzaron. Ellos se agravaron porque las autoridades regionales no contaban con facultades ni recursos para enfrentarlos. Por consiguiente, se requirió la intervención de autoridades del nivel central (léase Ministros y Subsecretarios). Pero, por su lejanía y el tiempo que demoraron en tomar las decisiones, los conflictos se fueron radicalizando, ampliando y agravando.



Señor Presidente, insisto en que las enmiendas que plantea la Comisión de Gobierno en el artículo 21 Bis representan un avance, pues en el inciso tercero se establece que los dos tercios de los consejeros en ejercicio “podrá solicitar al ejecutivo del gobierno regional que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas por éste. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que estos hayan sido recepcionados y aprobados”. Y, en el inciso cuarto, se fija un plazo para que se responda ese requerimiento que se hace por parte de un gobierno regional al gobierno central.



¿Es ese un avance? ¡Por cierto que sí! Pero tenue e insuficiente. 



Pienso que llegó el momento de establecer con claridad que el gobierno central debe desprenderse de facultades en beneficio de los gobiernos regionales. Y como es evidente que nadie se desprende de facultades ni de competencias, la ley debe establecer un camino para que ello verdaderamente se cumpla.



A través de las modificaciones a esta ley orgánica (que aprobaré) estamos dando un paso importante, mas no suficiente; un paso significativo, pero que necesita de otro camino, de otra instancia para asegurarle al país que en verdad vamos a entrar a un proceso de descentralización y regionalización; que no nos quedaremos en el discurso; que no nos quedaremos solo en las palabras, sino que pasaremos a los hechos y estableceremos gobiernos auténticamente regionales, que hoy día, con la elección de consejeros regionales, serán una voz más potente en las distintas partes del territorio.



Yo prefiero que las regiones sean las que se equivoquen; que las regiones sean las que cometan los errores, pero que no exista esta lejanía en las resoluciones con respecto a los ciudadanos, que la mayoría de las veces agrava los conflictos y problemas.



Señor Presidente, como se me está acabando el tiempo, termino manifestando que votaré favorablemente la iniciativa, pero que concuerdo en que lo que propone la Comisión de Gobierno en una reforma constitucional es el paso definitivo que debemos dar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tuvimos la ocasión de iniciar el debate de este proyecto, que todavía se halla en la discusión en general. Y adelanto que lo voy a votar a favor, en el entendido de que constituye un avance, pero muy insuficiente, compartiendo lo que se ha señalado aquí, en la Sala, al respecto. 



Pero más que eso, tengo tremendas dudas sobre la dualidad que estamos generando. Creo que ha sido y será muy importante el cambio introducido para elegir democráticamente a nuestros cores. No obstante, debemos reconocer que hoy día la ciudadanía todavía está bastante desinformada sobre lo que significa exactamente la elección de los cores, qué hacen y cuál es su relevancia. Nuestras regiones se encuentran tapadas de propaganda y de avisos radiales, pero no se entiende mucho. Uno  conversa y le explica a la gente la trascendencia que puede tener la elección democrática del consejo o de los consejeros regionales. 



Me parece que ese es un gran paso, y claramente hemos avanzado hacia una mayor transparencia, ya que antes los cores se elegían de manera indirecta por los concejales. 



Sin embargo, tengo dudas. Sigo creyendo que aquí estamos estableciendo una dualidad entre el intendente y el presidente del consejo regional, al no quedar establecidas de manera clara las funciones de cada uno, incluso protocolarmente. En un momento determinado el intendente representa al Primer Mandatario, pero resulta que el consejo va a tener un presidente designado por sus pares, los que a su vez han sido elegidos democráticamente. 



Me parece que eso, francamente, no ayuda mucho. Nos estamos complicando. Tengo la convicción de que así es. Por eso pedí, incluso en nombre de mi bancada, segunda discusión del proyecto, porque sentí que le faltaba madurez. Espero que, como estamos solo en su discusión en general, haya oportunidad de revisarlo más cuidadosamente, pues estoy convencida de que provocamos esa dualidad, la cual, por cierto, quedará solucionada el día que elijamos democráticamente al intendente. Con ello -por suerte está en el programa de Michelle Bachelet, que permitirá cumplir con tal aspiración y convertirse en ley (así lo deseo) de ser aprobada en este Congreso-, podremos terminar con tal dualidad. 



No obstante lo anterior, estimo que el Senador Orpis tiene toda la razón en lo que acaba de señalar. Porque el Fondo Nacional de Desarrollo Regional -considerado el instrumento más importante- es muy parcialmente de libre disposición, todo el resto viene determinado desde el nivel central. 



Mientras eso siga ocurriendo, no sacamos nada con hablar de regionalismo, del fortalecimiento de las regiones, pues muchas veces son palabras más bien declarativas que realidades. 



Por lo demás, sobre el particular experimentamos ciertos avances, pero también tenemos retrocesos. 



Hace unos días sostuvimos una reunión con la gran mayoría de los alcaldes de las comunas del Norte -aproximadamente 15 de ellos-, que formaron una asociación cuyo objetivo primordial es denunciar lo que sienten: que efectivamente no existe una compensación frente a la tremenda riqueza que entregan nuestras regiones mineras, particularmente nuestros municipios mineros, al país, al aporte que hacen al PIB. A cambio, solo les quedan los pasivos ambientales y grandes dificultades para absorber no únicamente un incremento de la población, mayor demanda por servicios, sino muchas otras situaciones que están afectando a nuestras regiones. 



No hay, por lo tanto, un instrumento que realmente compense la dificultad planteada. 



El FONDENOR, que pudo haber sido una herramienta apropiada, creo que este Gobierno se lo ha farreado, porque lo que entregará en definitiva: 268 millones de dólares de aquí al 2025, repartido entre 51 municipios mineros, es absolutamente insuficiente -¡absolutamente insuficiente!- y casi risible. 



Entonces, con él no se resuelve el problema. Además, le quedó grande el nombre: “Fondo de Desarrollo del Norte”. ¡Cuál desarrollo si se reparte una cantidad ínfima! De hecho, lo que recibirá una comuna serán 150 mil dólares, de acuerdo a su población, que fue lo que conseguimos incluso en la discusión particular, porque en principio estaban considerados 50 mil dólares. Logramos subir esos aportes, pero, francamente, son risibles. 



Por otro lado, en el proyecto se proponen instrumentos que permiten avanzar, sí. Algunos bastante interesantes, como el Plan Regional de Ordenamiento Territorial, cuya elaboración corresponde al gobierno regional, con consulta a los municipios, que hace mucha falta. Debemos ser capaces de estudiar todas las recomendaciones y lo relativo a la planificación territorial, urbana y rural; el borde costero…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Finalizó su tiempo, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Termino de inmediato, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional, Su Señoría. 

La señora ALLENDE.- En ese sentido, considero que hay un progreso importante.

Pero sigo creyendo que la cuestión de fondo, que la planteó el Senador Orpis, no la abordamos en este proyecto. Y no vamos a poder avanzar en una verdadera regionalización si no hay más recursos para ser administrados libremente desde las regiones, que son las que tienen más claro lo que desean priorizar y cómo deben hacerlo. Pero sufrimos de este centralismo excesivo, que lamentablemente continúa manteniéndose. 



Por eso creo que no podemos eludir el tema, señor Presidente. 



Por último, en cuanto a las dualidades, que van a persistir pues no están bien resueltas en este proyecto, debo señalar que estoy un poco sorprendida -lo reconozco, y así se lo hice saber a mi colega Rossi-, porque si la iniciativa que viene propone, en teoría, que las eventuales discrepancias entre un consejo regional y el Presidente de la República sean resueltas por el Senado, a mi juicio, lo único que hará será confirmar mi aseveración de que está mal planteada la normativa en análisis. 



No deberíamos estar anticipando que habrá conflictos. Y si van a existir, no tendría que ser el Senado el encargado de resolverlos. ¡No, pues! Este no es la instancia democrática llamada a solucionar tal controversia. Debe crearse un instrumento que permita zanjar regionalmente una situación como la planteada. Pero no es dable pensar que desde el Senado ello es posible, sobre todo considerando que lo integramos representantes de distintas regiones, por voluntad de los electores. 



Creo que eso no es lo más indicado. 



Para mí lo único claro es que existen dualidades; que habrá conflictos, cuya solución no se encuentra bien propuesta en el proyecto que nos ocupa. 



Entonces, el camino es más bien a la inversa: mejorar la iniciativa; ser capaces de prever dónde se pueden presentar conflictos, por estas dualidades, y contar con los mecanismos ajustados para resolverlos.



Concluyo señalando que voy a votar favorablemente en general la normativa, con bastantes dudas, porque significa dar un paso muy limitado. Aquí se nos ha dicho que se trata de un tremendo avance. Pero no concuerdo con ello. Creo que lo más importante va a ser la elección directa de los cores. Pero ojalá pudiésemos avanzar en una verdadera y auténtica regionalización, la cual solo se logrará si existen traspasos reales -¡reales!- de la disponibilidad de los recursos y de las decisiones que deben tomarse. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, ya hice referencia en su oportunidad a que la grandilocuencia no tiene coherencia con el contenido del proyecto, al que, en general, califico de muy antojadizo respecto a las temáticas que aborda.



Si me remonto a los casos que se han mencionado aquí: Calama, Tocopilla, Coyhaique, etcétera, debo manifestar que ninguna de las facultades que se están traspasando a los consejos regionales va a despejar la problemática que despierta en la gente ese nivel de inquietud, de frustración. Y lo que es peor: no se progresa absolutamente nada en materia de dotación de recursos; de mejor implementación acerca de democratización presupuestaria; de flexibilización de distintas medidas, porque eso sigue siendo un tema de centralismo exacerbado, que, en mi opinión, va a generar más dificultades que las que solucionará. 



Tampoco se señalan adecuadamente los ámbitos de aplicación de las facultades del intendente y del presidente del consejo regional. Y el Jefe de Estado es quien cuenta con facultades privativas para iniciativas legales al respecto. Ello, me parece que representa la simiente de conflictos de proporciones. 



A lo anterior se agrega un tercer referente: la mayor cantidad de dinero, de recursos económicos, sigue estando radicada en los ministerios. Así que pasa a ser un remedo a nivel regional.



Y la pregunta concreta es: frente a los conflictos que se presenten entre el intendente y el presidente del consejo regional, ¿alguien podría adelantar qué actitud va a asumir un seremi? Él tendrá muy clara la película: se inclinará simplemente por lo que diga su Ministro. O sea, sigue siendo un enfoque eminentemente centralizado respecto del que toma las decisiones. ¿Por qué? Porque -repito- la mayor cantidad de plata es gastada por los ministerios. ¿Y los seremis a quién reportan? Al Secretario de Estado respectivo.



No hay, pues, avances en materia de descentralización financiera o fiscal.



Ya lo dijo el Senador Orpis -lo refuerzo y ratifico-: si uno mira lo que ha venido pasando con el FNDR, podrá apreciar que la mayor parte de este fondo de compensación regional se concentra en Santiago. Es allí donde más se ha incrementado.



Entonces, señor Presidente, yo no visualizo instrumentos que permitan romper la tendencia.



A mi juicio, la ley en proyecto es pirotecnia finalmente. Porque veremos que esta famosa o “maldita” -como lo llamé en determinado momento- gradualidad y selectividad que se plantea de modo elocuente en su texto sigue siendo la gran traba para avanzar.



Me parece que lo relativo a la descentralización y regionalización es causa perdida para este Gobierno.



Tengo la esperanza de que en la próxima Administración realmente avancemos de manera significativa en esta materia. Es una oportunidad grandiosa para ello.



Entonces, no compro el argumento de intentar lavarse la cara con esta iniciativa señalando que se trata de un gran proyecto regionalizador y descentralizador.



Me parece que todos los elementos que contiene se hallan orientados a seguir entrabando el desarrollo de un país que está estrangulándose por el centralismo.



¡Cómo no lo sabré, señor Presidente! Los grandes problemas de mi Región están sin atenderse. Hasta para contratar un médico obstetra hubo que tomarse Tocopilla completamente, logrando que al final el Ministro llegara rindiéndose a los pies del alcalde, quien tenía parada la ciudad.



O lo que ocurre con el Ministerio de Bienes Nacionales, que se ha transformado en la gran inmobiliaria pública y que especula con el terreno para darle más recursos a Santiago en detrimento de justicia y equidad para las regiones.



En fin, señor Presidente, creo que este proyecto es muy deficiente respecto de las expectativas que al menos yo tenía en materia de descentralización.



Así que perseveraré en votar en contra, como señal, por supuesto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta es la segunda vez que discutimos en la Sala este importante proyecto relativo al fortalecimiento de la regionalización del país. Y, como es natural, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que integro, lo aprobó por unanimidad.



Todos sabemos que el sentido de esta iniciativa es mejorar la coordinación entre los gobiernos regionales y la Administración; precisar las funciones del gobierno regional, incluyendo las del consejo regional y las del intendente, además de agregar funciones al gobierno regional; regular la transferencia de competencias desde los ministerios y servicios públicos a los gobiernos regionales, y establecer normas para dirimir las eventuales divergencias que surjan en este proceso, sobre todo dentro del propósito de avanzar en la regionalización.



Respecto a la transferencia de competencias, la Comisión acordó la presentación de una reforma constitucional -ya lo informó el Senador Rossi- para que el Senado resuelva las divergencias, en lugar de una comisión especial como lo había propuesto el Ejecutivo inicialmente.



Cabe señalar que el proyecto proporciona un listado del tipo de competencias que se pueden transferir, las que caben dentro de los ámbitos del ordenamiento territorial, el fomento productivo y el desarrollo social y cultural, que parecen suficientes mientras se evalúe el funcionamiento de este sistema, así como los resultados de la elección directa de los consejeros regionales.



También es importante destacar las propuestas para crear los cargos de administrador regional y de secretario ejecutivo del consejo regional: el primero será de confianza del intendente, y el segundo, designado por concurso público; la elección de un presidente del consejo regional, elegido directamente por los consejeros regionales, cuyas facultades no estarán limitadas solo a abrir, dar la palabra y levantar las sesiones, sino que, de acuerdo con el Ejecutivo, hay un compromiso con la Comisión en el sentido de que él también elaborará la tabla. Y ya establecimos una serie de otras atribuciones, para que no fueran tan ínfimas como las que venían inicialmente propuestas.



Por otra parte, se faculta al consejo regional para aprobar o modificar la delimitación de territorios que sean objeto de planificación regional; el plan regional de desarrollo turístico; la declaración de zonas rezagadas y el plan de desarrollo, así como para aprobar el anteproyecto regional de inversiones y conocer el programa público de inversiones.



El consejo regional podrá resolver la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional sobre la base de la propuesta del intendente, incluyendo los programas de inversión sectorial y los recursos del gobierno regional provenientes de los tributos locales.



Señor Presidente, la ciudadanía se encuentra muy esperanzada de este primer paso que darán los electores al elegir sus consejeros regionales, que son grandes autoridades, deciden importantes recursos y aprueban obras que pueden ser de real relevancia para el desarrollo de cada una de las comunas y de las regiones en general.



Por lo tanto, llamamos a los ciudadanos a que elijan personas con capacidad y conocimientos, y que verdaderamente efectúen un aporte importante desde dicho cargo.



Aspiramos también a que en poco tiempo más, de acuerdo con las nuevas autoridades de Gobierno, se pueda elegir a los intendentes.



A través de ello, lograremos la descentralización y regionalización que se requieren para un mayor aceleramiento en el desarrollo de nuestro país.



Algunos anhelaban mucho más hoy día. Pero creo que vamos avanzando.



Los gobiernos regionales cumplieron 20 años. Estamos muy claros de las deficiencias, defectos, abusos que pueden haberse cometido durante este tiempo.



Por eso estamos aprobando este proyecto en general ahora, para corregir todas las anormalidades o irregularidades que se habrían detectado. Y esperamos que durante el debate en particular lleguemos a un buen acuerdo con el Ejecutivo, y demos lugar a una ley que sea expedita y que les dé garantías a las comunas para obtener un alto desarrollo y progreso, sobre todo a nivel regional.



El instrumento se denomina “Fondo Nacional de Desarrollo Regional”, y queremos que se destine para tal finalidad.



Desde luego, anuncio mi voto a favor del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, yo me defino como “municipalista” y “regionalista”. Por lo tanto, no puedo sino, cada vez que se presenta la oportunidad, mostrar cierta frustración en relación con el Estado altamente centralista, burocrático, de corte borbónico en que vivimos, bajo la égida del Estado unitario.



Ahí estamos con las intendencias, 230 años después de haberse creado tras las reformas borbónicas, típicamente centralistas, a fines del siglo XVIII.



Municipalista, en el sentido que señaló visionariamente la Ley de Comuna Autónoma, de 1891, hace 122 años.



Esa es una promesa incumplida, señor Presidente. Y solo se dará cumplimiento a ella cuando tengamos gobiernos municipales autónomos, que ahora no los hay. Porque los municipios viven con la camisa de fuerza de las normas constitucionales y legales que los rigen.



No hay gobierno municipal autónomo.



En segundo lugar, existe frustración desde el punto de vista de la aspiración de mayor regionalismo. Porque hemos avanzado más en desconcentración que en descentralización.



Es más, yo no le temo al federalismo. Pero -imagino- esa discusión quedará para nuestros nietos.



Por lo menos somos dos, el profesor Patricio Zapata Larraín y quien habla, los que en alguna oportunidad nos hemos planteado a favor de la idea de un Estado federal.



Pero sé que eso es utopía.



Por lo tanto, a lo que uno aspira es a profundizar la descentralización, más que la desconcentración, priorizando y fortaleciendo el gobierno municipal y el gobierno regional.



Y, en tal sentido, ¿por qué voy a votar a favor de este proyecto? No porque me satisfaga de manera muy especial, sino porque constituye un avance, modesto, tímido -no es un retroceso-, en esa dirección.



Se crea el cargo de presidente del consejo regional.



Ahora, hay una mala noticia: que el intendente seguirá siendo el poder ejecutivo del gobierno regional.



¡Mala noticia!



Y hay una buena noticia: el presidente del consejo regional será elegido por los consejeros, quienes a su vez serán elegidos en forma democrática y directa, por primera vez en la historia de Chile, el 17 de noviembre próximo (en poco más de dos semanas).



¡Buena noticia!



La del presidente del consejo será tal vez una función más protocolar. Sin embargo, estará muy distante de lo que quisiéramos en términos de un verdadero gobierno regional.



Cabe la interrogante acerca del foco de tensión que habrá entre el presidente del consejo regional y el intendente. Pero, en fin, existe cierto avance, tímido, en la materia.



Los gobiernos regionales podrán solicitar transferencias de competencias.



Me parece interesante esa fórmula, pues recoge la diversidad, la heterogeneidad de los gobiernos regionales y permite una demanda de competencias desde abajo, lo que facilita un proceso gradual de descentralización.



Se aumenta el poder fiscalizador de los consejeros respecto tanto del intendente como de otras autoridades del gobierno central vinculadas al gobierno regional.



¡Bien!



Tocante a las competencias en materia de planificación, ¡cómo no va a ser digna de aplauso una mejor coordinación entre los distintos órganos de planificación del territorio: gobiernos regionales, municipalidades, ministerios!



Por ejemplo, en la Quinta Región costó diez años avanzar en el ámbito de los planes regionales de ordenamiento territorial, pero aún no existe buena coordinación. Creo que esta mejorará con el proyecto en debate.



Lo mismo ocurre en el caso de las prioridades de inversión. Hay que hacerlas más conversadas entre el gobierno regional y el respectivo ministerio, considerando las prioridades regionales, aunque no sean vinculantes.



De otra parte, se hacen exigibles los convenios de programación y los convenios mandatos, cuando corresponda, y se dispone que toda nueva función o atribución deberá tener asegurada su fuente de financiamiento. 



Empero, me parece que, lejos, lo más interesante de este proyecto -tímido, gradual, insuficiente; pero, en fin, hay avances- es la creación del cargo de administrador regional -¡bien!-, tal como existe a nivel municipal.



Que se escoja a las jefaturas, a los jefes de división mediante el Sistema de Alta Dirección Pública me parece bien. Obviamente, eso fortalece al gobierno regional y lo moderniza.



Se crean las divisiones de planificación regional. En la práctica, las hay en algunas regiones, pero su existencia no está normada por ley.



Aquellos, a mi entender, son avances significativos.



Lo más importante, en mi opinión, es la creación del concepto de “marco y glosa presupuestaria”. Porque hoy día...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor WALKER (don Ignacio).- Gracias.



Decía, señor Presidente, que hoy día se da la contrariedad de que los consejos regionales votan proyecto por proyecto, lo que constituye un absurdo, pues da pie para crear redes de clientelismo, focos de corrupción, ya que el sistema introduce incentivos perversos.



En tal sentido, equiparar de alguna manera el presupuesto nacional para aprobar marcos y glosas presupuestarias, más que proyecto por proyecto, me parece de efectos modernizadores y de transparencia importantes en el funcionamiento de los gobiernos regionales.



Termino haciendo presente la necesidad de fortalecer la contraparte natural de los gobiernos regionales, que son y deben ser los municipios. En la Quinta Región de Valparaíso (y del Aconcagua) hay una asociación conformada por veinte municipalidades del interior que son o deben ser contraparte del gobierno regional.



Por las razones expuestas, votaré a favor, con gusto a poco. Pero, obviamente, el proyecto en debate significa más un avance que un retroceso.

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, sé que estamos todos concentrados. No obstante, como Presidente accidental de la Comisión de Agricultura, le solicito que recabe la autorización necesaria para que dicho órgano técnico funcione en paralelo con la Sala a fin de tratar dos proyectos pendientes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



No existe acuerdo, señor Senador.

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

La señora ALLENDE.- Sí, que se abra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Estamos ante un problema, Su Señoría.



Esta iniciativa es de quórum especial. Por tanto, yo debería hacer sonar los timbres al objeto de tener certeza de que existen los votos requeridos para aprobarla.



Ahora, si la Sala quiere abrir la votación, yo no tengo objeciones.



¿Hay acuerdo para ello?

El señor ROSSI.- Sí, señor Presidente.

El señor TUMA.- ¡No!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor TUMA.- Retiro mi objeción, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, hay acuerdo para abrir la votación, ¡bajo la responsabilidad de los Senadores presentes...!

El señor COLOMA.- ¡No, pues, señor Presidente: bajo la responsabilidad de los ausentes, ya que los presentes estamos cumpliendo nuestra obligación!

El señor PROKURICA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Conforme.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, dentro del tiempo consignado para fundamentar nuestro pronunciamiento, debo puntualizar que parece no tener mucho sentido seguir dilatando la votación, pues las posiciones no variarán mucho desde la primera discusión hasta ahora, cuando podría solicitarse aplazamiento de la votación, y no mejoraremos el texto por aquella vía.



Este proyecto no es más que cuanto expresa su articulado. Y lo conversábamos recién con el Senador Rossi, quien participó en la discusión pormenorizada habida en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con esta iniciativa de ley no vamos a arreglar los problemas de descentralización que aquejan a nuestro país. Empero, opino que debemos poner las cosas en un punto de justicia y en la perspectiva adecuada.



Esta es, en 20 años, la mayor reforma experimentada por la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Y eso tiene que ver fundamentalmente con la elección democrática y universal de los consejeros regionales, lo que, de aprobarse la normativa que nos ocupa esta tarde, se complementará con el traspaso de facultades.



Ahora, concuerdo con los planteamientos del Senador Ignacio Walker: el avance es tímido.



Por ejemplo, podrían existir mayores atribuciones. Pero no quiero quitarles mérito a algunas de las que se establecen. Por ejemplo, a las vinculadas con los convenios de programación, los cuales ya se vienen haciendo.



Debo recordar -conversábamos sobre la materia con el Senador Tuma- que en la Región de La Araucanía se suscribió el primer convenio de programación, a mediados de los años 90, para concretar un proyecto que ni Obras Públicas ni el gobierno regional incipiente podrían haber llevado a cabo por sí mismos: las defensas ribereñas del río Cautín. Como consecuencia, en casi veinte años este nunca más superó la cota; así, vastos sectores de Temuco ya no se ven afectados por las inundaciones que sufrieron antes.



Igualmente, rescato el mérito de que el nivel central y el regional se pongan de acuerdo para destinar recursos a obras de gran envergadura que los privados no realizan porque no les reportan rentabilidad alguna.



En consecuencia, que este proyecto plantee que los referidos convenios serán obligatorios me parece una gran noticia.



Y, a propósito de la amplia discusión que existe en torno a cuántos hospitales dejará construidos este Gobierno, cuántos quedarán a medias, cuántos no se van a concretar, debo puntualizar que la edificación de establecimientos de esa índole en La Araucanía se halla contenida en convenios de programación suscritos entre el Ministerio de Salud y el gobierno regional de esa Región. Hasta el momento se avanza muy tímidamente en diseño, en prefactibilidad, en estudios, pero hay muy poca obra concreta. Son los casos de Angol -allí la actual Administración comprometió un hospital que nunca va a construirse, al menos en este período- y de muchas otras comunas, donde los progresos han sido muy escasos. Y la demora se sigue achacando al terremoto, en circunstancias de que este ocurrió hace bastante tiempo y, por ende, no puede seguir siendo excusa para que el Estado eluda su responsabilidad.



Entonces, reitero que el hecho de que los convenios de programación obliguen al nivel central envuelve una gran oportunidad para las regiones, especialmente dentro del convenio marco para la construcción de hospitales en la que yo represento. En otras zonas de nuestro país -lo indicaba la Senadora Allende- serán otros fondos regionales los que compensen socialmente la actividad minera.



De otro lado, comparto lo que señalaron varios señores Senadores en el sentido de que puede haber dificultades. Creo que el rol del intendente con menos atribuciones entrará en colisión con la nueva figura del presidente del consejo regional, no digo “con más atribuciones”, pues no existen, pero sí con aquellas que se le restarán a aquel. 



Ahora, estas atribuciones no son solo decorativas ni formales. No son únicamente para mandar un saludo de cumpleaños al Ministro Larroulet: tienen que ver con la presidencia del consejo regional y con que el intendente se va a sustraer -esto sí me preocupa- en las sesiones de aquel, pero seguirá siendo responsable de los procesos de inversión. Y eso puede ser una dificultad.



El presidente del consejo regional carece de atribuciones ejecutivas en el actual sistema. Pero tampoco podríamos imaginar que las tuviera. La administración de los recursos fiscales es una tarea muy delicada; por tanto, alguien ha de hacerse responsable de ella. Y ese alguien debe ser una autoridad que rinda cuenta pública. No cualquier persona puede administrar dineros fiscales.



Entonces, el intendente no se desprende de la atribución respectiva, sigue siendo responsable de las tareas ejecutivas.



Pienso que deberemos observar la situación en régimen. Y yo no descartaría que cuando los intendentes se eligieran democráticamente los consejeros regionales fueran parte de su lista. Y tal vez haya que discutir si tiene o no sentido la elección.



Con todo, voto a favor, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma para fundamentar su voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quizás uno de los temas más apasionantes para los parlamentarios de regiones y para la gente que vive allí es cuándo podremos tomar en ellas decisiones que tengan que ver con sus demandas, con su realidad.



Este diseño portaliano del Estado, en que los Ministros asumen la conducción del país y de los servicios en cada sector, hace creer que todas las ciudades, los campos, las regiones son exactamente iguales y que todas las personas tienen requerimientos y problemas de la misma naturaleza.



Empero, cada región es especial. Y hay algunas más especiales que otras. Por ejemplo, la de La Araucanía, cuya composición étnica motiva que sus demandas y sus dificultades sean específicas y absolutamente distintas. Y eso no lo resuelve desde Santiago ningún ministro, ningún director de servicio.



¡Si cuando tratamos el Presupuesto en el Congreso aprobamos programas nacionales! ¡Cuando le asignamos recursos a un ministerio lo hacemos a nivel nacional!



No existe una mirada desde las regiones para determinar de qué manera resolvemos las demandas de los habitantes de cada una de ellas.


Pasan los años, y les decimos a los ciudadanos que estamos haciendo esfuerzos por descentralizar. Sin embargo, ello no se concreta.


La descentralización solo tendrá lugar cuando existan autoridades que, habiendo sido elegidas en la región, posean autonomía, estén empoderadas y cuenten con atribuciones y recursos. Pero eso está lejos de materializarse.



Este proyecto habla mucho y contiene pocas disposiciones que entreguen atribuciones desde el poder central hacia las regiones.


Con esta iniciativa, aunque la aprobemos, yo no imagino a un intendente o a un gobierno regional dirigiendo las políticas de INDAP, de Vialidad o de Salud.


El problema reside en que no hay voluntad política para estructurar el aparato estatal de modo que permita atender las demandas regionales.


Por inercia, seguimos mirando al  Estado como ha existido siempre.



En mi concepto, hay que tener una mirada distinta. Y esa mirada distinta nos obliga a reestructurar el aparato estatal; a regionalizar los servicios; a empoderar a las autoridades, y a diseñar programas, políticas e instrumentos desde las regiones más que desde el nivel central.



No voto con entusiasmo este proyecto, señor Presidente, porque no va al fondo del problema. Es un paso. Pero pienso que falta conciencia acerca de lo que significa cambiar el aparato del Estado para satisfacer las demandas ciudadanas.



En mi opinión, queda mucho terreno por recorrer.



Voto a favor no obstante considerar que la iniciativa resulta absolutamente insuficiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solo voy a reiterar lo que sostuve en la primera discusión de este proyecto.



Pienso que todos los esfuerzos de carácter administrativo que se despliegan son vacíos si las regiones no tienen ingresos propios.


No le estoy haciendo una crítica directa al actual Gobierno. Y lo preciso porque el Ministro señor Cristian Larroulet se sintió un tanto incómodo.


Tómelo como una autocrítica al sistema político en su conjunto, señor Ministro.

El señor PROKURICA.- ¡Eso me gusta!

El señor ESCALONA.- La cuestión de fondo radica en que las regiones producen recursos y, sin embargo, no tienen soporte propio para financiarse. Y eso constituye una limitación enorme, gigantesca.



Escuché al Senador Víctor Pérez argumentar en la misma dirección. Su Señoría señaló que el conflicto de la Región de Aysén podría haberse resuelto en forma mucho más ágil y expedita si en el gobierno regional hubiera existido un dispositivo que permitiera contar con los recursos y las atribuciones indispensables.


Lo mismo sucede ahora en la Región del Biobío, donde hay malestar por la lamentable situación del Hospital Regional de Concepción.


Hace poco rato me llamó el doctor Martín Zilic para comunicarme que el escenario no solo se mantiene, sino que empeoró: hay más de sesenta personas en la asistencia pública; las familias esperan dos y tres días para lograr que los pacientes sean atendidos en el servicio de urgencia.


¡Cómo no va a ser posible que un gobierno regional cuente con un dispositivo que le permita tomar medidas de emergencia: trasladar enfermos, recabar la ayuda de las instituciones uniformadas, recurrir a un hospital de campaña!



Ante una emergencia sanitaria como la que desde mi punto de vista se vive en el Hospital Regional de Concepción, ¡cómo no va a ser factible adoptar ninguna medida!


A ello agrego que los gobiernos regionales deben contar con recursos, tener capacidad para actuar con una base que les dé un mínimo de acción independiente del gobierno central.



Por eso he sugerido la idea de las rentas regionales, señor Presidente.



Si se confirman los vaticinios que conocimos esta mañana en el sentido de que la próxima Presidenta de la República será Michelle Bachelet, quien comprometió con el país un proyecto de reforma tributaria, espero que se abra un debate para que en esta exista un capítulo relativo a las rentas regionales.



Ya es suficientemente conocido el ejemplo puesto: el de Celulosa Arauco. Esta empresa tiene una gigantesca planta en el sector de Horcones, en la comuna de Arauco, pero la persona que vende frutas y bebidas en un pequeño kiosco ubicado a doscientos metros le paga al municipio más que ella por concepto de patente, debido al sistema centralizado de impuestos vigente en nuestro país.


Yo no estoy proponiendo erradicar o remplazar ese sistema en su globalidad. Mi planteamiento apunta a que, como en él las razones sociales de los grandes conglomerados económicos abarcan dos o tres regiones, exista un mecanismo que permita determinar las rentas que corresponden a cada cual, de manera que ello se refleje en ingresos propios que posibiliten sostener la actividad de los diferentes gobiernos regionales.



Esa es la idea que vengo postulando desde hace algún tiempo y que seguiré transmitiendo, al objeto de dotar a las regiones de mecanismos o instrumentos que les otorguen capacidad de acción más allá de la voluntad del gobierno central.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y uno en contra), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y se fija el 25 de noviembre, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Cantero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en nombre del Ejecutivo, agradezco la votación tan amplia para este proyecto, que transfiere competencias a los gobiernos regionales.



Aprovecho la oportunidad para valorar esta sesión del Senado, durante la cual se aprobó un conjunto importante de iniciativas del Ejecutivo.



No cabe duda de que el debate de este proyecto ha sido muy relevante. Pero quiero precisar algunos elementos que se han mencionado hoy.



En primer lugar, esta iniciativa viene a responder a una reforma constitucional que se hizo en el Gobierno anterior para llevar a cabo un proceso de transferencia de competencias a los gobiernos regionales.



En segundo término, el proyecto que nos ocupa reviste específicamente una trascendencia muy significativa. Algunos distinguidos señores Senadores han expresado aquí que representa un paso muy menor. Por mi parte, difiero de ellos por un hecho muy simple y concreto: gracias a la institucionalidad que sigue avanzando en el Congreso, el día de mañana no se va a requerir una ley para cada una de las transferencias de competencia, sino un acuerdo entre el respectivo gobierno regional y el Ministerio correspondiente y un decreto supremo del Presidente de la República. Es decir, estamos haciendo referencia a un proceso muy profundo.



En tercer lugar, ello no es lo único: también se trata de traspasar recursos. Distinguidos señores Senadores han planteado propuestas en el ámbito tributario. Estimo que corresponde discutirlas. Pero hoy día es preciso reconocer que la Administración del Presidente Sebastián Piñera ha aumentado en 50 por ciento el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, que permite a las regiones contar con recursos para poder asignarlos autónomamente a su gobierno.



Y, por último, no olvidemos que estamos ad portas de la materialización de un hecho muy profundo a favor de la descentralización: el próximo 17 de noviembre se van a elegir en forma directa, por primera vez, los consejeros regionales. Eso asimismo va a implicar un cambio muy significativo en estas materias.



Valoramos la aprobación del proyecto. Y esperamos presentar las indicaciones correspondientes para que el texto sea también acogido definitivamente, como otros que apuntan a la descentralización, por el Congreso Nacional.



He dicho.


HOMENAJE A ORQUESTA SINFÓNICA DE ANTOFAGASTA EN QUINCUAGÉSIMO ANIVERSARIO DE SU FUNDACIÓN
El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, pasamos inmediatamente a rendir homenaje, en sus 50 años de vida, a la Orquesta Sinfónica de Antofagasta. Ello, a solicitud del Senador señor Cantero, a quien voy a ofrecerle la palabra de inmediato.



Antes, quiero saludar a la señora Karen Rojo, Alcaldesa de esa ciudad, quien se encuentra en la tribuna; al señor Mauro Robles, Secretario General Ejecutivo de la Corporación Cultural de Antofagasta; al señor Christian Baeza, director de la Orquesta Sinfónica de Antofagasta, y al señor Juan Figueroa, músico integrante de dicha agrupación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Puede intervenir el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente; estimados colegas; señora Karen Rojo, Alcaldesa de Antofagasta; señor Mauro Robles, Secretario General Ejecutivo de la Corporación Cultural de Antofagasta; señor Christian Baeza, director de la Orquesta Sinfónica de Antofagasta; señores Felipe Flores Toledo y Sebastián Quinzan, coordinadores de comunicaciones; señor Juan Figueroa, quien representa el ADN de la agrupación musical:



En nombre de esta Corporación, y en particular del Senador señor Gómez y de quien habla, queremos rendir homenaje a la Orquesta Sinfónica de Antofagasta, con más de 50 años de historia.



Desde el Centro Universitario Zona Norte de la Universidad de Chile, al inicio de la década de los sesenta, un grupo de músicos nortinos y pampinos comenzó a preparar el escenario de lo que magistralmente se concretó el 2 de noviembre de 1962: la Orquesta Sinfónica de dicha ciudad.



La fundación quedó marcada con tinte imborrable. Se trató de su primera presentación. En la oportunidad, 55 músicos profesionales dieron vida a este gran movimiento de arte y cultura, bajo la supervisión de su creador y primer director, don Rafael Ramos Vivar. Ello dio inicio a una gran ola, que se ha mantenido creciente en el tiempo. La actuación fue en calle San Martín N° 2755, de Antofagasta.



Desde entonces han pasado por la agrupación notables figuras nortinas, que han tenido la responsabilidad de dirigir la escena musical local, como Joaquín Taulis, Eliseo Reygadas, Terry Lee Hulick, Juan Rojas Martorell, Mireya Alegría, Fernando Guerra, Celso Torres Mora y Christian Baeza, su actual director, quien nos acompaña.



En medio siglo de música, han integrado el conjunto los hijos de destacadas familias, de gran arraigo en la comunidad. Cabe mencionar, entre otros, los de varias que siguen teniendo presencia, como los Santelices, Nazar, Baeza.


En la Orquesta Sinfónica contrastan músicos muy jóvenes, que se inician en este cautivante campo de las artes, con quienes exhiben una vasta trayectoria. Cabe destacar el importante rol al respecto del liceo artístico de la ciudad. De los últimos, se debe reconocer a dos músicos con cinco décadas de actividad: Guillermo Pizarro y Rodolfo Herrera, cuyo importante desempeño valoramos, por cierto.



En 50 años -son más, en realidad-, la Orquesta Sinfónica se ha transformado en una de las agrupaciones más antiguas y relevantes en la historia musical de Chile, convirtiéndose en el verdadero patrimonio vivo de toda una región. Ha participado en los actos culturales más trascendentales de la ciudad y la zona y constituye un instrumento que impulsa la elevación espiritual de todos los que experimentan el gozo de compartir cada una de sus presentaciones.


Hoy, el conjunto se halla al alero de la Corporación Cultural de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta. La presidenta del directorio de la entidad es la Alcaldesa, señora Karen Rojo Venegas, quien nos acompaña, y cuyo aporte a la cultura local y de la región valoramos.



Son miles las actuaciones que la sinfónica ha cumplido en Antofagasta y ya forma parte de la historia de esa pujante ciudad, con proyecciones también al ámbito regional, nacional e internacional.



Son incontables los homenajes efectuados a maestros de la música de todo el mundo, las composiciones inéditas, las creaciones inmortales que por décadas han llenado las butacas del Teatro Municipal de Antofagasta, al igual que otros espacios donde la agrupación se presenta, en particular las ruinas de Huanchaca.


Anualmente, la Orquesta desarrolla una temporada oficial de conciertos en la que intervienen como invitados los mejores músicos y directores clásicos del país, y quiebra esquemas al participar en conciertos con artistas contemporáneos, superando el paradigma de que la música clásica es el privilegio de unos pocos.



Lo anterior se ha fortalecido en los últimos años, promediándose 600 personas por concierto, las que van aumentando significativamente. Se registra casi un 75 por ciento de incremento desde el año 2008.


No solo las creaciones de músicos ilustres como Beethoven, Bach, Vivaldi y Mozart son la esencia de la Orquesta, sino también espacios de los propios integrantes, además de los artistas nacionales e internacionales que han querido, a su manera, aportar con composiciones que han emocionado a un público que sigue por décadas a un grupo que parece no pasar de moda.



Nos conmueve, nos emociona, nos estremece escuchar música popular, música andina, música ancestral de nuestra telúrica comunidad nortina elevada a piezas de exquisita inspiración clásica.



Para contextualizar hermosos recuerdos, se me vienen a la memoria momentos inolvidables en conciertos y presentaciones, por ejemplo, junto a Illapu -agrupación también de raigambre y origen nortinos-, Inti-Illimani, Congreso, Tuna Tabardos y tantos otros, o bien, encuentros con artistas como Andrea Tessa, Bastián Bodenhofer, Huara, Punahue, Gepe y Sergio Jarlaz, ya más contemporáneos.



¿Por qué este homenaje y reconocimiento? Porque la Orquesta Sinfónica de Antofagasta es una verdadera cuna y escuela de músicos de gran nivel. Porque, desde sus inicios -incluso, hasta hace un par de años-, quienes la forman han participado en ella con gran esfuerzo, con gran vocación, muchos de ellos prácticamente por amor al arte, a la cultura.



Hoy, el desafío y la misión de la alcaldesa, señora Karen Rojo, aquí presente, son los de seguir profesionalizando a músicos e integrantes, con el objetivo de cumplir el viejo anhelo de los fundadores: recorrer Chile y el extranjero como dignos embajadores culturales de la comunidad local.



Antofagasta y la Región crecen a pasos agigantados, por lo que el desarrollo de la Orquesta Sinfónica debe ir con los tiempos. Somos la zona de excelencia mundial en la minería, y ello se tiene que reflejar en esta agrupación, una de las más emblemáticas y con más arraigo en esa parte de nuestro país.



Por esta razón, hacemos un llamado a la industria minera, a las empresas que desarrollan su actividad en el norte, a que ayuden al engrandecimiento de la agrupación, porque la riqueza económica debe ir acompañada también de riqueza en humanidad, y, por sobre todo, de una riqueza en espiritualidad que actividades como aquella que lleva adelante la Orquesta Sinfónica de Antofagasta contribuyen, en forma tan generosa, a promover, consolidar y desarrollar.



Señora Alcaldesa, señor Secretario General Ejecutivo, reciban el homenaje del Senado, que les pedimos hacer extensivo a todos los integrantes de esa hermosa e importante institución cultural de nuestro norte.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Le agradecemos al Senador señor Cantero que haya intervenido en nombre de la Corporación.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseo sumarme a este merecido homenaje y reconocer el esfuerzo que hacen orquestas sinfónicas profesionales como la que se ha destacado en esta oportunidad, juveniles e infantiles.



Es preciso hacer un esfuerzo para redoblar los fondos regionales y municipales, así como también el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes. 



Nuestro Centro de Extensión “Senador Pablo Neruda”, no solo se une a este reconocimiento, sino que también solicita que la Orquesta se presente en la sede del Congreso o lo más cerca posible. Pondremos nuestro empeño en ello.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría sin duda representa el sentimiento de todo el Senado.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Salud, para consultar acerca de TRATAMIENTO DE ESPONDILITIS ANQUILOSANTE POR SISTEMA PÚBLICO DE SALUD Y MATERIALIZACIÓN DE FONDO NACIONAL DE MEDICAMENTOS, y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de solicitar información respecto de INSCRIPCIÓN DE NUEVOS TAXIS PARA OPERACIÓN EN COMUNA DE VALLENAR.



Del señor CHAHUÁN:


Al señor Presidente del Directorio de ESVAL, a fin de que proporcione antecedentes sobre MEDIDAS PARA MEJORAMIENTO DE CALIDAD DE AGUA POTABLE EN COMUNA DE CONCÓN Y PLACILLA DE PEÑUELAS, COMUNA DE VALPARAÍSO.
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:28.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL QUE INDICA UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y OTROS BENEFICIOS QUE SEÑALA

(9118-05)

Oficio Nº 10.968
VALPARAÍSO, 17 de octubre de 2013.
Con motivo del mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala, correspondiente al boletín No 9118-05, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Otórgase una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial que se desempeñen como titulares en cargos de los escalafones Primario, de Empleados, de la Tercera y Sexta Serie del escalafón Secundario; al personal a contrata asimilado a los escalafones del Personal Superior, de los Consejos Técnicos y de Empleados, y al personal titular de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, que entre el 1 de enero de 2009 y el 1 de julio de 2014 hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de marzo de 2015, de conformidad con las normas y requisitos que se establecen en los artículos siguientes.  

Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario que se concede en el artículo anterior será equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en las entidades señaladas en dicho artículo, con un máximo de once meses. 

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que hayan percibido los funcionarios y funcionarias durante los doce meses inmediatamente anteriores al cese de funciones, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, con un límite máximo de 90 unidades de fomento. 

El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga al menos cinco años de desempeño continuo en alguna de las entidades afectas a las disposiciones de la presente ley.

Artículo 3°.- Las funcionarias y funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años, respectivamente, conforme a lo indicado en el artículo 1°, entre el 1 de enero de 2009 y el 1 de julio de 2014, podrán acceder a la bonificación por retiro voluntario cuando tengan, al menos, diez años de servicio en algunas de las entidades afectas a esta ley y postulen comunicando la decisión de renunciar voluntariamente a sus cargos dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 450 beneficiarios, distribuidos en 50 cupos para los retiros que se materialicen durante el año 2013, 150 cupos para aquellos que se retiren efectivamente durante el año 2014 y 250 cupos para aquellos que se retiren hasta el 31 de marzo del año 2015. Los cupos que no hubieren sido utilizados en los períodos 2013 y 2014, podrán traspasarse al año siguiente. 

De haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos del período deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. La selección en cada grupo privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad al 1 de enero de cada año. De persistir la igualdad, se elaborará un listado de los empatados hombres y otro de mujeres, ordenados alfabéticamente según sus apellidos, y la selección para acceder a la bonificación por retiro se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos disponibles manteniendo la proporcionalidad. 

Las funcionarias y funcionarios postulantes que, cumpliendo con los requisitos, no queden seleccionados por falta de cupos en el año elegido, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del año siguiente, sin necesidad de una nueva postulación, dentro de los plazos y cupos totales que considera esta ley. 

Artículo 4°.- El personal que no haga uso de los beneficios que otorga esta ley y no postule, teniendo los requisitos que ella establece, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.

Artículo 5º.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación por retiro que otorga el artículo 1°, que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema por un período mínimo de diez años, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento que se pagará conjuntamente con la bonificación por retiro. 

Artículo 6°.- El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de los beneficios de la presente ley será el vigente el día que corresponda al cese de funciones. 

Estos beneficios no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno. Asimismo, serán incompatibles con cualquier otro beneficio homologable que se origine o se haya originado en una causal similar. Además, estos beneficios serán incompatibles con el beneficio compensatorio establecido en la ley N° 19.544 y con cualquier otro beneficio percibido en tiempo anterior y, en especial, aquel para cuyo otorgamiento se considere el tiempo transcurrido desde el 1 de enero de 2009 hasta el 1 de julio de 2014.

El desahucio vigente de conformidad a lo establecido en el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, no se encuentra incluido en esta incompatibilidad.

Los funcionarios y funcionarias que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1° ni, en general, en cualquier institución que conforma la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Artículo 7°.- Facúltase al Presidente de la Corte Suprema para solicitar la renuncia a funcionarios y funcionarias que desempeñen cargos de planta o a contrata asimilados a los escalafones enumerados en el artículo 1°, con excepción del personal del escalafón Primario, siempre que antes del 1 de enero de 2009 hayan cumplido 65 años de edad, si son hombres, y 60 años, si son mujeres, sin que se hubieren acogido a las disposiciones del artículo 2° transitorio de la ley N° 20.286. Esta facultad se podrá aplicar hasta el 1 de julio de 2014 y, como máximo, a cien funcionarias y funcionarios.

No obstante lo anterior, para ejercer esta facultad respecto de las funcionarias menores de 65 años de edad, se requerirá de su consentimiento. 

Dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la Corte Suprema determinará el personal al que aplicará esta facultad, tomando en consideración un listado que se elaborará previamente y se preparará con consulta a las Asociaciones de Funcionarios. En dicha  determinación, se establecerá la fecha en que estos funcionarios deberán hacer dejación del servicio, conforme al cupo que se establece en el inciso primero de este artículo. 

Los funcionarios y funcionarias a quienes se les solicite la renuncia de conformidad con la facultad a que se refiere el inciso primero, tendrán derecho a los beneficios que se otorgan por los artículos 1° y 5°, siempre que cumplan con los requisitos respectivos. Al mismo tiempo, se les aplicarán las disposiciones del artículo 6°.

Artículo 8°.- Los miembros del escalafón Primario que cumplan con las condiciones de edad que establece el artículo 7° podrán presentar la renuncia voluntaria a sus cargos hasta el 1 de julio de 2014 y percibir los beneficios que establecen los artículos 1° y 5°, siempre que cumplan con las condiciones exigidas para su percepción y no incurrieren en alguna de las incompatibilidades previstas en el artículo 6°.

Artículo 9°.-  El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Poder Judicial. No obstante, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en lo que faltare,  con cargo a la partida Tesoro Público.". 

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE ADMINISTRACIÓN DEL BORDE COSTERO Y CONCESIONES MARÍTIMAS 

(8467-12)

Oficio Nº 10.966
VALPARAÍSO, 16 de octubre de 2013.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley sobre administración del borde costero y concesiones marítimas, correspondiente al boletín N° 8467-12, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY


"Artículo primero.- Fíjase la siguiente ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas:

“Título I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan el sistema de administración y zonificación del borde costero y el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 


1) Borde costero del litoral o borde costero: Franja del territorio costero marítimo, que comprende los terrenos de playa, las playas, las rocas, el fondo de mar y las porciones de agua y, en general, el mar territorial de la República.


2) Política nacional de uso del borde costero del litoral o política nacional: Instrumento a través del cual el Presidente de la República, reconociendo y compatibilizando las distintas posibilidades que ofrece el borde costero del litoral, y las áreas concesibles de ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, establece los criterios generales y específicos para su aprovechamiento integral, equilibrado y armónico que permitan conciliar las necesidades sociales, de desarrollo sustentable, económico, de uso sustentable de recursos naturales y de protección del medio ambiente, desde una perspectiva nacional, acorde con los intereses regionales, locales y sectoriales.


3) Zonificación del borde costero o zonificación: Proceso de ordenamiento y planificación del borde costero del litoral, cuyo objeto es establecer sus múltiples usos, expresados a través de la zonificación propiamente tal, en que los usos preferentes son indicados en un plano; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. Esta zonificación se utiliza como base para el otorgamiento de concesiones marítimas, en conformidad con lo dispuesto en la política nacional del uso del borde costero del litoral.


4) Catastro Nacional: Catastro Nacional de Concesiones Marítimas en el cual se registran las concesiones marítimas otorgadas, así como sus transferencias, modificaciones, prendas, término y caducidad.

5) Concesión marítima: autorización de uso particular, otorgada por el Ministerio sobre bienes nacionales situados en el borde costero o en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas, de las playas de unos y otros y de los terrenos fiscales riberanos hasta una distancia de 80 metros medidos desde donde comienza la ribera.


6) Concesión marítima mayor: Aquella que involucra una inversión superior a las 2.500 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la estimación que realice el Ministerio.


7) Concesión marítima menor: Aquella que se otorga por un plazo superior a un año y que no excede de diez años e involucra una inversión igual o inferior a las 2.500 unidades tributarias mensuales. 


8) Destinación marítima: Aquella concesión marítima otorgada a los órganos de la administración del Estado para el cumplimiento de un objeto determinado.


9) Permiso transitorio: Autorización temporal otorgada para ocupar sectores concesionables hasta por el plazo de un año. 


10) Fondo de mar, río o lago: Extensión de suelo comprendido desde la línea de más baja marea, aguas adentro, en el mar, y desde la línea de aguas mínimas en sus bajas normales, aguas adentro, en ríos o lagos.


11) Porción de agua: Espacio de mar territorial, río o lago, destinado a mantener cualquier elemento flotante estable.


12) Playa de mar: Extensión de tierra que las olas bañan y desocupan alternativamente hasta donde llegan en las más altas mareas.


13) Playa de río o lago: Extensión de suelo que bañan las aguas en sus crecidas normales hasta la línea de las aguas máximas.


14) Terreno de playa: Faja de terreno de propiedad del Fisco sometida al control, fiscalización y supervigilancia del Ministerio, de hasta 80 metros de ancho, medida desde la línea de la playa de la costa del litoral, sin considerar para efectos de esta medición los rellenos artificiales hechos sobre la playa o fondos de mar y sin perjuicio de la existencia de caminos, calles o plazas que puedan situarse dentro de su superficie. Los terrenos autorizados para rellenar artificialmente, en el borde costero y en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, adquirirán la condición de terrenos de playa, susceptibles de ser entregados en concesión marítima, y deberán ser inscritos a nombre del Fisco, con excepción de aquellos amparados bajo la norma del N° 2 del artículo 10 de la ley N° 19.542.


Los terrenos de propiedad particular que, según sus títulos, deslinden con sectores de terreno de playa, o con la línea de la playa de la costa del litoral o de la ribera en los ríos o lagos, no son terrenos de playa. En aquellos títulos de dominio particular que señalan como deslinde el mar, el Océano Pacífico, la marina, la playa, la bahía, el río, el lago, la ribera, la costa u otras expresiones análogas, debe entenderse que este deslinde se refiere a la línea de la playa.

15) Línea de playa: Aquella que señala el deslinde superior de la playa hasta donde llegan las olas en las más altas mareas, determinada por resolución de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


16) Línea de aguas máximas en ríos y lagos: Es el nivel hasta donde llegan las aguas en los ríos o lagos, en sus crecientes normales de invierno y verano, determinada conforme a las instrucciones establecidas por la autoridad competente que determine el reglamento.


17) Mejora: Cualquier clase, tipo o naturaleza de obra, construcción o instalación que se realice sobre un bien nacional de uso público o fiscal.


18) Mejora fiscal: Las mejoras introducidas por el concesionario que al término de la concesión marítima, por cualquier causal, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, y las obras o construcciones que se ejecuten sin encontrarse amparadas por una concesión.


19) Ministerio: Ministerio de Bienes Nacionales.


20) Comisión Nacional: Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.

21) Comisión Regional: Comisión Regional de Uso del Borde Costero del Litoral.


22) División: La División de Litoral del Ministerio de Bienes Nacionales.


23) Secretaría Regional Ministerial: Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales.


24) Autoridad Marítima: Cualquiera de los siguientes: el Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, los Gobernadores Marítimos y los Capitanes de Puerto. 

TITULO II

De la Administración deL Borde Costero del Litoral
Párrafo 1º

De la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral


Artículo 3º.- Corresponderá al Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Bienes Nacionales, fijar la política nacional de uso del borde costero del litoral.


Artículo 4°.- La política nacional tiene por finalidad favorecer el desarrollo armónico y sustentable del borde costero como parte del territorio nacional, integrado por su dimensión oceánica, lacustre, fluvial y terrestre, compatibilizando los múltiples usos que en él se desarrollan, con miras a lograr un efectivo ejercicio de los derechos soberanos de Chile en sus aguas jurisdiccionales, una protección y un aprovechamiento integral y coherente de sus potencialidades y recursos.


Artículo 5°.- La política nacional constituye el marco orgánico que orienta la determinación de los usos preferentes para los espacios marítimos, lacustres, fluviales y terrestres del borde costero del litoral, buscando compatibilizar los derechos de los particulares con los derechos y las necesidades de la comunidad y del país, a través de los procesos de zonificación.

Párrafo 2º

De la Zonificación del Borde Costero


Artículo 6°.- La zonificación del borde costero será establecida por el Presidente de la República, a propuesta del Ministerio de Bienes Nacionales mediante decreto supremo expedido por dicho Ministerio, que llevará además la firma de los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Medio Ambiente.


Artículo 7°.- La zonificación consiste en establecer para cada región los usos preferentes del borde costero, en los territorios que no se encuentran regulados por los instrumentos de planificación territorial de carácter comunal e intercomunal a que se refiere la ley General de Urbanismo y Construcciones, a objeto de establecer los criterios de uso preferente para el otorgamiento de las concesiones marítimas. 


En la zonificación propiamente tal, los usos preferentes se consignarán en un plano. Tratándose de la planificación por condiciones, además, los usos preferentes quedarán sujetos al cumplimiento de las condiciones definidas en la memoria de zonificación.


Los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración los factores geográficos, elementos naturales y culturales, recursos existentes, centros poblados próximos o aledaños, e impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades  permitidas por tales usos. Asimismo, considerarán los planes de desarrollo regionales y comunales. 

Una vez que se dicten los instrumentos de planificación comunal e intercomunal de acuerdo a la ley General de Urbanismo y Construcciones, éstos prevalecerán sobre las normas de la zonificación establecidas en la presente ley.
En el caso de usos eventualmente incompatibles, ya sea por vía legal o por conflicto de carácter ambiental o social, se elaborará una matriz de usos para precisar, dentro del proceso de zonificación, el impacto que los mismos pueden significar conforme a lo establecido en el artículo siguiente.
Artículo 8°.- La zonificación buscará compatibilizar los usos posibles del borde costero, en términos que, junto con promover el desarrollo económico y social del mismo, permita su armónica y sustentable utilización, precaviendo posibles requerimientos futuros. 


Para estos efectos, toda zonificación deberá considerar al menos áreas apropiadas para cada uno de los siguientes usos:


1) Puertos, instalaciones portuarias e industrias de similares características.


2) Actividades industriales, económicas y de desarrollo, tales como el turismo, la pesca artesanal e industrial, la acuicultura, la industria pesquera, la minería y la energía.


3) Áreas de uso preferentemente público para fines de acceso, tránsito, recreación, deporte o esparcimiento de la población y pesca recreativa.


4) Áreas de protección ambiental, de acuerdo con la legislación vigente.

5) Áreas de interés para la defensa nacional.

El Presidente de la República, mediante decreto supremo que llevará las firmas de los ministros de Bienes Nacionales y de Defensa Nacional, podrá definir áreas de interés estratégico con el fin de resguardar los intereses generales de la Nación, sobre las cuales no se otorgarán concesiones marítimas.


Artículo 9°.- La zonificación estará conformada por los siguientes documentos:


1) Una memoria explicativa que contendrá todos los antecedentes que sirvieron de base a las proposiciones de definición de zonificación y los objetivos, metas y prioridades de la misma, así como el detalle de las condiciones exigidas a los proyectos, debiendo señalar las condiciones de saturación de acuerdo a la capacidad de carga determinada. 

2) Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones sobre zonificación.


Para los efectos de la aprobación, modificación y aplicación de la zonificación, se entiende que la memoria explicativa y los planos forman parte de aquella.


Artículo 10.- Corresponderá a la Comisión Nacional la supervisión de los procesos de zonificación, debiendo establecer la metodología, los parámetros y las características específicas que deberá contemplar el instrumento de zonificación, en concordancia con la política nacional y con consulta a la instancia regional respectiva.



Artículo 11.- El proyecto de zonificación, informado favorablemente por la Comisión Regional, será sometido a consideración del consejo regional, el cual tendrá el plazo de cuarenta y cinco días para emitir su opinión. Si en dicho plazo el consejo regional no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto.


Artículo 12.- El proyecto de zonificación, informado favorablemente por el consejo regional, será sometido por el gobierno regional al proceso de evaluación ambiental estratégica, de conformidad con lo establecido en los artículos 7° bis y siguientes de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


Concluido el proceso de evaluación ambiental estratégica, el gobierno regional remitirá el proyecto de zonificación, conjuntamente con sus antecedentes justificativos y la información exigida por el artículo 7° quáter de la ley N° 19.300, para conocimiento y aprobación por la Comisión Nacional.


Artículo 13.- La secretaría técnica de la Comisión Nacional, dentro del plazo de treinta días, contado desde la recepción de los antecedentes, revisará el proyecto de zonificación y se pronunciará sobre su ajuste a la política nacional y sobre eventuales defectos e inconsistencias que pueden haberse producido en el proceso de elaboración.


Si la secretaría técnica estima que el proyecto definitivo de zonificación no se ajusta a la Política Nacional o adolece de defectos o inconsistencias, lo devolverá con sus antecedentes al gobierno regional para que proceda a subsanar los defectos advertidos, con copia a la Comisión Regional.


El proyecto de zonificación corregido por el gobierno regional será expuesto a la Comisión Regional, en la medida que introduzca cambios de consideración. La Comisión Regional deberá emitir un nuevo informe sobre el mismo en el plazo de treinta días. Si en dicho plazo la Comisión Regional no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto.


Artículo 14.- El proyecto de zonificación corregido será revisado nuevamente por la secretaría técnica de la Comisión Nacional, la que en un periodo de treinta días deberá evaluar si se ajusta a la política nacional de uso del borde costero.


Si no se ajusta, se deberá repetir el trámite antes expuesto. En caso que el proyecto de zonificación corregido y evaluado favorablemente por la secretaria técnica de la Comisión Nacional introduzca cambios esenciales o sustantivos respecto del proyecto de zonificación original, los mismos deberán someterse a la evaluación ambiental estratégica a que se refiere el artículo 12.


Artículo 15.- El proyecto definitivo de zonificación evaluado favorablemente por la secretaría técnica, será remitido por el Ministerio de Bienes Nacionales al Presidente de la República para su decisión.


Artículo 16.- Las modificaciones a la zonificación del borde costero se sujetarán al procedimiento regulado en este título, considerándose el proyecto de modificación, para todos los efectos, como un nuevo proyecto de zonificación, en cuyo caso se discutirán sólo los aspectos a modificar.

Párrafo 3º

De la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral


Artículo 17.- La Comisión Nacional es el órgano asesor del Presidente de la República en las materias relacionadas con el desarrollo del borde costero, correspondiéndole la elaboración y propuesta de la política nacional de uso del borde costero del litoral, así como de los planes y acciones que la impulsen.


Artículo 18.- En relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá a la Comisión Nacional:


1) Elaborar, al menos cada dos años, un informe para la evaluación de la política nacional y proponer los ajustes que correspondan.


2) Formular proposiciones, recomendaciones y opiniones a las autoridades encargadas de estudiar y aprobar las diversas zonificaciones, con el fin de que exista coherencia en el uso del borde costero.


3) Recopilar los estudios que los órganos de la Administración del Estado y otros organismos e instituciones particulares realicen sobre el borde costero.


4) Proponer y procurar soluciones a los conflictos o discrepancias que respecto de la determinación, modificación o adecuación de los usos preferentes de los sectores del borde costero, le presenten o promuevan las comisiones u organismos regionales de coordinación o de planificación.


5) Servir de instancia de coordinación de las acciones que proyecten o ejecuten los distintos organismos de la Administración, nacional y regional, que afecten el uso de los espacios terrestres o marítimos incluidos dentro de la política nacional sobre la materia, o tengan relación con él.

6) Pronunciarse sobre las propuestas de zonificación enviadas por los gobiernos regionales, en los casos en que dichas propuestas sean sometidas a su consideración por la secretaría técnica, y solicitar a dicha secretaría su modificación cuando ellas no se ajusten a la política nacional, o adolezcan de inconsistencias o defectos.


7) El control superior de los procesos de zonificación en conformidad con el artículo 10.


Artículo 19.- La Comisión Nacional estará presidida por el Ministro de Bienes Nacionales e integrada por los ministros del Interior y Seguridad Pública, de Defensa; de Economía, Fomento y Turismo; de Medio Ambiente, de Energía, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo, de Transporte y Telecomunicaciones y de Desarrollo Social.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el ministro que corresponda según el orden señalado en el inciso anterior.


En las sesiones de la Comisión Nacional podrán participar, con derecho a voz, los subsecretarios de Bienes Nacionales, de Desarrollo Regional y Administrativo, del Interior, de Vivienda y Urbanismo, de Pesca, de Medio Ambiente, de Turismo, y el Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


La Comisión podrá convocar funcionarios de otros ministerios y servicios así como a representantes de la sociedad civil, si lo estima conveniente para su buen desempeño.


Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 20.- La Comisión Nacional se reunirá trimestralmente en sesiones ordinarias. Su presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.


El quórum mínimo para sesionar será de cinco miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los presentes. En caso de empate dirimirá el voto del Presidente o de quien haga sus veces.


Los acuerdos adoptados se formalizarán mediante resolución del presidente de la Comisión Nacional. 


Artículo 21.- La Comisión Nacional tendrá una secretaría técnica, con la función de recabar los antecedentes necesarios para el ejercicio de las atribuciones que corresponden a la Comisión Nacional, en lo relativo a la fijación de la política nacional y sus modificaciones, y al proceso de zonificación. El Ministerio de Bienes Nacionales proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.


Para el mejor desempeño de sus funciones, la secretaría técnica, previo aviso a la Comisión Nacional, podrá convocar a profesionales y expertos de ministerios u otros servicios públicos, así como a representantes del sector privado.


La Comisión Nacional y la secretaría técnica tendrán la organización interna y demás funciones que determine el reglamento y dictarán sus propias normas de funcionamiento en atención a las disposiciones que se fijen en dicho reglamento.

Párrafo 4º

De las Comisiones Regionales de Uso del Borde Costero


Artículo 22.- Las comisiones regionales de uso del borde costero tendrán como función principal la de proponer a la Comisión Nacional las acciones tendientes a impulsar en la respectiva región la política nacional aprobada por el Presidente de la República, y pronunciarse sobre las propuestas de zonificación del borde costero regional que el intendente les exponga.


Cada Comisión Regional estará integrada por el Intendente Regional, quien la presidirá; el secretario regional ministerial de Bienes Nacionales, que será el Secretario Ejecutivo; de Economía, Fomento y Turismo, de Desarrollo Social, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Energía, del Medio Ambiente, el Gobernador Marítimo, el Director Zonal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura con competencia en la región, los alcaldes de las comunas costeras de la región y dos consejeros regionales elegidos por el Consejo Regional.


Podrán participar, con derecho a voz, todos los representantes de las instituciones públicas y de la sociedad civil que el Presidente de la Comisión convoque, según lo estime conveniente para su buen desempeño.


En relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá a las comisiones regionales:


1) Elaborar, a través de su secretaría ejecutiva, un informe anual dirigido a la Comisión Nacional, sobre el proceso de implementación de la política nacional de uso del borde costero en la región, incluyendo las sugerencias de ajuste que le parezcan necesarias.


2) Pronunciarse sobre el proyecto de zonificación del borde costero regional y las eventuales modificaciones a la zonificación vigente o en proceso de aprobación que le exponga el gobierno regional.


3) Emitir opinión sobre las solicitudes de concesiones marítimas que el Ministerio someta a su consideración.


Estas comisiones se reunirán trimestralmente en sesiones ordinarias. Su presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.


El quórum mínimo para sesionar será el de la mayoría de sus integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los presentes. En caso de empate dirimirá el voto del presidente o de quien haga sus veces.


Las comisiones regionales tendrán las demás funciones que determinen esta ley y el reglamento. Los acuerdos adoptados por la comisión se formalizarán mediante resolución de la secretaría ejecutiva.

Artículo 23.- La Comisión Regional tendrá una secretaría ejecutiva, a cargo del secretario regional ministerial de Bienes Nacionales, quien será su secretario ejecutivo, el que se relacionará directamente con el intendente regional, actuando como ministro de fe de la Comisión Regional, y coordinará el funcionamiento de ésta y su relación con el gobierno regional.


Artículo 24.- En lo relacionado con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá al Gobierno Regional:


1) Recopilar y aportar los antecedentes requeridos por la Comisión Regional, para la elaboración del informe anual que ésta debe enviar a la Comisión Nacional sobre el proceso de implementación de la política nacional.


2) Elaborar el proyecto de zonificación de la región y las eventuales modificaciones a la zonificación vigente o en proceso de aprobación.


3) Preparar los antecedentes para someter a la evaluación ambiental estratégica el proyecto de zonificación y sus eventuales modificaciones.


4) Enviar el proyecto de zonificación, una vez evaluado ambientalmente, a la secretaría técnica de la Comisión Nacional, a fin de que ésta se pronuncie sobre su concordancia con la política nacional del borde costero y respecto de inconsistencias o errores producidos en el proceso de elaboración.


5) Elaborar las modificaciones que sea necesario introducir al proyecto de zonificación, como resultado de las observaciones formuladas por la Comisión Nacional.


6) Someter a la consideración de la Comisión Nacional el proyecto definitivo de zonificación.


7) Mantener en coordinación con el Sistema Nacional de Coordinación de Información Territorial un sistema de información actualizada de la cartografía de la región, datos demográficos, inversión regional por sectores económicos, empleo, exportaciones regionales por sectores económicos, y estudios que se hubieren realizado sobre los recursos naturales de la región y su estado de conservación.


Para el cumplimiento de estas funciones la secretaría técnica de la Comisión Nacional deberá asesorar a los equipos profesionales y técnicos del gobierno regional. 

TITULO III

Del Régimen de Concesiones Marítimas

Párrafo 1º

De las Concesiones Marítimas, de las Destinaciones y de los Permisos de Carácter Transitorio


Artículo 25.- Al Ministerio le corresponde conceder el uso particular en cualquier forma sobre los bienes nacionales referidos en el numeral 5 del artículo 2º, conforme a las disposiciones de esta ley y del reglamento, sin perjuicio de las facultades que competen al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo respecto de concesiones de acuicultura, según lo previsto en la ley General de Pesca y Acuicultura, y lo dispuesto en la ley N° 20.249, que crea el Espacio Costero Marítimo de los Pueblos originarios.


En caso alguno podrá el Ministerio enajenar aquellos terrenos de playa emplazados dentro de una faja de 80 metros de ancho, medidos desde la línea de la playa. Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 20.062.


Artículo 26.- Las concesiones marítimas se otorgan mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio, y autorizan la ocupación de sectores específicos singularizados en el mismo decreto.


Las concesiones de acuicultura se otorgarán por el Ministerio y se regirán por las disposiciones especiales contenidas en la ley General de Pesca y Acuicultura.


No obstante lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales, por motivos calificados que dificulten su accionar en determinadas zonas del país, podrá delegar las facultades de otorgamiento de permisos transitorios en otros órganos de la Administración del Estado, precisando en la resolución respectiva las áreas a las que se refiere la delegación y el tiempo de duración de la misma; todo ello en la forma que determine el reglamento.

Sólo podrán otorgarse concesiones marítimas que comprendan infraestructura portuaria de apoyo a la pesca artesanal construida por el Estado para organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas.

En caso que existan dos o más solicitudes de organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas y no sea posible la solicitud conjunta, se procederá a licitarla en los términos del párrafo 3° de este Título.

En caso de no haber solicitudes de organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, la licitación de la concesión se hará en función de las solicitudes presentadas.


Artículo 27.- La concesión marítima otorga a su titular el derecho de uso de los sectores comprendidos en el decreto respectivo y para el objeto autorizado en dicho decreto, el cual es oponible al Estado y a cualquier persona. Asimismo, otorga al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en esta ley.


Lo dispuesto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Ministerio para autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector para amparar tendidos de infraestructura, tales como emisarios, cañerías de aducción y de descarga de agua de mar, cañerías conductoras, cables eléctricos, cables de telecomunicaciones y otros, siempre que estos no afecten, impidan o dificulten considerablemente las actividades amparadas por la concesión marítima vigente.

En el caso que se presente una solicitud de concesión que recaiga en todo o en parte sobre una concesión ya otorgada deberá comunicársele al titular de la concesión la nueva solicitud, a fin de que pueda oponerse en los términos y plazos referidos en el artículo 50 de la presente ley.

Artículo 28.- La concesión se otorga por un plazo de duración que no podrá exceder de treinta años, según se trate de una concesión marítima mayor, o de diez años, si se trata de una concesión marítima menor, sin perjuicio de la renuncia que de ella puede hacer su titular o de su término anticipado como consecuencia de incurrir éste en alguna causal de terminación o caducidad.


Artículo 29.- La solicitud de concesión marítima deberá justificar que el objeto para el cual se pide cumple con los criterios de zonificación establecidos para ese sector.


Con todo, tratándose de solicitudes de concesiones respecto de sectores del borde costero en que no exista zonificación o instrumento de planificación territorial comunal o intercomunal, o cuando el uso para el que se solicita no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente, el Ministerio podrá solicitar la opinión de la Comisión Regional como requisito para su otorgamiento.


Artículo 30.- Mediante decreto supremo podrá el Ministerio, asimismo, conceder destinaciones marítimas sobre sectores susceptibles de ser entregados en concesión marítima.


Los bienes destinados deberán ser empleados exclusivamente en el objeto para el cual se solicitaron. El Ministerio fiscalizará el empleo debido que se dé a estos bienes, pudiendo poner término a la destinación en caso que dicho objeto, por cualquier circunstancia, no se esté cumpliendo.


Artículo 31.- El Ministerio, mediante resolución fundada, previo informe de la Autoridad Marítima, en los términos que determine el reglamento y por un plazo que no podrá exceder de un año, podrá otorgar permisos transitorios para:


1) Extraer materiales varios que se encuentren situados en sectores de bienes nacionales de uso público y bienes fiscales.


2) La instalación temporal de carpas u otras construcciones desarmables, de avisos de propaganda, de boyas y atracaderos para embarcaciones menores, de colectores de semillas, de balsas para bañistas y boyarines destinados a delimitar áreas de recreación.


3) La ocupación anticipada de sectores solicitados en concesión marítima, para efectuar estudios relacionados con el destino que se pretende darle, en tanto se tramita el correspondiente decreto y sin que ello pueda comprometer la decisión del Estado para otorgar o denegar la solicitud de concesión.


El beneficiario del permiso de carácter transitorio es el único responsable con respecto a los trabajos que se realicen al amparo del mismo, así como respecto de los eventuales daños o perjuicios que pudieran irrogarse a terceros, quedando liberado el Fisco de toda responsabilidad.


Al expirar el plazo del permiso, el beneficiario deberá retirar las obras amparadas por el mismo, dejando el sector en las mismas condiciones en las que se encontraba con anterioridad a su otorgamiento. 

Párrafo 2°

De la Transferencia, Arrendamiento, Transmisión, Modificación y Constitución en Prenda Especial de las Concesiones Marítimas


Artículo 32.- Las concesiones marítimas podrán ser transferidas a terceros o arrendadas, total o parcialmente. La transferencia o el arrendamiento deberán constar en escritura pública y sólo producirán efecto a partir de la fecha de su inscripción en el Catastro Nacional y por el plazo que restaba a la concesión cedida o transferida.


En virtud de la escritura pública de transferencia o de arrendamiento debidamente inscrita, el cesionario o arrendatario se subrogará al cedente o arrendador en todas y cada una de las obligaciones y derechos de la concesión marítima.


El cesionario o arrendatario acreditará su titularidad sobre la concesión con el certificado de inscripción dado por el jefe del Catastro Nacional.


Artículo 33.- Las concesiones marítimas serán transmisibles por causa de muerte. En este evento, los sucesores de la concesión deberán presentar a la División copia autorizada del certificado de posesión efectiva, y de su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo, cuando corresponda, para efectos de proceder a su inscripción en el catastro a que se refiere el artículo anterior. Sólo a partir de la fecha de esta inscripción los sucesores de la concesión marítima podrán disponer de ella, debiendo hacerlo de consuno.


Artículo 34.- Las concesiones marítimas podrán ser modificadas en cuanto a su objeto, plazo y superficie, y renovadas, previa autorización por decreto supremo del Ministerio.


Será aplicable a las solicitudes de modificación de las concesiones lo dispuesto en el artículo 29.


Las solicitudes de modificación de concesión marítima que contemplen un aumento de superficie, podrán ser preferidas a otras peticiones de concesión sobre los nuevos sectores, cuando dichas solicitudes tengan por finalidad ampliar las instalaciones previstas en el mismo objeto de la concesión, representando un mayor beneficio fiscal o interés social y siempre que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones establecidas en el respectivo decreto.


En el caso de renovación de una concesión, el decreto que la otorgue  establecerá el  nuevo plazo por el que se otorga, pudiendo este ser superior al original cuando se acredite que el valor de la inversión ha aumentado.


Las solicitudes de renovación de concesión podrán ser tramitadas sin licitación previa, siempre que se hubieren formulado antes del vencimiento de la concesión que se solicita renovar, que no exista otra solicitud sobre el área concedida que represente un mejor uso del borde costero de acuerdo con la política nacional, y que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones impuestas en el respectivo decreto.


Respecto de la renovación de las concesiones que se hayan otorgado al interior del recinto portuario de una empresa portuaria estatal creada por la ley N°19.542, se requerirá además un informe de ésta.


Artículo 35.- El derecho que emana de la concesión marítima podrá ser constituido en prenda especial, en los términos de la ley N° 20.190, y sin necesidad de autorización previa por el Ministerio, para garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de la concesión. La prenda así constituida deberá inscribirse en el Registro de Prendas del Catastro Nacional y anotarse al margen de la inscripción de la concesión.


En el caso de hacerse efectiva la caución, la adjudicación de la concesión marítima al nuevo adquirente deberá constar en escritura pública y una vez inscrita en el aludido Catastro Nacional se entenderá transferida en los mismos términos del artículo 32. 

Párrafo 3°

De la Oposición y de la Licitación de Concesiones Marítimas


Artículo 36.- No podrá otorgarse concesión marítima o deberá dejarse sin efecto, cuando terceros acrediten derechos adquiridos a cualquier título legítimo sobre la superficie objeto de la concesión, o en parte de ésta, siempre que impida, obstaculice o sea incompatible con el libre ejercicio de tales derechos.


Artículo 37.- Los terceros que estimen que sus derechos pueden verse afectados por una solicitud de concesión marítima podrán deducir oposición a la misma, en los términos y de acuerdo al procedimiento regulado en el párrafo 6° de este Título.


Artículo 38.- En caso que dos o más interesados soliciten concesión marítima, en todo o en parte, sobre un mismo sector, el Ministerio podrá realizar una licitación pública para adjudicar la concesión, en los términos regulados por el artículo 53. Asimismo, el Ministerio podrá realizar de oficio una licitación pública para adjudicar la concesión cuando lo estime conveniente a los intereses fiscales.


La adjudicación de la licitación pública será resuelta por el Ministerio en el plazo máximo de tres meses, contado desde la fecha de la apertura de las ofertas. 

Párrafo 4°

De las Rentas y Tarifas Aplicables a las Concesiones Marítimas


Artículo 39.- Todo concesionario pagará, por semestres o anualidades anticipadas, según lo determine el respectivo decreto supremo, una renta mínima equivalente al dieciséis por ciento anual del valor de tasación de los sectores de terrenos de playa y de playa, practicada, en cada caso, por la oficina del Servicio de Impuestos Internos competente.


La extensión de fondo de mar, río o lago ocupada en cualquier forma y que no esté gravada con tarifas especiales, pagará una renta anual igual a la que corresponda a la playa o terrenos de playa contiguos. Las mejoras fiscales comprendidas en una concesión marítima pagarán una tarifa anual equivalente al diez por ciento del avalúo comercial de las mejoras, según tasación que practicará la respectiva oficina del Servicio de Impuestos Internos.


Cualquier otra concesión marítima que por su objeto no le sea aplicable la modalidad de pago señalada en el inciso primero precedente, pagará por semestres o anualidades la tarifa anual que determine el reglamento.


La concesión marítima que cambie su objeto o sus características deberá modificar consecuentemente la renta y tarifa, según proceda.


Los permisos de carácter transitorio pagarán la tarifa que determine el reglamento.


Artículo 40.- Las concesiones que se otorguen a las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, en aquella parte en que no comprendan el uso de infraestructura portuaria fiscal de apoyo a la pesca artesanal, u obras de este tipo, construidas para dichas organizaciones, pagarán por concepto de tarifa la respectiva cantidad anual reducida en un cincuenta por ciento respecto del monto normal que corresponda.


Artículo 41.- Las rentas y tarifas se pagarán en la Tesorería Provincial o en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos en los meses de enero o julio de cada año, según corresponda. Siempre se pagará como mínimo la renta o la tarifa correspondiente a un semestre completo, sin importar la fecha de inicio o término de la concesión.


Artículo 42.- Las rentas y tarifas serán fijadas en el acto administrativo respectivo, en unidades tributarias mensuales, debiendo pagarse por anualidad o semestre anticipado, en moneda corriente, de acuerdo con el valor de ellas a la fecha de pago.


Artículo 43.- En caso de término anticipado o declaración de caducidad de la concesión, el Fisco descontará de las rentas y tarifas pagadas en exceso todos los gastos en que haya debido incurrir una vez efectuada la entrega de los bienes concesionados, restituyendo el saldo una vez efectuados los referidos descuentos, en la forma que determine el reglamento.


Artículo 44.- Sólo en casos excepcionales y por razones fundadas podrá el Ministerio otorgar concesiones a título gratuito a favor de personas jurídicas de derecho público o privado que no persigan fines de lucro.


Las concesiones marítimas que gocen de gratuidad no podrán ser transferidas ni entregadas en arrendamiento.

Párrafo 5°

De las Garantías a ser Constituidas por los Concesionarios


Artículo 45.- Los beneficiarios de concesiones marítimas que comprenden el uso de mejoras fiscales deben asumir la obligación de conservarlas en la forma que determine el decreto respectivo. Sin perjuicio de la responsabilidad que según las normas generales les corresponda por pérdida, daño o destrucción de aquellas, deberán constituir una garantía a favor del Fisco en boleta bancaria o póliza de seguro, por un monto equivalente a la tarifa anual de la mejora fiscal, sin considerar las franquicias que los beneficien, para responder de los deterioros no derivados de su uso natural. Esta garantía podrá hacerse efectiva a la expiración de la concesión marítima, previa calificación de los deterioros que haga la División. Si luego de solventados los gastos de reparación de las mejoras fiscales hubiere excedentes, estos serán devueltos al concesionario. El monto de la garantía deberá corresponder en todo momento a la tarifa anual vigente de la mejora fiscal, y los documentos que la constituyen deberán permanecer en custodia del Ministerio.


En el caso de las concesiones gratuitas, esta garantía se determinará de acuerdo con la renta que hubiera debido cobrarse.


No obstante, en las concesiones a cualquier título otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro u organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas. Sin perjuicio de ello, el concesionario deberá manifestar, en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar cualquier riesgo o daño que sufran las mejoras.


Artículo 46.- Todo concesionario cuyo proyecto considere obras o construcciones en el lugar otorgado en concesión, deberá constituir, previamente a la reducción a escritura pública del decreto respectivo, una garantía a favor del Fisco para caucionar la ejecución de dichas obras o construcciones, consistente en una boleta bancaria o póliza de seguro a la orden del Ministerio, por el equivalente al cinco por ciento del presupuesto de la obra o construcción, la que deberá mantener vigente por un período igual al plazo de la concesión marítima más seis meses. Al término de la ejecución de las obras o construcciones, el concesionario reemplazará dicha garantía por otra en iguales términos y porcentajes, calculada esta vez sobre el monto de la tasación comercial de las obras o construcciones, practicada por el Servicio de Impuestos Internos. Esta nueva garantía deberá ser entregada al Ministerio dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de término de las obras o construcciones.

Las concesiones que se otorguen a las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, que comprendan infraestructura portuaria, podrán eximirse de la constitución de garantía, quedando obligadas a cumplir con el programa de mantención de las obras otorgado por la Dirección de Obras Portuarias.


La garantía tendrá por finalidad cubrir el costo de retiro de las obras o construcciones adheridas al suelo que quedaren instaladas o sin retirar al término o caducidad de la concesión marítima, como asimismo, de todos aquellos gastos inherentes a la operación de la concesión cuyo pago se encuentre pendiente. 


El Ministerio recibirá la garantía y la mantendrá en custodia. En caso de que el concesionario, a su costo, restituya el lugar concesionado en las condiciones originales o la División disponga la permanencia de las mejoras introducidas, se le devolverá la garantía. No obstante, en las concesiones a cualquier título otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas, sin perjuicio que el concesionario deberá manifestar en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar el costo y los gastos aludidos en el inciso tercero de este artículo. Todo concesionario deberá comunicar por escrito al Ministerio su intención de construir o instalar elementos fijos adheridos al suelo, siempre que no impliquen la modificación o ampliación de la respectiva concesión.


En el caso de transferencias o arriendos de las concesiones, las garantías señaladas en este párrafo sólo serán devueltas al respectivo cedente o arrendador una vez que el nuevo adquirente o arrendatario otorgue garantías idénticas a las entregadas por el cedente o arrendador, según corresponda. En tanto ello no ocurra, las garantías que se mantengan en poder del Ministerio garantizarán los incumplimientos del cesionario o arrendatario.


El reglamento regulará los términos de las boletas bancarias o pólizas de seguro que se ofrezcan en garantía y podrá establecer montos mínimos y máximos de las mismas para los casos en que esta ley ordene calcular el monto de ellas en función de las obras o construcciones comprometidas.

Párrafo 6º

Del Procedimiento


Artículo 47.- Las solicitudes de concesión marítima deberán ser presentadas por el interesado en la secretaría regional ministerial de la región correspondiente a la ubicación de los sectores a ser solicitados en concesión, o ante el Ministerio, si el proyecto abarca dos o más regiones, y se tramitarán de conformidad con las actuaciones que contempla el reglamento, hasta su otorgamiento a través del correspondiente decreto supremo o su denegación por resolución fundada del Ministro.


Artículo 48.- Los interesados en la obtención de una concesión marítima presentarán una solicitud dirigida al Ministro, conjuntamente con los siguientes antecedentes:


1) Una memoria explicativa del proyecto que se desee desarrollar, la cual deberá contener, en la forma que determine el reglamento, lo siguiente:

a) El nombre o razón social del solicitante, nacionalidad, profesión, rol único tributario, domicilio, correo electrónico y, en el caso de las personas jurídicas, los antecedentes de su representante legal.

b) Región, provincia, comuna y lugar en que se encuentran situados los sectores solicitados en concesión.

c) Superficie de los sectores solicitados en  concesión.

d) El objeto de la concesión y las razones por las cuales dicho objeto representa un uso razonable para el sector sobre el que se pide la concesión.

e) La forma en que dicho objeto se enmarca dentro de la zonificación del borde costero, si ella se encuentra establecida; o la forma en que dicho objeto se enmarca dentro de los usos o condiciones establecidos en los planes reguladores comunales o intercomunales, según corresponda, en los casos en que existan dichos instrumentos de planificación.

f) La proporcionalidad entre el proyecto a desarrollar y la superficie solicitada.

g) La circunstancia de tratarse de una concesión marítima mayor o menor, con indicación del plazo por el cual se solicita y la inversión proyectada.

h) Los demás requisitos que establezca el reglamento.


2) Un plano general que detalle el área de la concesión marítima solicitada, expresando sus vértices en el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento.


3) En caso que el área solicitada abarque todo o parte de un área regulada por un plan regulador comunal o intercomunal, un certificado de uso de suelo otorgado por la Dirección de Obras Municipales o por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.


4) Tasación del metro cuadrado de playa y de terreno de playa, correspondiente al lugar de emplazamiento de la concesión marítima, así como de las mejoras fiscales que pueda considerar la solicitud, practicada por el Servicio de Impuestos Internos.


5) El informe técnico emitido por la Autoridad Marítima respecto de la compatibilidad o conveniencia del proyecto, en relación con la seguridad de la vida humana en el mar, la seguridad de la navegación y el desarrollo de los intereses marítimos del sector.


6) Los demás pronunciamientos de las autoridades sectoriales competentes, en la forma que señale el reglamento.

7) Un borrador de extracto de la solicitud a ser publicado, que contenga la información que determine el reglamento.


Artículo 49.- El Ministerio deberá pronunciarse sobre la admisibilidad de la solicitud de concesión dentro del plazo de veinte días, contado desde su presentación.


La misma resolución que se pronuncie acogiendo a trámite la solicitud de concesión marítima ordenará la publicación del extracto de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, por parte del interesado y a su costa, en el Diario Oficial, y en un diario o periódico de la provincia donde se sitúe la concesión respectiva y, si no lo hubiere o si se ubicare en un área que abarque más de una provincia, en uno de la capital de la región correspondiente, a efectuarse los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato, si aquellos fueren feriados. Asimismo, la resolución será publicada en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.


Artículo 50.- Los terceros que se sientan afectados en sus derechos podrán oponerse a la solicitud de concesión marítima ante la misma secretaría regional ministerial en que se haya presentado o ante el Ministerio, según corresponda, dentro de los veinte días siguientes a la publicación en el Diario Oficial, o en el diario o periódico de la provincia, según el caso.

La oposición sólo podrá fundarse en las siguientes circunstancias:


1) Que el área solicitada en concesión marítima corresponda a un predio de propiedad privada.


2) Que en el área exista o se superponga una concesión marítima constituida con anterioridad. En este caso, la oposición sólo podrá ser ejercida por el titular de dicha concesión. Sin embargo, cuando la nueva concesión marítima se solicite para los fines señalados en el inciso segundo del artículo 27, el oponente, junto con acreditar su concesión, deberá justificar que la nueva concesión solicitada afectará, impedirá o dificultará considerablemente el desarrollo de las actividades amparadas por su concesión.


3) Que sobre el área solicitada exista otra solicitud de concesión presentada. Sólo podrá ejercer esta acción el titular de dicha solicitud y no podrá prosperar si esa solicitud es declarada inadmisible.


El Ministerio se pronunciará, dentro del plazo de siete días hábiles, sobre la admisibilidad de la oposición a la solicitud de concesión marítima. En caso de ser acogida a trámite, en la misma resolución dará traslado al solicitante para que conteste la oposición dentro del plazo de treinta días, contado desde que le sea notificada. En la oposición y en la contestación de la misma deberán acompañarse todos los documentos en que las partes funden sus pretensiones. Vencido el plazo para contestar la oposición, el Ministerio podrá requerir aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares, informes de otros organismos u otras medidas para mejor resolver.


Reunidos los antecedentes, el Ministerio resolverá la oposición a más tardar en el plazo de sesenta días desde que ésta se hubiere deducido. El procedimiento sólo continuará cuando la oposición sea rechazada o, si la oposición se basa en la existencia de otra concesión marítima en trámite, cuando el jefe de la División del Litoral autorice la licitación de la misma.


Artículo 51.- Una vez vencido el plazo para deducir la oposición sin que se hubiere presentado alguna, o en los casos en que el procedimiento deba continuar, la Secretaría Regional Ministerial o el Ministerio, según corresponda, requerirán la opinión de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero para que en un plazo de treinta días se pronuncie sobre la solicitud de concesión, cuando el uso para el que se solicita la concesión marítima no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente o no cumpla con las condiciones señaladas en la zonificación, en su caso.


La falta de pronunciamiento de dicha Comisión Regional en el plazo señalado en el inciso anterior se entenderá como una opinión desfavorable respecto de la solicitud presentada.


Artículo 52.- Con el pronunciamiento de la Comisión Regional o habiendo vencido el plazo sin que se hubiere pronunciado, el secretario regional ministerial remitirá todos los antecedentes al jefe de la División, para continuar la tramitación de la solicitud de concesión marítima.


El jefe de la División, mediante resolución fundada, dentro del plazo de veinte días podrá requerir de los solicitantes aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares u otras medidas para mejor resolver la solicitud de concesión marítima.


Artículo 53.- Cuando el Ministerio decida convocar a una licitación pública para el otorgamiento de una concesión marítima, el jefe de la División del Litoral dispondrá la elaboración de las bases de licitación pública de conformidad con los criterios administrativos, técnicos y económicos establecidos en el reglamento, dentro del plazo de treinta días.


Una vez elaborada las bases de licitación, el jefe de la División dictará una resolución en la que conste el llamado a licitación, el que contendrá la siguiente información:


1) Los sectores que serán objeto de la licitación y sus coordenadas geográficas.


2) La circunstancia de contar o no la región con zonificación y, en caso de disponer de ella, la indicación de los usos preferentes considerados para el área.


3) El contenido de las ofertas conforme lo regule el reglamento.


4) El plazo en que deben los licitantes presentar sus ofertas.


Podrán participar en el proceso licitatorio todos aquellos proponentes que reúnan los requisitos fijados en las bases de licitación.


Artículo 54.- Los factores a considerar por el Ministerio para la adjudicación de la licitación pública serán principalmente uno o más de los siguientes, cuya ponderación será fijada en las respectivas bases de licitación:


1) El uso que pretende darse a los sectores solicitados en concesión.


2) El mejor uso previsto para el área en la zonificación, en caso de encontrarse ésta establecida.


3) El monto de inversión comprometido del proyecto a realizar en el área solicitada en concesión.


4) El plazo de ejecución de las obras y operación del proyecto.


5) La fecha de presentación de la solicitud de concesión sobre el área objeto de la licitación.


6) El precio ofrecido para adjudicarse la concesión.


7) Otros factores específicos de interés regional o local que se definan en las bases de licitación.


Artículo 55.- El decreto que otorgue la concesión marítima en cualquiera de las situaciones reguladas en este título deberá contener las siguientes menciones:


1) Individualización del concesionario.


2) Individualización de la región, provincia y comuna donde se ubique el objeto de la concesión.


3) Identificación del área y vértices, según el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento.


4) El tipo de proyecto para el cual fue autorizada la concesión, cuya memoria explicativa el solicitante deberá protocolizar en la forma y plazo que determine el reglamento.


5) La patente anual correspondiente a cada año de concesión.


El decreto deberá ser reducido a escritura pública e inscrito en el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas por el titular, en la forma y en los plazos establecidos en el reglamento.


Artículo 56.- El otorgamiento de la concesión marítima es sin perjuicio de la autorización ambiental y de los demás permisos y autorizaciones que la legislación vigente exija para el desarrollo del proyecto objeto de la misma, según corresponda.


Artículo 57.- Todos los procedimientos y actos de que trata el presente párrafo serán públicos y constarán en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.

Párrafo 7º

De la Fiscalización


Artículo 58.- Corresponderá al Ministerio y a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante ejercer la fiscalización de las concesiones marítimas, a través de inspecciones periódicas destinadas a verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley, su reglamento y el respectivo decreto de concesión marítima, debiendo los concesionarios otorgar las facilidades que sean necesarias para el buen cometido de esta función fiscalizadora.

En sus actuaciones, los funcionarios asignados tendrán la calidad de ministros de fe.

Artículo 59.- Las potestades conferidas por esta ley al Ministerio no obstan al ejercicio de las facultades de fiscalización y control de las playas y de los terrenos fiscales de playa colindantes con éstas en el mar, ríos y lagos; de las rocas, fondos de mar y porciones de agua dentro de las bahías, ríos y lagos y a lo largo de las costas del litoral y de las islas, correspondientes a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


Artículo 60.- Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 58, así como a otras tareas que requieran de colaboración o desarrollo conjunto en materia de administración del borde costero, el Ministerio y la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante deberán suscribir anualmente convenios de cooperación y coordinación conjunta.

La ley de Presupuestos contemplará anualmente los recursos necesarios que se requieran para el cumplimiento de las tareas indicadas en el inciso precedente.

Párrafo 8º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 61.- Son infracciones al régimen de concesiones marítimas:


1) La infracción de cualquier disposición de esta ley o del reglamento.


2) El atraso por más de un mes en el pago de la renta o tarifa de la concesión, correspondiente a un período anual o a dos períodos semestrales.


3) El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el decreto que otorgó la concesión.


4) La extracción o disposición de materiales que excedan los volúmenes autorizados.


Artículo 62.- La Autoridad Marítima que constate la existencia de una supuesta infracción en relación con las concesiones marítimas, hará la denuncia por escrito ante el secretario regional ministerial, quien procederá, previo traslado al presunto infractor, a amonestarlo por escrito, disponer las medidas que estime conducentes para que aquel corrija la infracción y elevar los antecedentes al conocimiento del jefe de la División del Litoral, en caso de constatarse su efectividad. Lo mismo podrá hacer el secretario regional ministerial actuando de oficio.


Artículo 63.- El jefe de la División del Litoral, al conocer de una infracción, podrá aplicar multas en favor del Fisco de hasta el cincuenta por ciento de la renta o tarifa anual de la concesión, por cada infracción.


Si se trata de una concesión marítima gratuita, la multa será de hasta quinientas unidades tributarias mensuales.


En el caso de la extracción o disposición de material en exceso de los volúmenes autorizados, se aplicará una multa a favor del Fisco de hasta el trescientos por ciento del valor de la renta concesional.


Artículo 64.- En contra de las sanciones impuestas por el jefe de la División procederán los recursos contemplados en la ley N° 19.880, en cuyo caso quedará suspendido el pago de la multa hasta la resolución del respectivo recurso.

Párrafo 9º

De la Terminación y de la Caducidad de las Concesiones Marítimas


Artículo 65.- Las concesiones marítimas terminan por: 


1) Renuncia voluntaria de su titular a la totalidad o parte de ella, otorgada por escritura pública, la que sólo producirá efectos una vez inscrita en el Catastro Nacional.


2) Acuerdo mutuo del Estado y del concesionario.


3) Vencimiento del plazo de la concesión.


En estos casos, la obligación de pago de la renta o de la tarifa por parte del concesionario cesará el último día del semestre en que se haya producido el hecho que motivó el término de la concesión marítima.


Artículo 66.- Son causales de caducidad de las concesiones marítimas:


1) No reducir a escritura pública el decreto que otorgó la concesión o no hacer inscripción de las escrituras públicas relativas a las concesiones marítimas en el Catastro Nacional, dentro de los plazos estipulados en esta ley o en el reglamento.


2) No constituir las garantías exigidas por esta ley o no presentar los estudios que contemple el reglamento, dentro de los plazos establecidos en el decreto de concesión.


3) No dar inicio o no concluir la construcción de las obras objeto de la concesión, dentro de los plazos establecidos al efecto en el decreto de concesión marítima, conforme a su finalidad, salvo caso fortuito o fuerza mayor.

4) No dar cumplimiento al objeto de la concesión, en cualquier tiempo, o hacer uso de la concesión marítima para un objeto diferente del contemplado en el decreto de concesión.

5) Hacer uso de bienes no comprendidos en el decreto de concesión.

6) Destruir las mejoras fiscales entregadas en concesión.

7) El atraso por más de seis meses en el pago de la renta o de la tarifa de la concesión marítima, o el atraso en el pago de dos multas impuestas por un periodo de dos o más meses.

8) Disponer en cualquier forma de la concesión sin cumplirse con los requisitos dispuesto en esta ley.

9) Haberse impuesto por resolución administrativa o judicial ejecutoriada algunas de las sanciones establecidas en las letras c) o d) del artículo 38 de la ley N° 20.417, en relación con el proyecto que constituye el objeto de la concesión marítima.

10) El incumplimiento de los requisitos establecidos para la transmisibilidad de las concesiones.


Artículo 67.- La caducidad se dispondrá por resolución del Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, previa audiencia de parte y comprobación fehaciente de la infracción.


En contra de la resolución que disponga la caducidad de la concesión, los afectados podrán solicitar la reconsideración y la apelación en subsidio de la medida aplicada, dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que se notifique por carta certificada la resolución correspondiente, acompañando los antecedentes justificativos.


El secretario regional ministerial se pronunciará fundadamente sobre la reconsideración dentro del plazo de treinta días, acogiéndola o rechazándola.


En caso de rechazarla, deberá elevar los antecedentes de la apelación al Ministro, quien resolverá aceptándola o rechazándola.


Artículo 68.- Desde la fecha de notificación de la correspondiente resolución de caducidad, o del rechazo de la solicitud de reconsideración o de apelación, cuando estas correspondan, el Ministro dispondrá la cancelación de la inscripción de la concesión marítima en el Catastro Nacional.


Como consecuencia de la sanción de caducidad los afectados perderán toda preferencia respecto de quienes soliciten nuevas concesiones sobre los sectores amparados por la concesión marítima caducada.


Artículo 69.- Las mejoras introducidas por el concesionario y que, adheridas al suelo, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de las mismas, al expirar por cualquier causal la concesión marítima, quedarán a beneficio fiscal, sin cargo alguno para el Fisco. 


Artículo 70.- En aquellos casos en que las mejoras puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, estas deberán ser retiradas por el titular de la concesión, dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha en que la autoridad marítima notifique al interesado el correspondiente decreto de término o caducidad. En caso contrario, la División podrá disponer la remoción de las mejoras, con cargo a la garantía prevista en el artículo 45, sin perjuicio de las acciones legales que procedan.

Párrafo 10

De la Ocupación Ilegal


Artículo 71.- En el caso de ocupación ilegal de sectores concesionables, ya sea por carecer de título el ocupante, por estar caducada la concesión, o por cualquiera otra causa, el secretario regional ministerial, previa notificación administrativa al ocupante, requerirá del respectivo intendente o gobernador el auxilio de la fuerza pública o de la Autoridad Marítima, a fin de que proceda, sin más trámite y sin necesidad de notificación judicial previa, a desalojar los bienes ocupados indebidamente, sin perjuicio de que se persiga judicialmente el pago de las indemnizaciones que correspondan por todo el tiempo de esa ocupación ilegal.


Artículo 72.- No se considerará ocupante ilegal el concesionario que continuare usufructuando de la concesión marítima durante el lapso que medie entre la extinción de ésta y el decreto que le otorgue o deniegue su renovación, siempre que tal renovación la hubiere impetrado antes del vencimiento de su concesión. En todo caso, deberá pagar la renta y,o tarifa correspondiente por este período intermedio, inmediatamente después de que le sea notificado el decreto de renovación.


Artículo 73.- Si a la persona que hubiere incurrido en una ocupación ilegal se le otorgare concesión marítima, como retribución por el uso del bien deberá enterar en arcas fiscales, conjuntamente con el primer pago de la renta y tarifa de la concesión, la renta y tarifa que corresponda al tiempo de la ocupación ilegal, la que será fijada en el mismo decreto que le otorgue la concesión, de acuerdo con los montos y normas vigentes a la fecha de expedición de dicho decreto.


Las obras o construcciones realizadas durante el período de ocupación ilegal, que permanezcan al otorgar la respectiva concesión, son mejoras fiscales, y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 45.


Artículo 74.- La Autoridad Marítima, en calidad de ministro de fe, deberá denunciar ante el secretario regional ministerial que corresponda a aquellas personas que sean sorprendidas ocupando sectores del borde costero sin contar con una concesión marítima o permiso respectivo o extrayendo o transportando materiales provenientes de sectores sujetos a tuición del Ministerio, o usando dichos sectores como botaderos, sin contar con el permiso correspondiente.

TITULO IV

DE LA DIVISIÓN DEL LITORAL


Artículo 75.- La División del Litoral creará y mantendrá actualizado el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas, que será público y que estará a cargo del Director de Catastro.


En él se consignarán, en formato físico y digital en el sitio web correspondiente, todos los actos administrativos y procedimientos a que den origen las concesiones, destinaciones y permisos marítimos regulados en esta ley.


Artículo 76.- El Catastro Nacional estará integrado por el Registro de Concesiones Marítimas, en el que se inscribirán las concesiones marítimas que se otorguen, todo acto jurídico relativo a ellas, así como las declaraciones de término o caducidad de las mismas, y por el Registro de Prenda Especial, en el que se anotará la constitución de prendas especiales de concesiones marítimas y sus alzamientos.


Artículo 77.- La organización y funcionamiento del Catastro Nacional, así como el procedimiento de inscripción, sus formalidades y solemnidades serán las que establezca el reglamento.

Disposiciones Transitorias


Artículo 1°.- Increméntase la dotación máxima del Ministerio de Bienes Nacionales para el año 2012, en 1 cupo.


Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Determinar el traspaso al Ministerio de Bienes Nacionales de funcionarios titulares de planta y a contrata afectos a la Escala Única de Sueldos, que se desempeñen en el Departamento de Concesiones Marítimas de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas. Este traspaso será sin solución de continuidad. Los funcionarios conservarán la calidad jurídica y grado que tenían al momento del traspaso. Se transferirán asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso.


A contar de la fecha del traspaso se crearán en el Ministerio de Bienes Nacionales los cargos de los funcionarios titulares de planta a ser traspasados y se aumentará la dotación máxima en el total de cargos de planta y a contrata traspasados. El cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen y la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados, desde igual fecha.


Por decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica y se crearán los cargos necesarios conforme el inciso anterior, estableciendo, además, la fecha en que se efectuarán los traspasos. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales.


2) Fijar los requisitos para el desempeño de los cargos creados, en caso que no tuvieran su equivalente en la planta de personal vigente; fijar las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de los cargos que cree y para disponer el traspaso y encasillamiento de personal de planta y a contrata que se realice. Del mismo modo, fijará las fechas de vigencia de los encasillamientos que practique. Los requisitos que se fijen no serán exigibles para el encasillamiento o asimilación que se disponga según las normas del número siguiente. Asimismo, podrá fijar las normas sobre remuneraciones variables en su aplicación transitoria.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, el ejercicio de estas facultades se sujetará a las siguientes disposiciones:


1) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado. 


2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado.


Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Los funcionarios traspasados o encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo 3°.- Los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas del Ministerio de Defensa Nacional, que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por éste, a menos que opten por lo contrario.

Con todo, los funcionarios antes señalados, dentro del plazo de treinta días contado desde la publicación de esta ley, podrán elegir mantenerse desempeñándose en la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, o ser traspasados al Ministerio de Bienes Nacionales de acuerdo con las normas previstas.

Artículo 4°.- Las solicitudes de concesiones marítimas y de acuicultura, cuya tramitación se encuentre pendiente ante el Ministerio de Defensa Nacional en el momento de entrada en vigencia de esta ley, continuarán siendo tramitadas por el Ministerio de Bienes Nacionales, y su contenido y tramitación deberán ajustarse a lo dispuesto en esta ley, en la forma que determine el reglamento.


Artículo 5°.- Las zonificaciones del borde costero que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren vigentes, se considerarán válidas para todos los efectos de esta ley, en tanto la Comisión Nacional no disponga su modificación.



Artículo 6°.- No obstante lo dispuesto en el artículo 25, el Ministerio de Bienes Nacionales conservará la facultad de enajenar terrenos de playa a que se refiere el artículo 6 del decreto ley N° 1.939, de 1977, incluyendo la Región de Antofagasta, pero sólo a favor de personas naturales que acrediten ocupación de los respectivos inmuebles por diez o más años contados hacia atrás desde la fecha de publicación de esta ley, todo ello de acuerdo a las condiciones y los procedimientos señalados en dicho cuerpo legal. Las solicitudes respectivas deberán ingresarse en el Ministerio de Bienes Nacionales en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley.



Artículo 7°.- El Presidente de la República, dentro del plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley, expedirá el reglamento para la aplicación de la misma.


Artículo 8°.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 9°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la creación de un cargo en la Planta del Ministerio de Bienes Nacionales se financiará con cargo al presupuesto vigente de cada año de dicho Ministerio.


Artículo 10.- En el plazo de un año, a contar de la vigencia de la presente ley, se fijará la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.


Las zonificaciones del borde costero se establecerán en el plazo de dos años, a contar de la vigencia de esta ley.


Para garantizar en las regiones el cumplimiento de los procedimientos en los plazos establecidos, con la calidad que esto requiera, se realizará una evaluación de capacidades institucionales.”.

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.274. de 1980, ley orgánica del Ministerio de Bienes Nacionales:


a) Agrégase en el artículo 6°, el siguiente número 4, pasando los actuales números 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente.


“4.- La División del Litoral.”.


b) Agrégase el siguiente artículo 9° bis:


“Artículo 9° bis.- Corresponden a la División del Litoral las siguientes funciones:


1) Desarrollar las acciones para implementar y materializar la política nacional de uso del borde costero y los procesos de zonificación.


2) Coordinar e instruir a las secretarías ejecutivas de las comisiones regionales en el proceso de proposición de los proyectos de zonificación.


3) Dirigir el proceso de tramitación de las solicitudes de concesiones marítimas.


4) Coordinar e instruir a las Secretarías Regionales Ministeriales en la tramitación de las concesiones marítimas.


5) Proponer el otorgamiento o denegación de las concesiones marítimas y de acuicultura.


6) Llevar y mantener actualizado los catastros de concesiones marítimas y de acuicultura.


7) Tramitar los procedimientos administrativos conducentes a la aplicación de multas a los concesionarios que infrinjan las disposiciones de esta ley. 

8) Ejercer las atribuciones que, en relación con su cometido, se le deleguen específicamente.”.


Artículo tercero.- Reemplázase en el artículo 1° de la ley N° 19.548, que modifica Planta del Personal del Ministerio de Bienes Nacionales, en la Planta de Directivos, correspondiente a Jefes de División, en la columna “N° Cargos”, el dígito “5” por “6” y en el “Total” de esa planta, “40” por “41”.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto se encuentra en el decreto N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, reemplazando las referencias al Ministerio de Defensa Nacional y Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, en su calidad de continuadora legal de la Subsecretaría de Marina, por el Ministerio de Bienes Nacionales, en todo lo referido a las concesiones de acuicultura y al régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.

Artículo quinto.- Modifícase la ley Nº20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, del siguiente modo:


1) Agrégase en la letra b) del artículo 2°, a continuación de la frase “decreto supremo Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional”, la siguiente: “o la normativa que lo reemplace”.


2) Reemplázanse las referencias realizadas al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina” por “Ministerio de Bienes Nacionales”.



Artículo sexto.- Reemplázase el artículo 64 del decreto con fuerza de ley Nº 458, ley General de Urbanismo y Construcciones, por el siguiente:


“Artículo 64.- Los instrumentos de planificación territorial comunal o intercomunal que abarquen los bienes nacionales de uso público o fiscales que correspondan a borde costero, según dicho concepto se define en la ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, deberán definir los usos de suelo y condiciones de edificación en dichos sectores, en concordancia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral. Las concesiones que el Ministerio de Bienes Nacionales otorgare sobre sectores regulados por dichos instrumentos de planificación requerirán, en las áreas urbanas, un informe previo sobre el uso de suelo de la Dirección de Obras Municipales, y en las áreas no urbanas, un certificado de uso de suelo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.”.


Artículo séptimo.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas.


Artículo octavo.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° del decreto ley N° 1.939, de 1977, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, la expresión “de la citada Subsecretaría del Ministerio de Defensa Nacional” por la frase “del Ministerio de Bienes Nacionales”. 


Artículo noveno.- Reemplázanse en la ley Nº 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal, las referencias al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina” por “Ministerio de Bienes Nacionales”. 


Artículo décimo.- Incorpórase en el artículo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, que adecua disposiciones legales aplicables a las Empresas Portuarias creadas por la ley N° 19.542, entre las expresiones ”un informe” y “de la Empresa Portuaria de Chile” la palabra “favorable”.”.
***

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 10, 11, 12, 17, 18, 19, 22 y 24, contenidos en el artículo primero del proyecto de ley, fueron aprobados en general con el voto favorable de 89 diputados, en tanto que en particular los artículos 10, 11, 12, 17, 18, 19 y 24 fueron aprobados con el voto afirmativo de 83 diputados y el artículo 22 lo fue con el voto a a favor de 81 diputados, en todos los casos de un total de 120 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY 
N° 17.635, DE 1972, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE COBRO EJECUTIVO DE CRÉDITOS PARA LA VIVIENDA QUE INDICA 
(9018-14)


Oficio Nº 10.969


VALPARAÍSO, 17 de octubre de 2013

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica, correspondiente al boletín N° 9018-14.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas:

1) Agréganse en el artículo 1°, a continuación de la letra c), los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, pasando el actual segundo a ser inciso décimo:

“Podrá, además, interponer dicha acción para la restitución del subsidio si el beneficiario de un programa que permita la construcción o adquisición de una vivienda sin deuda incurriere en alguna de las siguientes situaciones:

i) Ser condenado por el delito contemplado en el artículo 470, número 8, del Código Penal, cuando éste se refiera a la obtención de un subsidio habitacional.

ii) No habitarla personalmente él o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años, contados desde su tradición o entrega material, si ésta última fuese anterior, o no darle un uso principalmente habitacional.
Para los efectos descritos en la letra precedente, se entenderá incurrir en la causal antes indicada cuando la vivienda se encuentre sin moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el beneficiario al momento de la postulación; o cuando la vivienda se destine a un uso no habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia su uso exclusivo como sede o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte beneficio pecuniario distinto de los fines para los cuales fue otorgado el subsidio.

Sólo en casos debidamente justificados, por resolución fundada del Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, a solicitud del beneficiario o de quien le suceda en sus derechos, aquel deberá autorizar la exención de las obligaciones establecidas en la letra ii) precedente.

Para tal efecto, constituirán causales de exención de tales obligaciones la circunstancia de que el beneficiario, o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar, que deba habitar la vivienda o hacer uso de ella, se encuentre realizando trabajos transitorios en otra localidad, hospitalizado, cumpliendo una pena privativa de libertad, o cuidando a un familiar cercano hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, entre otras.

Ingresada la solicitud de autorización, el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días hábiles. Si transcurrido dicho plazo no hubiese pronunciamiento, se entenderá que la autorización ha sido otorgada. No podrán iniciarse los procedimientos de certificación ni de embargo que contempla esta ley, mientras se encuentre pendiente la autorización.
Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la solicitud de autorización podrá interponerse una vez iniciado cualquiera de los referidos procedimientos. En este último caso, el Servicio, o en su defecto el aparente o presunto infractor, deberá solicitar la suspensión del mismo, pudiendo solo reiniciarse una vez resuelta la petición de este último.
Si una vez iniciado el procedimiento de ejecución se otorga y acompaña la autorización, deberá dictarse sentencia absolutoria.
El beneficiario infractor se entenderá deudor del monto del subsidio otorgado y el Servicio, a su vez, acreedor del mismo.”.
2) Reemplázase, en la letra b) del artículo 3°, la expresión “que contenga la nómina” por “que contengan los títulos ejecutivos”.

3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 4°:

a) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “La nómina podrá contener” por “Los títulos ejecutivos podrán contener”.
b) Intercálanse, a continuación de su inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, pasando el actual tercero a ser undécimo:

“Constituirán título ejecutivo, para los casos contemplados en la letra i) del artículo 1°, la sentencia firme o ejecutoriada que condene al beneficiario del subsidio, junto con la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda.

Tratándose del incumplimiento descrito en la letra ii) del artículo 1°, constituirán título ejecutivo la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda, junto con el certificado al que se refiere el inciso siguiente.

Se certificará el incumplimiento de la obligación a que se refiere la letra ii) del artículo 1°, indistintamente, por un ministro de fe especialmente designado para estos efectos por el Servicio, por un notario público o por un oficial del Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles, en un período que no podrá ser inferior a dos meses.

En cada visita practicada se entregará un aviso en el que se indicará el nombre de la persona que debe dar cumplimiento a las mencionadas obligaciones, así como el derecho que le asiste de solicitar la autorización establecida en el artículo 1°.

Este aviso se entregará a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada y, si nadie hay allí, se fijará en la puerta.

Acreditado el incumplimiento en las tres visitas, el ministro de fe respectivo emitirá el correspondiente certificado.
En ningún caso podrá certificarse el incumplimiento estando pendiente de resolución la solicitud de autorización.

En todo caso, previo al inicio del procedimiento de certificación, el ministro de fe deberá solicitar al director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo un certificado en el que conste que no existen solicitudes de autorización pendientes de conocimiento y resolución.”.

4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “la nómina en que la funde, la” por “el título ejecutivo en que la funde, el”.

b) Sustitúyese, en su inciso tercero, la frase “la nómina respectiva, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores.” por la siguiente: “el título ejecutivo respectivo, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores, cuando se trate de una nómina.”.

5) Suprímese el artículo 6°.

6) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 7°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
7) Agrégase en el artículo 8°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

8) Agrégase, en el inciso primero del artículo 9°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
9) Intercálase, entre los artículos 9° y 10, el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- El requerimiento de pago de la obligación derivada de las infracciones contenidas en las letras i) y ii) del artículo 1°, se efectuará conforme a lo establecido en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, indicándose para estos efectos el día, hora y lugar para practicarlo. Si el deudor no concurriere a esta citación, el embargo se efectuará inmediatamente y sin más trámite.”.

10) Agrégase, en el inciso primero del artículo 10, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
11) Sustitúyese en el artículo 11 el vocablo “departamento”, las dos veces que aparece, por la expresión “territorio jurisdiccional”.

12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- En estos juicios sólo podrán oponerse las siguientes excepciones:
1a.- La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda.
2a.- El pago de la deuda.
3a.- La remisión por ley de la misma.
4a.- La existencia de plazo pendiente para el pago de ella, si procediere.
5a.- La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva.
6a.- La de no empecer el título al ejecutado, por error de hecho en la confección del título ejecutivo, si se trata de aquellos cuya confección corresponde al Servicio.
7a.- Que la certificación no se haya efectuado de conformidad al inciso quinto del artículo 4°, pero en ningún caso podrá discutirse la existencia de la obligación en virtud de la interposición de las excepciones 6ª y 7ª.
8a.- La transacción.
9a.- La autorización otorgada por el Director del Servicio, según lo dispuesto en el artículo 1°.

10a.- La cosa juzgada.

Para que sean admitidas a tramitación, las excepciones deberán fundarse en algún antecedente escrito o aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal las desechará de plano.

La prescripción de la acción ejecutiva correrá desde la fecha de vencimiento del plazo convencional que rija para el pago total de la obligación, desde la certificación practicada conforme al inciso quinto del artículo 4°, o del que estableciere la ley.”.

13) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 14:

a) Suprímese en su inciso primero la expresión “, en cuaderno separado”.

b) Elimínase en su inciso final la expresión “, si no hubiere hecho dicha designación”.

14) Intercálase, entre los artículos 15 y 16, el siguiente artículo 15 bis:

“Artículo 15 bis.- El procedimiento de remate establecido en los artículos 16 al 22 no se aplicará tratándose de acciones interpuestas en virtud de los títulos ejecutivos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo 4°.
En dichos casos, con el solo mérito de la resolución que ordenó requerir de pago y proceder al embargo, o de la sentencia definitiva que falló las excepciones opuestas por el ejecutado, en su caso, el tribunal dispondrá la adjudicación de la propiedad embargada al Servicio de Vivienda y Urbanización correspondiente, para lo cual extenderá la respectiva escritura de adjudicación.
Para los efectos de este artículo, el valor de tasación del inmueble adjudicado será el equivalente al monto del subsidio otorgado, más los aportes complementarios de otros organismos de la Administración del Estado, si los hubiere, restituyéndose el ahorro aportado por el beneficiario, si fuere el caso.

Si el ejecutado paga la deuda y las costas, pendiente el plazo que fije el tribunal para extender la referida escritura, el que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, se declarará sin efecto la adjudicación.”.

15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 16:

a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de una nómina de los deudores que hasta entonces se encuentren morosos y contra” por la siguiente: “del título ejecutivo que corresponda en contra de”.

b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

16) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 17, las expresiones “del departamento” por “de la provincia” y “cabecera de la provincia, si en aquél no lo hubiere” por “capital regional, si en aquella no hubiere”; y sustitúyese la oración “Si los bienes estuvieren ubicados en un departamento distinto de aquel en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en él.” por la siguiente: “Si los bienes estuvieren ubicados en una provincia distinta de aquella en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en ésta.”.

17) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “la nómina” por “el título ejecutivo”.

18) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:

“Artículo 19.- Los postores concurrentes a la subasta realizarán sus posturas, y si ninguna de ellas supera el valor de tasación, o no concurriere ningún postor al remate, el Servicio ejecutante se adjudicará en ese valor el inmueble. En este caso, el Servicio pagará el precio, imputando al mismo el monto del respectivo crédito, con reajustes, consignando el saldo y, en cualquier caso, el ahorro aportado por el beneficiario al momento de la asignación del subsidio, si lo hubiere, en el tribunal, dentro del plazo que éste fije, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días.

Asimismo, podrá el Servicio participar en la subasta, aun cuando hubiere posturas que superen el valor de tasación. En este caso, se adjudicará el inmueble si su postura fuere la más alta. Si el Servicio no se adjudicare el inmueble, el postor que ofrezca el mayor valor en el remate podrá adjudicarse el inmueble, consignando en el tribunal el precio ofrecido, del que deberá pagarse al Servicio el monto correspondiente a su crédito, y al beneficiario deberá restituírsele el ahorro aportado al momento de la asignación del subsidio, ambos debidamente reajustados, y el saldo, dentro del plazo que fije el tribunal, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días. Si el ejecutado paga la deuda pendiente el plazo, se declarará sin efecto la adjudicación.”.
19) Reemplázase en el artículo 23 el guarismo “seis” por “tres”.

20) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 24:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “, el que se concederá en el solo efecto devolutivo”.

b) Suprímese el inciso tercero.

21) Reemplázase en el artículo 27 la expresión “de la instancia” por “del procedimiento”.

22) Agréganse los siguientes artículos 28, 29 y 30:

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de esta ley se pondrán a disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro del plazo de noventa días, las asigne a personas que se encuentren en situación de urgente necesidad habitacional, privilegiándose a aquellas familias que residen en la misma comuna en que se encuentren situadas las viviendas adjudicadas, así como aquellas que presentan una mayor antigüedad en la postulación a los programas habitacionales del ministerio. Esta asignación se publicará en un diario de circulación regional o comunal, para fines de publicidad.

Artículo 29.- Las viviendas construidas o adquiridas con la aplicación de subsidios habitacionales de programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán afectas a la prohibición de celebrar actos y contratos durante los plazos que se indiquen en los respectivos reglamentos que regulen dichos programas y deberán inscribirse en el Registro de Prohibiciones e Interdicciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo.
Artículo 30.- En los procedimientos ejecutivos que se originen por aplicación de la presente ley, no se condenará en costas al ejecutado, salvo que el tribunal estime que no tuvo motivo plausible para litigar.”.”.

Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE EL RESGUARDO DEL ORDEN PÚBLICO

(7975-25)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra emitir su informe referido al proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





Cabe consignar que, por tratarse de un proyecto de ley con urgencia calificada de discusión inmediata, la Comisión discutió esta iniciativa en general y en particular, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.




A las sesiones que celebró la Comisión asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Prokurica y Ruiz Esquide; el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera, quien fue acompañado por sus asesores, la señora María José Gómez y el señor Eduardo Ramírez. 





Asimismo, la Comisión escuchó al General Director de Carabineros de Chile, señor  Gustavo González Jure, quien estuvo acompañado por su asesor Jurídico, Mayor (J) señor Heriberto Navarro; al Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Mario Fernández; a la Directora de Amnistía Internacional en Chile, señora Ana Piquer, y a la Consejera Política de Greenpeace señora Elizabeth Soto. 





Participaron, especialmente invitados los abogados y profesores de derecho penal, señores Juan Domingo Acosta, Jorge Bofill, Gonzalo Medina, y Juan Pablo Mañalich. Intervino, además, el abogado y profesor de derecho internacional público, señor Claudio Troncoso.




Igualmente, estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; el asesor del Comité de Senadores de Renovación Nacional, señor Benjamín Greene; la asesora legislativa del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Elvira Oyanguren; el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.





Finalmente, hacemos presente que en la sesión del día 9 de octubre de 2013, la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela reemplazó en la Presidencia de la Comisión, al Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO

1.- Modificar determinados ilícitos penales e incorporar nuevas agravantes en el ordenamiento jurídico, con el fin de resguardar orden público. 
2.- Dotar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a los Intendentes y Gobernadores de la facultad  de deducir querella para perseguir la responsabilidad de quienes cometan atentados contra la autoridad, fiscales del Ministerio Público, defensores penales públicos, o ejecuten desórdenes públicos o cometan determinados delitos en contra de Carabineros, Policías de Investigaciones y Gendarmes, en el ejercicio de sus funciones.
ANTECEDENTES

I.- JURÍDICOS





1.- De la Constitución Política.





- El número 7º del artículo 19 que asegura a todas las personas el derecho a la libertad personal y la seguridad individual.




- El número 13 del artículo 19 que reconoce a todas las personas  el derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas.





- El número 26 del artículo 19 que consagra la seguridad de que los preceptos legales que regulen o complementen las garantías que establece la Constitución o que las limiten no podrán afectar los derechos en su esencia.





- El inciso segundo del artículo 24 que señala que la autoridad del Jefe de Estado se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del Orden Público.

2.- El Código Penal.

- Los artículos 261 y 262, sobre atentados a la autoridad. 

- El artículo 269, sobre desórdenes públicos y las circunstancias agravantes que se pueden aplicar a quienes incurren en ellos.

- El artículo 494, que establece la pena de multa a quienes cometen determinados ilícitos.




3.- El Código Procesal Penal.
- El artículo 134 sobre citación, registro y detención en caso de flagrancia.

4.- El Decreto con Fuerza de Ley Nº 7.912, del Ministerio del Interior, de fecha 30 de noviembre de 1927, que organiza las Secretarías del Estado.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO
2.1.- Fundamentos del Mensaje 
En los antecedentes de esta iniciativa, S.E. el Presidente de la República señala que corresponde al Estado la promoción del bien común y la paz social, para lo cual debe establecer los mecanismos que faciliten la creación de las condiciones necesarias que permitan el adecuado desarrollo de todos los miembros de la sociedad. Agrega que constituye una obligación del Gobierno la debida protección de la población.

Sostiene que es propio de la labor estatal garantizar y asegurar el normal desarrollo de las actividades de todos quienes habitan el territorio nacional, de tal manera que la tranquilidad social sea un continuo en el tiempo, y permita el desarrollo y crecimiento del país y de sus habitantes.
Seguidamente, recuerda que nuestro ordenamiento institucional ha entregado a las policías el deber de velar por el orden público y la seguridad interior. Puntualiza que, conforme a lo previsto en el inciso segundo del artículo 101 de la Constitución Política de la República de Chile, “[l]as Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas.”.

Manifiesta que sin perjuicio de las responsabilidades que cabe a todos los miembros de la sociedad en la preservación del orden público, son las referidas fuerzas las llamadas a intervenir a nombre del Estado cuando la tranquilidad social es alterada, ya sea por desórdenes, por la comisión de cualquier crimen o simple delito, o por cualquier amenaza a la sana convivencia.
En conclusión, asevera que la seguridad de todos los habitantes del país se encuentra entregada a los miembros de las policías tanto en el control del orden público y la prevención de hechos delictuosos, como en la colaboración para su investigación y esclarecimiento de aquéllos. 
A continuación, hace algunas consideraciones acerca del concepto de “Orden Público”.
En primer lugar, manifiesta que conforme a la doctrina clásica, el concepto de orden público está vinculado a una función de protección, de tal manera que permite limitar la autonomía de la voluntad en interés de la comunidad. Así, el orden público constituye un escudo protector frente a los excesos en que los particulares pueden incurrir al tomar en cuenta sólo sus intereses en los actos que realizan. Siguiendo esta doctrina, concluye que la noción de orden público forma parte de los principios jurídicos que se orientan al bien común de una sociedad.
Explica que en contrapartida a la concepción clásica, diversos autores, entre ellos Avelino León Hurtado y Vittorio Pescio, han advertido las dificultades para establecer un concepto de orden público, pues debe ser definido en un tiempo y en un lugar específico. Otros, como don Alejandro Silva Bascuñán, definen orden público tomando como base el artículo 24 de la Constitución Política de la Republica, esto es “la tranquilidad que resulta del respeto de la ordenación colectiva, manifestado en el correcto ejercicio de la autoridad pública, moviéndose dentro de su respectiva órbita y en el fiel cumplimiento por los gobernados de las órdenes por ella impartida” (Silva Bascuñán, A.: “Tratado de Derecho Constitucional”, Editorial Jurídica de Chile, 2000, segunda edición, tomo v, pp. 90 y 91). Seguidamente, recuerda que para Sergio Diez Urzúa, el orden público “es el medio de la técnica positiva que nos permite ir directamente a las fuentes reales del derecho, cuando son insuficientes las fuentes formales para mantener el orden racional de la sociedad en un caso dado. Variable, en cuanto sufre las influencias de las aspiraciones del medio social y del dato histórico. Inmutable, en cuanto a su esencia, por estar basado en el hombre y su destino. Es superior al legislador al cual impone sus directivas. Es la expresión del principio ordenador del universo en la técnica positiva” (Diez Urzúa, S.: “Algunas consideraciones de la noción de Orden Público en nuestro derecho civil, memoria de prueba, Universidad de Chile, 1947, pp. 86 a 91).
Seguidamente, el Primer Mandatario sostiene que sin perjuicio de las diversas aproximaciones a este concepto, el orden público se puede entender en dos sentidos. En primer término, en una perspectiva material, como un estado opuesto al desorden y que se integra por tres elementos fundamentales: la tranquilidad, la moralidad y la salubridad pública. En segundo lugar, con un carácter jurídico-formal, ligado a la observancia de normas y principios esenciales que se consideran necesarios para la convivencia pacífica en sociedad, con distinta funcionalidad en las diversas disciplinas jurídicas. Nuestra Carta Fundamental ha tomado la primera de las acepciones. Agrega que tanto en su artículo 24 como en las demás disposiciones constitucionales se ha seguido esa lógica.
En este mismo sentido, hace presente que la consolidación del Estado Democrático de Derecho hace que la situación inicial del ciudadano sea un estatus de libertad y de derechos debidamente garantizados por la Constitución. Por ello, las fuerzas de orden y seguridad pública presuponen un orden jurídico definido por la ley, la que sólo puede limitar el ejercicio de derechos y libertades cuando se perturbe dicho orden fundamental.
Con el fin de aclarar la multiplicidad de conceptos relativos al orden público, manifiesta que necesario analizar brevemente los elementos que, en cualquiera de los conceptos, forman parte del mismo.

En primer lugar, menciona la idea de la seguridad y tranquilidad pública. Siguiendo a Alexis de Tocqueville puntualiza que “[e]l amor por la tranquilidad pública es frecuentemente la única pasión que las naciones retienen y se transforma en la más activa y poderosa en relación a todas las otras pasiones que desfallecen y mueren. Esta es la causa de la disposición natural de los miembros de la comunidad para otorgar o ceder derechos adicionales al poder central, que es el único que parece interesado en defenderlos con los mismos medios que usa para defenderse a sí mismo” (Tocqueville, A.: La Democracia en América, Vol. II, Capítulo III., Alianza Editorial, Madrid, 2002). Los objetivos principales de la tranquilidad y la seguridad consisten en proteger a las personas y sus bienes contra los daños que pueden provenir de otras personas, lo que es distinto de la protección civil que previene eventos producidos por efecto de la naturaleza o extraordinarios.
Seguidamente, el Mensaje sostiene que la seguridad y la tranquilidad pública tienen como fundamento especial el deber general de no perturbar el orden público, deber que se aplica a todo ciudadano por el solo hecho de vivir en sociedad y es previo en independiente a su consignación en cualquier norma jurídica. Afirma que el proyecto de ley tiene por fin fortalecer la protección del orden público entendido en esa acepción.
En segundo lugar, explica que también la noción de orden público puede abarcar la Salud Pública.
Recuerda que por regla general, la custodia de la salud pública queda fuera de la noción de orden público, dejándose en manos del órgano encargado de la administración sanitaria. Sin perjuicio de ello, en casos excepcionales la administración puede requerir el auxilio de la fuerza policial, especialmente en casos de crisis sanitarias como epidemias, plagas y pandemias, entre otras. 
En tercer lugar, se refiere a la moralidad pública y su relación con el orden público.
Sostiene que la moral pertenece a un ámbito que escapa de lo puramente jurídico; sin embargo, no ha quedado ausente de una serie de normas jurídicas que establecen límites a las libertades de las personas, cuyo fundamento está en la vulneración de la moralidad pública. Más aún, asevera que, en razón de la moralidad pública y el interés general, se limita el ejercicio de determinadas libertades constitucionales.
Añade que la interpretación de este elemento del orden público, supone problemas de interpretación ya que la moralidad pública es cambiante y depende de los tiempos, lo que hace que su aplicación deba ser ponderada para no afectar las libertades y garantías de los ciudadanos. 

Seguidamente, se detiene a examinar como el  resguardo del orden público ha estado presente en el Ordenamiento Jurídico chileno.

En primer lugar, recuerda que el inciso segundo del artículo 24 de nuestra Constitución Política de la República, que se encuentra en el Capítulo IV, titulado “Gobierno”, señala que la autoridad del Presidente de la República “se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes.”. 
Agrega que esta potestad de conservación del orden público emanan las competencias que la ley confiere a diversos órganos de la Administración del Estado. Así, en el ámbito regional la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, establece que “el gobierno interior de cada región reside en el intendente, quien será el representante natural e inmediato del Presidente de la República en el territorio de su jurisdicción” (inciso primero, artículo 1°), entregándole la función de “velar porque en el territorio de su jurisdicción se respete la tranquilidad, orden público y resguardo de las personas y bienes” (letra b) del artículo 2°, ley N°19.175).
Por otra parte, explica que el artículo 3° del Decreto con Fuerza de Ley 7.912, de 1927, establece que: “Corresponde al Ministerio del Interior: a) Todo lo relativo al Gobierno Político y Local del territorio y al mantenimiento de la seguridad, tranquilidad y orden públicos. […] El Ministro del Interior, los Intendentes y Gobernadores, según corresponda, podrán deducir querella: a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hubieren alterado el orden público, impidiendo o perturbando gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales o el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución Política de la República”. De la norma recién citada, agrega que se puede desprender un concepto descriptivo que apunta a señalar una serie de situaciones que se consideran que afectan el orden público.
Afirma que estas facultades legales deben ejecutarse a través de los órganos que tienen la capacidad operativa para dar efectivo resguardo al orden público. De esta forma, el artículo 101 de la Constitución encarga a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones la función de garantizar el orden público en los siguientes términos: “Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública.” 
Seguidamente, recuerda en relación a Carabineros, que el artículo 1° de su Ley Institucional, establece que “Carabineros de Chile es una institución policial técnica y de carácter militar, que integra la fuerza pública y existe para dar eficacia al derecho; su finalidad es garantizar y mantener el orden público y la seguridad pública interior en todo el territorio de la República y cumplir las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley”.
A continuación, se detiene a considerar la relación entre el derecho de reunión y las vulneraciones al orden público.
Explica que un ejemplo de vulneración del orden público en lo relativo a la seguridad y tranquilidad pública se vincula con el ejercicio del derecho de reunión. Manifiesta que el ejercicio de este derecho constituye un pilar fundamental de la vida de una sociedad democrática. Añade que por eso nuestra Constitución consagra, en su artículo 19 número 13, que: “La Constitución asegura a todas las personas: 13° El derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas, y que las reuniones en las plazas, calles y demás lugares de uso público se regirán por las disposiciones generales de policía”.
Señala que las normas generales de policía que regulan el ejercicio del derecho de reunión en espacios de uso público están contenidas principalmente en el Decreto Supremo N° 1.086, del Ministerio del Interior, de fecha 16 de septiembre de 1983. 
Recuerda que en el artículo 2° letra f), del mencionado decreto, se establece que “[s]e considera que las reuniones se verifican con armas cuando los concurrentes lleven palos, bastones, fierros, herramientas, barras metálicas, cadenas y en general cualquier elemento de naturaleza semejante. En tal caso las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas ordenarán a los portadores entregar esos utensilios, y si se niegan o se producen situaciones de hecho la manifestación se disolverá”.
Afirma que en ocasiones, el legítimo ejercicio pacífico del derecho de reunión que algunos realizan, es perturbado por otros que, sobrepasando el marco constitucional, provocan desórdenes, agreden y lesionan a los funcionarios policiales o a quienes se manifiestan tranquilamente, causan daños a la propiedad, portan y utilizan armas cortantes, contundentes, de fuego e incendiarias, y muchas veces ocultan su rostro para evadir la acción policial y asegurar sus ataques a los legítimos participantes de la reunión. A lo anterior, explica, se suman situaciones graves como saqueos y la afectación al desenvolvimiento normal de la vida diaria y la actividad del comercio en las zonas por la que transitan las marchas, cuando ocurren situaciones que exceden el ámbito pacífico en que el derecho está llamado a ejercerse.
Concluye explicando que estos actos constituyen claras muestras de afectación a la seguridad y tranquilidad pública que, finalmente, importan una alteración directa del orden público y un menoscabo del legítimo ejercicio del derecho de reunión.
2.2.- Estructura del proyecto que se contiene en el Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
Originalmente esta iniciativa estaba estructurada en cuatro artículos.

1.- El primero introducía igual número de enmiendas al Código Penal.

En primer lugar, se proponía modificar el artículo 261 que sanciona los atentados contra la autoridad. El objetivo de esta disposición era incorporar como sujetos pasivos de este delito a los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y los funcionarios de Gendarmería de Chile, siempre que se encuentren en el ejercicio de sus funciones.

En segundo término, se reemplazaba el artículo 262 del Código Penal. Al respecto, se cambiaban las penas que se aplicarán a quienes atentan en contra de la autoridad bajo determinadas circunstancias. La pena de reclusión menor en su grado medio o multa de once a quince UTM era sustituida por la pena de presidio menor en su grado medio. 
Mediante la tercera enmienda se modificaba el artículo 269 del Código Penal. En este precepto se sanciona con la pena de presidio menor en su grado medio (541 días a tres años) a quien incurra en desordenes  públicos o en cualquier otro acto de fuerza o violencia que importen la ejecución de algunas de las siguientes hipótesis: paralizar o interrumpir un servicio público, ocupar oficinas, establecimientos comerciales, de educación o religiosos; impedir o alterar la libre circulación de las personas o vehículos por puentes o caminos, atentar contra la autoridad, emplear armas de fuego o elementos incendiarios, o causar daño a la propiedad ajena.

Asimismo se agregaba al referido Código los artículos 269 A y 269 B, nuevos.

El artículo 269 A sancionaba con presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años) al que impidiere o dificultare la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, destinada a prestar auxilio en un siniestro u otra calamidad o desgracia que constituya peligro para la seguridad de las personas o entorpezca la acción de la justicia o la policía, salvo que el hecho constituya otro delito que merezca mayor pena.
El artículo 269 B  hacía aplicable el máximo de la pena contemplada en los delitos de atentados contra la autoridad, contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales públicos, y en desórdenes públicos, a quienes los cometieren actuando con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro elemento que impida, dificulte o retarde la identificación del hechor. 

2.- En el artículo segundo se introducían cuatro enmiendas al Código Procesal Penal.

Mediante la primera modificaba el artículo 83, disposición que regula la actuación de la policía sin orden previa. Su propósito era incorporar una letra f), nueva, a este precepto. Mediante ella se permitía a la policía consignar la existencia y ubicación de fotografías, filmaciones, grabaciones y, en general, voces o sonidos que se hayan tomado, captado o registrado y que sean conducentes para esclarecer los hechos que constituyan o puedan constituir delito y obtener su entrega voluntaria o una copia de las misma.

Asimismo, enmendaba el artículo 132 bis que regula la apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención.

Se agregaba a la enumeración de los delitos respecto de los cuales la declaración de la ilegalidad de la detención sería apelable por el fiscal  o el abogado asistente del fiscal, en el solo efecto devolutivo, a las figuras penales que impliquen el asesinato de un Carabinero, de un policía de investigaciones de chile o a un gendarme, siempre que se encuentren en el ejercicio de sus funciones.

Igualmente modificaba el artículo 149 con el fin de agregar, entre las hipótesis de los delitos en que el imputado no puede ser puesto en libertad, a los tipos penales que sancionan el asesinato de un carabinero, un policía  un gendarme.

Por último, alteraba el artículo 150, norma que regula la ejecución de la medida de prisión preventiva. En relación con esta disposición se proponía que, tratándose de los mencionados delitos, tribunal no podrá otorgar al imputado el beneficio del permiso de salida durante el día o por un período determinado.

3.- En el artículo 3º introducía en el Decreto con Fuerza de Ley que organiza las Secretarías de Estado una norma para permitir al Ministro del Interior y Seguridad Pública, a los Intendentes o Gobernadores deducir querella cuando se cometen delitos que suponen la muerte, lesiones, heridas o amenazas a un carabinero, policía o gendarme que se encuentran en el ejercicio de su cargo. 

4.- Finalmente, en el artículo 4° se modificaba el artículo 14 de la Ley sobre Control de Armas para sancionar no sólo al que “porte un arma de fuego” sino que también a “quienes las fabriquen, importen, internen o comercialicen en cualquier forma”. 
IV.- Síntesis del debate en la Cámara de Diputados

Esta iniciativa fue estudiada en general y en particular por las Comisiones de Seguridad Ciudadana y Drogas y de Constitución, Legislación y Justicia, de la Cámara de Diputados. Ambas instancias escucharon al Ejecutivo, a diversos profesores y académicos de derecho penal, y a representantes de instituciones públicas y privadas que se relacionan con esta iniciativa. 
La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia propuso el rechazo de algunas disposiciones. Asimismo, el Ejecutivo renovó en la Sala una indicación sustitutiva. 
La Cámara de Diputados aprobó en general esta iniciativa por 57 a favor, 54 en contra y 1 abstención. 

Separadamente se votó la norma sobre control de armas dado que era de quórum calificado. Esta disposición fue rechazada por 56 votos a favor y 56 votos en contra.
La Cámara de Diputados rechazó la indicación sustitutiva del Ejecutivo y solo aprobó dos de las disposiciones que estaban consideradas originalmente en el proyecto que presentó el Gobierno.

Texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.




El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se divide en dos normas.
Mediante la primera se modifica el artículo 261 del Código Penal, precepto que tipifica las conductas que constituyen un atentado contra la autoridad. La norma aprobada atribuye la condición de autoridad a los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a los funcionarios de Gendarmería de Chile, siempre que se encuentren en el ejercicio de sus funciones.

El artículo 2º  modifica el artículo 3º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 7.912, del Ministerio del Interior, de fecha 30 de noviembre de 1927, que organiza las Secretarías del Estado, con el propósito de facultar al Ministro del Interior y Seguridad Pública, a los Intendentes o Gobernadores,  para deducir querella cuando se cometan delitos que supongan la muerte, lesiones, heridas o amenazas a un Carabinero, a un Policía de investigaciones de Chile o a un Gendarme, que se encuentren en el ejercicio de su cargo.
-.-.-
DISCUSIÓN EN GENERAL 
Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, la señora Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora Alvear, ofreció la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick, quien agradeció la invitación de la Comisión y señaló que esta iniciativa era muy importante para el actual Gobierno.


Agregó que el proyecto pretende resguardar el derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas consagrado en nuestra Carta Fundamental, y que se ve amenazado por el actuar de algunos violentistas. Explicó que la ciudadanía ha sido testigo como al final de cada manifestación pública encapuchados que no tienen ninguna relación con las personas reunidas en una manifestación, se aprovechan de la misma con el propósito de generar acciones de violencia y perpetrar delitos.


Recordó que la preocupación respecto de este tema no es nueva, ya que se planteó durante el Gobierno pasado, que inició la tramitación de un proyecto de ley sobre orden público similar a éste, pero no obtuvo el respaldo necesario para convertirse en ley. Indicó que la actual Administración quiere retomar esa idea e impulsar un nuevo proyecto para mejorar las normas penales que resguardan el orden público.


Hizo presente que en el Ejecutivo anterior ya se observaba una preocupación similar a la de la presente iniciativa de ley. Sobre el particular, mencionó partes de la exposición de motivos de aquella iniciativa (Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, en materia de orden público, Boletín Nº 4832-07). Al respecto dio lectura al siguiente texto:

“En el último tiempo hemos podido ver cómo, con el pretexto de participar en legítimas manifestaciones ciudadanas, una o más personas han incurrido en conductas delictivas o dañosas, que deslegitiman el ejercicio de los derechos garantizados por la Carta Fundamental y provocan diversas consecuencias en el patrimonio público y privado… Esta situación… hace necesaria … que la autoridad cuente con herramientas adecuadas para la prevención de dichas conductas, o para su ejemplar sanción en el caso que se produzcan.


Esto es particularmente importante en la medida que la violencia con la que estos pseudos manifestantes actúan se ha presentado como un problema creciente; porque las personas que toman parte de estos actos vandálicos suelen hacerlo ocultando sus rostros, y porque las policías no cuentan con los medios de prueba idóneos para su identificación y persecución.”.


Manifestó que la Cámara de Diputados solo aprobó dos normas del contenido inicial del proyecto que ahora se discute. Una de ellas adecua el tipo penal de atentado contra la autoridad, incorporando entre sus sujetos pasivos a los funcionarios de Carabineros de Chile, de Investigaciones y de Gendarmería. Explicó que en la historia de la ley siempre se partió de la base que esos funcionarios estaban incluidos dentro del ámbito de protección de la norma, pero se han presentado ciertas dudas en la interpretación judicial, por lo que es pertinente que el legislador incluya una aclaración sobre el punto.


Agregó que la otra enmienda legal consiste en otorgarle al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la facultad para querellarse en asuntos relativos al orden público o que afecte a los agentes de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones, en el ejercicio de sus funciones. Explicó que este punto también ha sido debatido en los tribunales.


Connotó que hay otras modificaciones que al Ejecutivo le interesa que sean aprobadas, y que están contenidas en la indicación sustitutiva que se presentó en el primer trámite constitucional. Expresó que ellas se refieren a tres materias:


En primer término, considera un nuevo tipo penal relativo a los desórdenes públicos graves. Explicó que la definición vigente contenida en el artículo 269 corresponde a una disposición del Código Penal original y emplea un lenguaje propio del siglo XIX que no tiene ninguna aplicación práctica real en la actualidad. Manifestó que la enmienda persigue básicamente sancionar la paralización o interrupción de un servicio público de primera necesidad, o que implique impedir o alterar la libre circulación por puentes, caminos o carreteras.


Sostuvo que las dos circunstancias antes indicadas son por lejos las más perjudiciales de las que debe padecer la ciudadanía cuando se provoca un desorden público, pues en ningún caso una manifestación amerita que se paralice un hospital o que se interrumpa el libre tránsito por la ciudad.


Explicó que la proposición requiere que la paralización de servicios públicos o la alteración de la libre circulación se den en un contexto de fuerza en las cosas o violencia o intimidación contra las personas, y además para el caso de la libre circulación se añade que el hecho se produzca con oposición a la acción de la autoridad. En este sentido, aclaró que sería atípica la conducta de quien paraliza una arteria vial pero la desocupa a requerimiento de la fuerza pública.


Añadió que las nuevas figuras de desórdenes públicos graves llevan también una pena más elevada que la actual, para quedar en 61 días a tres años de presidio. Indicó que ese aumento de penalidad revela un hecho claro: es distinto paralizar una ciudad hoy en día que hace 30 años atrás, por el gran aumento de tráfico vehicular, de población y desplazamiento de las personas al interior de la urbe.


Como segundo punto, expresó que la indicación sustitutiva comprende una agravación especial que tiene lugar cuando el autor de ciertos delitos se aprovecha del ejercicio legítimo del derecho a reunión para perpetrar su ilícito, o sea, cuando usa la masividad de una manifestación pública para asegurar su impunidad. 


Agregó que esta conducta justifica una sanción más severa, y por ello se contempla la agravación de las penas; cuando tales ilícitos suponen delitos contra las personas, como los contenidos en los párrafos 1, 3 y 4 del Título VIII del Libro Segundo del Código Penal; y en el caso de todos los delitos contra la propiedad. Además, precisó, se contempla que la pena asociada a esos ilícitos base se aplicará en su grado superior, cuando el hechor obre ocultando su identidad mediante capuchas, pañuelos u otros elementos análogos.


En tercer lugar, explicó que también se contempla la introducción de una falta especial que consiste en intervenir en desórdenes públicos con el rostro cubierto, salvo que el hecho en sí mismo constituya una figura penal de más importancia. Afirmó que el ejercicio del derecho a reunión no implica que quien lo ejerza pueda arrogarse la facultad de ocultar su rostro para cometer delitos.

Expresó que en consonancia con lo anterior, se precisa en el inciso 4º del artículo 134 del Código Procesal Penal que esta nueva falta es una de las que excepcionalmente permite a la fuerza pública proceder a la detención inmediata en caso de flagrancia, y de esa forma se podrá revertir la percepción pública de impunidad que muchas veces predomina en nuestra sociedad.


A continuación, intervino el abogado y profesor de derecho penal, señor Juan Domingo Acosta, quien expresó que la cuestión fundamental en esta materia era dilucidar si el orden público es un bien jurídico que merece protección penal. Expresó que la opinión pública chilena y el derecho comparado responden unánimemente que sí, tal como se observa en el siguiente cuadro que da cuenta de la experiencia en otras jurisdicciones de Estados notoriamente conocidos por respetar los derechos humanos y adherir al sistema político democrático.
	CÓDIGO PENAL SUIZO

	Rioting

Art. 260

1 Any person who takes part in a riotous assembly in public in the course of which acts of violence are committed against persons and property by the use of united force shall be liable to a custodial sentence not exceeding three years or to a monetary penalty.

2 Participants who remove themselves when officially ordered to do so shall not be held to have committed an offence if they have not used violence or encouraged others to do so.


	Disturbios

Art. 260

 1 Toda persona que tome parte en una asamblea pública turbulenta en el curso de la cual se cometan actos de violencia contra personas y bienes, mediante el uso de la fuerza conjunta, será castigado con una pena privativa de libertad no superior a tres años o al pago de una multa monetaria.

 2 No se entenderá que han cometido un delito, los participantes que se retiren cuando oficialmente se les haya ordenado hacerlo, si no han utilizado la violencia o alentado a otros a hacerlo.

	CÓDIGO PENAL SUECO

	Chapter 16

On Crimes against Public Order

Section 1

If a crowd of people disturbs public order by demonstrating an intention to use group violence in opposition to a public authority or otherwise to compel or obstruct a certain measure and does not disperse when ordered to do so by the authority, the instigators and leaders shall be sentenced for riot to imprisonment for at most four years and other participants in the crowd's proceedings to a fine or imprisonment for at most two years.

If the crowd disperses on order of the authority, the instigators and leaders shall be sentenced for riot to a fine or imprisonment for at most two years.

Section 2

If a crowd, with intent referred to in Section 1, has proceeded to use group violence on a person or property, whether a public authority was present or not, sentences to imprisonment for violent riot shall be imposed on instigators and leaders for at most ten years whilst participants in the crowd's proceedings shall be sentenced to a fine or imprisonment for at most four years.

Section 3

A member of a crowd that disturbs the public order who neglects to obey a command aimed at maintaining order, or intrudes into an area that, for such purpose, is enclosed or has been fenced off, shall, if no riot occurs, be sentenced for disobeying police orders to a fine or imprisonment for at most six months.

Section 4

A person who by act of violence, loud noise or other like means disturbs or tries to interfere with a public religious service, other public devotional exercise, wedding, funeral or like ceremony, a court session or other state or municipal official function, or a public gathering for deliberation, instruction or to hear a lecture, shall be sentenced for disturbing a function or public meeting to a fine or imprisonment for at most six months.


	Capítulo 16

 De los delitos contra el orden público

 Sección 1

 Si un grupo de gente perturba el orden público, mediante la demostración de la intención de utilizar la violencia grupal  en oposición a una autoridad pública, o de otra manera para obligar o impedir una cierta medida, y no se dispersa cuando es ordenado a hacerlo por la autoridad, los instigadores y líderes serán condenados por disturbios a penas de prisión por un máximo de cuatro años y los otros participantes en esta forma de actuar de la multitud a una multa o a una pena de prisión hasta por dos años.

 Si la multitud se dispersa luego de la orden de la autoridad, los instigadores y líderes serán condenados por disturbios a una multa o una pena de prisión de no más de dos años.

Sección 2

 Si una multitud, con la intención a que se refiere la Sección 1, hubiere procedido a utilizar la violencia hacia personas o bienes, sea que una autoridad pública se encuentre presente o no, a los instigadores y los líderes se les impondrá la pena de prisión por disturbios violentos por hasta diez años, mientras que los demás participantes en las actuaciones de la multitud, serán sancionado con una multa o una pena de prisión de hasta cuatro años.

Sección 3

 El miembro de un grupo que perturbe el orden público, que se niega a obedecer una orden dirigida a mantener el orden, o se introduce en un área que, para tal efecto, se ha cercado, podrá, si no se producen disturbios, ser condenado por desobedecer las órdenes de la policía a una multa o pena de prisión de hasta seis meses.

Sección 4

 La persona que por acto de violencia, ruido u otros medios similares perturbe o trate de interferir con un servicio público religioso, ejercicio de devoción pública, boda, funeral o ceremonia similar, sesión de tribunales de justicia u otra función oficial, o una reunión pública para la deliberación, enseñanza o conferencia, será condenado por perturbar una función o reunión pública a una multa o una pena de prisión de hasta seis meses.

	CÓDIGO PENAL CANADIENSE

	PART II

OFFENCES AGAINST PUBLIC ORDER

(46-62)

UNLAWFUL ASSEMBLIES AND RIOTS

Unlawful assembly

63. (1) An unlawful assembly is an assembly of three or more persons who, with intent to carry out any common purpose, assemble in such a manner or so conduct themselves when they are assembled as to cause persons in the neighbourhood of the assembly to fear, on reasonable grounds, that they

(a) will disturb the peace tumultuously; or

(b) Will by that assembly needlessly and without reasonable cause provoke other persons to disturb the peace tumultuously.

Lawful assembly becoming unlawful

(2) Persons who are lawfully assembled may become an unlawful assembly if they conduct themselves with a common purpose in a manner that would have made the assembly unlawful if they had assembled in that manner for that purpose.

Exception

(3) Persons are not unlawfully assembled by reason only that they are assembled to protect the dwelling-house of any one of them against persons who are threatening to break and enter it for the purpose of committing an indictable offence therein.

Riot

64. A riot is an unlawful assembly that has begun to disturb the peace tumultuously.

Punishment of rioter

65. Everyone who takes part in a riot is guilty of an indictable offence and liable to imprisonment for a term not exceeding two years.

Punishment for unlawful assembly

66. Everyone who is a member of an unlawful assembly is guilty of an offence punishable on summary conviction.
	PARTE II

DELITOS CONTRA EL ORDEN PÚBLICO

(46-62)

REUNIONES ILEGALES Y DISTURBIOS

Reuniones Ilegales

63. (1) Una reunión ilegal es un conjunto de tres o más personas que, con la intención de llevar a cabo cualquier propósito común, se reúnen o se comportan de manera que causan en las personas del barrio en que se lleva a cabo dicha reunión, un razonable  temor, de que

 (a) se va a perturbar la paz tumultuosamente, o

 (b) mediante la reunión, sin necesidad y sin causa razonable se pueda provocar a otras personas a perturbar la paz tumultuosamente.

Conversión de una reunión legal en una reunión ilegal

 (2) Las personas que se encuentran legalmente reunidas pueden convertirse en una reunión ilícita si teniendo un propósito común se comportan de una manera que hubiese hecho la reunión  ilícita si se habían reunido en esa forma para tal fin.

Excepción

 (3) No se entenderá que se encuentran ilegalmente reunidas, aquellas personas que se unen para proteger la casa habitación de una de ellas contra las personas que están amenazando con romper y entrar en ella con el propósito de cometer un delito.

Motín

 64. Un motín es una reunión ilícita que ha comenzado a perturbar la paz tumultuosamente.

Sanción para el alborotador

 65. Todo el que toma parte en un motín, es culpable de un delito grave y será castigado con prisión de un término no superior a dos años.

Castigo por reuniones ilegales

66. Todo el que es miembro de una reunión ilícita es culpable de un delito punible en juicio sumario.



	CÓDIGO PENAL DE FINLANDIA

	Chapter 17 - Offences against public order (563/1998)

Section 1 - Public incitement to an offence (563/1998)

(1) A person who through the mass media or publicly in a crowd or in a generally published writing or other presentation exhorts or incites anyone into the commission of an offence, so that the exhortation or incitement

(1) causes a danger of the offence or a punishable attempt being committed, or

(2) Otherwise clearly endangers public order or security, shall be sentenced for public incitement to an offence to a fine or to imprisonment for at most two years.

(3) If the exhortation or incitement causes the commission of an offence or a punishable attempt, also the provisions on participation in chapter 5 apply.

Section 2 - Rioting (563/1998)

When a crowd clearly intends to employ violence against a person or cause significant damage to property, a person who actively participates in the acts of the crowd, and in this context fails to obey an order lawfully issued by a competent official to disperse, shall be sentenced for rioting to a fine or to imprisonment for at most one year.

Section 3 - Violent rioting (563/1998)

When a crowd commits an offence referred to in chapter 16, section 1, employs violence against a person or causes significant damage to property, a person who actively participates in the acts of the crowd shall be sentenced for violent rioting to a fine or to imprisonment for at most two years.

Section 4 - Leading a violent riot (563/1998)

A person who incites or leads a crowd referred to in section 3 shall be sentenced for leading a violent riot to imprisonment for at most four years.

Section 5 - Preparation of an armed breach of public order (563/1998)

A person who recruits or assembles armed troops in order to commit an offence referred to in chapter 12, sections 1 - 4, chapter 16, section 1 or 15, or section 3 of this chapter, shall be sentenced for preparation of an armed breach of public order to a fine or to imprisonment for at most one year.

Section 6 - Resistance to a person maintaining public order (563/1998)

(1) A person who employs or threatens violence in order to prevent or attempt to prevent a person maintaining public order from performing a duty laid down in an Act or Decree, or otherwise hampers the performance of the said duty, shall be sentenced, unless a more severe penalty for the act is laid down elsewhere in the law, for resistance to a person maintaining public order to a fine or to imprisonment for at most six months.

(2) For the purposes of this section, a person maintaining public order refers to (1) a driver, as referred to in the Act on the Maintenance of Order in Public Transport (472/1977), a person corresponding to a driver and a passenger who upon request is assisting the driver or the corresponding person, (2) a ticket inspector, as referred to in the Act on Penalty Fares in Public Transport (469/1979) and a guardian of public order who is assisting in the inspection, (449/2006) (3) a guard, as referred to in the Private Security Services Act (282/2002) (284/2002), and (4) a guardian of public order, as referred to in the Act on Guardians of Public Order (533/1999). (536/1999)

Section 13 - Criminal disturbance (613/2003)

A person who

(1) by making noise or in another similar manner causes disturbance in the course of official action other than in a public place, or in an office closed to the public, a bureau, a place of business, place of manufacture or in another similar place, (2) causes disturbance by placing calls to an office, bureau, place of business or another similar place, (3) by using the emergency brake or alarm of a mass transport vehicle, elevator or other apparatus mischievously causes a false alarm, shall be sentenced, unless a more severe penalty for the act is laid down elsewhere in the law, for criminal disturbance to a fine.

Section 13a - Illegal wearing of a disguise (1006/2004)

A person who, in connection with a public meeting or a public event arranged in a public place or other public assembly arranged in a public place, wears a disguise so that he or she cannot be recognized and clearly intends to employ violence against a person or cause damage to property shall be sentenced for illegal wearing of a disguise to a fine or imprisonment for at most three months.


	Capítulo 17 - Delitos contra el orden público (563/1998)

Sección 1 - La incitación pública a un delito (563/1998)

(1) La persona que a través de los medios de comunicación, o públicamente dirigiéndose a una multitud, o en un escrito de publicación general, exhorta o incita a  la comisión de un delito, de manera que la exhortación o incitación:

(1) causa el peligro de que el delito o una tentativa punible sea cometido, o

 (2) claramente pone en peligro el orden público o la seguridad, será condenado por incitación pública a una multa o encarcelamiento de hasta dos años.

(3) Si la exhortación o incitación causa la comisión de un delito o una tentativa punible, también se aplicarán las disposiciones relativas a la participación  del capítulo 5.

Sección 2 - Los disturbios (563/1998)

 Cuando un grupo tiene la clara intención de emplear la violencia contra una persona o de causar un daño significativo a la propiedad, aquel que participe activamente en dichos actos de la multitud, y, en este contexto, no obedezca una orden legalmente emitida por un funcionario competente para dispersar, serán condenadas por los disturbios a una multa o encarcelamiento  hasta por un año.

Sección 3 - Disturbios violentos (563/1998)

 Cuando una multitud comete un delito contemplado en el capítulo 16, sección 1, utiliza la violencia contra una persona o causa daño significativo a la propiedad, la persona que participa activamente en los actos de la multitud será condenada por los disturbios violentos a una multa o a encarcelamiento por un máximo de dos años.

Sección 4 - Dirigir disturbios violentos (563/1998)

Una persona que incita o conduce a una multitud que actúa en la forma descrita en la Sección 3, será condenada por liderar un disturbio violento a prisión por un máximo de cuatro años.

Sección 5 - Preparación de una violación armada del orden público (563/1998)

 Una persona que reclute o arme fuerzas armadas con el fin de cometer un delito mencionado en el capítulo 12, secciones 1 a 4, capítulo 16, sección 1 o 15, o la sección 3 de este capítulo, será condenado, por la preparación de una violación armada del orden público, a una multa o encarcelamiento de hasta un año.

Sección 6 - La resistencia a una persona que intenta mantener el orden público (563/1998)

 (1) Una persona que emplea o amenaza con emplear la violencia, con el fin de impedir o tratar de impedir que una persona mantenga el orden público en cumplimiento de su deber establecido en una ley o decreto, o dificulta la realización de dicho deber, será condenado a una multa o encarcelamiento de hasta seis meses a menos que una pena más severa para el acto está prevista en otras partes de la ley.

(2) A los efectos de esta sección, una persona que mantenga el orden público se refiere a  (1) un conductor, como lo señala  la Ley de Mantenimiento del Orden en el transporte público (472/1977), corresponde a un conductor y un pasajero que asista al conductor o a quien corresponda,  (2) un  inspector de tickets, como se señala en la Ley de Pena de tarifas en el transporte público (469/1979) y un guardián del orden público que presta asistencia en la inspección, (449/2006)  (3) un guardia, como se señala en la Ley de Servicios de Seguridad Privada (282/2002) (284/2002), y  (4) un guardián del orden público, a que se refiere en la Ley de guardianes del orden público (533/1999). 

Sección 13 - Perturbación Criminal (613/2003)

Una persona que:

 (1) haciendo ruido o de otra manera similar, causa perturbaciones en el curso de la acción oficial que no sea en un lugar público, o en una oficina cerrada al público, una oficina, un lugar de negocios, lugar de fabricación o en otro lugar similar, (2) causa trastornos mediante llamadas telefónicas a una oficina, lugar de trabajo u otro lugar similar, (3) utilizando el freno de emergencia o de alarma de un vehículo de transporte masivo, ascensores u otros aparatos maliciosamente causa una falsa alarma, será condenado, a menos que una pena más severa para el acto está previsto en otras partes de la ley, a una multa.

13a Sección – uso ilegal de disfraces (1006/2004)

 Una persona que, en relación con una reunión pública o un acto público organizado en un lugar público o de otra asamblea pública dispuestos en un lugar público, lleva un disfraz para que pueda ser reconocido y claramente tiene la intención de emplear la violencia contra una persona o causar daños a la propiedad será condenado por uso ilegal de un disfraz de una multa o una pena de prisión de hasta tres meses.



	CÓDIGO PENAL ALEMAN

	§ 114. Widerstand gegen Personen, die Vollstreckungsbeamten gleichstehen. 

(1) Der Diensthandlung eines Amtsträgers im Sinne des § 113 stehen Vollstreckungshandlungen von Personen gleich, die die Rechte und Pflichten eines Polizeibeamten haben oder Ermittlungspersonen der Staatsanwaltschaft sind, ohne Amtsträger zu sein.

(2) § 113 gilt entsprechend zum Schutz von Personen, die zur Unterstützung bei der

Diensthandlung zugezogen sind.

§ 125. Landfriedensbruch. 

(1)Wer sich an 1. Gewalttätigkeiten gegen Menschen oder Sachen oder 2. Bedrohungen von Menschen mit einer Gewalttätigkeit, die aus einer Menschenmenge in einer die öffentliche Sicherheit gefährdenden Weise mit vereinten Kräften begangen werden, als Täter oder Teilnehmer beteiligt oder wer auf die Menschenmenge einwirkt, um ihre Bereitschaft zu solchen Handlungen zu fördern, wird mit Freiheitsstrafe bis zu drei Jahren oder mit Geldstrafe bestraft, wenn die Tat nicht in anderen Vorschriften mit schwererer Strafe bedroht ist. (2) Soweit die in Absatz 1 Nr. 1, 2 bezeichneten Handlungen in § 113 mit Strafe bedroht sind, gilt § 113 Abs. 3, 4

§ 125a. Besonders schwerer Fall des Landfriedensbruchs.  In besonders schweren

Fällen des § 125 Abs. 1 ist die Strafe Freiheitsstrafe von sechs Monaten bis zu zehn Jahren. 

Ein besonders schwerer Fall liegt in der Regel vor, wenn der Täter

1. eine Schußwaffe bei sich führt,

2. eine andereWaffe bei sich führt, um diese bei der Tat zu verwenden, 

3. durch eine Gewalttätigkeit einen anderen in die Gefahr des Todes oder einer schweren Gesundheitsschädigung bringt oder

4. plündert oder bedeutenden Schaden an fremden Sachen anrichtet.
	§ 114. Resistencia contra personas que se equiparan a los agentes ejecutores

(1) A los hechos de servicio de un titular del cargo en el sentido del § 113 se equiparan a los hechos ejecutivos de personas, que tengan los derechos y obligaciones que tiene un funcionario de la policía o que son agentes de policía judicial, sin ser titulares de cargo.

§ 125. Perturbación del orden público

(1) Quien como autor o participe tome parte en: 1. actividades violentas contra personas o cosas o 2. amenazas con violencia, que sean cometidas con la fuerza unida de una multitud de personas, de una manera tal que ponga en peligro la seguridad pública o quien influya en la multitud para propiciar su participación en tales actividades, será castigado con pena privativa de la libertad hasta tres años o con multa, cuando el hecho no esté sancionado en otras disposiciones con un castigo mayor. (2) En la medida en que las acciones descritas en el inciso 1, numeral 1 y 2 estén amenazadas con castigo en el § 113, rige mutatis mutandis el § 113 incisos 3 y 4.

§ 125a. Casos especialmente graves de perturbación del orden público.

En casos especialmente graves del § 125, inciso 1, el castigo es de pena privativa de la libertad de seis meses hasta diez años. Por regla general se presenta un caso especialmente grave cuando el autor

1. lleva consigo un arma de fuego,

2. lleva consigo otra arma, para emplearla en el hecho, o

3. ponga a otro por medio de una acción violenta en peligro de muerte o de una grave lesión de salud o

4. saquea o causa daños apreciables, en cosas ajenas.



	CÓDIGO PENAL ESPAÑOL

	Artículo 550

Son reos de atentado los que acometan a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, o empleen fuerza contra ellos, los intimiden gravemente o les hagan resistencia activa también grave, cuando se hallen ejecutando las funciones de sus cargos o con ocasión de ellas.

 Artículo 551

 1. Los atentados comprendidos en el artículo anterior serán castigados con las penas de prisión de dos a cuatro años y multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra autoridad y de prisión de uno a tres años en los demás casos.

 2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, si la autoridad contra la que se atentare fuera miembro del Gobierno, de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, del Congreso de los Diputados, del Senado o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, de las Corporaciones locales, del Consejo General del Poder Judicial o Magistrado del Tribunal Constitucional, se impondrá la pena de prisión de cuatro a seis años y multa de seis a doce meses.

 Artículo 552

 Se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente previstas en el artículo anterior siempre que en el atentado concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1ª) Si la agresión se verificara con armas u otro medio peligroso.

2ª) Si el autor del hecho se prevaliera de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público.

Artículo 554

1. El que maltratare de obra o hiciere resistencia activa grave a fuerza armada en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, será castigado con las penas establecidas en los arts. 551 y 552, en sus respectivos casos.

2. A estos efectos, se entenderán por fuerza armada los militares que, vistiendo uniforme, presten un servicio que legalmente esté encomendado a las Fuerzas Armadas y les haya sido reglamentariamente ordenado.

Artículo 555

 Las penas previstas en los arts. 551 y 552 se impondrán en un grado inferior, en sus respectivos casos, a los que acometan o intimiden a las personas que acudan en auxilio de la autoridad, sus agentes o funcionarios.

Artículo 556

 Los que, sin estar comprendidos en el art. 550 resistieren a la autoridad o sus agentes, o los desobedecieren gravemente, en el ejercicio de sus funciones, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año.

CAPÍTULO III.  DE LOS DESÓRDENES PÚBLICOS 

Artículo 557

 1. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años los que, actuando en grupo, y con el fin de atentar contra la paz pública, alteren el orden público causando lesiones a las personas, produciendo daños en las propiedades, obstaculizando las vías públicas o los accesos a las mismas de manera peligrosa para los que por ellas circulen, o invadiendo instalaciones o edificios, sin perjuicio de las penas que les puedan corresponder conforme a otros preceptos de este Código.

 2. Se impondrá la pena superior en grado a las previstas en el apartado precedente a los autores de los actos allí citados cuando éstos se produjeren con ocasión de la celebración de eventos o espectáculos que congreguen a gran número de personas. Con idéntica pena serán castigados quienes en el interior de los recintos donde se celebren estos eventos alteren el orden público mediante comportamientos que provoquen o sean susceptibles de provocar avalanchas u otras reacciones en el público que pusieren en situación de peligro a parte o a la totalidad de los asistentes. En estos casos se podrá imponer también la pena de privación de acudir a eventos o espectáculos de la misma naturaleza por un tiempo superior hasta tres años a la pena de prisión impuesta.

Artículo 559

 Los que perturben gravemente el orden público con objeto de impedir a alguna persona el ejercicio de sus derechos cívicos, serán castigados con las penas de multa de tres a doce meses y de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a seis años.

Artículo 560

 1. Los que causaren daños que interrumpan, obstaculicen o destruyan líneas o instalaciones de telecomunicaciones o la correspondencia postal, serán castigados con la pena de prisión de uno a cinco años.

 2. En la misma pena incurrirán los que causen daños en vías férreas u originen un grave daño para la circulación ferroviaria de alguna de las formas previstas en el art. 382.

 3. Igual pena se impondrá a los que dañen las conducciones o transmisiones de agua, gas o electricidad para las poblaciones, interrumpiendo o alterando gravemente el suministro o servicio.

  

	CÓDIGO PENAL ITALIANO

	Art. 419 

- Devastazione e saccheggio - 

Chiunque, fuori dei casi preveduti dall'articolo 285, commette fatti di devastazione o di saccheggio è punito con la reclusione da otto a quindici anni. 

La pena è aumentata se il fatto è commesso su armi, munizioni o viveri esistenti in luogo di vendita o di deposito. 

Art. 420 

- Attentato a impianti di pubblica utilità - 

Chiunque commette un fatto diretto a danneggiare o distruggere impianti di pubblica utilità, è punito, salvo che il fatto costituisca più grave reato, con la reclusione da uno a quattro anni. 

La pena di cui al primo comma si applica anche a chi commette un fatto diretto a danneggiare o distruggere sistemi informatici o telematici di pubblica utilità, ovvero dati, informazioni o programmi in essi contenuti o ad essi pertinenti. 

Se dal fatto deriva la distruzione o il danneggiamento dell'impianto o del sistema, dei dati, delle informazioni o dei programmi ovvero l'interruzione anche parziale del funzionamento dell'impianto o del sistema la pena è della reclusione da tre a otto anni  

Art. 421 

- Pubblica intimidazione - 

Chiunque minaccia di commettere delitti contro la pubblica incolumità, ovvero fatti di devastazione o di saccheggio, in modo da incutere pubblico timore, è punito con la reclusione fino a un anno.

Libro terzo

DELLE CONTRAVVENZIONI IN PARTICOLARE

Titolo I: DELLE CONTRAVVENZIONI DI POLIZIA

Capo I: DELLE CONTRAVVENZIONI CONCERNENTI LA POLIZIA DI SICUREZZA

Sezione I: DELLE CONTRAVVENZIONI CONCERNENTI L'ORDINE PUBBLICO E LA TRANQUILLITÀ PUBBLICA

§ 1: DELLE CONTRAVVENZIONI CONCERNENTI L'INOSSERVANZA DEI PROVVEDIMENTI DI POLIZIA E LE MANIFESTAZIONI SEDIZIOSE E PERICOLOSE

Art. 650 

- Inosservanza dei provvedimenti dell'Autorità - Chiunque non osserva un provvedimento legalmente dato dall'Autorità per ragione di giustizia o di sicurezza pubblica, o di ordine pubblico o d'igiene, è punito, se il fatto non costituisce un più grave reato, con l'arresto fino a tre mesi o con l'ammenda fino a lire quattrocentomila. 

Art. 651 

- Rifiuto d'indicazioni sulla propria identità personale - 

Chiunque, richiesto da un pubblico ufficiale nell'esercizio delle sue funzioni, rifiuta di dare indicazioni sulla propria identità personale, sul proprio stato, o su altre qualità personali, è punito con l'arresto fino a un mese o con l'ammenda fino a lire quattrocentomila. 

Art. 652 

- Rifiuto di prestare la propria opera in occasione di un tumulto - 

Chiunque, in occasione di un tumulto o di un pubblico infortunio o di un comune pericolo, ovvero nella flagranza di un reato, rifiuta, senza giusto motivo, di prestare il proprio aiuto o la propria opera, ovvero di dare le informazioni o le indicazioni che gli siano richieste da un pubblico ufficiale o da una persona incaricata di un pubblico servizio, nell'esercizio delle funzioni o del servizio, è punito con l'arresto fino a tre mesi o con l'ammenda fino a lire seicentomila. 

Se il colpevole dà informazioni o indicazioni mendaci, è punito con l'arresto da uno a sei mesi ovvero con l'ammenda da lire sessantamila a un milioneduecentomila. 

Art. 654 

- Grida e manifestazioni sediziose - 

Chiunque, in una riunione che non sia da considerare privata a norma del n. 3 dell'art. 266, ovvero in un luogo pubblico, aperto o esposto al pubblico, compie manifestazioni o emette grida sediziose è punito, se il fatto non costituisce un più grave reato, con l'arresto fino a un anno. 

Art. 655 

- Radunata sediziosa - 

Chiunque fa parte di una radunata sediziosa di dieci o più persone è punito, per il solo fatto della partecipazione, con l'arresto fino a un anno. 

Se chi fa parte della radunata è armato, la pena è dell'arresto non inferiore a sei mesi. 

Non è punibile chi, prima dell'ingiunzione dell'Autorità, o per obbedire ad essa, si ritira dalla radunata. 

Art. 656 

- Pubblicazione o diffusione di notizie false, esagerate o tendenziose, atte a turbare l'ordine pubblico - 

Chiunque pubblica o diffonde notizie false, esagerate o tendenziose, per le quali possa essere turbato l'ordine pubblico, è punito, se il fatto non costituisce un più grave reato, con l'arresto fino a tre mesi o con l'ammenda fino a lire seicentomila. 

Art. 657 

- Grida o notizie atte a turbare la tranquillità pubblica o privata - 

Chiunque, con lo scopo di smerciare o distribuire scritti o disegni in luogo pubblico ovvero aperto o esposto al pubblico, annuncia o grida notizie, dalle quali possa essere turbata la tranquillità pubblica o privata, è punito con l'ammenda fino a lire duecentomila. 

Art. 658 

- Procurato allarme presso l'Autorità - 

Chiunque, annunziando disastri, infortuni o pericoli inesistenti, suscita allarme presso l'autorità, o presso enti o persone che esercitano un pubblico servizio, è punito con l'arresto fino a sei mesi o con l'ammenda da lire ventimila a un milione. 

Art. 659 

- Disturbo delle occupazioni o del riposo delle persone - 

Chiunque, mediante schiamazzi o rumori, ovvero abusando di strumenti sonori o di segnalazioni acustiche, ovvero suscitando o non impedendo strepiti di animali, disturba le occupazioni o il riposo delle persone, ovvero gli spettacoli, i ritrovi o i trattenimenti pubblici, è punito con l'arresto fino a tre mesi o con l'ammenda fino a lire seicentomila. 

Si applica l'ammenda da lire duecentomila a un milione a chi esercita una professione o un mestiere rumoroso contro le disposizioni della legge o le prescrizioni dell'Autorità. 

Art. 660 

- Molestia o disturbo alle persone - 

Chiunque, in luogo pubblico o aperto al pubblico, ovvero col mezzo del telefono, per petulanza o per altro biasimevole motivo, reca a taluno molestia o disturbo è punito con l'arresto fino a sei mesi o con l'ammenda fino a lire un milione. 


	Art. 419

Destrucción y el saqueo. 

Todo aquel que, fuera de los casos previstos en el artículo 285, comete destrucción o saqueo, será castigado con prisión de ocho a quince años.

 La pena es mayor si el delito se comete en materia de armas, municiones o víveres existentes en el lugar de venta o almacenamiento.

Art. 420.

Ataque a los sistemas de los servicios públicos.

 La persona que comete un acto dirigido a dañar o a destruir las instalaciones de servicios públicos, será castigado, a menos que el hecho constituya un delito más grave, con pena de prisión de uno a cuatro años.

La pena en el primer párrafo también se aplica a aquellos que cometieren un acto destinado a dañar o destruir sistemas informáticos o de servicios públicos, de telecomunicaciones o de datos, información o programas contenidos en el mismo, o de interés para ellos.

Si, como consecuencia de la acción, se produce la destrucción o daño a la planta o sistema, datos, información o programas, o la interrupción parcial de la planta o del sistema, la pena será de prisión de tres a ocho años.

Art. 421

Intimidación pública. 

 Cualquier persona que amenace con cometer delitos contra la seguridad pública, o los delitos de destrucción o saqueo, con el fin de despertar el interés público, será castigado con prisión de hasta un año.

Libro Tercero

EN PARTICULAR DE LAS MULTAS

Título I: LAS MULTAS DE POLICÍA

Capítulo I: LAS MULTAS RELATIVAS A LA POLICÍA DE SEGURIDAD

Sección I: DE LAS MULTAS RELATIVAS AL ORDEN PÚBLICO Y A LA SEGURIDAD PÚBLICA.

§ 1: DE LAS MULTAS SOBRE EL INCUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS DE POLICÍA Y LAS MANIFESTACIONES INCENDIARIAS Y PELIGROSAS

Art. 650

Incumplimiento de las medidas de la autoridad.

Cualquiera que no cumple una medida legalmente ordenada  por la Autoridad por razones de justicia o de seguridad pública, de orden público, o de higiene, será castigado, si el hecho no constituye un delito más grave, con la detención de hasta tres meses o con una multa de hasta cuatrocientas mil liras.

Art. 651

Rechazo de indicaciones sobre su propia identidad personal. 

Cualquiera que solicitado por un  oficial público en el ejercicio de sus funciones, se niega a dar indicaciones sobre su propia identidad, sobre su estado, o sobre otras cualidades personales, será castigado con la detención hasta un mes o con la multa hasta cuatrocientas mil liras.

Art. 652

No colaborar en ocasión de un tumulto. 

Cualquier persona que, con ocasión de un tumulto o de un accidente o de un común peligro, es decir, en flagrante de un delito, se niega, sin justa razón, a prestar su colaboración, o a dar la información o las indicaciones que le sean solicitadas por un oficial público o por una persona encargada de un servicio público, en el ejercicio de sus funciones o del servicio, será  castigado con la detención hasta tres meses o con la multa hasta seiscientas mil liras.

Si el culpable da información o datos falsos, será castigado con la detención de uno a seis meses o con  multa por sesenta mil liras.

Art. 654

Gritos y manifestaciones incendiarias 

Cualquier persona que, en una reunión que no se pueda considerar privada en virtud del número 3 del art. 266, o en un lugar público, abierto o expuesto al público, da manifestaciones o emite gritos incendiarios será castigado, si el hecho no constituye un delito más grave, con la detención hasta un año.

Art. 655

Reunión Sediciosa

Cualquiera que  forme parte de una reunión sediciosa de diez o más personas será castigado, por el solo hecho de la participación, con la detención hasta un año.

Si quien formare parte de la reunión estuviese armado, la pena será de detención por un periodo no inferior a seis meses. No es punible quien, antes del requerimiento de las autoridades, o para obedecer a ella, se retira de la reunión.

Art. 656

Publicación o difusión de noticias falsas, exageradas o tendenciosas, capaces de perturbar el orden público.

Cualquier persona que pública o difunde noticias falsas, exageradas o tendenciosas, por las cuales pueda ser perturbado el orden público, será castigado, si el hecho no constituye un delito más grave, con la detención hasta tres meses o con una multa hasta seiscientas mil liras.

Art. 657

Gritos o noticias tendientes a perturbar la tranquilidad pública o privada

Cualquiera que, con el fin de comercializar o distribuir escritos o dibujos en lugar público o abierto o expuesto al público, anuncia noticias, con las cuales pueda ser perturbada la tranquilidad pública o privada, será castigado con una multa hasta  doscientas mil liras.

Art. 658

Obtención de alarma de la autoridad

Cualquier persona que, anunciando desastres, accidentes o peligros inexistentes, suscita alarma ante la autoridad, o en las entidades o personas que ejercen un servicio público, será castigada con la detención hasta seis meses o con una multa entre veinte mil y un millón de liras.

Art. 659

Alteración de las ocupaciones o reposo de las personas 

Cualquier persona que, mediante ruidos, o abusando de instrumentos o pitidos, o causando o no impidiendo los ruidos de los animales, altera las ocupaciones, o perturba el reposo de una persona, o espectáculos, o reuniones públicas, será castigado con prisión de hasta tres meses o con una multa de hasta seiscientas mil libras.

A quien ejerce una profesión o un oficio ruidoso contra las disposiciones de la ley o las disposiciones de la autoridad se le aplicará una  multa por doscientas mil a un millón de liras.

Art. 660

Acoso o molestias a las personas

Cualquier persona que, en lugar público o abierto al público, o por  medio de teléfono, llevará a cabo acoso o molestias será castigado con la detención hasta seis meses o con multa hasta un millón de liras.



Luego de presentar estos textos comparados, el profesor señor Acosta indicó que la redacción del actual artículo 269 del Código Penal está completamente desfasada en relación con la realidad contemporánea, porque centra su descripción de un desorden público en torno a la idea de turbar gravemente la tranquilidad pública con el propósito de injuriar a otro. Sobre este primer término, el profesor señor Acosta subrayó que no parece tener ninguna relación el bien jurídico del honor y la honra con el orden público. 


Explicó que la figura anterior también incluye un elemento subjetivo o de intención trascendente de difícil prueba, y que se califica por la voluntad del sujeto activo de “causar cualquier otro fin reprobado”. Hizo presente que estos conceptos eran demasiados vagos, porque la reprobación puede provenir de cualquier reproche social o jurídico. Explicó que si se dilucida por la primera vía estaría comprometido el principio de la tipicidad, y si se opta por el segundo sería un pleonasmo, porque equivaldría a decir que se requiere que se trate de una conducta antijurídica.


Añadió que a esa descripción típica defectuosa se agrega una adjudicación punitiva también irregular, porque se permite añadir la pena del desorden público al que procede por el daño u ofensa causados, aunque en la práctica este es un caso típico de concurso medial.


Puntualizó que la nueva figura que se propone en la indicación del Ejecutivo introduce numerosas perfecciones. En primer término, elimina el sistema de cúmulo de penas y establece una sanción propia más alta que la actual. En segundo lugar, explicó, se mejora la tipificación, circunscribiendo la figura a los desórdenes públicos efectivamente graves, como son los que implican la paralización o interrupción de servicios públicos de primera necesidad, o la interrupción del flujo vial obrando con resistencia a la intervención de la autoridad.


En otro orden de materias, señaló que la indicación mejora de manera sustancial la tipificación del tipo de atentado contra la autoridad. Por una parte, elimina la pena alternativa de multa que establece el actual artículo 262, pues no hay ninguna razón que justifique que un ilícito de estas características termine con una pena pecuniaria. Por otra parte, elimina la hipótesis consistente en “poner manos en la autoridad o en las personas que acudieran a su auxilio”, porque ello ya está comprendido en la figura base que contempla el número 2º del artículo 261, y no se justifica una agravación especial de la pena.


Respecto de este mismo Título, el profesor señor Acosta expresó que la indicación considera en el artículo 269 A, y 269 B, una calificación especial cuando el desorden público impidiere o dificultare el actuar del Cuerpo de Bomberos u otros servicios de utilidad pública; o cuando se produzcan atentados contra la autoridad, atentados o amenazas contra fiscales del Ministerio Público o defensores penales públicos, o desórdenes públicos, y el autor hubiese actuado con el rostro cubierto.


En relación con las circunstancias agravantes de delitos contra las personas o que protegen a la propiedad, explicó que ello está justificado porque en los actos públicos hay una exposición legítima y mayor de las personas al riesgo. Agregó que este criterio también a esta presente en la legislación comparada.


Finalmente, señaló que la indicación sustitutiva introduce una figura residual con pena de falta que se aplica a todos los demás casos en que una persona se encapucha para intervenir en una manifestación pública. En ese caso, la policía quedaría autorizada para detener al sorprendido cometiendo de manera flagrante ese ilícito.


Concluyó su intervención manifestando que la indicación del Ejecutivo contiene muchos perfeccionamientos en comparación con la iniciativa anterior, mejora de manera sustancial las arcaicas tipificaciones vigentes, e impone un tinte de prudencia y cuidado en esta delicada materia.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien indicó que las explicaciones dadas para legislar en esta materia son válidas y contundentes, y justifican, más allá de toda duda, la necesidad de aprobar este proyecto sobre la base de un texto que está bien construido.


Manifestó que pese a que en general concuerda con la proposición, mantiene dos observaciones. En primer lugar, señaló que no entiende por qué se considera atípico el comportamiento de una o más personas que concertadas alteran gravemente el orden público impidiendo la circulación en una arteria vial importante, y luego del requerimiento de la autoridad, se retiran sin oposición violenta. Expresó que en la situación anterior se ha producido una clara alteración del orden público, y no observa la razón para que esa conduzca no merezca reproche penal.


En segundo lugar, notó que las circunstancias agravantes que se proponen para los delitos contra las personas o la autoridad cometidos con ocasión de una manifestación masiva, cuando el autor ha actuado a rostro cubierto, añade, de forma innecesaria, el elemento subjetivo especial de tener el “…propósito de ocultar su identidad”. Sobre el punto manifestó que esto simplemente dificulta la prueba en el juicio y la sanción final.


Seguidamente, el profesor señor Acosta precisó que la idea de considerar como elemento que tipifica el desorden público la circunstancia de actuar en oposición a la autoridad es un concepto que está vigente en diversas legislaciones comparadas y que, además, tiene la cualidad positiva que brinda a los autores del hecho un incentivo importante para desistirse y de esa forma cesar rápidamente el perjuicio colectivo que su conducta implica. Añadió que, en todo caso, la circunstancia anterior no abarca otros ilícitos que se pudieron cometer antes que la policía entrara en acción, respecto a los cuales se aplicarán las normas generales.


En relación al segundo punto planteado por el Honorable Senador señor Espina, expresó que es necesario incorporar un elemento de intención tras la conducta encapucharse, porque la acción de cubrirse la cara en una manifestación puede deberse al legítimo interés de no sufrir daños a raíz de los gases lacrimógenos que comúnmente la policía ocupa en esas circunstancias, y eso, puntualizó, no puede ser penalizado.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador Larraín, don Carlos, quien compartió la observación del Honorable Senador señor Espina, respecto a lo innecesario del elemento subjetivo para calificar el embozamiento. Asimismo, consultó respecto del ámbito de aplicación del concepto “masividad”, y sobre la diferencia que la formulación de este proyecto tiene respecto del aquel que presentó el Gobierno anterior.

Haciéndose cargo de la última consulta el profesor señor Acosta señaló que en esa ocasión se pretendió mantener la figura base de desórdenes públicos del artículo 269 del Código Penal, y añadirle una circunstancia calificante consistente en actuar a rostro cubierto, pero sin que se requiriera violencia o intimidación.


En relación a la idea de masividad, señaló que un pequeño piquete de personas bien organizado perfectamente puede alterar el orden público y resistirse violentamente a la autoridad.


Luego, hizo uso de la palabra el Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien manifestó que el texto despachado por la Cámara de Diputados era insuficiente, porque el problema con los desórdenes públicos lo padecen no solo los funcionarios policiales sino incluso quienes convocan a las marchas, que siempre se ven sobrepasados por pequeños grupos violentistas que, en general, poco tienen que ver con el fundamento político o social de cada manifestación. Expresó que esos mismos individuos afectan de forma significativa la vida de las personas que no tienen nada que ver con la manifestación.


Asimismo, expresó que es perfectamente válido concebir una causal de agravación de la pena cuando se trata de delitos contra las personas o la propiedad y el autor del ilícito se aprovecha de una aglomeración de personas para actuar, u oculta su identidad por medio de la capucha.


Añadió que es consistente con el proyecto la idea de requerir un elemento subjetivo para que proceda el nuevo ilícito referido al embozamiento, porque debe comprender únicamente a quien recurre a esa conducta con el fin de dificultar su identificación.

En esta misma línea, manifestó que impedir la acción de bomberos ante una calamidad puede que difiera un poco de la figura que inspira la idea matriz del proyecto pero, en todo caso, la indicación sustitutiva a que se hizo mención debe discutirse y aprobarse.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Alvear observó que la tramitación de esta iniciativa en la Cámara de Diputados demandó dos años de análisis y estudio. Agregó que el Senado debería considerar de manera cuidadosa este proyecto para evitar caer en excesos penales que terminen afectando derechos que están consagrados en la Constitución Política.  En este sentido, abogó por un estudio más acabo del proyecto, y propuso que antes de pronunciarse en general acerca del mismo, se debía conocer la opinión de especialistas en derecho penal y representantes de los actores sociales que han formulado observaciones a esta iniciativa.

A continuación, el Honorable Senador señor Espina observó que la demora en la discusión en la Cámara de Diputados se debió a una circunstancia netamente política, la que no tuvo en consideración lo dramático de la situación que enfrentan quienes son víctimas de los encapuchados y los grupos violentistas que actúan al interior de las manifestaciones públicas.


Por su parte, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, señaló que en la actualidad la intranquilidad social que se observó en años anteriores ha disminuido y, por tanto, ahora es la oportunidad propicia para legislar sobre esta materia.


Por su parte, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública recordó que este proyecto está inspirado en una iniciativa presentada durante el gobierno de la ex Presidenta señora Bachelet, y que los dos años de tramitación en la Cámara también ayudaron mucho a decantar una iniciativa que en términos técnicos tienen muchas más fortalezas que la configuración original del proyecto.


Luego, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que dado que esta iniciativa tiene urgencia calificada de discusión inmediata debe resolverse con prontitud este asunto. Recordó que la discusión en general sólo está referida al texto despachado en el trámite constitucional anterior, que únicamente comprende una modificación respecto del ámbito de aplicación de los atentados contra la autoridad y una regla sobre legitimación activa del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, insistieron en la necesidad de que, en forma previa a la aprobación en general del proyecto, debería abrirse un plazo acotado de tiempo para escuchar a especialistas en derecho penal y procesal penal que, como es costumbre en esta Comisión, son consultados antes de pronunciarse sobre un determinado proyecto.


Los demás integrantes de la Comisión y el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública no compartieron este planteamiento.


En consideración a lo anterior, la Presidenta accidental de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio por concluido el debate y sometió a votación en general el proyecto despachado por la Cámara de Diputados.

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó en general este proyecto de ley. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Al fundar su voto a favor, el Honorable Senador señor Espina señaló que la aprobación en general del proyecto solo comprende dos disposiciones que ya aprobó la Cámara de Diputados y respecto de las cuales hay pleno acuerdo político. Subrayó que el propósito esencial de esta iniciativa está contenido en la indicación sustitutiva del Gobierno, cuya discusión únicamente puede tener lugar si se aprueba primero la idea de legislar.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que lamentaba la urgencia dispuesta por el Gobierno para el estudio de este proyecto, y que no se haya dado pie a escuchar en forma previa a la votación general, opiniones e información relevante proveniente de otros actores interesados en esta legislación.


Finalmente, la Honorable Senadora señora Alvear, señaló que lamentaba que en esta oportunidad se haya impuesto un esquema de discusión que rompe con la forma de trabajo previa de la Comisión. Recordó que en proyectos relevantes como los relativos al Acuerdo de Vida en Pareja hubo varias sesiones que se celebraron antes que se votara la idea de legislar. Agregó que en ellos se escuchó a especialistas y actores sociales relevantes, de forma tal que la Comisión pudo hacerse de una idea clara de las implicancias de su decisión a la hora de votar en general. Indicó que aprobar la idea de legislar no es sólo una forma de habilitar la discusión posterior de una iniciativa, sino que implica algo que va más allá, como es la aprobación de las ideas matrices del proyecto expresadas en el texto sometido a consideración en el Congreso y, por ello, expresó que no compartía la idea de que en este caso la aprobación en general de este proyecto sea una mera habilitación para discutir sobre este asunto.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR





En una sesión posterior, y antes de comenzar el estudio en particular de las disposiciones que conforman este proyecto y pronunciarse acerca de las indicaciones que formuló el Ejecutivo, la Comisión recibió el parecer de autoridades policiales, académicas y de instituciones públicas y privadas interesadas en la regulación de esta materia.

En primer lugar, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, ofreció la palabra al General Director de Carabineros, señor Gustavo González, quien a nombre de esta institución agradeció la invitación. Recordó que por mandato constitucional Carabineros de Chile constituye la fuerza pública y tiene como propósito principal dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior; y en el contexto de ese mandato debe resguardar el ejercicio del derecho a reunión y restaurar el orden público ante manifestaciones violentas.

Puntualizó que la tarea de resguardo del orden público es una obligación que Carabineros debe cumplir en la forma que prescriben las leyes vigentes. Añadió que es necesario revisar ese estatuto legal, pues las manifestaciones públicas han evolucionado en el tiempo, y lamentablemente han derivado en hechos violentos.

Explicó que esos tales hechos han implicado para su institución 1.115 carabineros lesionados en el año 2011, 847 en el año 2012, y 253 en lo que va corrido de este año.

Indicó que valoraba el texto aprobado en general por la Comisión pues contempla añadir en el artículo 261 del Código Penal, que describe los atentados en contra de la autoridad, a los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad y a los funcionarios de Gendarmería de Chile. Explicó que en la actualidad, ante la falta de una norma como la que se propone, algunos jueces han interpretado que la idea de “autoridad pública o sus agentes” que emplea el artículo 261 del Código Penal se refiere a quienes son considerados autoridad pública por la Ley de Seguridad Interior del Estado, la que sólo otorga esa calificación a los mandos superiores de cada institución, y no al resto de sus miembros.

Luego, observó que la indicación del Ejecutivo propone introducir una modificación al concepto de desórdenes públicos graves, ya que la figura típica establecida en el artículo 269 no guarda relación con los ilícitos que hoy se debe sancionar. Agregó que la norma vigente deja demasiados elementos entregados a los intérpretes del precepto, lo que dificulta el actuar de la policía.


Expresó que la propuesta del Gobierno es acertada en la parte que califica la presencia de un desorden público grave cuando se configuran infracciones anexas que causan un especial perjuicio a la ciudadanía. Asimismo, valoró la agravación de la pena cuando el delito es cometidos por sujetos encapuchados que se aprovechan de la impunidad que proporcionan las aglomeraciones de personas que se producen en las manifestaciones públicas.

Finalmente, connotó que la enmienda propuesta por el Ejecutivo también comprende una falta especial que se aplicará cuando un participante de un desorden público cubra su rostro para ocultar su identidad, y la posibilidad de detener a quien sea sorprendido de manera flagrante cometiendo este nuevo ilícito. Expresó que esta situación es un avance en comparación a lo que hoy establece el artículo 85 del Código Procesal Penal, que sólo permite a los funcionarios policiales realizar un control de identidad a quien oculte su rostro.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Mario Fernández, quien agradeció a nombre de la institución que representa la invitación, e inició su exposición citando algunos párrafos del Mensaje presidencial que dio origen a esta iniciativa:

“La redacción del artículo 269 del Código Penal no responde a los fenómenos sociales actuales ni a los desórdenes públicos que enfrentamos…los últimos acontecimientos públicos en nuestro país, han demostrado que el derecho a manifestarse pacíficamente se ha visto limitado o restringido debido a la acción de personas ajenas a las causas que ellas expresan, las cuales actúan violentamente…”

Indicó que con ocasión del envío del citado Mensaje, el Consejo del Instituto aprobó una minuta en su sesión Nº 111, celebrada el 27 de agosto de 2012, denominada “Las manifestaciones públicas y la protesta social: consideraciones desde una perspectivas de derechos humanos”, en la que analiza de manera extensa el proyecto de ley original enviado por el Ejecutivo al Congreso Nacional, incluyendo una serie de preocupaciones sobre normas propuestas en esta iniciativa que afectaban el derecho a reunión y el derecho a la libre expresión, asegurados en el ordenamiento constitucional chileno y en el derecho internacional.

Recordó que el 20 de marzo del año en curso,  el señor Presidente de la República envió a la Cámara de Diputados una indicación sustitutiva que, en parte, se hizo cargo de las observaciones manifestadas por el Instituto, como la figura penal consistente en invadir viviendas, oficinas o reparticiones de instituciones pública, pero además agregó algunas modificaciones preocupantes desde la perspectiva de los derechos humanos. Sostuvo que en esta línea está la agravante que se propone en el artículo 410 bis, en la nueva falta que se incluye en el artículo 494 y en la regla más estricta que debe aplicarse para la determinación de la pena en caso de delitos comunes. Puntualizó que lo anterior debe evaluarse a la luz de los estándares de proporcionalidad, razonabilidad, y el nivel máximo de afectación de derechos que se tolera en nuestro ordenamiento constitucional y en los tratados internacionales sobre derechos humanos.

Seguidamente, recordó que el artículo 19 de nuestra Carta Fundamental asegura a todas las personas la libertad de omitir opinión y de informar sin censura previa en cualquier forma y por cualquier medio, y el derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y si armas, que en caso que se materialice en calles, plazas u otros lugares públicos quedará regulado por las normas generales de policía, contenidas en el decreto supremo Nº 1.083, del Ministerio del Interior, de 1983. Recordó que ambos derechos también están incluidos en los artículo 19 y 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en los artículos 13 y 15 de la Convención Americana de los Derechos Humanos y, por tanto, se trata de garantías universalmente consagradas y protegidas por el derecho, pues su ejercicio es un indicador muy elocuente del nivel de vigencia efectiva de los demás derechos fundamentales en un territorio determinado. En consecuencia, precisó que debe analizarse con mucho cuidado cualquier modificación legal que afecte su contenido y ejercicio.

Sostuvo que el ejercicio de los referidos derechos fundamentales puede colisionar con el orden público y el deber de su resguardo. Indicó que este conflicto es esperable, por lo que puede regularse buscando un punto de equilibrio entre los valores en juego. Explicó que cuando la ley limite su urgencia debe aplicarse con mayor rigor la exigencia de la proporcionalidad, entendida como adecuación, idoneidad y proporcionalidad en sentido estricto.

Afirmó que las agravantes que el proyecto propone pueden suponer una suerte de amedrentamiento respecto del legítimo ejercicio del derecho a reunión y de cada cual de usar la vestimenta que mejor le plazca. Por esta vía, indicó, se podrían terminar limitando la esencia de estos derechos.


Expresó que no se observa una justificación válida para aumentar la severidad de las sanciones que hoy plantea el ordenamiento jurídico, con el fin de enfrentar las potenciales consecuencias dañinas de una manifestación pública. Agregó que la regulación relativa a los encapuchados que plantea el artículo 85 del Código Procesal Penal parece ser suficiente, pues el mero hecho de ocultarse el rostro no es un conducta punible per se o que la presunción que de ello se sigue relativa a la intención del autor de ocultar su identidad, esté suficientemente delimitado para no constituir una ley penal en blanco. Sobre este último punto, indicó que en las sentencias del Tribunal Constitucional roles números 468, 556 y 781, se ha precisado que el núcleo central de la conducta punible debe estar expresamente descrito en la ley.

Concluyó su presentación expresando que la institución que representa está preocupada por el efecto que esta iniciativa podría tener sobre el derecho a expresión, la libertad de reunión y el derecho a manifestarse pacíficamente.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra a la señora Elizabeth Soto, representante de la organización Greenpeace, quien agradeció la invitación e inició su intervención señalando que su representada está en desacuerdo con el proyecto tal como fue planteado desde su origen y con las indicaciones que el Ejecutivo pretende reponer. Agregó que la organización que representa respalda las observaciones que hará Amnistía Internacional a este proyecto.

En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, señor Patricio Walker, ofreció el uso de la palabra a la señora Ana Piquer, representante de Amnistía Internacional en Chile.

La señora Piquer inició su presentación  manifestando que expondrá a nombre de su institución, de Greenpeace Chile, de la Asociación Chilena de Organismos no Gubernamentales (Acción), y de la Asesoría Ciudadana del Instituto Igualdad. Indicó que todas las entidades menciones han trabajado por mucho tiempo en torno a este proyecto de ley, pues están particularmente preocupados por su contenido y posibles efectos. En el transcurso de esa labor recolectaron más de 20.000 firmas para avalar tal inquietud, las cuales fueron remitidas a la Cámara de Diputados.

Precisó que ninguna de las organizaciones que representa se considera a sí misma defensora de los encapuchados ni tampoco utiliza, pretende utilizar o promueve el uso de la violencia como mecanismo de protesta. Explicó que su oposición a esta iniciativa surge del hecho de reconocer que existe un deber del Estado de resguardar el orden público en cualquier contexto, pero que ese deber debe cumplirse siempre con pleno respecto de los derechos humanos de todas las personas involucradas.

Destacó que el Mensaje señala que el objetivo del proyecto de ley es proteger el derecho de reunión, distinguiendo para esos efectos quien lo ejerce con el propósito de cometer un delito y  de quien lo hace de manera legítima. Señaló que comparten ese propósito, pero observan que el mecanismo que se propone para cumplir ese objetivo permite medidas tan amplias que se afecta no sólo a quienes están cometiendo delitos sino que también a quienes se están manifestando pacíficamente.

Señaló que para estos efectos procede en el derecho comparado la aplicación de un test dogmático de tres partes para poder controlar las restricciones al ejercicio de un derecho. En primer término, señaló que tal restricción de estar establecida por ley; en segundo lugar, ella debe obedecer a un propósito legítimo entre los cuales está el resguardo del orden público o la seguridad pública; y en tercer lugar, que la medida que se implemente tiene que ser necesaria y proporcional para el logro del objetivo propuesto. Explicó que lo anterior supone establecer la alternativa menos restrictiva posible para cumplir con el objetivo a que propende la ley. A manera de ejemplo, manifestó que en esta óptica resulta razonable exigirles a los organizadores de una manifestación que notifiquen a las autoridades si se espera una concurrencia masiva y se hará uso de espacios públicos.

Expresó que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha sostenido que las restricciones a los derechos fundamentales que se adopten por esta vía nunca deben ser tan extensivas como para poner en entredicho el derecho en sí mismo. 

Observó que hay al menos tres puntos en la indicación del Ejecutivo que no están justificados desde la perspectiva de la proporcionalidad antes planteada. En primer término, la propia definición de desorden público grave que se incorpora; en segundo lugar, la agravante que se aplicaría cuando se cometa un delito en el contexto de una manifestación, y, en tercer lugar, las normas relativas a los encapuchados.

Respecto del primer orden de materias, aseveró que el texto contenido en las indicaciones del Ejecutivo es efectivamente un avance en comparación con el proyecto original, respecto del cual se habían formulado numerosas observaciones. Con todo, manifestó que aún produce inquietud las hipótesis relacionadas con los cortes de tránsito, pues uno de estos eventos realizado por período razonable y llevado a cabo de forma pacífica podría ser una forma válida de manifestación. Explicó que si un corte de tránsito es llevado a cabo mediante hechos violentos, tales circunstancias, por sí mismas, ya están tipificadas como delito y, en ese contexto, no parece tener sentido añadir una penalización extra por la sola interrupción del tráfico. 

En relación con el segundo punto señalado, expresó que la agravante que se plantea puede operar como una suerte de amedrentamiento respecto del ejercicio de un derecho legítimo, que puede devenir en una verdadera estigmatización de la protesta social, ya que se transmite la imagen que las manifestaciones serían un caldo de cultivo natural para la comisión de delitos. Expresó que los delitos cometidos durante una manifestación deberían ser perseguidos y sancionados de la misma forma como los que son realizados en otros contextos.

Respecto de los encapuchados, sostuvo que el Estado no puede tener el derecho de determinar de qué manera se va a vestir una persona cuando asiste a una reunión pública. Puntualizó que la forma de vestirse es un elemento que está cubierto dentro del ámbito del derecho de expresión. Puntualizó que el efecto práctico de la nueva falta propuesta es impedir que las personas asistan a manifestaciones con la cara tapada porque, de lo contrario, correrían el riesgo cierto de ser imputados penalmente si esa manifestación se convierte en desorden, aunque no tengan ninguna participación en él. Observó que la situación es aún más complicada si se considera que, para esos efectos, no hay una definición clara de que se entiende por desorden.

Expresó que en las manifestaciones que han tenido lugar en los últimos años han participado una inmensa mayoría de personas que han mostrado un comportamiento pacífico, y que sólo grupos pequeños han protagonizado hechos que revistan caracteres de ilícitos penales y han actuado encapuchados. Sobre el particular, subrayó que la necesidad de facilitar la actividad policial en estas circunstancias no puede primar por sobre el respeto a la libertad de expresión y el derecho a reunión. Llamó a formular medidas más proporcionales y menos lesivas para alcanzar este propósito, que no afecten los derechos de todos. Subrayó que no puede haber seguridad u orden público sin derechos humanos, pues sin respeto a ellos no hay seguridad para nadie.

Señaló que sus representadas observaron con satisfacción como la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones que acá se intentan reponer, y espera que el Senado actúe de la misma forma y opte por defender los derechos de las personas, exigiendo que las medidas de resguardo del orden público se hagan en el marco de los tratados de derechos humanos vigentes en Chile.


Luego, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al abogado y profesor de derecho penal señor Jorge Bofill, quien agradeció la invitación cursada e inició su intervención señalando que este proyecto pretende modificar el Código Penal en lo relativo a los delitos de desórdenes públicos, con el propósito de establecer como sanción penal autónoma, como agravante o como calificante, el acto de ocultar la identidad o encapuchamiento.

Señaló que el hecho de que este proyecto se tramite conjuntamente con el que establece un sistema de control de identidad preventivo (Boletín Nº 9.036-07) aparece como una aproximación intuitivamente correcta al problema pero no a su solución. Añadió que si se analiza el estado actual de la legislación nacional relacionada con los desórdenes públicos y los eventuales hechos punibles que pueden acaecer en ese contexto, se observan en principio normas muy antiguas del Código Penal que sancionan por medio de conceptos muy vagos el hecho de incurrir en desórdenes públicos y cometer delito en el contexto de esos desórdenes, establecidos en los artículos 261, 262 y 269. En paralelo, recordó que el Título III de la Ley de Seguridad del Estado, en particular la letra c) de su artículo 6º, se refiere precisamente a los delitos relacionados con el orden públicos, que de alguna forma se superponen con lo que pretende el proyecto en discusión y que no son modificados o referidos siquiera por él.

Aclaró que en esta misma línea está el artículo 85 del Código Procesal Penal, que parece ser la raíz del problema que intenta enfrentar estos proyectos, pero no otorga un camino de solución eficaz. Expresó que la figura del control de identidad que contiene el citado artículo ha sido objeto de modificaciones sucesivas que, en la práctica, lo han desnaturalizado. Manifestó que él nunca fue partidario que el artículo 85 esté en el Código Procesal Penal. Señaló que esta facultad debería estar en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, como una facultad de actuación preventiva y no, como se desprende de su ubicación en el Código Procesal Penal, como una disposición dirigida al esclarecimiento o evitación de un hecho punible concreto. Indicó que para los efectos que establece el artículo 85 bastarían las normas relativas a actuaciones autónomas de la policía, sin orden previa, que establece el artículo 83 del citado cuerpo legal, y las disposiciones que permiten detener en caso de flagrancia.

Manifestó que como correlato de lo anterior, la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile establece una función general preventiva para esa institución, pero no le otorga ninguna facultad específica que concrete esa función en la labor cotidiana en el espacio público de sus funcionarios, sin que sea necesario vincular esa actuación a un hecho ilícito específico actual o potencial, o a alguna imputación criminal que dé lugar a un proceso penal.

Indicó que una solución más radical al problema que identifican los proyectos de ley mencionados podría venir de la eliminación del artículo 85 del Código Procesal Penal y, a cambio, otorgar un conjunto de atribuciones acotadas y específicas para que Carabineros de Chile cumpla con su rol preventivo en la calle. Señaló que si el asunto se mira desde esta óptica, la verdadera pregunta que debería responderse en esta discusión es si, por ejemplo, es adecuado que Carabineros pueda empadronar a todos los que asisten encapuchados a una manifestación sin que ello signifique necesariamente que haya que castigar el hecho de encapucharse, ya que en la medida que los funcionarios policiales identifiquen a los encapuchados de forma preventiva, sería mucho más fácil la persecución judicial posterior si uno de ellos se ve envuelto en alguna actividad delictiva posterior.

Observó que, en contra de la idea anterior, las iniciativas en estudio optan por otro camino y amplían la facultad de control de identidad en un contexto delictual -como lo hace en la actualidad el citado artículo 85- ampliando de manera exorbitante las circunstancias que dan pie a considerar que existe un riesgo de que un ilícito específico se cometa. Indicó que en este contexto la facultad de control de identidad que se concede implica una cantidad considerable de atribuciones, como el registro de vestimentas, equipaje y vehículos. 

Seguidamente, el profesor señor Bofill expresó que si se elimina toda referencia a un hecho punible puede discutirse si conceder a Carabineros una facultad mucho más modesta, que implique sólo requerir la identificación de los transeúntes, pero que proceda sin ningún requisito previo. Añadió que si en cambio se prefiere mantener un vínculo necesario entre control de identidad y hecho punible, a la larga no va a quedar otra vía que penalizar el acto de andar encapuchado, cuya tipificación adolece de serios problemas técnicos  pues no hay claridad de cuáles son los límites de la conducta -ya que la referencia a cualquier otro elemento análogo a la capucha abarca cualquier prenda de vestir-, y la lesividad que en ella estaría envuelta.

En otro orden de materias, señaló que la indicación del Ejecutivo también contiene algunos errores sistemáticos gruesos, por ejemplo, considerar el encapuchamiento como una agravante para todos los delitos contra la propiedad, lo que en la práctica implica que se aumentaría la pena si, por ejemplo, se comete un delito de apropiación indebida o estafa utilizando una capucha, lo que no tiene ningún sentido.

En seguida, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al abogado y profesor de derecho penal señor Gonzalo Medina, quien agradeció la invitación cursada e inició su presentación manifestando que algunas de las disposiciones contenidas en la indicación presentada por el Ejecutivo si bien mejoran la versión original de este proyecto de ley, dejan subsistente algunos problemas. Aseveró que es efectivo que hay un problema con la comisión de hechos punibles con ocasión de manifestaciones públicas, pero la pregunta que cabe hacer en este caso es si las normas con que este proyecto pretende enfrentar el problema son útiles.

Respecto de la modificación del artículo 261, que incorpora a los funcionarios de Carabineros de Chile y Gendarmería como sujetos pasivo del ilícito de atentados a la autoridad, recordó que en la actualidad las amenazas y lesiones contra esos funcionarios públicos perpetradas con ocasión del ejercicio de sus cargos acarrean penas importantes para sus autores, establecidas en el Código de Justicia Militar, la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones y en la Ley Orgánica de Gendarmería. Recordó que en paralelo con este proyecto se discute en la Cámara de Diputados la iniciativa contenida en el Boletín Nº 8995-07, que aumenta las protecciones legales y beneficios aplicables a los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad, por tanto, aseveró, no parece ser necesario incorporar a los funcionarios de esas instituciones al artículo 261 como si fuera una manera de suplir una desprotección penal. Expresó que en subsidio de lo anterior, la sede más plausible para discutir estas modificaciones es en el Boletín antes citado y no en este proyecto.

En relación con la modificación del artículo 269, manifestó que se observa un mejoramiento progresivo de la proposición, pues de la vaga idea original de participar en un desorden público -cuyo verdadero sentido era un misterio-, devino en el concepto de "cometer" que tiene un sentido técnico más acotado, y que incluso es mejor que el tipo penal vigente. Con todo, connotó que aún hay un espacio importante para mejorar. Expresó que la nueva definición de la conducta punible considera la hipótesis de fuerza en las cosas y violencia o intimidación en las personas. Puntualizó que esta disposición debe analizarse más detalladamente y evaluar como ella se compatibiliza con el artículo 6º de la Ley de Seguridad del Estado.

A continuación, se refirió al nuevo artículo 269 A contenido en la indicación del Ejecutivo. Recordó que actualmente la pena que se contempla contra quien impida o perturbe la intervención del personal del Cuerpo de Bomberos o de otro servicio de utilidad pública en el artículo 269 es presidio menor en su grado mínimo a medio, y el nuevo artículo 269 A propone, en reemplazo, limitar la sanción a su grado superior. Observó que la idea de impedir o dificultar puede implicar una variedad importante de conductas que lesionan el bien jurídico protegido de formas e intensidades distintas, por lo que es recomendable mantener un margen amplio de pena para permitir que el juez pueda valorar de manera más concreta la conducta del caso específico que conozca.

En otro orden de materias, señaló que la indicación del Ejecutivo considera una serie de disposiciones particulares para penalizar distintas o efectos que derivan del hecho de usar una capucha. Como primer punto, observó que en cualquier dinámica de comportamiento grupal está envuelta la dificultad de identificar a quienes efectivamente cometieron ilícitos penales, y ella no se solucionan por la vía punitiva sino revisando desde la óptica de la criminología los procedimientos policiales de identificación y la satisfacción de los estándares probatorios.

Expresó que detrás de las distintas proposiciones que se relacionan con esta materia parece desprenderse que el único fin que podría perseguir una persona que participa en una manifestación ocultando su identidad es asegurar su impunidad; y que como contrapartida el ejercicio del derecho constitucional de manifestarse públicamente traería aparejado el deber de hacerlo a cara descubierta. Observó que esa idea implica una visión un poco estrecha de lo que significa el fenómeno de las manifestaciones ciudadanas en espacios públicos, y no considera que pueden haber otros propósitos tras la conducta de encapucharse, como la de evitar represalias personales de índole familiar, laboral o social cuando, por ejemplo, se trata de una manifestación en favor del respeto a la diversidad sexual. Puntualizó que establecer el deber de protestar a cara descubierta no tiene asidero normativo alguno e impone una carga excesiva sobre el ejercicio legítimo de un derecho fundamental.

Señaló que desde el punto de vista técnico tampoco parece tener una justificación especial las diversas agravaciones que por esta causa se plantean en el proyecto, porque en el ordenamiento jurídico vigente ya existen normas que permite aumentar la penalidad de quienes se aprovechan de circunstancias concomitantes con la comisión de su ilícito para favorecer su impunidad, como la agravante genérica de la comisión del delito de noche o en despoblado; la de contar con el auxilio de personas que aseguren la impunidad; la alevosía, entendida como actuar sobre seguro; o directamente la idea de proceder utilizando astucia o disfraz. Expresó que la invocación de estas herramientas comunes es labor de los órganos de la persecución penal, y no es necesario reiterar -como hace el proyecto- casos particulares en los que se produce un efecto similar al contemplado, en las disposiciones vigentes.


Recordó que la pura circunstancia del encapuchamiento ya otorga a las policías un método legítimo de investigación, tal como se desprende de la idea del control de identidad que establece el artículo 85 del Código Procesal Penal. Observó que como anteriormente hizo presente el profesor Bofill, es posible construir una nueva regulación sistemática para esta facultad de la policía.


Finalmente, se refirió al precepto de la indicación del Ejecutivo que incorpora una nueva falta. Agregó que el proyecto no distingue entre si el infractor ha participado o no en desórdenes públicos, sino que simplemente constata que ellos se han producido. Puntualizó que ello implica que no hay una manera clara de conectar la conducta con alguna lesión relevante a un bien jurídico y, por el contrario, supone hacer responsable al supuesto autor de este ilícito por hechos cometidos por terceros.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al abogado y profesor de derecho penal, señor  Juan Pablo Mañalich, quien agradeció la invitación de la Comisión. Seguidamente, señaló que detrás de un proyecto como el que ahora se discute se perfila un problema claro de falta de interés por regular de manera clara y global un derecho policial tal como se conoce en el derecho comparado. Expresó que este asunto ha sido materia de preocupación por la Cámara de Diputados, la que, haciendo uso de sus facultades fiscalizadoras, ha emprendido un análisis comprehensivo del uso de la fuerza pública y el resguardo del orden público en el contexto de las manifestaciones sociales del último tiempo, y ha concluido que en parte el problema se debe a esa falta de regulación, que implica entre otras cosas una confusión sistemática entre tareas de prevención y labores de represión, lo que obliga a establecer, de manera clara, la forma como el actuar de la fuerza pública se somete a estándares fijados de forma externa y no que ese asunto quede sometido a la autorregulación. Expresó que esa distinción es esencial en un Estado de Derecho: En otras palabras, cómo el propio Estado configura su acción según las normas jurídicas. Indicó que la demanda por un genuino derecho de policía no es solo una preocupación de la ciudadanía, porque su correcta configuración va también en directo beneficio de la propia fuerza pública, que por esta vía obtiene una forma válida de legitimación.

Señaló que su exposición ocupará como trasfondo el referido planteamiento. Relató que en su minuto le correspondió participar en la discusión de este proyecto en el seno de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, y puede advertir que el texto sometido en esta oportunidad a la Comisión ha mejorado de forma sustancial en comparación con el que le tocó conocer en esa instancia anterior. Con todo, puntualizó que aún hay mucho por avanzar.

En primer término, señaló que la indicación del Ejecutivo considera una nueva tipificación para el delito de desórdenes públicos, que es considerable mejor que la contenida en el mensaje original, e incluso es preferible que el texto vigente, pero básicamente porque el actual artículo 269 del Código Penal adolece de un defecto insuperable de indeterminación, lo que impide que en la práctica se pueda aplicar.

Con todo, observó que la propuesta contiene algunos errores de técnica legislativa. En primer término, hizo presente que lo que se sanciona realmente no son los desórdenes públicos per se sino únicamente los que tienen el carácter de grave. En consecuencia, la disposición no define desorden público simple o base. Expresó que esto no genera problemas para la aplicación de la figura contenida en el nuevo artículo 269, pero esos inconvenientes no son salvables cuando el foco se centra en la aplicación de la nueva falta que el proyecto introduce, que sanciona al que participa encapuchado en un desorden público a secas. Sobre el particular, notó que la falta en cuestión sanciona el encapuchamiento cuando se ha producido en un desorden público, pero no exige que el encapuchado haya participado como autor en ese desorden sino sólo que el desorden se haya provocado, lo que al final de cuentas implica que se hace responsable al encapuchado por el hecho penal ajeno, lo que no es aceptable desde ningún punto de vista.

Volviendo a la figura de desorden público grave, notó que la referencia que se hace para efectos de la tipificación de la conducta, a la violencia o intimidación contra las personas o la fuerza en las cosas, es complicada. Explicó que no hay un concepto único de fuerza en las cosas que impregne todo el ordenamiento, porque, por ejemplo, en materia de delitos contra la propiedad por apropiación comprende tanto el uso de llaves falsas o verdaderas sustraídas, escalamiento o fractura de un determinado dispositivo de custodia, y nada de eso parece tener algún sentido en el contexto de un desorden público. Asimismo, insistió que la exigencia de violencia o intimidación contra las personas impone un estándar muy alto, y no considera lo que efectivamente debería incluirse en este caso, que son los modos de coacción relevantes.

Expresó que en la línea de lo anteriormente observado por la representante de Greenpeace, también se pueden trazar observaciones en lo que respecta a la calificación del desorden por interrupción del tráfico viario. Señaló que el problema es que no se puede hacer un símil entre fuerza en las cosas e interrupción del tráfico, por lo que cabe concluir que en el trasfondo de la situación la ley haría equivalente la resistencia a la autoridad al desorden público grave. Indicó que la observación anterior no implica, en ningún caso, desconocer que Carabineros de Chile tiene facultades legítimas para restablecer el tráfico, pero el problema es conceder que cada vez que Carabineros interviene se genera de manera automática una conducta punible. Explicó que en estas hipótesis se observa con claridad una confusión profunda entre las labores preventivas de la fuerza pública y las que dicen relación con la represión de delitos.


A continuación, se refirió a las propuestas de agravantes y calificantes que introduce el proyecto de ley. 
Expresó que no se observa un fundamento claro para introducir estas circunstancias especiales en vista del régimen general de agravación de la responsabilidad penal que procede para todo tipo de delitos y que considera situaciones que perfectamente se pueden enmarcar en las nuevas figuras que se proponen introducir. Indicó que más allá de este reenvío a las normas generales, lo que parece estar detrás de esta modificación es una cierta intensión velada de criminalizar el ejercicio del derecho a manifestarse.

Respecto a la circunstancia especial de embozamiento, planteó que la pregunta relevante es qué agrega, desde el punto de vista de un supuesto injusto penal, ocultar la propia identidad en el contexto de una manifestación. Expresó que ello implica varias cosas: en primer término si en un Estado de Derecho es legítimo imponer al ciudadano obligaciones personales con el propósito de facilitar su propia detención. Si esa pregunta es contestada de manera afirmativa se abre un camino legislativo largo que puede implicar, a continuación, agravar la responsabilidad de quien comete un delito contra la propiedad utilizando guantes para evitar estampar sus huellas dactilares y, en seguida, medidas muchos más restrictivas para la libertad individual.

Expresó que a lo anterior se puede contra argumentar notando que la circunstancia especial de embozamiento que comprende el proyecto se aplica sólo cuando ella se da en el contexto de una manifestación pública y no en general. Expresó que el problema de esta argumentación es que centra entonces la plausibilidad de la figura en el hecho de participar en una manifestación social, lo que a la larga supone que queda criminalizado el ejercicio del derecho constitucional de reunión y de libre expresión.


Adicionalmente, hizo presente que en esta iniciativa hay un problema sistemático entre el derecho procesal penal y el derecho penal. Explicó que lo lógico es afirmar que el primero sólo tiene una vocación adjetiva y es en el  ámbito penal sustantivo donde se plasman los criterios sociales sobre el desvalor de una conducta determinada. Por ello, agregó, la incorporación de la nueva falta de embozamiento que se propone no tiene en vista la pena que ello podría acarrear, que es la forma normal como se cuantifica el desvalor de una conducta, sino que se introduce únicamente para permitir que la policía lleve a cabo una diligencia de carácter netamente investigativo, como es la detención del sorprendido en la falta, a efecto de que pase a control de identidad.

Puntualizó que esta situación es particularmente delicada, porque como se trata de una falta y no de un delito, no existe ninguna posibilidad práctica de que durante la audiencia de control de detención el imputado quede en prisión preventiva. Observó que también en esta norma se observa con nitidez la confusión profunda entre facultades preventivas relativas al resguardo del orden público, que la policía debe tener para cumplir las funciones que le son propias, y las de carácter represivo, que siempre se dan en el contexto de una imputación delictual específica y un proceso penal con garantías jurisdiccionales.

Por otra parte, precisó que la figura en si misma tiene también un defecto interno insalvable, cual es que supone que la persona se embozó para ocultar su identidad. Añadió que como esta agravante es aplicada en la sentencia a un imputado perfectamente identificado, en la práctica la agravante nunca procedería porque está referida a una tentativa esencialmente inidónea. 

Finalmente, observó que es efectivo que en el derecho comparado existen normas similares, pero se advierte que esas disposiciones han sido objeto de numerosas críticas por la doctrina extranjera, que apuntan a que esas tipificaciones comprometen negativamente la legitimidad ética del derecho penal y de su aplicación por los órganos del Estado.

En seguida, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al abogado y profesor de derecho internacional, señor Claudio Troncoso, quien agradeció la invitación a esta sesión de la Comisión.


Comenzó su exposición señalando que los ilícitos que este proyecto intenta sancionar ya están perfectamente tipificados en el ordenamiento vigente y, por tanto, incrementar la eficacia en esta materia es un asunto más bien de prueba y no de tipificación.

Luego, recordó que los derechos de reunión, de libertad de expresión y de opinión están contenidos en nuestra Carta Fundamental y en los tratados internacionales de derechos humanos vigentes ratificados por Chile, y que ellos sólo se pueden restringir por ley, respetando principios de proporcionalidad y de necesidad. Agregó que tales restricciones deben interpretarse siempre restrictivamente.

Añadió que los derechos humanos se integran al ordenamiento constitucional interno por la vía del inciso segundo del artículo 5º de la Carta Fundamental, por lo que cualquier proyecto de ley que pretenda enmarcarse en la Constitución debe respetar estos derechos y garantías.

Afirmó que si bien la indicación del Ejecutivo mejoraba la versión original de este proyecto, aún subsistían problemas evidentes de proporcionalidad y de tipicidad que ya se han mencionado, los que podrían terminar redundando en reparos de constitucionalidad.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick, quien agradeció las opiniones antes vertidas por los expertos e instituciones invitados por la Comisión. 

Recordó que el problema de los perjuicios y desmanes que se producen en las manifestaciones públicas es una preocupación central de la ciudadanía. Planteó que la solución a este problema requiere una intervención prudente del legislador que permita equilibrar el derecho a reunirse pacíficamente y los límites que se pueden establecer a su ejercicio con el fin de sancionar a quienes causan daños a las personas y los bienes públicos o privados. Señaló que si no existiera ese conflicto, legislar sería una tarea mucho más fácil. Explicó que ello está reconocido incluso por la propia dogmática de los derechos humanos: existen circunstancias en que se presentan colisiones de derechos que corresponde al legislador tratar de equilibrar.


Afirmó que en este ámbito hay en nuestro país un conflicto entre el ejercicio del derecho a reunión y el derecho a la seguridad pública y el orden público. Puntualizó que comparte plenamente la aseveración antes vertida en orden a que no puede haber seguridad que contravenga los derechos humanos; pero al mismo tiempo observó que tampoco pueden existir derechos humanos si ellos no están garantizados por el ordenamiento jurídico y la seguridad de las personas.

Señaló que nadie que viva en Chile puede dejar de percibir que el ejercicio de derecho a reunión en los últimos años -plazo que en todo caso rebasa al del actual gobierno- ha traído consigo un problema de conflictos relativos a la violencia, la inseguridad y el desorden público. Expresó que si no se comparte este elemento previo se está frente a una virtual ceguera cognitiva, y el derecho penal en particular que no tenga en cuenta este hecho puede cometer grandes injusticias frente a su obligación de respetar y promover la protección de los bienes jurídicos fundamentales.

Indicó que la situación fáctica antes planteada produce también de manera evidente la necesidad de adecuar el ordenamiento jurídico, pues no solo la interpretación jurisprudencial muestra la insuficiencia de las herramientas legales vigentes, sino que también los tipos penales en esta materia, cuya redacción proviene del Código Penal original, están absolutamente rebasados por la nueva realidad y en la práctica se han tornado en inoperantes.

En la línea anterior, resaltó que el imperativo actual es establecer nuevas descripciones de conductas ilícitas que establezcan algún grado de proporcionalidad entre las circunstancias en que se cometen este tipo de delitos, el daño objetivo sufrido por el resto de los ciudadanos, y la sanción que se aplica al responsable.

Expresó que en las presentaciones efectuadas previamente los expositores han omitido un importante detalle respecto del derecho de reunión: este derecho no está consagrado en la Constitución en términos absolutos sino sujeto a tres consideraciones, a saber, que sea reunión pacífica; sin armas; y que cumpla las disposiciones generales de policía cuando dicho derecho se ejerza en espacios públicos. Connotó que no existe tal cosa como el derecho a reunirse de manera no pacífica o violenta, o con armas y, por ello, el primer objetivo de las enmiendas que se proponen en este proyecto es crear las condiciones legales para que el derecho de reunión se desarrolle de forma genuinamente pacífica.

Manifestó que la exigencia anterior se concretiza en la proposición de un nuevo tipo penal de desórdenes graves, que es más preciso, más claro, y que aborda las dos consecuencias más graves que se han observado en las últimas manifestaciones: la suspensión de los servicios de urgencia y la interrupción del tráfico vial. Expresó que tampoco se pretende que el desorden público se califique únicamente por el resultado; por el contrario, al Ejecutivo le interesa que se especifiquen formas de comisión que agreguen un desvalor de acto, como la fuerza en las cosas o la violencia o intimidación contra las personas.

En otro orden de materias, indicó que el proyecto pretende agravar ciertas conductas punibles que realizan quienes se aprovechan del ejercicio del derecho a reunión de terceros -que en general imponen facilidades y condiciones distintas al del uso cotidiano de espacios públicos- para asegurar su impunidad. Señaló que aunque teóricamente hay circunstancias agravantes generales de contenido similar al que se propone en el texto de la indicación, en la práctica son raramente utilizadas y, por ello, es necesario hacer una mención especial en la ley.

Aseveró que el encapucharse se configura no sólo por el uso de una prenda que dificulte la identificación de una determinada persona, sino que esa acción tenga por propósito manifiesto ocultar la identidad propia. Señaló que este punto es central, porque la ocultación premeditada de la propia identidad es justamente el medio que utilizan los antisociales para aprovecharse de las condiciones excepcionales que brinda el ejercicio del derecho a reunión para cometer sus ilícitos. Puntualizó que el fenómeno de los encapuchados no surgió con ocasión de la comisión de ilícitos en contextos solitarios, sino específicamente de la perpetración de delitos al amparo de las condiciones de impunidad que proporcionan las manifestaciones.


Señaló que el proyecto también incluye una falta relativa al embozamiento, que está suficientemente precisada en términos del tipo objetivo y del tipo subjetivo, para poder obviar cualquier problema de determinación de los elementos del ilícito penal.

Puntualizó que si bien es atendible la idea de introducir el máximo posible de perfeccionamientos a la legislación que se quiera aprobar, no hay que perder de vista que el sistema procesal penal contempla la presencia de actores institucionales, como son los jueces, los fiscales y los defensores, que son la salvaguarda última del sistema, y que aseguran que en el caso concreto que se investiga se harán las distinciones que correspondan.

Expresó que no es plausible afirmar, como antes se ha insinuado, que detrás de este proyecto haya una suerte de intención de amedrentamiento. Lo que sí se persigue es el firme propósito de que a través de su texto se inhiba el ejercicio del derecho a manifestarse ocultando la propia identidad, pues no se divisa ningún motivo válido para que las personas que ejercen el derecho pacífico a reunión deban embozarse. 


Reiteró que el Gobierno está abierto a todos los perfeccionamientos técnicos que sea menester hacerle a la iniciativa, pero sin que ello pase por encima la necesidad real que este proyecto enfrenta.

Concluyó su intervención explicando que el proyecto en discusión no incide en la Ley de Seguridad del Estado. Recordó que en dicha normativa el Ministerio del Interior y Seguridad Pública ya tiene la facultad de presentar querellas para perseguir los delitos específicos que ella contempla.  Puntualizó que con la enmienda a la ley de Ministerios lo que se persigue es facultar al Ministerio que dirige para interponer querellas para perseguir la responsabilidad por delitos comunes que inciden en el orden público o afectan a los integrantes de las fuerzas de orden y seguridad.


A continuación,  el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien expresó que desde el Gobierno de la ex Presidenta Bachelet se observa el surgimiento de nuevos movimientos sociales que se han expresado en manifestaciones públicas, donde se plantean demandas o respuestas a los problemas específicos que les afectan. 


Indicó que esos nuevos movimientos han sido muy exitosos expresando sus inquietudes y movilizando a la población en torno a ellas, y han logrado incidir de forma clara en la agenda legislativa.

Señaló que ellos han ejercido en plenitud su derecho a reunión y expresión pública. Agregó que la inquietud ciudadana no se centra en este aspecto sino que en la acción de algunos grupos que se han aprovechado de las manifestaciones desarrollando acciones violentas en forma prácticamente impune.


Ante esta situación la ciudadanía dirige su reclamo hacia las instituciones encargada de la mantención del orden público: Carabineros de Chile y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y hacia el Parlamento, que debe proveer de herramientas legales suficientes para que esas instituciones cumplan con su trabajo. 

Seguidamente, planteó que el ordenamiento legal vigente debía ser perfeccionado para enfrentar los problemas de violencia que se producen con ocasión de una manifestación.


En otro orden de materias, indicó que el respeto del derecho de reunión y de la libertad de expresión son parámetros claros del estado general de los derechos humanos y del Estado de Derecho en una sociedad dada. Con todo, observó que también es común el conflicto de derechos al interior de una sociedad, y este es un caso paradigmático pues, por ejemplo, en muchos casos el ejercicio legítimo del derecho a reunión ha terminado conculcando gravemente el derecho de los transeúntes que se ven impedidos de circular, o el derecho de propiedad de los pequeños locatarios, pobladores de los lugares donde tienen lugar las manifestaciones, o en general el derecho de la sociedad que se ve privada de su patrimonio público con ocasión de los desmanes que generalmente siguen a las manifestaciones. Expresó que lo anterior muestra una abierta colisión de derechos que requiere una solución legislativa que establezca un justo equilibrio y no facilite la impunidad de quienes cometen lesiones o producen daño a la propiedad con ocasión de una manifestación pública.


Respecto del contenido particular de la indicación del Ejecutivo se refirió, en primer lugar, al nuevo concepto de desórdenes públicos graves. Señaló que las dos circunstancias que se indican para catalogar de grave una turbación al orden público están plenamente justificadas, porque bajo ninguna óptica se puede permitir que se interrumpa el funcionamiento normal de una ciudad o la provisión de servicios de primera necesidad a causa de una manifestación, en la que se configura fuerza en las cosas, violencia o intimidación en las personas o resistencia al accionar de la policía.

Expresó que de las intervenciones de algunos de los expositores que le han antecedido en el uso de la palabra, se puede deducir que hay una suerte de acuerdo en torno a la gravedad de estas hipótesis, y que las diferencias estribarían más bien en la forma precisa en que estas figuras se deberían tipificar.

En segundo lugar, señaló que tiene algunas dudas sobre la modificación que se propone a la penalidad de la figura contenida en el inciso segundo del artículo 269, relativa a la sanción especial que se aplica a quien dificulta el trabajo de los bomberos. Indicó que parece mejor mantener el espectro penal amplio de la disposición vigente, para que sea el juez quien juzgue en concreto la gravedad específica de la acción del imputado al combate a un siniestro.

En tercer lugar, advirtió que el tema más complejo en este proyecto es la regulación de la figura de los encapuchados. Sobre el particular, destacó que el acto de encapucharse no merece, por sí mismo, un reproche penal especial, y por ello es plausible la oposición que se ha levantado contra la nueva falta que el proyecto propone agregar en el artículo 494 del Código Penal. No obstante lo anterior, señaló que sí tiene sentido que esa circunstancia opere punitivamente cuando se trate de personas que cometen desórdenes públicos -o sea tienen una participación activa en los mismos-. A su juicio, a lo menos esta circunstancia debería quedar establecida en la ley.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Honorable Senador Espina, quien agradeció la intervenciones de los profesores e instituciones invitadas. Recordó que el presente debate también ha tenido lugar en otras sociedades más avanzadas  donde rige en plenitud el Estado de Derecho.

Señaló que está fuera de todo lugar la afirmación que por medio de este proyecto se pretendería una suerte de criminalización de la protesta social pacífica. Planteó que ese argumento debe abandonarse si se quiere preservar un debate político sano en nuestra sociedad.

Expresó que es legítimo plantear dudas sobre la forma como se intenta solucionar los problemas que motivan este proyecto de ley. En ese orden de ideas, rescató especialmente lo observado por el profesor Bofill, que legítimamente denuncia un vacío legislativo en la regulación de las atribuciones preventivas de la policía.

Indicó que esto no es un problema del actual Gobierno sino que se viene arrastrando desde la Administración anterior, que también intentó impulsar un proyecto de ley con el mismo objetivo que el que actualmente se discute, tal como lo recordó el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública al leer la exposición de motivos de esa iniciativa. Añadió que en esa exposición se constataba lo mismo que ahora se debate: la presencia de manifestantes que causan desmanes y ocultan sus rostros para dificultar su identificación.


Recordó que la iniciativa en cuestión proponía algunas normas más duras que este proyecto plantea. Sostuvo que, por ejemplo, se establecía una responsabilidad civil solidaria de los organizadores de una marcha por los daños que pudieran causar los participantes de la misma a la propiedad pública y privada. Puntualizó que ese proyecto no avanzó en su tramitación por falta de apoyo político de los parlamentarios que apoyaban a ese Gobierno.

Observó que los participantes no han hecho ninguna referencia a los derechos gravemente conculcados de los 1115 Carabineros que han resultado heridos en las manifestaciones del año 2011, ni los 847 que sufrieron igual suerte el año 2012 o los 253 afectados en lo que va corrido de este año. Expresó que es un imperativo establecer normas que resguarden la vida e integridad física de policías cuya única función es proteger la libertad, la vida y los bienes de quienes habitan este país. Subrayó que los Carabineros no están para impedir el desarrollo de las manifestaciones pacíficas sino para resguardar el derecho de las personas decentes que son víctimas de los "pseudo manifestantes", en la terminología que emplea el Mensaje de la ex Presidenta Bachelet.

Añadió que también debería imponerse una óptica protectora de los derechos de los kiosqueros y pequeños comerciantes y pobladores que padecen los desmanes que se producen con ocasión de las protestas públicas. Expresó que ese grupo de chilenos tampoco goza del amparo que plantean las organizaciones que promueven la protección de los derechos humanos.

Señaló que con el mismo estándar y fuerza debe protegerse el derecho de quien protesta pacíficamente y de los que son directamente afectados por los desmanes que se provocan con ocasión de esa protesta.

Respecto del contenido particular del proyecto, observó que hay consenso en torno a que la actual definición de desórdenes públicos graves es completamente anacrónica y no tiene ninguna posibilidad real de ser aplicada, porque requiere que se perturbe la tranquilidad pública con el propósito de injuriar a otro. En su reemplazo, el proyecto contempla otra figura que penaliza casos de desórdenes públicos que acarreen consecuencias particularmente graves para la población y que se acometan con fuerza en las cosas o violencia o intimidación contra las personas, resistiéndose a la acción de la autoridad.

Indicó que el desorden público grave, en el sentido anteriormente señalado, amerita una agravación especial si, además, se comete a rostro cubierto.

Finalmente, recordó que muchas veces los cambios legislativos son inoperantes si no van acompañados de modificaciones de los procedimientos que se emplean para materializarlos. En razón de lo anterior, consultó qué razón explica que los encapuchados que aparecen en la televisión lanzando bombas molotov a la policía o realizando todo tipo de desmanes no sean objeto de persecución penal.

Luego, el señor Presidente de la Comisión ofreció nuevamente la palabra al abogado y profesor de derecho señor Bofill, quien añadió a su exposición inicial algunas observaciones relativas a la técnica legislativa que emplea este proyecto, y que están directamente vinculadas con la futura eficacia que estas normas puedan tener. Expresó que es evidente que este proyecto introduce mejoras sustanciales a los artículos 261, 262 y 269 del Código Penal sobre la base del respeto irrestricto al derecho a manifestarse de manera pacífica y no violenta, y que es un interés legítimo y adecuado sancionar las conductas violentas cometidas en el contexto de una manifestación.

Puntualizó que tal como antes lo advirtió el profesor Mañalich, en este caso se han utilizado descripciones típicas que no van a funcionar para reprimir desordenes públicos graves. Sobre el particular, llamó la atención que la propuesta de reemplazo del artículo 269, que al definir desorden público grave ocupa en su descripción elementos comunes de los delitos contra la propiedad por apropiación, como son las ideas de fuerza en las cosas o violencia o intimidación contra las personas, por su propia naturaleza no podrán operar en la vía pública. Explicó que la fuerza en las cosas apunta a la remoción de mecanismos de resguardo de objetos para evitar su apropiación por terceros no autorizados -como es el caso de las cosas que guarecen al interior de una bodega cerrada con llave por el propietario-, y en el contexto de un desorden público esta figura no tiene ningún sentido. Similar observación cabe respecto a la idea de violencia o intimidación contra las personas, que se extrapola del delito de robo; sobre el particular indicó que una referencia de ese tipo al desorden en la vía pública impone en los hechos una vara muy alta, porque en la idea de violencia o intimidación del robo quedan excluidas la mayor parte de situaciones de coacción dirigidas de forma no específica.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien inició su intervención subrayando que ninguno de los participantes en esta Comisión tiene interés en promover o proteger el ejercicio violento del derecho a reunión, ni menos que personas ajenas a las manifestaciones tengan algún tipo de fuero para cometer actos vandálicos. Expresó que siempre ha rechazado la violencia, venga de donde venga. Puntualizó que el problema que identifica este proyecto requiere una solución adecuada, que no necesariamente coincide con el texto de la indicación del Ejecutivo, tal como claramente lo han explicado los profesores de derecho penal y representantes de organizaciones que ahora ha escuchado la Comisión. A modo de ejemplo, señaló que un tema crucial en este proyecto es la definición de lo que se entiende por desorden público grave. 

Reiteró que la importancia y complejidad de este tema amerita un examen detenido de este asunto, lo que exige ponderar en detalle todas las observaciones que se han planteado en esta sesión. Recordó que esa era la práctica de esta Comisión, la que se ha visto alterada por la insistencia del Ejecutivo de aprobar esta normativa en medio de un período electoral.

Indicó que la opinión pública ha sido testigo a través de las imágenes de televisión que ante delitos flagrantes contra las personas cometidos por encapuchados en manifestaciones públicas, la fuerza pública no interviene, debiendo hacerlo.

Observó que debe someterse a mayor análisis la modificación que se propone al artículo 262, por cuanto elimina la pena de multa y deja sólo la sanción corporal. Expresó que ello va en contra de la idea que en general se ha sostenido para otros proyectos, que consiste en ofrecerle cierta amplitud de penas al juez para que él pueda determinar de forma concreta cuál es la sanción que merece un imputado, a la luz de lo que efectivamente se acreditó en el proceso.

Señaló que la modificación antes referida y las demás que componen el proyecto muestran una preocupante inadvertencia sobre el criterio de proporcionalidad de las penas.

En otro orden de materias, indicó que la regulación que se propone introducir para impedir la acción de los encapuchados genera legítimas dudas. Explicó que las normas planteadas pueden conducir al absurdo de que se termine sancionando a todos los que puedan aparecer utilizando prendas de vestir que oculten su identidad, aunque el propósito del autor sea totalmente ajeno a lo delictual, como ocurre cuando una persona afectada por un problema respiratorio o de alergia ocupa una bufanda para evitar enfermarse más. Expresó que si esa persona circula por el centro de la ciudad puede verse involucrada involuntariamente en una manifestación callejera violenta.

Recordó que en el artículo 485 del Código Penal están tipificados los daños contra la propiedad, y para estos efectos vale la pena saber cuántas detenciones se han efectuado por este ilícito en los últimos años con ocasión de las manifestaciones públicas, y qué impacto podría llegar a tener la aprobación de la nueva falta relativa al embozamiento en el trabajo de los tribunales de garantía.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Honorable Senador Larraín, don Carlos, quien manifestó que en este debate se ha aludido a la ineficacia de las normas vigentes para prevenir los desmanes y desórdenes que algunos realizan con ocasión de manifestaciones públicas. Parece que hay serios problemas para reunir la prueba suficiente para sancionar a los autores de estos actos. En este contexto, observó que la principal complicación probatoria estriba, justamente, en que los participantes en los desórdenes públicos usualmente delinquen encapuchados.

Puntualizó que este asunto no es propio solo de Chile. Aseveró que como bien se ha observado en las exposiciones anteriores, este problema también ha sido objeto de regulación en el derecho comparado de los países desarrollados. Como ejemplo de lo anterior, connotó que la legislación alemana sanciona a quien toma parte en manifestaciones violentas, y que la pena por estos delitos se eleva hasta 10 años si ellas devienen en saqueos. En este mismo sentido, hizo presente que la legislación sueca sanciona incluso a quienes han sido inductores de desórdenes públicos graves, lo que implica ampliar la imputación delictual a hipótesis no previstas en este proyecto de ley.


Manifestó que las mismas razones prácticas que animan a este Mensaje ya estaban consideradas en el proyecto que sobre esta materia la Administración anterior intentó tramitar, tal como se ha acreditado en esta sesión en que se ha citado la exposición de motivos de ese Mensaje. Observó que en esa iniciativa ya se denunciaba que "pseudo manifestantes" de las protestas de aquella época ocultaban su rostro y generaban desmanes, y que las policías en aquél entonces también adolecían de facultades eficaces para controlar aquél fenómeno y acompañar a los respectivos procesos penales los medios de prueba idóneos.

Indicó que no se aviene al texto ni al espíritu de este proyecto la acusación que antes se ha sostenido, consistente en que detrás de esta iniciativa hay un propósito velado de criminalizar el derecho de reunión y manifestación. Observó que, por el contrario, la idea es proteger el ejercicio legítimo de esa prerrogativa fundamental, y evitar la impunidad de quienes comenten desmanes con ocasión de las manifestaciones públicas.

Señaló que dentro del marco antes señalado, las observaciones referidas a las correcciones técnicas que sea menester introducir, o las advertencias referidas a la proporcionalidad de las pena son perfectamente atingentes.  Con todo, observó que la tipificación que se propone en el artículo 489 bis para sancionar el encapuchamiento comprende un elemento subjetivo importante, como es la intención de ocultar la propia identidad, por lo que los automatismos que al respecto se han denunciado en las intervenciones anteriores, no parecen tener un fundamento en el texto del proyecto.

Manifestó que en esas mismas alocuciones previas se ha formulado un rechazo unánime a los actos de violencia, pero ello conlleva la obligación de proponer una solución y no quedarse únicamente en el diagnóstico. Y esa soluciona pasa, en primer término, por reconocer la insuficiencia de los medios que otorga el ordenamiento procesal penal y penal para enfrentar esta situación.

Finalizó señalando que hay que establecer alguna medida contra los que protagonizan desordenes públicos graves paralizando la circulación o impidiendo la provisión de servicios de utilidad público, y hay que enfrentar de alguna forma el fenómeno constante de agresión que sufren los agentes de las fuerzas de orden y seguridad.

Seguidamente, intervino el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, quien puntualizó que todos los integrantes de la Comisión comparten el dolor e impotencia de los afectados y de los que marchan y rechazan la violencia impune de los encapuchados, y todos quieren sancionar la acción violenta de quienes esconden su identidad para cometer delitos.

Indicó que aclarado lo anterior la pregunta que corresponde hacer es ¿cuál es la mejor disposición o precepto para enfrentar este problema? Esa respuesta, agregó, debiera garantizar la necesaria latitud que permita al juez apreciar en concreto la gravedad del hecho materia del proceso y aplicar la sanción que de acuerdo con la ley corresponde. Asimismo, señaló que le preocupaba la adecuada proporcionalidad de las penas y la necesaria distinción y regulación entre las labores preventivas y represivas de la policía. 

Indicó que hay cierto acuerdo en que determinadas normas del Código Penal deben ser modificadas porque la tipificación de determinadas conductas parece ser inadecuada. Con todo, observó también que hay otras instituciones, como el control de identidad contra encapuchados que ya establece el artículo 85 del Código Procesal Penal, o la agravación general de penalidad que procede en los delitos contra las personas cuando el autor ha actuado premunido de disfraz para ocultar su identidad. Recordó que la legislación vigente ya entrega herramientas a la autoridad para perseguir a quienes cometen un delito ocultando su identidad. Puntualizó que las referidas normas están vigentes, han sido reconocidas por la jurisprudencia y deben ser utilizadas por la fuerza pública.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra nuevamente al abogado y profesor de derecho penal señor Juan Pablo Mañalich, quien añadió a lo anteriormente señalado que comparte la perspectiva planteada por el Honorable Senador señor Hernán Larraín en torno a la improcedencia del encapuchamiento como falta autónoma, pero sí respecto de la pertinencia de esta figura como forma de agravar la responsabilidad. Expresó que la discusión estriba en el hecho de si esta circunstancia califica el delito en el que incide con el fin de asignarle  un nivel superior de pena, u opera simplemente como una agravante más en el esquema general de compensación entre circunstancias agravantes o atenuantes.

Reiteró que persiste el problema de qué debe entenderse por desorden público simple, lo que es particularmente relevante a efecto de determinar el ámbito de aplicación de la nueva falta tantas veces citada, y de las agravantes que por esta causa se imponen. Indicó que en este contexto hay que tener mucho cuidado con las referencias legislativas vacías, pues en general las reglas de policía, que según la Constitución deben regular el derecho de reunión -contenidas en el decreto supremo Nº 1.086, del Ministerio del Interior, de 1983- son insuficientes y fragmentarias.

Sostuvo que en este tipo de materias hay que observar que una cosa es el parecer original del legislador cuando impulsa una iniciativa, y otra es la efectiva voluntad de la ley que se desprende de su texto, y, en este caso, esa voluntad parece estar ordenada a darle relevancia delictiva a las manifestaciones sociales.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión volvió a entregar el uso de la palabra al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, quien, en respuesta a la consulta planteada por el Honorable Senador señor Espina, explicó que las personas que son detenidas a causa de desmanes provocados en la vía pública pasan a control de detención ante el juez de garantía competente, el que en la mayor parte de los casos los deja en libertad porque se trata de ilícitos que tienen penas muy bajas.

Seguidamente, el Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Mario Fernández, intervino para recordar que la institución que representa es una Corporación autónoma de derecho público integrada por consejeros designados por los distintos órganos del Estado. Señaló que la misión de la institución es la promoción y el respeto de los derechos humanos en nuestro país, sin ninguna excepción de personas o épocas. Insistió que el Instituto ha incluido en sus informes anuales a todos los carabineros que han sido víctimas de acciones de violencia en el cumplimiento de su deber.

Precisó que en su intervención anterior expresó que las agravantes propuestas en el proyecto pueden causar un efecto amedrentador para el ejercicio del derecho a reunión.

Expresó que la filosofía política comprende que hay una tensión evidente entre el orden y la libertad, considerados ambos como valores fundamentales y, por tanto, en esta ocasión el Senado está llamado a legislar sobre uno de los asuntos más complicados del ordenamiento constitucional.

A continuación, el Presidente de la Comisión concedió nuevamente el uso de la palabra a la representante de Amnistía Internacional en Chile, señora Ana Piquer, quien expresó que es necesario aclarar cinco puntos que anteriormente fueron objeto de observaciones por parte de algunos de los integrantes de la Comisión.

En primer lugar, manifestó que toda la discusión que ha tenido lugar en esta sesión se enmarca en un supuesto básico: se trata de la regulación del derecho a reunión ejercido de forma pacífica y sin armas. Subrayó que partiendo de ese presupuesto esencial se puede reconocer que con ocasión del ejercicio de ese derecho fundamental en los últimos años en nuestro país se han desarrollado conductas delictivas que no deben quedar impunes, pero la solución para ese problema real no puede pasar por sacrificar los derechos fundamentales de la mayoría, sino que imponen la exigencia de ponderar y determinar hasta donde se limita el ejercicio legítimo de un derecho.

En segundo lugar, expresó que esta discusión se da en el contexto de hechos delictuales causados por encapuchados que actúan en manifestaciones, donde la inmensa mayoría de los participantes realizan un ejercicio pacífico de su derecho a reunión. Explicó que ante esa situación se observa una reacción indiscriminada de la fuerza pública que no distingue entre el grupo mayoritario y los encapuchados, y que no tiene ningún rendimiento a la luz de la posterior persecución penal. Expresó que cualquier medida que se tome para enfrentar esa situación no puede implicar intervenir de forma desmedida en los derechos de la personas.

En tercer lugar, manifestó que no es relevante para estos efectos que un proyecto con similares objetivos haya sido discutido en la Administración anterior, pues los derechos humanos obligan al Estado de Chile, independiente de quien ocupe el Gobierno.

En cuarto lugar, sostuvo que este proyecto pretende agravar la responsabilidad de quienes delinquen encapuchados en el contexto de una manifestación pública, pero la tipificación que se propone establece una falta que se aplica a todo aquél que cubra su rostro y esté presente en una manifestación pública cuando se produce un desorden, pese a que no tenga ninguna participación en él. Observó que una disposición de ese tipo infringe gravemente el derecho fundamental de la libertad de expresión.

Finalmente, expresó que su institución jamás ha desconocido que los Carabineros sean titulares de los derechos humanos contenidos en nuestro ordenamiento constitucional y en el derecho internacional. Añadió que también reconocen que esos profesionales laboran en condiciones particularmente difíciles, y que ellos tienen el deber de resguardo del orden público, por lo que los delitos cometidos contra un funcionario de Carabineros de Chile nunca tienen que quedar impunes. Con todo, observó que la situación es distinta cuando ese mismo funcionario, en ejercicio de sus funciones, hace un uso desproporcionado de la fuerza contra los manifestantes. Explicó que en ese caso se trata de la actuación de un agente del Estado que viola derechos humanos, y hay una responsabilidad directa del Estado de Chile por esa causa, y es en ese ámbito donde amnistía internacional centra su actuación

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció nuevamente la palabra al abogado señor Claudio Troncoso, quien planteó que dentro de muy pocos días la selección nacional jugará los partidos definitorios para la clasificación de nuestro país al próximo mundial de fútbol y si -como la gran mayoría espera- los resultados son beneficiosos para Chile, es muy probable que se generen manifestaciones públicas espontáneas de alegría que impliquen alguna interrupción del tránsito de Santiago. Relató que a esas manifestaciones comúnmente concurren hinchas de la selección ataviados con algún disfraz de personajes tradicionales, por lo que si se la norma que se discute estuviera vigente, todos esos hinchas cometerían una falta y podrían quedar detenidos.

Luego, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra nuevamente al abogado y profesor de derecho penal, señor Gonzalo Medina, quien añadió a su exposición una observación relativa al artículo 269 que la indicación del Ejecutivo propone incorporar. En esa figura, sostuvo, hay una tipificación más o menos precisa de los desórdenes públicos graves, pero no hay algo similar que permita señalar qué es un desorden público simple o base. Señaló que por esta causa las demás agravaciones y penalizaciones de conductas realizadas en el contexto de desórdenes públicos simples imponen una referencia normativa vacía, que en la práctica impide que ellas sean sancionadas.

Expresó que mediante una redacción alternativa  se podría limitar la figura en el sentido antes señalado. Esto, agregó, serviría para solucionar algunos problemas de la indicación del Gobierno y por ello es dable aprobarla si la norma en la que incide también corre la misma suerte.

Finalmente, manifestó que también por la vía de la indicación parlamentaria podría en principio superarse algunos aspectos técnicos de la falta que introduce el proyecto. En todo caso, sostuvo que se mantiene el problema basal de ese nuevo ilícito, que a la postre va a operar como una forma de coartar la libertad de reunión pacífica, pues en la práctica implica una forma de amedrentamiento a su legítimo ejercicio. Expresó que esta conclusión también se puede predicar, en parte, del proyecto que sobre este punto presentó el Gobierno anterior.  


Concluidas las intervenciones precedentes, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, declaró cerrado el debate y puso en votación en particular esta iniciativa de ley.

Artículo 1º.

El texto aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, modifica el artículo 261 del Código Penal, precepto que describe actos que constituyen atentados en contra de la autoridad. La enmienda consiste en agregar a este precepto un inciso segundo en el que se dispone que se entenderán comprendidos dentro del presente artículo a los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y los funcionarios de Gendarmería de Chile, que se encontraren en el ejercicio de sus funciones.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, aprobó esta disposición, con una enmienda de forma.


La enmienda anteriormente aprobada implica también sustituir el encabezado de este precepto por otro que señala que mediante el artículo 1º se introducen determinadas modificaciones al Código Penal. Esta modificación se explica por la incorporación de nuevos números a este artículo, como consecuencia de la aprobación de los preceptos que se consignan a continuación.

-.-.-


Seguidamente, la Comisión consideró una indicación de S.E. el señor Presidente de la República mediante la cual incorpora algunos números al artículo 1º y en los que se consignan diversas enmiendas al Código Penal. Asimismo, intercala un artículo 2º, nuevo, mediante el cual modifica el artículo 134 del Código Procesal Penal. De todo ello se da cuenta en las siguientes páginas.

Número 2), nuevo


Mediante este número el Ejecutivo propone sustituir el artículo 262 del Código Penal, precepto que fija las penas que corresponden a quienes cometen el delito de atentado contra la autoridad, por el siguiente:

“Artículo 262. Los atentados a que se refiere el artículo anterior serán castigados con la pena de presidio menor en su grado medio, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

1a. Si la agresión se verifica a mano armada.  

2a. Si por consecuencia de la coacción la autoridad hubiere accedido a las exigencias de los delincuentes.

Si los atentados se cometieren poniendo manos en la autoridad o en las personas que acudieren a su auxilio, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Sin estas circunstancias la pena será presidio menor en su grado mínimo.

Para determinar si la agresión se verifica a mano armada se estará a lo dispuesto en el artículo 132 y en la ley Nº 17.798 sobre Control de Armas.

Las penas establecidas en el presente artículo se impondrán siempre que el atentado en contra de la autoridad no constituya un delito a que la ley asigne una pena mayor, caso en el cual se impondrá únicamente ésta.”. 

La Comisión, por mayoría de votos, acordó aprobar la incorporación de este número al artículo 1º del proyecto. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio. 

Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, expresaron que fundamentan su decisión en las consideraciones que ellos plantearon durante el debate de la indicación del Ejecutivo y en las observaciones que se presentaron durante su análisis.

Número 3), nuevo


Mediante este número, el Primer Mandatario propone reemplazar el artículo 269 del Código Penal, disposición que tipifica las conductas que son calificadas de desórdenes públicos. (Turbar gravemente la tranquilidad pública para causar injuria u otro mal a alguna persona particular o con cualquier otro fin reprobado).


La norma sustitutiva establece textualmente lo siguiente:

 “Artículo 269. Serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio quienes cometan desórdenes públicos graves. Se entenderán que son graves, los desórdenes públicos que importen la realización de alguno de los siguientes hechos:


1.- Paralizar o interrumpir, valiéndose de fuerza en las cosas o de violencia o intimidación en las personas, algún servicio público, tales como los hospitalarios, los de emergencia y los de electricidad, combustibles, agua potable, comunicaciones o transporte; y,


2.- Impedir o alterar, ejerciendo fuerza en las cosas o violencia o intimidación en las personas, la libre circulación por puentes, carreteras, caminos u otros bienes de uso público semejantes, resistiendo el actuar de la autoridad.”.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó este número. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a votación una indicación de los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán, que modifica los números 1) y 2) del artículo 269 contenido en la indicación del Ejecutivo, reemplazando las frase "valiéndose de fuerza en las cosas o de violencia o intimidación en las personas" por la de: "valiéndose de violencia o amenaza".

La Comisión, por mayoría de votos aprobó esta enmienda. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.
Número 4), nuevo


Mediante este número, el Primer Mandatario, propone incorporar dos artículos nuevos al Código Penal, en el Título VI referido a los Crímenes y Simples Delitos contra el Orden y la Seguridad Públicos cometidos por particulares. Esos preceptos son los siguientes:


“Artículo 269-A: Incurrirá en la pena de presidio menor en su grado medio, el que impidiere o dificultare la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, destinada a prestar auxilio en un siniestro u otra calamidad o desgracia que constituya peligro para la seguridad de las personas, salvo que el hecho constituya otro delito que merezca mayor pena.”.

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó la incorporación de este artículo al Código Penal. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación una indicación del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para sustituir en el nuevo artículo 269 A la frase: "presidio menor en su grado medio" por la de: "presidio menor en su grado mínimo a medio".

El autor de la indicación explicó que es preferible mantener una penalidad amplia para el que impidiere o dificultares la actuación de los bomberos o los servicios de utilidad pública, porque dentro del tipo caben conductas de naturaleza muy distinta que en concreto ameritan castigos diferentes.

A su turno, el Honorable Senador señor Espina expresó que era necesario aumentar la penalidad de este delito, porque dado que la pena comienza con presidio menor en su grado mínimo se permite que, con el juego común de las atenuantes, el imputado quede en la práctica sin sanción, pese a que su conducta implica un perjuicio social mayor. Por tal razón se manifestó contrario a la indicación.

Por su parte, la Honorable Senadora Alvear también anunció su voto en contra, pues a su juicio la modificación propuesta en la indicación deja esta figura penal igual que la norma vigente que está contenida en el inciso segundo del artículo 269 del Código Penal.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta indicación. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Espina.


A continuación, se puso en votación la parte de la indicación del Ejecutivo que introduce al Código Penal un nuevo artículo 269 B al Código Penal, del siguiente tenor:


“Artículo 269-B: En los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del presente título, se impondrá el máximum de la pena, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados, a los responsables que actuaren con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro elemento que impida, dificulte o retarde la identificación del hechor.”.

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó la incorporación de este nuevo artículo al Código Penal. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

Número 5), nuevo


Mediante este número, el Primer Mandatario propone agregar un artículo 410 bis, nuevo, al Código Penal. Su texto es el siguiente:

“Artículo 410 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos  en los párrafos I, III y IV de este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas.


Quienes incurrieren en las conductas descritas en el artículo 269 y en los párrafos señalados en el inciso anterior, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó este número de la indicación del Ejecutivo. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

Al fundamentar su voto a favor, el Honorable Senador señor Espina manifestó que aprobaba esta disposición pues en ella se establece una circunstancia agravante que se aplica a delitos particularmente graves como son el homicidio, las lesiones y el duelo, que se encuentran en el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal. 

Añadió que la agravante consiste en que el hechor de estos graves ilícitos se aprovecha de la presencia masiva de manifestantes para cometerlos, lo que asegura su impunidad. Estas conductas justifican un reproche mayor, al igual que aquel que protagoniza un desorden público grave y además comete los ilícitos antes referidos. Observó que puede haber algún debate sobre si las circunstancias que acá se propone tienen efecto de calificación o meramente agravante, pero a su juicio esta precisión puede quedar para una oportunidad posterior.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, al fundar su voto a favor de esta norma, señaló que ella requería algunos perfeccionamientos, como  precisar que la referencia que hace el inciso primero debería estar circunscrita a la circunstancia donde hay un tumulto desorganizado, y no algo tan amplio como un espectáculo público. En segundo lugar, que el ocultamiento del rostro que señala el inciso segundo agrava la penalidad cuando el hecho fue efectuado con el propósito específico de cometer el delito asegurando la propia impunidad, y que la circunstancia en cuestión debe operar como agravante común y no como una calificante de la figura. Con todo, precisó que reserva la consideración de estas observaciones para la discusión de esta iniciativa en la Sala del Senado.

Finalmente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que votaba en contra de esta norma por el juicio crítico que la gran mayoría de los profesores de derecho penal invitados han efectuado respecto de esta modificación. Asimismo, en el hecho de que cuando una persona comete un delito en presencia de otros aumenta la posibilidad de ser reconocido por testigos (en contraposición a quien obra de noche o en despoblado), y que el mero hecho de encapucharse para cometer los delitos antes señalados no aumenta el perjuicio al bien jurídico infringido con la acción y no amerita más pena, sobre todo si esa forma de comisión sobrepasa la circunstancia objetiva de actuar alevosamente o sobre seguro.
Número 6), nuevo


En este número, S.E. el señor Presidente de la República propone agregar artículo 489 bis, nuevo, al Código Penal. Su texto es el siguiente:


“Artículo 489 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos en este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas.


Quienes incurrieren en las conductas descritas en este Título, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó este número de la indicación del Ejecutivo. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Al fundamentar su voto a favor, el Honorable Senador señor Espina, precisó que respaldaba esta modificación por las mismas circunstancias señaladas en la disposición anterior. Agregó que, con todo, la referencia que hace la proposición a todos los delitos contra la propiedad que contiene el Título IX del Libro Segundo del Código Penal es demasiado amplia, pues la idea es que la agravación se limite a los robos con fuerza o violencia, que son las formas jurídicas típicas que adopta el pillaje y el vandalismo, y no a delitos como las apropiaciones indebidas o las estafas, pero añadió que estas precisiones las reserva para la discusión en Sala de esta iniciativa.


A continuación, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que tenía similares aprehensiones señaladas en la votación anterior, pero que al igual como lo señaló en esa oportunidad, plantearán tales observaciones en la discusión de la Sala.
Número 7), nuevo


Mediante este número, el Primer Mandatario propone agregar un número 22, nuevo, en el artículo 494 del Código Penal. Su texto es el siguiente:


“N° 22: El que, en un desorden público, cubra su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, salvo que el hecho constituya crimen o simple delito.”.

La Comisión, por mayoría de votos aprobó esta norma. Se pronunciaron a favor, Honorables Senadores señores Espina; Larraín don Carlos; y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión se puso en votación una indicación presentada por los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán, que tiene por propósito añadir en el texto anteriormente aprobado el término “participando” antes de la frase “en un desorden público”.

La Comisión, por mayoría de votos aprobó esta enmienda. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, fundaron su voto a favor en la necesidad de especificar, fuera de toda duda, que esta falta procederá solo cuando el encapuchado haya participado efectivamente en los desórdenes públicos provocados en una determinación manifestación. De esta manera, agregaron, no se sancionará al que estando presente en una manifestación con su rostro cubierto no participa en el desorden público.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, manifestaron su rechazo a la proposición fundamentando su posición en las opiniones anteriormente vertidas por los participantes presentes en la sesión, que de forma unánime desaconsejaron introducir una norma como la que se propone en el número 22 del artículo 494 del Código Penal. Añadieron que la precisión que incorpora la indicación de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, aún no permite superar los problemas de fondo de esta disposición.
Número 8), nuevo


Mediante este número el Ejecutivo propone agregar un inciso final al ya indicado artículo 494 del Código Penal. Su texto es el siguiente:

“Tratándose de la falta mencionada en el número 22, la pena podrá conmutarse en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 494 bis.”.


Sometido a una primera votación este número se dio el siguiente resultado. Votaron a favor de esta disposición, los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Votó en contra la Honorable Senadora señora Alvear y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Espina y Walker, don Patricio.


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que reserva su derecho para requerir que se incorpore perfeccionamientos a su texto, que impidan que los trabajos voluntarios en beneficio de la comunidad que se dispongan por el juez, terminen siendo una instancia para hacer apología pública de determinada posición política.

Dado que las abstenciones influían en el resultado de la votación, se procedió a repetirla, en los términos en que dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado.


Repetida la votación los Honorables Senadores mantuvieron las preferencias expresadas en la ocasión anterior, sumándose entonces las abstenciones a la preferencia que obtuvo más votos.

Como consecuencia de lo anterior, esta norma fue aprobada reglamentariamente por la mayoría de los miembros de la Comisión, pronunciándose en contra exclusivamente la Honorable Senadora señora Alvear.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión acordó consignar esta enmienda como una letra ii) del número 7) del artículo 1º de este proyecto, ya que al igual que ese número modifica el artículo 494 del Código Penal.

Artículo 2º, nuevo

A continuación, S.E. el señor Presidente de la República propone incorporar un artículo 2º, nuevo, pasando el actual 2º a ser 3º.


En esta disposición se propone sustituir el inciso cuarto del artículo 134 del Código Procesal Penal. Su texto es el siguiente: 


“No obstante lo anterior, el imputado podrá ser detenido si hubiere cometido alguna de las faltas contempladas en el Código Penal, en los artículos 494, N°s. 4, 5, 19 y 22; 494 bis, 495 N° 21, y 496, N°s. 5 y 26. Sin embargo, en lo que respecta a los casos del artículo 496 N°19, se exceptúan de lo dispuesto en este inciso los hechos descritos en los artículos 189 y 233.”.


Sobre el particular, los integrantes de la Comisión tuvieron presente que la disposición planteada faculta, de manera excepcional, para proceder a la detención en caso de falta flagrante. Observaron que la norma vigente otorga esta atribución excepcional a la policía cuando se trata de amenazas efectuadas con arma blanca o de fuego (número 4º del artículo 494), lesiones leves (número 5º del artículo 494),  los hurtos de hallazgo, estafas de entrega, y destrucción de cosas mediante incendio, todos referidos a bienes de baja cuantía (número 19 del artículo 494); el hurto de cosa con un valor de menos de media unidad tributaria mensual (artículo 494 bis), el daño a la propiedad cuyo avalúo no exceda del mismo monto anteriormente indicado (número 21 del artículo 495), el ocultamiento del verdadero nombre o domicilio ante el requerimiento de la autoridad facultada para solicitarlo (número 5 del artículo 496), y el hecho de tirar piedras u otros objetos arrojadizos o peligrosos a la vía pública o a inmuebles particulares con riesgo de los transeúntes o habitantes, respectivamente (número 26 del artículo 496). 


La modificación propuesta en la indicación consiste en agregar al listado de falta en la situación especial antes señalada la contenida en el nuevo número 22 del artículo 494 que, según se explicó precedentemente se añadió al Código Penal, y las infracciones funcionarias contenidas en los artículos 189 y 233 cuando el perjuicio fiscal no exceda de una unidad tributaria mensual. Asimismo, añade la falta del número 19 del artículo 496 (que sanciona a quien lance animales muertos a sitios vedados).


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública indicó que la intención del Ejecutivo es agregar al listado de faltas que excepcionalmente permiten la detención de la persona que es sorprendida en flagrancia únicamente la nueva falta aprobada con anterioridad, y que está contenida en el número 22 del artículo 494. Por tal razón, el señor  Secretario de Estado propuso aprobar la indicación redactada en los siguientes términos:


“Artículo 2°. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 134 del Código Procesal Penal la frase “N°s. 4 y 5, y 19, exceptuado en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233;” por “números 4, 5, 19, exceptuado en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233, y 22;”.


El Honorable Senador señor Espina expresó que en la gran mayoría de los casos la policía sólo puede dejar citado al tribunal a quien sorprenda cometiendo una falta flagrante, lo que implica una compleja situación de impunidad porque la mayor parte de las veces ese individuo no se presenta a la audiencia respectiva. Señaló que en ciertos casos la ley permite detener de forma inmediata al sujeto sorprendido en estas circunstancias. Agregó que la idea de la indicación es incorporar en esos casos especiales a la nueva falta ya aprobada por la Comisión.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que el propósito del Ejecutivo es añadir únicamente la nueva falta contenida en el número 22 del artículo 494 del Código Penal, al referido inciso cuarto del artículo 134 del Código Procesal Penal, y por ello sometió a votación la indicación del Ejecutivo, enmendada en los términos propuestos por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta norma enmendada en los términos propuestos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


La norma aprobada se incorpora al proyecto como nuevo artículo 2º.

Artículo 2º

Pasa a ser artículo 3º


Finalmente, la Comisión consideró el artículo  2º del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. 


Mediante este precepto se modifica el párrafo segundo de la primera letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, del Ministerio del Interior, del año 1927, que organiza las Secretaría de Estado. La modificación, contenida en tres numerales, busca otorgar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la facultad de querellarse por los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del  Título VI del Libro II del Código Penal, de los establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, en los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter del decreto ley N° 2.460, de 1979, y en los artículos 15 A, 15 B, 15 C y 15 D del decreto ley N° 2.859, de 1979, así como respecto de los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de los mismos.

Sobre el particular, la Honorables Senadora señora Alvear consultó si esta disposición era necesaria, toda vez que la Ley de Seguridad del Estado ya confiere esta facultad de querellarse al Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública explicó que los delitos a los que se refiere esta norma no son políticos sino comunes, y que en la actualidad el Ministerio no tiene la atribución para querellarse para perseguir la sanción de los delitos que se consideran en este precepto.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y  Walker, don Patricio, aprobó este precepto, consignándolo como nuevo artículo 3º del proyecto.

-.-.-

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1).- Agrégase en el artículo 261 el siguiente inciso segundo:

“Se entenderán comprendidos dentro del presente artículo los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y los funcionarios de Gendarmería de Chile, que se encontraren en el ejercicio de sus funciones.”. (Unanimidad. 5 x 0).
.-.-.-.-

A continuación, agregar los siguientes números 2), 3), 4), 5), 6) y 7), nuevos, al artículo 1º.

“2) Reemplázase el artículo 262 por el siguiente:

“Artículo 262. Los atentados a que se refiere el artículo anterior serán castigados con la pena de presidio menor en su grado medio, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

1a. Si la agresión se verifica a mano armada.  

2a. Si por consecuencia de la coacción la autoridad hubiere accedido a las exigencias de los delincuentes.

Si los atentados se cometieren poniendo manos en la autoridad o en las personas que acudieren a su auxilio, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Sin estas circunstancias la pena será presidio menor en su grado mínimo.

Para determinar si la agresión se verifica a mano armada se estará a lo dispuesto en el artículo 132 y en la ley Nº 17.798 sobre Control de Armas.

Las penas establecidas en el presente artículo se impondrán siempre que el atentado en contra de la autoridad no constituya un delito a que la ley asigne una pena mayor, caso en el cual se impondrá únicamente ésta.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

3) Sustitúyese el artículo 269 por el siguiente:

“Artículo 269. Serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio quienes cometan desórdenes públicos graves. Se entenderán que son graves, los desórdenes públicos que importen la realización de alguno de los siguientes hechos:

1.- Paralizar o interrumpir, valiéndose de violencia o amenaza, algún servicio público, tales como los hospitalarios, los de emergencia y los de electricidad, combustibles, agua potable, comunicaciones o transporte; y,

2.- Impedir o alterar, valiéndose de violencia o amenaza, la libre circulación por puentes, carreteras, caminos u otros bienes de uso público semejantes, resistiendo el actuar de la autoridad.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

4) Agrégase, a continuación del artículo 269 los siguientes artículos 269 A y 269 B, nuevos:

“Artículo 269 A: Incurrirá en la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio, el que impidiere o dificultare la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, destinada a prestar auxilio en un siniestro u otra calamidad o desgracia que constituya peligro para la seguridad de las personas, salvo que el hecho constituya otro delito que merezca mayor pena. (Mayoría de votos 3 x 2).

Artículo 269 B: En los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del presente título, se impondrá el máximum de la pena, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados, a los responsables que actuaren con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro elemento que impida, dificulte o retarde la identificación del hechor.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

5) Agrégase el artículo 410 bis, nuevo:

“Artículo 410 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos  en los párrafos I, III y IV de este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas.

Quienes incurrieren en las conductas descritas en el artículo 269 y en los párrafos señalados en el inciso anterior, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

6) Agrégase el artículo 489 bis, nuevo:

“Artículo 489 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos en este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas.

Quienes incurrieren en las conductas descritas en este Título, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 494:

i.- Agrégase el siguiente número 22, nuevo:

“N° 22: El que, participando en un desorden público, cubra su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, salvo que el hecho constituya crimen o simple delito.”.”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

ii.- Agrégase el siguiente inciso final: 

“Tratándose de la falta mencionada en el número 22, la pena podrá conmutarse en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 494 bis.”.”. (Mayoría de votos. 4 x 1. Artículo 178 del Reglamento del Senado).

A continuación, agregar el siguiente artículo 2º, nuevo:

“Artículo 2º.- Sustitúyese en el inciso 4° del artículo 134 del Código Procesal Penal la frase “N°s. 4 y 5, y 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233;” por “números 4, 5, 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233, y 22;”. (Mayoría de votos. 3 x 2).

Artículo 2º

Pasa a ser artículo 3º, sin enmiendas (Unanimidad. 5 x 0)

TEXTO DEL PROYECTO





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1).- Agrégase en el artículo 261 el siguiente inciso segundo:

“Se entenderán comprendidos dentro del presente artículo los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y los funcionarios de Gendarmería de Chile, que se encontraren en el ejercicio de sus funciones.”

2) Reemplázase el artículo 262 por el siguiente:

“Artículo 262. Los atentados a que se refiere el artículo anterior serán castigados con la pena de presidio menor en su grado medio, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

1a. Si la agresión se verifica a mano armada.  

2a. Si por consecuencia de la coacción la autoridad hubiere accedido a las exigencias de los delincuentes.

Si los atentados se cometieren poniendo manos en la autoridad o en las personas que acudieren a su auxilio, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Sin estas circunstancias la pena será presidio menor en su grado mínimo.

Para determinar si la agresión se verifica a mano armada se estará a lo dispuesto en el artículo 132 y en la ley Nº 17.798 sobre Control de Armas.

Las penas establecidas en el presente artículo se impondrán siempre que el atentado en contra de la autoridad no constituya un delito a que la ley asigne una pena mayor, caso en el cual se impondrá únicamente ésta.”.

3) Sustitúyese el artículo 269 por el siguiente:

“Artículo 269. Serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio quienes cometan desórdenes públicos graves. Se entenderán que son graves, los desórdenes públicos que importen la realización de alguno de los siguientes hechos:

1.- Paralizar o interrumpir, valiéndose de violencia o amenaza, algún servicio público, tales como los hospitalarios, los de emergencia y los de electricidad, combustibles, agua potable, comunicaciones o transporte; y,

2.- Impedir o alterar, valiéndose de violencia o amenaza, la libre circulación por puentes, carreteras, caminos u otros bienes de uso público semejantes, resistiendo el actuar de la autoridad.”.

4) Agrégase, a continuación del artículo 269 los siguientes artículos 269 A y 269 B, nuevos:

“Artículo 269 A: Incurrirá en la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio, el que impidiere o dificultare la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros servicios de utilidad pública, destinada a prestar auxilio en un siniestro u otra calamidad o desgracia que constituya peligro para la seguridad de las personas, salvo que el hecho constituya otro delito que merezca mayor pena.

Artículo 269 B: En los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del presente título, se impondrá el máximum de la pena, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados, a los responsables que actuaren con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro elemento que impida, dificulte o retarde la identificación del hechor.”

5) Agrégase el artículo 410 bis, nuevo:

“Artículo 410 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos  en los párrafos I, III y IV de este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas.

Quienes incurrieren en las conductas descritas en el artículo 269 y en los párrafos señalados en el inciso anterior, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.

6) Agrégase el artículo 489 bis, nuevo:

“Artículo 489 bis: Constituirá una circunstancia agravante de los delitos establecidos en este Título, el haber sido cometidos con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos que congreguen la presencia masiva de personas.

Quienes incurrieren en las conductas descritas en este Título, con ocasión de la celebración de actos, manifestaciones o espectáculos públicos  que congreguen la presencia masiva de personas y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.

7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 494:

i.- Agrégase el siguiente número 22, nuevo:

“N° 22: El que, participando en un desorden público, cubra su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, salvo que el hecho constituya crimen o simple delito.”.

ii.- Agrégase el siguiente inciso final: 

“Tratándose de la falta mencionada en el número 22, la pena podrá conmutarse en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 494 bis.”.

“Artículo 2º.- Sustitúyese en el inciso 4° del artículo 134 del Código Procesal Penal la frase “N°s. 4 y 5, y 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233;” por “números 4, 5, 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233, y 22;”. 

Artículo 3°.- Modifícase el párrafo segundo de la primera letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de fecha 30 de noviembre de 1927, que organiza las Secretarías del Estado, en la siguiente forma:

1) Reemplázase en la letra b), la coma y la letra “y” con que concluye dicho literal por un “punto y coma”.

2) Reemplázase en la letra c), el punto aparte por una coma seguida de la conjunción “y”.

3) Agrégase, a continuación de la letra c), el siguiente nuevo literal d):

“d) cuando se trate de los delitos previstos en los párrafos 1, 1 bis y 2 del  Título VI del Libro II del Código Penal, de los establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, en los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter del decreto ley N° 2.460, de 1979, y en los artículos 15 A, 15 B, 15 C y 15 D del decreto ley N° 2.859, de 1979, así como respecto de los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de los mismos.”.”.
-.-.-
Acordado en sesiones celebradas los días 9 de octubre y 15 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta reemplazante); y señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña; Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Presidente).

Sala de la Comisión, a 24 de octubre de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE IMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LA HAYA QUE SUPRIME LA EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS (CONVENCIÓN DE LA APOSTILLA), ADOPTADA EL 5 DE OCTUBRE DE 1961 EN LA HAYA, PAÍSES BAJOS

(8556-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje que su Excelencia el señor Presidente de la República presentara ante la Cámara de Diputados.

La iniciativa en estudio tiene urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se realizó la discusión en particular del proyecto, concurrió, por el Ministerio de Justicia, el asesor de la Unidad de Estudios de la División Jurídica, señor José Miguel Poblete.





Estuvo presente el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada. Del mismo modo, participaron el señor Juan Ignacio Gómez, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; los asesores de la Honorable Senadora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; la asesora del Honorable Senador Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis, y los asesores del Comité de Senadores RN, señores Hernán Castillo, Benjamín Greene y Maximiliano Rebolledo.




Debe hacerse presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto de ley en estudio no tiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2°; 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10 permanentes y primero, segundo y tercero transitorios.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 2, 3 y 4.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo. 


4.- Indicaciones rechazadas: no hubo. 


5.- Indicaciones retiradas: no hubo. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo. 


Cabe hacer presente que las indicaciones anteriormente mencionadas fueron recibidas en el plazo que se fijó para presentarlas, a saber, el 16 de septiembre de 2013.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en particular del proyecto, haciendo presente que éste había sido objeto únicamente de cuatro indicaciones, todas de Su Excelencia el señor Presidente de la República.


Enseguida, ofreció la palabra al abogado asesor de la Unidad de Estudios de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor José Miguel Poblete, con la finalidad de que explicara el contenido de las referidas indicaciones.

El señor Poblete informó que dichas proposiciones vienen a incorporar al texto del proyecto algunas precisiones adicionales que resultan necesarias, de manera de complementarlo, sin por ello apartarlo de sus objetivos e ideas matrices.


Manifestó que se referiría al contenido de las mismas siguiendo el orden del articulado.


Señaló que la primera de ellas está dirigida a salvar una omisión que se advirtió en el artículo 247 del Código de Procedimiento Civil.


Indicó que en el texto del proyecto aprobado en general no se modificó este precepto, que establece que las resoluciones que se traten de ejecutar se presentarán ante la Corte Suprema en copias legalizadas. Agregó que se está presentando una indicación para establecer que dichas copias podrán también estar apostilladas, cuando corresponda.


Añadió que, por otra parte, habían quedado excluidos de la posibilidad de apostillarse los documentos expedidos por los Archiveros Judiciales, omisión que es revertida mediante una indicación presentada al artículo 9° de la ley orgánica del Ministerio de Justicia, contenida en el decreto ley N° 3.346, de 1980.


En cuanto al Director del Registro Civil, expresó que éste posee una facultad especial para apostillar los documentos de ese Servicio, de modo que no resulta necesario que el Ministerio de Justicia cumpla esa función respecto a esa entidad dependiente, como se establecía en la letra e) que se incorpora al ya citado artículo 9° de la ley orgánica del Ministerio de Justicia. Hizo presente que este aspecto también se corrige en la indicación recién mencionada.


Manifestó que la indicación presentada a este precepto también se ocupa de otros aspectos complementarios, que pasó a reseñar.


En primer término, señaló que se introduce un ajuste destinado a establecer que los tribunales que no dependen del Poder Judicial apostillarán a través de la facultad supletoria de que goza el Ministerio de Relaciones Exteriores.


Por otra parte, destacó que el sistema computacional que se está implementando permitirá que cualquier Secretario Regional Ministerial de Justicia pueda apostillar documentos que provengan de otras regiones, a diferencia de lo que sucede hoy con las legalizaciones, en que deben intervenir los Secretarios Regionales Ministeriales de la región específica donde el documento se otorgó. Indicó que el ajuste que se introduce en este aspecto permitirá agilizar notablemente los trámites y descentralizar la función mencionada.


Finalmente, expresó que la misma indicación excluye al Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana de las autoridades con atribuciones para apostillar. Informó que lo anterior obedece a que dicha autoridad tampoco realiza legalizaciones, ya que en la Región Metropolitana esa función es cumplida por la Subsecretaría de Justicia, a través de la Oficina de Legalizaciones.


Los miembros presentes de la Comisión acogieron las explicaciones proporcionadas, entendiendo que las indicaciones recibidas representan ajustes y perfeccionamientos al proyecto que son del todo pertinentes y necesarios.


Sobre la base de lo anterior, se procedió a analizarlas.


A continuación, se efectúa una relación de las normas que fueron objeto de indicaciones y de los acuerdos adoptados por la Comisión.
Artículo 1°

Encabezado


Dice lo que sigue:


“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente artículo 345 bis en el Código de Procedimiento Civil:”.

A esta disposición, se presentó la indicación número 1, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, que propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:”.


Puesta en votación la indicación presentada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
° ° °

Letra a), nueva



La indicación número 2, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, consulta, a continuación del nuevo encabezamiento, la letra a), nueva, que se señala:


“a) Introdúcese en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.”.



Atendiendo a las explicaciones proporcionadas por el señor Poblete, puesta en votación la indicación presentada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
Letra b), nueva



La indicación número 3, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, incorpora como letra b), nueva, el que se indica enseguida:


“b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:”.


La Comisión entendió que esta propuesta es pertinente, en el entendido de que la frase sugerida será el encabezado de la señalada letra b), pues a continuación del mismo se mantendrá en sus mismos términos el artículo 345 bis que se introduce al Código de Procedimiento Civil, cuyo texto fuera aprobado en general.


Puesta en votación la indicación presentada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
° ° °

Artículo 3°

Letra b)

Número 2


Su tenor es el que sigue:


“2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos provenientes de Notarías Públicas, del Conservador de Bienes Raíces respectivo, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, de su competencia, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia con asiento en la región respectiva, y”.

La indicación número 4, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, reemplaza el número 2 de la letra b) del artículo 3°, por el que sigue:


“2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el inciso anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.”.


Sobre la base de las explicaciones proporcionadas por el señor Poblete, puesta en votación la indicación presentada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -


MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:
Artículo 1°


Reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:”. (Indicación número 1, unanimidad, 4 x 0).
Letra a), nueva


Incorporar como tal, la siguiente:


“a) Introdúcese en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.”. (Indicación número 2, unanimidad, 4 x 0).
Letra b), nueva

Encabezado


Agregar como tal, el que se indica:


“b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:”. (Indicación número 3, unanimidad, 4 x 0)
Artículo 3°

Letra b)

Número 2



Reemplazarlo por el siguiente:


“2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual letra e) a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el inciso anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.”. (Indicación número 4, unanimidad, 4 x 0).

TEXTO DEL PROYECTO

Como consecuencia de los acuerdos anteriores, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:

a) Introdúcese en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.”


b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:


“Artículo 345 bis.- Los instrumentos públicos otorgados en un Estado Parte de la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, no deberán ser sometidos al procedimiento de legalización, si respecto de éstos se ha otorgado apostillas por la autoridad designada por el Estado de que dimana dicho instrumento.


Las certificaciones oficiales que hayan sido asentadas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones para la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas, podrán presentarse legalizadas o con apostillas otorgadas, con arreglo al artículo precedente y a éste, respectivamente. Pero en estos casos la legalización o apostilla sólo acreditará la autenticidad de la certificación, sin otorgar al instrumento el carácter de público.


Según lo dispuesto por la Convención a que se refiere el inciso primero, no podrán otorgarse apostillas respecto de los documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares y los documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera.”.


Artículo 2°.- Agrégase el siguiente párrafo en el número 5 del artículo 420 del Código Orgánico de Tribunales:


“Sin perjuicio de lo anterior, los documentos públicos que hayan sido autenticados mediante el sistema de apostilla, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, no requerirán de protocolización para tener el valor de instrumentos públicos. La apostilla no requerirá certificación de ninguna clase para ser considerada auténtica.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia:


a) Intercálase en la letra p) de su artículo 2°, entre la expresión “legalización” y los términos “de los instrumentos”, la oración “o el otorgamiento de apostillas, en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros,”.


b) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

1.- Reemplázase en la letra d) la coma (,) que sigue a la palabra “Administrativo” por un punto y coma (;), y suprímese la conjunción “y”.



2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual letra e) a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de  Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el inciso anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.”.


Artículo 4°.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 15 de la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública:


“Asimismo, deberán otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los certificados de estudios básicos, medios o superiores y documentos que acreditan puntajes obtenidos en evaluaciones de selección universitaria, de su competencia.”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s. 18.933 y 18.469:


a) Intercálase en el artículo 12 el siguiente numeral 10, pasando el actual a ser 11:


“10.- Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación.”.


b) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2) Intercálase la siguiente letra s), pasando la actual a ser t):


“s) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


c) Modifícase el artículo 121 en el siguiente sentido:


1) Reemplázase en el numeral 12 la expresión “, y” por un punto aparte (.).


2) Intercálase el siguiente numeral 13, pasando el actual a ser 14:


“13. Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación:


a) Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra t) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra u), pasando la actual a ser v):


“u) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio y, asimismo, autorizar a determinados funcionarios su otorgamiento, conforme a lo dispuesto en la letra k) de este artículo, y”.


b) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra i) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra j), pasando la actual a ser k):


“j) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio de Registro Civil e Identificación, y”.


Artículo 7°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores estará facultado para otorgar apostillas, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, respecto de instrumentos emitidos por cualquier autoridad, y que se autentiquen mediante este sistema.


Artículo 8°.- Mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito por el Ministro de Justicia, se dictará un reglamento que establecerá la forma de solicitar, tramitar y otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.


El otorgamiento de apostillas se realizará electrónicamente, por aquellas autoridades u órganos públicos que esta ley faculta para ello, y que se encuentren registrados y hayan validado sus firmas en la forma que establezca el reglamento.


Artículo 9°.- Créase un Sistema Electrónico Único de Apostillas, a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el que se tramitarán y guardarán en forma centralizada y en línea todas las apostillas emitidas, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, por las autoridades u organismos públicos competentes en el país.


El reglamento determinará la forma de organización del sistema electrónico, el que deberá dejar constancia, a lo menos, del número y fecha de la apostilla, el nombre y calidad jurídica del signatario del documento público autenticado mediante este sistema, y la imagen de la apostilla emitida.



Artículo 10.- El reglamento, en observancia a las directrices entregadas por la Convención, determinará la forma y modalidad del otorgamiento de la apostilla electrónica, así como la obtención de copias del documento cuya autenticación sea emitida mediante este sistema.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia una vez que entre a regir en el país la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.



Artículo segundo.- La legalización de un instrumento público que se realice según lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, y que se encuentre pendiente a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley, quedará sujeta al procedimiento descrito en el citado precepto, hasta su total tramitación.



Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación, y de Justicia, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 1° de octubre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Carlos Kuschel Silva (Alberto Espina Otero), Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Presidente).




Sala de la Comisión, a 2 de octubre de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.

6

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE IMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LA HAYA QUE SUPRIME LA EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS (CONVENCIÓN DE LA APOSTILLA), ADOPTADA EL 5 DE OCTUBRE DE 1961 EN LA HAYA, PAÍSES BAJOS

(8556-10)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señorita Macarena Lobos.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo una modificación en el artículo tercero transitorio respecto del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Dicha modificación la efectuó en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 9° permanente y del artículo tercero transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Implementar en nuestra legislación interna –a través de un conjunto de modificaciones a diversos cuerpos legales-, la Convención de La Haya que Suprime la Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, conocida también como Convención de la Apostilla, adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, en proceso de ratificación por el Estado de Chile. Dicha Convención busca simplificar el mecanismo de autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero, facilitando su circulación entre los Estados Parte.  

- - -

DISCUSIÓN 

Se hizo presente que se trata de un proyecto de ley cuyo objetivo es introducir modificaciones en diversos cuerpos normativos para implementar la Convención de La Haya que Suprime la Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, simplificando el mecanismo de autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero.
- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se transcriben o describen, según el caso, a continuación:

Artículo 9°
Su texto es el que sigue:

“Artículo 9°.- Créase un Sistema Electrónico Único de Apostillas, a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el que se tramitarán y guardarán en forma centralizada y en línea todas las apostillas emitidas, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, por las autoridades u organismos públicos competentes en el país.


El reglamento determinará la forma de organización del sistema electrónico, el que deberá dejar constancia, a lo menos, del número y fecha de la apostilla, el nombre y calidad jurídica del signatario del documento público autenticado mediante este sistema, y la imagen de la apostilla emitida.”.

Puesto en votación el artículo 9°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
Artículo tercero transitorio
Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación, y de Justicia, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 24 de julio de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.
1. La convención permite simplificar la autenticación de documentos públicos que provienen o deben ser presentados en el extranjero, facilitando la circulación de documentos públicos emitidos por un Estado Parte para ser utilizados en otro Estado Parte.

Comparando el nuevo procedimiento con la actual cadena de legalizaciones, se dan cambios tanto en las gestiones de certificación que se realizan ante funcionarios extranjeros, como en la eliminación de la segunda fase de legalizaciones, realizada ante agentes diplomáticos o consulares.

2. La implementación de esta Convención requiere la presentación de modificaciones a los siguientes cuerpos legales: artículo 345 de Código de Procedimiento Civil; numeral 5° del artículo 420 del Código Orgánico de Tribunales; Decreto de Ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia; a la Ley N°18.956 que reestructura el Ministerio de Educación Pública; al Decreto con Fuerza de Ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Decreto Ley N° 2.763, de 1979 y de las Leyes N° 18.933 y N° 18.469 y de la Ley N° 19.477, Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación.

3. Las autoridades competentes para apostillar o certificar documentos públicos emitidos en Chile serán las siguientes: Secretarios Regionales del Ministerio de Justicia; Secretarios Regionales del Ministerio de Educación; Directores de Servicios de Salud y el Intendente de Prestadores de Salud del Ministerio de Salud; Director Nacional y Directores Regionales del Servicio de Registro Civil e Identificación del Ministerio de Justicia y, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el cual tendrá facultades para apostillar todo tipo de documentos independientemente de la autoridad que los haya emitido y además estará a cargo del Registro Central de Apostillas.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

1. La implementación de las disposiciones definidas en el presente proyecto originan nuevas obligaciones financieras, implicando mayor gasto fiscal para cada una de las Instituciones mencionadas en el punto 1.3. El mayor gasto es el siguiente:

                                                            Miles de $2012

	Ministerio o Servicio
	Primer Año
	2° Año y

Régimen

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	119.260
	14.326

	Secretaría y Administración General
	12.076
	4.284

	Servicio de Registro Civil e Identificación
	107.184
	10.042

	MINISTERIO DE EDUCACIÓN
	0
	0

	MINISTERIO DE SALUD
	56.000
	64.500

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	608.581
	133.630

	TOTAL
	783.841
	212.456


2. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos del Ministerio de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación y de Justicia y en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 
- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la siguiente enmienda:

Artículo tercero transitorio
Reemplazar la expresión “este proyecto” por “esta ley”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de la modificación precedentemente señalada, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:

a) Introdúcese en el artículo 247, a continuación de la palabra “legalizada”, la expresión “o apostillada”.”



b) Agrégase el siguiente artículo 345 bis:


“Artículo 345 bis.- Los instrumentos públicos otorgados en un Estado Parte de la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, no deberán ser sometidos al procedimiento de legalización, si respecto de éstos se ha otorgado apostillas por la autoridad designada por el Estado de que dimana dicho instrumento.


Las certificaciones oficiales que hayan sido asentadas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones para la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas, podrán presentarse legalizadas o con apostillas otorgadas, con arreglo al artículo precedente y a éste, respectivamente. Pero en estos casos la legalización o apostilla sólo acreditará la autenticidad de la certificación, sin otorgar al instrumento el carácter de público.


Según lo dispuesto por la Convención a que se refiere el inciso primero, no podrán otorgarse apostillas respecto de los documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares y los documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera.”.


Artículo 2°.- Agrégase el siguiente párrafo en el número 5 del artículo 420 del Código Orgánico de Tribunales:


“Sin perjuicio de lo anterior, los documentos públicos que hayan sido autenticados mediante el sistema de apostilla, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, no requerirán de protocolización para tener el valor de instrumentos públicos. La apostilla no requerirá certificación de ninguna clase para ser considerada auténtica.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia:


a) Intercálase en la letra p) de su artículo 2°, entre la expresión “legalización” y los términos “de los instrumentos”, la oración “o el otorgamiento de apostillas, en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros,”.


b) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra d) la coma (,) que sigue a la palabra “Administrativo” por un punto y coma (;), y suprímese la conjunción “y”.



2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual letra e) a ser f):


“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos expedidos en cualquier región del país, provenientes de Notarías Públicas, de Archiveros Judiciales, de Conservadores de  Bienes Raíces, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, con excepción del Servicio de Registro Civil e Identificación, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia que pertenezcan al Poder Judicial que hayan sido autenticadas en la forma y para los casos que determine el reglamento.


El Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región Metropolitana no gozará de la facultad contemplada en el inciso anterior, siendo competente la Subsecretaría de Justicia para otorgar apostillas en dicha región, respecto de los documentos, sentencias y resoluciones indicados precedentemente, y”.”.


Artículo 4°.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 15 de la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública:


“Asimismo, deberán otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los certificados de estudios básicos, medios o superiores y documentos que acreditan puntajes obtenidos en evaluaciones de selección universitaria, de su competencia.”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s. 18.933 y 18.469:


a) Intercálase en el artículo 12 el siguiente numeral 10, pasando el actual a ser 11:


“10.- Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación.”.


b) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2) Intercálase la siguiente letra s), pasando la actual a ser t):


“s) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


c) Modifícase el artículo 121 en el siguiente sentido:


1) Reemplázase en el numeral 12 la expresión “, y” por un punto aparte (.).


2) Intercálase el siguiente numeral 13, pasando el actual a ser 14:


“13. Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación:


a) Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra t) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra u), pasando la actual a ser v):


“u) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio y, asimismo, autorizar a determinados funcionarios su otorgamiento, conforme a lo dispuesto en la letra k) de este artículo, y”.


b) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase en la letra i) la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2.- Intercálase la siguiente letra j), pasando la actual a ser k):


“j) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio de Registro Civil e Identificación, y”.


Artículo 7°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores estará facultado para otorgar apostillas, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, respecto de instrumentos emitidos por cualquier autoridad, y que se autentiquen mediante este sistema.


Artículo 8°.- Mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito por el Ministro de Justicia, se dictará un reglamento que establecerá la forma de solicitar, tramitar y otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.


El otorgamiento de apostillas se realizará electrónicamente, por aquellas autoridades u órganos públicos que esta ley faculta para ello, y que se encuentren registrados y hayan validado sus firmas en la forma que establezca el reglamento.


Artículo 9°.- Créase un Sistema Electrónico Único de Apostillas, a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el que se tramitarán y guardarán en forma centralizada y en línea todas las apostillas emitidas, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, por las autoridades u organismos públicos competentes en el país.


El reglamento determinará la forma de organización del sistema electrónico, el que deberá dejar constancia, a lo menos, del número y fecha de la apostilla, el nombre y calidad jurídica del signatario del documento público autenticado mediante este sistema, y la imagen de la apostilla emitida.



Artículo 10.- El reglamento, en observancia a las directrices entregadas por la Convención, determinará la forma y modalidad del otorgamiento de la apostilla electrónica, así como la obtención de copias del documento cuya autenticación sea emitida mediante este sistema.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia una vez que entre a regir en el país la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.



Artículo segundo.- La legalización de un instrumento público que se realice según lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, y que se encuentre pendiente a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley, quedará sujeta al procedimiento descrito en el citado precepto, hasta su total tramitación.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación, y de Justicia, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.”.
---
Acordado en sesión celebrada el día 15 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.799 SOBRE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS, FIRMA ELECTRÓNICA Y SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN DE DICHA FIRMA Y OTROS TEXTOS LEGALES QUE INDICA

(8466-07)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Economía tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, en primer trámite constitucional, originado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. 


Con fecha 30 de julio de 2013, la Sala aprobó en general esta iniciativa, fijando como plazo para presentar indicaciones el 26 de agosto de 2013. 

Su Excelencia el Presidente de la República hizo presente urgencia en el despacho de esta iniciativa, en el carácter de “suma”.


A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente Mingo.


También concurrieron las siguientes personas: 


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchon; el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada, y el Asesor señor Gabriel Jiménez. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Abogado, señor Fernando Fernández, y la Asesora, señora Danielle Courtin.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Analista, señora Fernanda Maldonado. 


Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Asesor, señor Sergio Morales. 


Los Asesores señores Rodrigo Fuentes y Felipe Massardo (Honorable Senador García). 

- - - -


Se hace presente que la Sala acordó en su oportunidad, que el proyecto sea conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso, por contener normas propias de su competencia.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


La letra b), del artículo 7°, propuesto por el numeral 9), del artículo primero, del proyecto de ley mencionado, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, pues dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que requiere para ser aprobada del voto favorable de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el artículo 77, en relación con el artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - - -



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo Primero N°s 1, 2, 3, 4, 7, 14, 16, 17, 19 (pasa a ser 20), 20 al 31 (pasan a ser 22 al 33); Artículo Segundo, Artículo Tercero y Artículos Primero, Segundo y Tercero Transitorios.

2) Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 1, 3, 6, 8 a 12, 14 a 24.

3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 2, 4, 5 y 7.
4) Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

5) Indicaciones rechazadas: No hay.

6) Indicaciones retiradas: N° 13.

- - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
ARTÍCULO PRIMERO


Este Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, introduce diversas modificaciones en la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.

N° 5


El numeral 5, reemplaza el actual artículo 4°, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato sólo tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 


En los demás casos, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.


En todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados ante notario.”.

El referido artículo 4°, de la ley N° 19.799, es del siguiente tenor:


“Artículo 4º.- Los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumento público, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.

Inciso Primero

Las indicaciones N°s 1 y 2 se refieren al inciso primero de este artículo que se propone.


La indicación N° 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone agregar antes de la expresión “solemnidades”, el vocablo “demás”.


El Honorable Senador señor Novoa estimó que se trata de una modificación más bien formal, y que aclara el sentido del texto.


El Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo.

-- En votación la indicación N° 1, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Zaldívar, es para añadir, en el inciso primero, a continuación del punto aparte lo siguiente: “Se exceptúan de la exigencia de sellado de tiempo, todos los actos, certificados y documentos electrónicos del Poder Judicial y de los Auxiliares de la Administración de Justicia.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar, autor de la indicación, señaló que, en el caso de estos actos, certificados y documentos, no es necesario el sellado de tiempo, pues la intervención de estos funcionarios, que son Ministros de Fe, constituye atestado suficiente en relación al momento en que fueron otorgados. Y de exigirse el sellado de tiempo, este costo adicional sin duda va a ser traspasado al usuario.

El Honorable Senador señor García recordó la observación formulada por la Asociación de Notarios y Conservadores, en orden a que el proyecto, del modo en que está redactado, los obliga a contratar sellado de tiempo para los documentos que emitan, lo que resulta innecesario pues técnicamente existe plena certeza respecto a la fecha y hora de su emisión. Afirmaron que se trata de un costo adicional, bastante alto, y que no tiene justificación.

El señor Juan José Bouchon hizo presente que el Ejecutivo recogió este punto, que también fue materia del informe de la Excelentísima Corte Suprema, en la indicación N° 10, referida al artículo 7°. Esa indicación sustituye la exigencia de contar con sellado de tiempo o time stamping, que se establecía para el tipo de documentos emitidos por funcionarios públicos, que ahí se señalan, por el mandato de contar con una marca de tiempo. Recordó que, entre los documentos que se mencionan en este artículo, la letra b) señala a los autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales.


En definitiva manifestó estar de acuerdo con la indicación, pero haciéndola extensiva no sólo a los actos del Poder Judicial, sino también de los otros organismos públicos que se indican en el citado artículo 7°.

El Honorable Senador señor García estimó que la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar está mejor ubicada, en una norma referida expresamente a los documentos electrónicos y sus requisitos para tener el valor de instrumento público. 


El Honorable Senador seño Novoa consultó qué ocurre, al tenor de la indicación, tratándose de actos de Auxiliares de la Administración de Justicia, como un Notario, en que también firman otros intervinientes. En este último caso, es de la opinión que es sólo la firma del Auxiliar de la Administración de Justicia la que no requería time stamping o sellado de tiempo.


Por otra parte, es necesario distinguir los instrumentos públicos, de los actos de la Administración del Estado. Lo relativo al Poder Judicial podría abordarse en el artículo 7°.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con lo expuesto. La indicación del Ejecutivo, formulada al artículo 7°, alcanza a los actos del Poder Judicial, pero es necesario incorporar una norma en que expresamente se exceptúe de la exigencia de sellado de tiempo a los actos, certificados y otros documentos emitidos por los Auxiliares de la Administración de Justicia, como son los Notarios y los Conservadores de Bienes Raíces.

El Ejecutivo estuvo de acuerdo.

El señor Bouchon propuso que, en la disposición referida a los Auxiliares de la Administración de Justicia, y a fin de que el texto tenga coherencia interna, se exceptúe de la necesidad de sellado de tiempo, pero se exija contar con una marca de tiempo, en los términos del artículo 7° de este proyecto. Precisó que se trata de la firma del Auxiliar de la Administración de Justicia la que se exime de la exigencia del sellado de tiempo o time stamping, no la de los otros intervinientes en ese acto. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, recogiendo las observaciones formuladas, propuso el siguiente texto:


“Se exceptúan de la exigencia de sellado de tiempo, debiendo contar con marca de tiempo, todos los actos, certificados y documentos electrónicos con firma electrónica de los Auxiliares de la Administración de Justicia y de los funcionarios de los órganos públicos.”.


También se estimó conveniente incorporar esta excepción en un inciso nuevo.


-- En votación la indicación N° 2, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
Inciso Tercero


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Zaldívar, es para sustituirlo por el siguiente:


“De manera excepcional, y por tratarse de declaraciones o testimonios autorizados por un notario, que se refieren solo a hechos o situaciones propias del declarante o a la que se refieren sus testigos, tales como certificados de soltería, declaraciones de ingreso, salvoconductos y similares, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar explicó que la situación que plantea este inciso tercero es distinta. Acá se exige el sellado de tiempo pues se trata de la declaración de los intervinientes. 

Se sustituye la autorización notarial por la firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, en relación con los declarantes, de estos tipos específicos de actos. 


La Comisión tuvo presente que la indicación mejora la redacción del texto aprobado en general por el Senado.

-- En votación la indicación N° 3, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

o o o o


Por su parte, Su Excelencia Presidente de la República, presentó la indicación N° 4, para incorporar como inciso cuarto, nuevo, el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior y a menos que una ley disponga lo contrario, no se requerirá sellado de tiempo en los documentos electrónicos generados de conformidad con leyes especiales y en que un Órgano de la Administración del Estado reciba una confirmación de la generación o firma del documento, tales como facturas electrónicas y archivos electrónicos de cesión, declaraciones de ingreso de mercancías o licencias médicas electrónicas.”.


El señor Juan José Bouchon explicó que, en esta indicación, se recoge una inquietud manifestada por el profesor Jijena, específicamente en relación a las facturas electrónicas. 


En opinión del Ejecutivo, el proyecto, del modo que estaba redactado, no establece en forma obligatoria el sellado de tiempo para estos documentos. No obstante, y dada las aprehensiones formuladas, se optó por consagrarlo de manera expresa, a fin que no hubiera duda de interpretación.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que, en estos casos, no se requeriría de sellado de tiempo, bastaría la emisión del documento y la recepción por parte del órgano del Estado. Le parece razonable.


-- En votación la indicación N° 4, fue aprobada, con una modificación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 6


El numeral 6, del Artículo Primero, es para reemplazar el Artículo 5°, de la ley N° 19.799, por el siguiente: 


“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 


Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:


1° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.


2° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha.

3° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.

El citado Artículo 5° dispone:


“Artículo 5º.- Los documentos electrónicos podrán presentarse en juicio y, en el evento de que se hagan valer como medio de prueba, habrán de seguirse las reglas siguientes:


“1.- Los señalados en el artículo anterior, harán plena prueba de acuerdo con las reglas generales, y 


2. Los que posean la calidad de instrumento privado, en cuanto hayan sido suscritos con firma electrónica avanzada, tendrán el mismo valor probatorio señalado en el número anterior. Sin embargo, no harán fe respecto de su fecha, a menos que ésta conste a través de un fechado electrónico otorgado por un prestador acreditado.


En el caso de documentos electrónicos que posean la calidad de instrumento privado y estén suscritos mediante firma electrónica, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.”.


Las indicaciones N°s 5 y 6, ambas de Su Excelencia el Presidente de la República, dicen relación con el inciso segundo este artículo que el proyecto propone.

La indicación N° 5 es para agregar, a continuación del punto aparte del numeral 1° lo que se expresa enseguida: “Tratándose de los documentos electrónicos a que se hace referencia en el inciso final del artículo anterior y en el artículo 7° no se requerirá de un sellado de tiempo para hacer plena fe de su fecha, bastando para tal objeto que conste en ellos una marca de tiempo.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, dada la aprobación de la indicación N° 2, habría que incorporar en esta norma, que se refiere a los casos en que no es necesario sellado de tiempo y basta una marca de tiempo, a los documentos, actos y certificados de los Auxiliares de la Administración de Justicia, contemplados en el inciso segundo, nuevo, del artículo 4° que se propone.


La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar esta indicación, con esa modificación.

-- En votación la indicación N° 5, fue aprobada, con una modificación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


La indicación N° 6 propone intercalar, en el numeral 2°, a continuación de la expresión “salvo en cuanto a su fecha”, la siguiente frase: “la que en todo caso podrá probarse de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados”.

-- En votación la indicación N° 6, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N° 8


El N° 8, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, incorpora en el artículo 6°, de la ley N° 19.799, diversas modificaciones:

Letra a)


“ a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo; sustituyase las palabras “órganos del Estado” por “órganos públicos”, e intercálase a continuación de la expresión “firma electrónica”, la frase “con excepción, en el caso de los órganos de la Administración del Estado, de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, precedido de una coma (,).”


El citado inciso primero, del artículo 6°, de la ley N° 19.799 dispone:


“Artículo 6º.- Los órganos del Estado podrán ejecutar o realizar actos, celebrar contratos y expedir cualquier documento, dentro de su ámbito de competencia, suscribiéndolos por medio de firma electrónica.”.


La indicación N° 7, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone eliminar el siguiente texto: “, con excepción, en el caso de los órganos de la Administración del Estado, de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”.

El señor Juan José Bouchon explicó que se elimina la posibilidad de que por decreto supremo del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, se excepcionara a determinados actos de órganos públicos de la posibilidad de ser suscritos mediante firma electrónica.

-- En votación la indicación N° 7, fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N°9


El numeral 9, del Artículo Primero, reemplaza el Artículo 7°, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“Artículo 7º.- Documentos electrónicos del Estado. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.


Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.


Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo:


a) Decretos supremos, decretos, reglamentos, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 


b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;


c) Resoluciones, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y


d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.


El artículo 7°, de la ley N° 19.799, es del siguiente tenor:


“Artículo 7º.- Los actos, contratos y documentos de los órganos del Estado, suscritos mediante firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los expedidos por escrito y en soporte de papel.


Con todo, para que tengan la calidad de instrumento público o surtan los efectos propios de éste, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.

Inciso primero


Las indicaciones N° s 8 y 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, se refieren al inciso primero del artículo 7° propuesto.


La indicación N° 8, es para reemplazar su título por el siguiente: “Documentos Electrónicos de los Órganos Públicos.”.


-- En votación la indicación N° 8, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

La indicación N° 9 propone eliminar la siguiente frase: “, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior”.

La Comisión tuvo presente que esta indicación es concordante con la indicación N° 7, ya aprobada, que suprime la oración que permitía excluir de la posibilidad de suscribirse mediante firma electrónica, determinados actos, contratos y otros, que señalara un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-- En votación la indicación N° 9, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
Inciso tercero


La indicación N° 10, también de Su Excelencia el Presidente de la República, se refiere al inciso tercero, y propone sustituir, en su encabezado, la expresión “sellado de tiempo” por la siguiente frase: “contar con una marca de tiempo”.

La Comisión recordó que esta materia se abordó en el debate de la indicación N° 2. Se trata de sustituir la exigencia que se hacía para estos actos de órganos del Estado, de contar con sellado de tiempo, por la de contar con una marca de tiempo. 


-- En votación la indicación N° 10, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - -


La indicación N° 11, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para agregar como inciso final, nuevo, del artículo 7°, el siguiente:


“La marca de tiempo a que se hace mención en el inciso anterior podrá ser provista por el órgano que emite el documento, por aquella institución que este último designe o por un prestador de servicios de certificación acreditado


La Comisión tuvo presente que esta indicación está en armonía con las ya aprobadas, y explicita qué es lo que debe entenderse por marca de tiempo.

-- En votación la indicación N° 11, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - - -
Número 10)


El numeral 10, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, reemplaza el artículo 8°, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden o que causen discriminaciones arbitrarias.


Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.


Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.”.


El referido artículo 8°, de la ley N° 19.799, dispone:


“Artículo 8º.- Las personas podrán relacionarse con los órganos del Estado, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.


Los órganos del Estado deberán evitar, al hacer uso de firmas electrónicas, que se restrinja injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y a la publicidad y transparencia que rijan sus actuaciones y, en general, que se cause discriminaciones arbitrarias.”.

La indicación N° 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone agregar el siguiente inciso final:


“Los usuarios de los dispositivos indicados en el presente artículo, serán responsables de custodiarlos adecuadamente de manera que se mantengan bajo su exclusivo control.”.

El señor Bouchon explicó que el sentido de esta norma es permitir que el Estado provea a particulares de, por ejemplo, firmas electrónicas tributarias, un software que entrega el Servicio de Impuestos Internos en el caso de las Mipymes, u otro tipo de dispositivos, pero precisando que, una vez entregadas, es el usuario quien es responsable.

-- En votación la indicación N° 12, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - -


La indicación N° 13, de Su Excelencia el Presidente de la República, referida al Artículo Primero, numeral 11, fue retirada.

- - - -

N° 12


El numeral 12, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, propone reemplazar el artículo 9°, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Certificación del Estado. Los órganos públicos sólo podrán certificar, conforme a lo estipulado en esta ley, la firma electrónica avanzada de sus autoridades y funcionarios o de otros órganos públicos. Para efectos de este inciso, en el caso del Presidente de la República el órgano público certificador será el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Los certificados de firma electrónica avanzada de las autoridades y funcionarios de los órganos públicos deberán contener todas las menciones establecidas en el artículo 15 y las que determine el reglamento. Asimismo, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas relativas a su seguridad, calidad, integridad y no repudio que la Entidad Acreditadora fije. 


La certificación de firma electrónica avanzada efectuada por los órganos públicos en cumplimiento de esta ley tendrá iguales efectos jurídicos que la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.


Con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todos o algunos de sus autoridades y funcionarios.”.


El artículo 9°, que este numeral propone reemplazar, es del siguiente tenor:


“Artículo 9º.- La certificación de las firmas electrónicas avanzadas de las autoridades o funcionarios de los órganos del Estado se realizará por los respectivos ministros de fe. Si éste no se encontrare establecido en la ley, el reglamento a que se refiere el artículo 10 indicará la forma en que se designará un funcionario para estos efectos.


Dicha certificación deberá contener, además de las menciones que corresponda, la fecha y hora de la emisión del documento.


Los efectos probatorios de la certificación practicada por el ministro de fe competente serán equivalentes a los de la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los órganos del Estado podrán contratar los servicios de certificación de firmas electrónicas con entidades certificadoras acreditadas, si ello resultare más conveniente, técnica o económicamente, en las condiciones que señale el respectivo reglamento.”.

Inciso primero

Las indicaciones N°s 14 y 15 de refieren al inciso primero del artículo 9°, propuesto en el texto aprobado en general.

La indicación N° 14, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para sustituir su título por el siguiente: “Certificación de los Órganos Públicos.”.


La indicación N° 15, también de Su Excelencia el Presidente de la República, propone suprimir la expresión “sólo” y la siguiente oración: “Para efectos de este inciso, en el caso del Presidente de la República el órgano público certificador será el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

El Honorable Senador señor García consultó cual sería el órgano certificador en este caso.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Fernando Fernández, manifestó que pueden contratarse los servicios de un prestador de servicios de certificación, o la Presidencia de la República podría designar a algún órgano púbico para que certifique su firma. En definitiva se somete a las reglas generales de los organismos públicos.


-- En votación las indicaciones N°s 14 y 15, fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

Inciso cuarto


La indicación N° 16, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para intercalar, en el inciso cuarto del artículo que se propone,  a continuación de la expresión “servicios de certificación” la siguiente frase: “o celebrar un convenio con otro órgano público”.

El Honorable Senador señor Novoa pidió se explicite el sentido de esta modificación.


El señor Bouchon señaló que la idea es que un Ministerio pueda hacer un convenio, por ejemplo con otro Ministerio, para estos efectos. Hizo presente que el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que hoy en día tiene el Gobierno Electrónico, podría en el futuro generar una plataforma y ser proveedor de otro Ministerio.

En definitiva dejar abierta la posibilidad de que el Gobierno pueda crear un órgano de certificación interna.

-- En votación la indicación N° 16, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N° 13


El numeral 13, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, reemplaza el artículo 10, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“Artículo 10.- Normas internas relativas a la firma electrónica. Los órganos de la Administración del Estado harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determinen uno o más decretos supremos dictados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tales decretos deberán regular las siguientes materias:


a) Establecer los estándares de seguridad de la firma electrónica simple que adopten y las normas técnicas que garanticen la compatibilidad de los distintos tipos de documentos electrónicos al interior de los órganos de la Administración del Estado.


b) Establecer las normas que aseguren la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas por sus autoridades y funcionarios, y las demás normas necesarias para la aplicación de este Título.


c) Regular las materias descritas en el inciso segundo del artículo 7°, el artículo 8° y el artículo 9°, aplicables a los órganos de la Administración del Estado, incluyendo las normas relativas a la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de firma electrónica avanzada.


d) Las demás normas necesarias para la aplicación de este Título, con exclusión de aquellas materias de competencia exclusiva de la Entidad Acreditadora.


Los demás órganos públicos dictarán las normas que regulen la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de su firma electrónica avanzada en conformidad a esta ley.”.

El referido artículo 10, de la ley N° 19.799, dispone:


“Artículo 10.- Los reglamentos aplicables a los correspondientes órganos del Estado regularán la forma cómo se garantizará la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas, y las demás necesarias para la aplicación de las normas de este Título.”.
Inciso primero


La indicación N° 17, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para reemplazar su título por el siguiente: “Normas relativas a los documentos electrónicos y firmas electrónicas emitidas por los órganos públicos.”.

El Honorable Senador señor Novoa estimó que el título propuesto es más preciso.


-- En votación la indicación N° 17, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

Letra b)


La indicación N° 18, también de Su Excelencia el Presidente de la República, está referida a la letra b), del artículo que se propone, para sustituir la expresión “las”, que antecede a “firmas”, por “los documentos y”; y para eliminar el siguiente texto: “, y las demás normas necesarias para la aplicación de este Título”.

El Honorable Senador señor Novoa consideró que la modificación propuesta simplifica el texto, lo esclarece, y cubre todas las posibilidades, pues las normas que se van a dictar se refieren a los documentos y las firmas electrónicas.


-- En votación la indicación N° 18, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - -

Finalmente, la indicación N° 19, de Su Excelencia  el Presidente de la República, para intercalar la siguiente nueva letra d):


“d) Regular el procedimiento y la forma en que un órgano de la Administración del Estado pueda certificar las firmas electrónicas de los funcionarios y autoridades de otros órganos de la Administración y generar una marca de tiempo a los documentos electrónicos emitidos por estos.”.

El Honorable Senador señor García llamó la atención que, al aprobarse esta indicación, la letra d) actual, pasa a ser letra e).

-- En votación la indicación N° 19, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 15


El numeral 15, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, introduce una serie de modificaciones en el artículo 12, de la ley N° 19.799, que aborda las obligaciones del prestador de servicios de certificación de firma electrónica.

Letra e)


La letra e) de este numeral, propone reemplazar el literal e), del artículo 12, de la ley N° 19.799, por el siguiente:


“e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante y la calidad de autoridad o funcionario en el caso de la certificación de los órganos públicos. En el caso de certificados suscritos por personas jurídicas, comprobar fehacientemente la identidad de aquellas, así como la identidad y personería de quien comparezca en representación de ellas;”.


La letra e), del artículo 12, de la ley N° 19.799, prescribe:


e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante, para lo cual el prestador requerirá previamente, ante sí o ante notario público u oficial del registro civil, la comparecencia personal y directa del solicitante o de su representante legal si se tratare de persona jurídica;


La indicación N° 20, de Su Excelencia el Presidente de la República, se refiere a esta letra e), para reemplazar al final de la letra e) propuesta el punto y coma (;) por un punto aparte (.), y agregar, a continuación, el siguiente texto:


“Tratándose del otorgamiento de certificados de sellado de tiempo, comprobar fehacientemente la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico, de conformidad a la normativa técnica que establezca la Entidad Acreditadora;”.


El Honorable Senador señor Novoa estimó que, al incorporarse este servicio de sellado de tiempo, es necesario complementar la disposición del modo que lo hace la indicación, expresando cual será la obligación del certificador.


-- En votación la indicación N° 20, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - - -


Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación N° 21, para incorporar el siguiente número, nuevo:


“…) Agrégase en el epígrafe del TÍTULO IV “De los Certificados de Firma Electrónica” la siguiente expresión: “y Sellado de Tiempo”.

-- En votación la indicación N° 21, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - -

N° 18


El numeral 18, del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, incorpora  en el Artículo 15, de la ley N° 19.799, una serie de modificaciones.

Letra c)


En su letra c), este numeral intercala el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“El mismo certificado deberá incorporar el sellado de tiempo en el caso que éste fuere solicitado por el usuario al certificador acreditado. Con todo, los certificados de firma electrónica avanzada que recaigan en documentos emitidos por los órganos públicos deberán contener siempre sellado de tiempo.”.

Las indicaciones N°s 22 y 23, de Su Excelencia el Presidente de la República, se refieren a esta letra c).


La indicación N° 22 es para reemplazar en el inciso segundo propuesto la expresión “deberá” por “podrá”.


La indicación N° 23 propone sustituir en el inciso segundo propuesto la oración final por la siguiente: “En tal caso, el certificado deberá incluir, además, la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.”.

El señor Bouchon explicó que, en estas indicaciones, se busca reforzar la idea que el servicio de sellado de tiempo puede ser prestado en forma independiente al de firma electrónica avanzada. Si se incluye la expresión “deberá” se cierra esta posibilidad.

En definitiva, estos servicios podrán estar prestados en forma conjunta o separada.

El Honorable Senador señor Novoa coincidió con lo expresado. Puede haber muchos certificados de firma electrónica que no requieran sellado de tiempo.

Agregó que, la indicación N° 23 establece expresamente que si se emite un certificado de sellado de tiempo, éste deberá cumplir con todos los requisitos que determine la autoridad.

-- En votación las indicaciones N°s 22 y 23, fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - -


La indicación N° 24, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para introducir un número, nuevo, con el texto que se señala enseguida:


“…) Intercálase el siguiente nuevo artículo 16 bis:


“Artículo 16 bis.- De los certificados de sellado de tiempo. En los casos en que los certificados de sellado de tiempo se otorguen en forma separada de los certificados de firma electrónica, estos deberán contener la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico, las menciones de las letras a), b) y d) del artículo 15 y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.


En lo que corresponda, se aplicarán las normas sobre vigencia a que se refiere el artículo 16 respecto de los certificados de sellado de tiempo.”.


-- En votación la indicación N° 24, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -


MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Economía propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:
Artículo Primero

Número 5)

Artículo 4°

Inciso Primero


-- Incorporar, antes de la expresión “solemnidades” el vocablo “demás” (Indicación N° 1) (Unanimidad. 4x0).

Inciso Segundo, nuevo

- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se exceptúan de la exigencia de sellado de tiempo, debiendo contar con marca de tiempo, todos los actos, certificados y documentos electrónicos con firma electrónica de los Auxiliares de la Administración de Justicia y de los funcionarios de los órganos públicos.”. (Indicación N° 2, con modificaciones) (Unanimidad. 4X0).

Inciso Tercero
(Pasa a ser Inciso Cuarto)

- Sustituirlo por el siguiente:


“De manera excepcional, y por tratarse de declaraciones o testimonios autorizados por un notario, que se refieren solo a hechos o situaciones propias del declarante o a la que se refieren sus testigos, tales como certificados de soltería, declaraciones de ingreso, salvoconductos y similares, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.” (Indicación N° 3) (Unanimidad. 4x0).

Inciso Final, Nuevo


- Incorporar como nuevo inciso final, el siguiente:


“A menos que una ley disponga lo contrario, no se requerirá sellado de tiempo en los documentos electrónicos generados de conformidad con leyes especiales y en que un Órgano de la Administración del Estado reciba una confirmación de la generación o firma del documento, tales como facturas electrónicas y archivos electrónicos de cesión, declaraciones de ingreso de mercancías o licencias médicas electrónicas.” (Indicación N° 4, con modificaciones) (Unanimidad. 4x0).

N°6
Artículo 5°

Inciso Segundo


- Agregar, a continuación del punto aparte del numeral 1°, que pasa a ser seguido, la siguiente oración final: “Tratándose de los documentos electrónicos a que se hace referencia en los incisos segundo y final del artículo 4°, y en el artículo 7°, no se requerirá de un sellado de tiempo para hacer plena fe de su fecha, bastando para tal objeto que conste en ellos una marca de tiempo.”. (Indicación N° 5, con modificaciones) (Unanimidad) (4x0).


- Incorporar, en el numeral 2°, a continuación de la expresión “salvo en cuanto a su fecha”, precedida de una coma, la siguiente frase: “la que en todo caso podrá probarse de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados” (Indicación N° 6) (Unanimidad. 4x0).

N° 8

Letra a)


- Sustituir el punto y coma (;) por la conjunción “y”, precedido de una coma. (Indicación N° 7, con modificaciones) (Unanimidad.4x0). 


- Suprimir lo siguiente: “, e intercálase a continuación de la expresión “firma electrónica”, la frase “con excepción, en el caso de los órganos de la Administración del Estado, de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, precedido de una coma (,) (Indicación N° 7, con modificaciones) (Unanimidad.4x0). 

N° 9

Artículo 7°

Inciso Primero


- Reemplazar su título por el siguiente: “Documentos Electrónicos de los Órganos Públicos.” (Indicación N° 8) (Unanimidad. 4x0).


- Eliminar la frase: “, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior” (Indicación N° 9) (Unanimidad. 4x0).

Inciso Tercero


- Sustituir  la expresión “sellado de tiempo” por la siguiente frase: “contar con una marca de tiempo” (Indicación N° 10) (Unanimidad. 4x0).

Inciso Final Nuevo


- Incorporar como inciso final, nuevo, el siguiente:


“La marca de tiempo a que se hace mención en el inciso anterior podrá ser provista por el órgano que emite el documento, por aquella institución que este último designe o por un prestador de servicios de certificación acreditado.” (Indicación N° 11) (Unanimidad. 4x0).

N° 10

Artículo 8°

Inciso Final Nuevo


- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Los usuarios de los dispositivos indicados en el presente artículo, serán responsables de custodiarlos adecuadamente de manera que se mantengan bajo su exclusivo control.” (Indicación N° 12) (Unanimidad. 4x0)

N° 12

Artículo 9°

Inciso Primero


- Sustituir su título por el siguiente: “Certificación de los Órganos Públicos.” (Indicación N° 14) (Unanimidad. 4x0).


- Suprimir la expresión “sólo”, ubicada entre las palabras “órganos públicos” y “podrán”. (Indicación N° 15) (Unanimidad. 4x0).

- Suprimir la oración final, del siguiente tenor: “Para efectos de este inciso, en el caso del Presidente de la República el órgano público certificador será el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.” (Indicación N° 15) (Unanimidad. 4x0).

Inciso Cuarto


- Intercalar a continuación de la expresión “servicios de certificación” la siguiente frase: “o celebrar un convenio con otro órgano público” (Indicación N° 16) (Unanimidad. 4x0).

N° 13

Artículo 10

Inciso Primero


- Reemplazar su título por el siguiente: “Normas relativas a los documentos electrónicos y firmas electrónicas emitidas por los órganos públicos.” (Indicación N° 17) (Unanimidad. 4x0).

Letra b)


- Sustituir la expresión “las”, que antecede a la palabra “firmas”, por lo siguiente: “los documentos y”. (Indicación N° 18) (Unanimidad. 4x0).


- Eliminar la frase: “, y las demás normas necesarias para la aplicación de este Título” (Indicación N° 18) (Unanimidad. 4x0).

Letra d) nueva


- Intercalar la siguiente letra d), nueva:

“d) Regular el procedimiento y la forma en que un órgano de la Administración del Estado pueda certificar las firmas electrónicas de los funcionarios y autoridades de otros órganos de la Administración y generar una marca de tiempo a los documentos electrónicos emitidos por estos.” (Indicación N° 19) (Unanimidad. 4x0).
Letra d)

Pasa a ser letra e), sin modificaciones.

N° 15

Letra e)


- Reemplazar el punto y coma (;) final, por un punto aparte (.), y agregar, a continuación, el siguiente párrafo: “Tratándose del otorgamiento de certificados de sellado de tiempo, comprobar fehacientemente la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico, de conformidad a la normativa técnica que establezca la Entidad Acreditadora;” (Indicación N° 20) (Unanimidad. 4x0).
- - - -
N° 18, nuevo


- Incorporar como numeral 18, nuevo, el siguiente:


“18)  Agrégase en el epígrafe del TÍTULO IV “De los Certificados de Firma Electrónica” la siguiente expresión: “y Sellado de Tiempo”.  (Indicación N° 21) (Unanimidad. 4x0).
- - - -
N° 18

(Pasa a ser N° 19)

Letra c)


- Reemplazar, en el inciso segundo propuesto, la expresión “deberá” por “podrá” (Indicación N° 22) (Unanimidad. 4x0).


- Sustituir, en el inciso segundo propuesto, la oración final por la siguiente: “En tal caso, el certificado deberá incluir, además, la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.” (Indicación N° 23) (Unanimidad. 4x0).

N° 19

Pasa a ser N° 20, sin modificaciones.

N° 21, nuevo


- Incorporar el siguiente numeral 21, nuevo:


“21) Intercálase el siguiente nuevo artículo 16 bis:


“Artículo 16 bis.- De los certificados de sellado de tiempo. En los casos en que los certificados de sellado de tiempo se otorguen en forma separada de los certificados de firma electrónica, estos deberán contener la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico, las menciones de las letras a), b) y d) del artículo 15 y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.


En lo que corresponda, se aplicarán las normas sobre vigencia a que se refiere el artículo 16 respecto de los certificados de sellado de tiempo.” (Indicación N° 24) (Unanimidad. 4x0).

N°s 20 al 31

Pasan a ser N°s 22 al 33, sin modificaciones.

- - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

"PROYECTO DE LEY:





“ARTÍCULO PRIMERO.- Modifícase la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma en el siguiente sentido: 




1) Incorpóranse, en el Artículo 1°, las siguientes modificaciones:


a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Objeto.” para el contenido del artículo.


b) Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “y” que precede a la expresión “el procedimiento”, por una coma.




c) Agrégase, en el inciso primero, la frase final “, y las facultades de la Entidad Acreditadora de Servicios de Certificación de Firma Electrónica Avanzada”, a continuación de la palabra “uso”.




d) Elimínanse los incisos segundo y tercero.




2) Incorpórase, a continuación del Artículo 1°, el siguiente Artículo 1° bis, nuevo:




“Artículo 1° bis.- Principios. Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los siguientes principios:




a) Autonomía de la voluntad, por el que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebración de actos jurídicos, observando en cada caso los requisitos y solemnidades que exige la ley para su validez y eficacia;

b) Libertad de prestación de servicios, por el que cualquier prestador de servicios de certificación de firma electrónica podrá desarrollar su actividad libremente, respetando las normas legales, reglamentarias y técnicas que la regulen;

c) Neutralidad tecnológica, por el cual el Estado no debe favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información que afecte el normal desarrollo tecnológico, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales;

d) Compatibilidad internacional, por la que el Estado debe tender al establecimiento de normas y políticas que sean concordantes y complementarias de las distintas normas técnicas, estándares y principios internacionales en materia de comunicación electrónica de datos, comercio electrónico y firmas electrónicas; y

e) Equivalencia funcional, por el que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que los suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 

Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.

3) Incorpóranse, en el Artículo 2°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Definiciones.” para el contenido del artículo.

b) Elimínase el literal c), cambiando los demás su orden correlativo.

c) Elimínase el literal e), que pasa a ser d), cambiando los demás su orden correlativo.

d) Incorpóranse en el literal g), que pasa a ser e), las siguientes modificaciones:

i) Intercálase, entre las expresiones “usando medios” y “que el titular”,  la frase “o datos”.

ii) Remplazase la letra “y” final por un punto (.), e incorpórase la siguiente oración “Toda otra firma electrónica es firma electrónica simple;”.

e) Reemplázase en el literal h), que pasa a ser f), la frase “un certificado de” por la palabra “una”. 

f) Reemplázase el literal i), que pasa a ser g), por el siguiente:

“g) Marca de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora en que se suscribe un documento electrónico;”.

g) Incorpóranse los siguientes literales h), i), j) y k), nuevos: 

“h) Sellado de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico con la intervención de un prestador acreditado de servicios de certificación, quien da cuenta de la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento;

i) Órganos públicos: los Órganos de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales;

j) Órganos de la Administración del Estado: aquéllos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4) Reemplázase el Artículo 3° por el siguiente: 

“Artículo 3º.- Equivalencia funcional. Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que aquellos suscritos con firma manuscrita y que constan en soporte de papel.

Los actos y contratos que consten en documento electrónico se reputarán como escritos para todos los efectos jurídicos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.

Lo anterior no obsta el cumplimiento de solemnidades establecidas por la ley para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, distintas a la escrituración.

La firma electrónica se tendrá por firma manuscrita para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica serán admisibles en todo procedimiento contencioso y no contencioso, judicial y administrativo.”.

5) Reemplázase el actual Artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato sólo tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las demás solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 
Se exceptúan de la exigencia de sellado de tiempo, debiendo contar con marca de tiempo, todos los actos, certificados y documentos electrónicos con firma electrónica de los Auxiliares de la Administración de Justicia y de los funcionarios de los órganos públicos.

En los demás casos, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

De manera excepcional, y por tratarse de declaraciones o testimonios autorizados por un notario, que se refieren solo a hechos o situaciones propias del declarante o a la que se refieren sus testigos, tales como certificados de soltería, declaraciones de ingreso, salvoconductos y similares, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

A menos que una ley disponga lo contrario, no se requerirá sellado de tiempo en los documentos electrónicos generados de conformidad con leyes especiales y en que un Órgano de la Administración del Estado reciba una confirmación de la generación o firma del documento, tales como facturas electrónicas y archivos electrónicos de cesión, declaraciones de ingreso de mercancías o licencias médicas electrónicas.”.

6) Reemplázase el Artículo 5° por el siguiente: 

“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 
Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

1° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil. Tratándose de los documentos electrónicos a que se hace referencia en los incisos segundo y final del artículo 4°, y en el artículo 7°, no se requerirá de un sellado de tiempo para hacer plena fe de su fecha, bastando para tal objeto que conste en ellos una marca de tiempo.

2° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha, la que en todo caso podrá probarse de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.

3° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.

7) Incorpórase a continuación de “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos del Estado”, que pasa a ser “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos Públicos”, el siguiente Párrafo 1, nuevo:

“Párrafo 1 & Normas Generales”

8) Incorpóranse, en el Artículo 6°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo, y sustituyase las palabras “órganos del Estado” por “órganos públicos”.

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser segundo entre las expresiones “creadas por ley,” y “las que se regirán”, la frase “las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación,”.

9) Reemplázase el Artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7º.- Documentos Electrónicos de los Órganos Públicos. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel.

Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.

Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y contar con una marca de tiempo:

a) Decretos supremos, decretos, reglamentos, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 

b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;

c) Resoluciones, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y

d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

La marca de tiempo a que se hace mención en el inciso anterior podrá ser provista por el órgano que emite el documento, por aquella institución que este último designe o por un prestador de servicios de certificación acreditado.”.

10) Reemplázase el Artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden o que causen discriminaciones arbitrarias.

Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.

Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.

Los usuarios de los dispositivos indicados en el presente artículo, serán responsables de custodiarlos adecuadamente de manera que se mantengan bajo su exclusivo control.”.

11) Incorpórase a continuación del Artículo 8° el siguiente Párrafo 2, nuevo:

“Párrafo 2 & Certificación de Firma Electrónica Avanzada por los Órganos Públicos.”.

12) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Certificación de los Órganos Públicos. Los órganos públicos podrán certificar, conforme a lo estipulado en esta ley, la firma electrónica avanzada de sus autoridades y funcionarios o de otros órganos públicos. 

Los certificados de firma electrónica avanzada de las autoridades y funcionarios de los órganos públicos deberán contener todas las menciones establecidas en el artículo 15 y las que determine el reglamento. Asimismo, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas relativas a su seguridad, calidad, integridad y no repudio que la Entidad Acreditadora fije. 

La certificación de firma electrónica avanzada efectuada por los órganos públicos en cumplimiento de esta ley tendrá iguales efectos jurídicos que la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.

Con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación o celebrar un convenio con otro órgano público para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todos o algunos de sus autoridades y funcionarios.”.

13) Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Normas relativas a los documentos electrónicos y firmas electrónicas emitidas por los órganos públicos. Los órganos de la Administración del Estado harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determinen uno o más decretos supremos dictados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tales decretos deberán regular las siguientes materias:

a) Establecer los estándares de seguridad de la firma electrónica simple que adopten y las normas técnicas que garanticen la compatibilidad de los distintos tipos de documentos electrónicos al interior de los órganos de la Administración del Estado.

b) Establecer las normas que aseguren la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de los documentos y firmas electrónicas por sus autoridades y funcionarios.

c) Regular las materias descritas en el inciso segundo del artículo 7°, el artículo 8° y el artículo 9°, aplicables a los órganos de la Administración del Estado, incluyendo las normas relativas a la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de firma electrónica avanzada.

d) Regular el procedimiento y la forma en que un órgano de la Administración del Estado pueda certificar las firmas electrónicas de los funcionarios y autoridades de otros órganos de la Administración y generar una marca de tiempo a los documentos electrónicos emitidos por estos.

e) Las demás normas necesarias para la aplicación de este Título, con exclusión de aquellas materias de competencia exclusiva de la Entidad Acreditadora.

Los demás órganos públicos dictarán las normas que regulen la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de su firma electrónica avanzada en conformidad a esta ley.”.

14) Reemplázase el Artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Certificadores Acreditados. Son prestadores acreditados de servicios de certificación, o certificadores acreditados, las personas jurídicas nacionales o extranjeras, domiciliadas en Chile y acreditadas en conformidad al párrafo 2° del Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica y sellado de tiempo, en su caso, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar. Los certificadores acreditados podrán prestar el servicio de sellado de tiempo en forma separada a la certificación de firma electrónica avanzada.”.

15) Incorpóranse, en el Artículo 12, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Obligaciones.” para el contenido del artículo.

b) Incorpórase, en el inciso primero entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios”, la palabra “acreditado”.

c) Incorpóranse, en el literal b), las modificaciones siguientes: 

i) Incorpórase, a continuación de la expresión “registro de acceso público de certificados”, la frase “de carácter permanente”.

ii) Agrégase entre las expresiones “el certificador” y “podrá tratar los datos”, la palabra “acreditado”.

iii) Intercálase a continuación de la expresión “otros fines”, la frase “debiendo cumplir además con el deber de confidencialidad establecido en el artículo 16 D”, precedido de una coma (,).

iv) Elimínase la frase “Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados.”.

d) Introdúcense, en el literal c), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por la expresión “certificadores acreditados”.

ii) Reemplázase la expresión “prestador de servicios”, por “certificador acreditado”.

iii) Reemplázase la frase “, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia.” por “o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento.”.

iv) Reemplázase la frase “dos meses” por la expresión “seis meses”.

e) Reemplázase el literal e) por el siguiente:

“e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante y la calidad de autoridad o funcionario en el caso de la certificación de los órganos públicos. En el caso de certificados suscritos por personas jurídicas, comprobar fehacientemente la identidad de aquellas, así como la identidad y personería de quien comparezca en representación de ellas.

Tratándose del otorgamiento de certificados de sellado de tiempo, comprobar fehacientemente la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico, de conformidad a la normativa técnica que establezca la Entidad Acreditadora;”.

f) Introdúcense, en el literal g), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”. 

ii) Reemplázase la frase “un mes” por la expresión “seis meses”.

iii) Reemplázase la frase final “quedarán sin efecto;” por la expresión siguiente:

“deberán ser transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17;”.

g) Introdúcense, en el literal h), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”.

ii) Reemplázase la palabra “prestador” por “certificador acreditado”. 

iii) Intercálase a continuación de la expresión “si el usuario no se opusiere”, la siguiente oración final, precedida de un punto seguido (.):

“En caso de existir oposición o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

h) Elimínase, en el literal i), la letra “y” final.

i) Introdúcense, en el literal j), las siguientes modificaciones:

i) Agrégase a continuación de la expresión  “Vida Privada” la frase “, y demás normas técnicas e instrucciones de la Entidad Acreditadora”.

ii) Reemplázase el punto final por la letra “y” precedida de un punto y coma (;). 

j) Agrégase el siguiente literal k), nuevo:

“k) Custodiar adecuadamente la clave privada del suscriptor de firma electrónica avanzada, cuando haya sido generada por el certificador acreditado o cuando aquella le haya sido confiada por el suscriptor para su conservación.”.

k) Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“Cualquier incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo será sancionado con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores. El juez, en caso de reincidencia, podrá elevar las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente al certificador acreditado que sea sancionado dos veces o más dentro del mismo año calendario.

Las acciones podrán ser iniciadas por el o los usuarios afectados o por la Entidad Acreditadora. Esta última deberá iniciar la acción correspondiente en caso de un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de esta ley, salvo que hubiere cancelado la inscripción correspondiente conforme a lo establecido en el artículo 19.

Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del derecho que tiene el usuario de reclamar la indemnización de perjuicios correspondiente y de hacer valer los seguros comprometidos o las garantías otorgadas por el certificador acreditado, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.”.

16) Agrégase, en el Artículo 13, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Certificadores no Acreditados.” para el contenido del artículo.

17) Incorpóranse, en el Artículo 14, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Responsabilidades.” para el contenido del artículo.

b) Introdúcense, en su inciso tercero, las siguientes modificaciones:

i) Agregase, después de la expresión “un seguro”, la siguiente expresión “o una garantía pagadera a la vista e irrevocable”.

ii) Incorpórase, precedida de un punto seguido, la frase final siguiente:

“El reglamento establecerá la naturaleza, plazo y otras condiciones mínimas del seguro o la garantía.”.

c) Introdúcese el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“La responsabilidad civil de los prestadores acreditados de servicios de certificación se hará efectiva de acuerdo al procedimiento judicial descrito en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores.”.

18) Agrégase en el epígrafe del TÍTULO IV “De los Certificados de Firma Electrónica” la siguiente expresión: “y Sellado de Tiempo”.

19) Incorpóranse, en el Artículo 15, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Requisitos mínimos.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el actual literal c) por el siguiente, nuevo:

“Los datos de la identidad del titular, entre los cuales deben incluirse: 

i) Nombre y cédula de identidad del solicitante, o número y lugar de emisión del pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, o rol único tributario si es una persona jurídica, 

ii) Nombre y cédula de identidad del representante de la persona jurídica, o número y lugar de emisión de su pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, además de los datos dónde consta su personería, y

iii) Cargo o función que desempeña, en el caso de autoridades o funcionarios de un órgano del Estado, además de los datos dónde consta su nombramiento; y”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“El mismo certificado podrá incorporar el sellado de tiempo en el caso que éste fuere solicitado por el usuario al certificador acreditado. En tal caso, el certificado deberá incluir, además, la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.”.

20) Incorpóranse, en el Artículo 16, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Vigencia.” para el contenido del artículo.

b) Intercálase en el numeral 1, entre la frase “fecha de emisión” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase siguiente precedida de una coma (,):

“salvo que el certificado se encuentre incorporado en la cédula de identidad de su titular, en cuyo caso la vigencia del certificado se extenderá por todo el período de duración de la cédula a la que accede”.

c) Reemplázase, en la letra c) del numeral 2, la vocal “o” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;). 

d) Agrégase, en la letra d) del numeral 2, a continuación del punto y coma (;), la vocal “o”.

e) Incorpórase, al numeral 2, el siguiente literal e), nuevo:

“e) Por bloqueo definitivo, efectuado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, de la cédula de identidad en que se encuentra incorporado el certificado.”.

f) Elimínanse los numerales 3) y 4).

g) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser los incisos cuarto y quinto:

“En el caso de la letra a) del numeral 2), se entenderá que la solicitud corresponderá al jefe superior del servicio en el caso de los órganos públicos y al representante legal en el caso de las personas jurídicas.

Los certificados de firma electrónica podrán ser temporalmente suspendidos a solicitud del titular, del Servicio de Registro Civil en caso de bloqueo temporal de la cédula de identidad en que se encuentre incorporado el certificado o por razones técnicas verificadas por la Entidad Acreditadora.”.

21) Intercálase el siguiente nuevo artículo 16 bis:

“Artículo 16 bis.- De los certificados de sellado de tiempo. En los casos en que los certificados de sellado de tiempo se otorguen en forma separada de los certificados de firma electrónica, estos deberán contener la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico, las menciones de las letras a), b) y d) del artículo 15 y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.

En lo que corresponda, se aplicarán las normas sobre vigencia a que se refiere el artículo 16 respecto de los certificados de sellado de tiempo.”

22) Reemplázase, en el TITULO V, la denominación actual del mismo por la siguiente: 

“De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación”.

23) Incorpórase, a continuación del TITULO V De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación, el siguiente Párrafo 1°, nuevo:

“Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora”.

24) Incorpóranse, a continuación del Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:

“Artículo 16 A.- Entidad Acreditadora. La Entidad Acreditadora de Firma Electrónica Avanzada, estará a cargo de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño. La Entidad podrá usar indistintamente su denominación completa o el nombre Entidad Acreditadora.

Artículo 16 B.- Función. La Entidad Acreditadora velará porque los prestadores acreditados de servicios de certificación den cabal cumplimiento a los objetivos y disposiciones de esta ley, su reglamento y normas técnicas vigentes. Sus funciones específicas son las siguientes:

a) Otorgar la acreditación a prestadores de servicios de certificación de acuerdo al procedimiento dispuesto en esta ley y el reglamento;

b) Administrar el registro electrónico de certificadores acreditados;

c) Administrar el registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada de acuerdo a las características técnicas que el reglamento indique; 

d) Mantener el repositorio de acceso público de acuerdo a las características técnicas que indique el reglamento;

e) Constatar, a solicitud de parte, que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, el reglamento, las normas técnicas vigentes y las instrucciones que imparta;

f) Emitir recomendaciones de buenas prácticas sobre las firmas electrónicas simples adoptadas por los órganos públicos y responder consultas técnicas en dicha materia;

g) Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias de los certificadores acreditados, así como aquellas derivadas de las normas técnicas vigentes e instrucciones impartidas;

h) Cancelar la inscripción en el registro público de certificadores acreditados, en los casos y en la forma previstos en esta ley y su reglamento;

i) Mantener un sitio electrónico, a fin de poner a disposición de los certificadores acreditados información relevante para sus actividades;

j) Fijar y actualizar las normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada, y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento; 

k) Instruir las medidas que estime necesarias para:

i) Mantener los estándares técnicos de certificación de firma electrónica avanzada;

ii) Proteger los derechos, intereses y confidencialidad de los usuarios; y 

iii) Velar por la continuidad y eficiencia del servicio.

iv) Las demás funciones que ésta u otras leyes le señalen.

Para el fiel cumplimiento y desarrollo de sus funciones, la Entidad Acreditadora podrá requerir información y ordenar visitas inspectivas a las instalaciones de los certificadores acreditados, mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento.”.

25) Incorpóranse los siguientes artículos 16 D y 16 E:

“Artículo 16 D. Deber de confidencialidad y de custodia. La Entidad Acreditadora, así como el personal que actúe bajo su dependencia o por cuenta de ella, deberá guardar la confidencialidad y custodia de los documentos y la información que le entreguen los certificadores acreditados.

Artículo 16 E. Ingresos propios. Los recursos que perciba la Entidad Acreditadora por parte de los prestadores acreditados de servicios de certificación constituirán ingresos propios de dicha entidad y se incorporarán a su presupuesto.”.

26) Intercálase, a continuación del artículo 16 E el siguiente Párrafo 2°, nuevo:

“Párrafo 2° & Del Procedimiento de Acreditación”.

27) Incorpórase, en el Artículo 17, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Acreditación.” para el contenido del artículo.

b) Agrégase en el literal e), después de la expresión “un seguro apropiado”, la siguiente expresión “o mantener una garantía”.

28) Incorpórase, en el Artículo 18, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Procedimiento.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Otorgada la acreditación, la Entidad Acreditadora inscribirá al prestador de servicios de certificación en el registro electrónico de certificadores acreditados, el cual tendrá carácter público y se encontrará disponible en el sitio electrónico de la Entidad Acreditadora, a quien corresponderá su administración de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento. 

Durante la vigencia de su inscripción en el registro, el certificador acreditado deberá informar a la Entidad Acreditadora cualquier modificación de las condiciones que permitieron su acreditación, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde que hubiere ocurrido la modificación, sin perjuicio del ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Entidad Acreditadora.

En lo no previsto por esta ley y en aquello que resulte compatible, se aplicará supletoriamente al procedimiento de acreditación la ley N° 19.880.”.

29) Incorpóranse, en el Artículo 19, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 19.- Cancelación de la inscripción. La Entidad Acreditadora, mediante resolución fundada, dejará sin efecto la acreditación y cancelará la inscripción en el registro cuando se verifique, alguna de las siguientes causas:

a) Solicitud de cancelación presentada por el certificador acreditado;

b) Pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación; 

c) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley; o

d) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a las letras “b) y c)”, por la referencia a las letras “b), c) y d)”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a “Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño” y la referencia a “Ministro”, por “Subsecretario”.

d) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “certificadas por ellos”, la frase “, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

e) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.”, por “Igual aviso publicará la Entidad Acreditadora en su sitio electrónico de manera destacada.”.

30) Deróganse los artículos 20, 21 y 22. 

31) Incorpóranse, en el Artículo 23, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Derechos de los usuarios.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase, en el numeral 5°, la palabra “dos” por “seis”.

c) Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

“6º. A ser informado inmediatamente de la cancelación de la inscripción en el registro de certificadores acreditados, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador acreditado;”.

d) Intercálase, en el numeral 7° entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios de certificación”, la palabra “acreditado”.

e) Agrégase, en el numeral 10°, después de la expresión “los seguros comprometidos”, la siguiente expresión “o las garantías otorgadas”.

f) Eliminase el inciso final.

32) Reemplázase el Artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Obligaciones de los usuarios. Los usuarios de los certificados de firma electrónica estarán obligados a:

1°. Proporcionar al prestador acreditado de servicios de certificación declaraciones veraces, exactas y completas, al momento de proporcionar los datos de su identidad personal u otras circunstancias objeto de certificación;

2°. Custodiar adecuadamente y mantener bajo su exclusivo control los mecanismos de seguridad del funcionamiento del sistema de certificación que les proporcione el certificador, si procediere;

3°. Actualizar sus datos en la medida que éstos vayan cambiando;

4°. En el caso de autoridades y funcionarios de los órganos públicos, el jefe superior del servicio deberá dar aviso al certificador del término del ejercicio del cargo o funciones del titular de la firma y efectuar la devolución de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.

5°. En el caso de los representantes de personas jurídicas, deberán dar aviso al certificador del término de su representación y efectuar la entrega de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.”.

33) Agrégase, en el Artículo 25, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número de artículo, la denominación “Reglamentos.” para el contenido del artículo.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:

1) Agrégase en el numeral 6 del artículo 342, a continuación de la palabra “avanzada”, la frase: “con sellado de tiempo, de conformidad a lo establecido en la Ley 19.799”.

2) Agrégase, en el artículo 345 (334), el siguiente numeral 4, nuevo:

“4. La homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, de acuerdo a la ley 19.799, respecto de documentos electrónicos cuya firma electrónica avanzada es certificada por una empresa extranjera. En el caso que el certificado de firma no acredite el carácter de los funcionarios, se estará al atestiguamiento señalado en los numerales anteriores.”.

3) Reemplázase el artículo 348 bis, por el siguiente:

“Artículo 348 bis. Los documentos electrónicos serán admisibles en juicio como medios de prueba y tendrán mérito probatorio de conformidad a las reglas aplicables a los instrumentos.

Los documentos electrónicos podrán presentarse en soporte físico o desmaterializado que permita su debida inteligencia y percepción y su posterior reproducción, si procediese.

En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, el tribunal apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir con dichos medios dentro de tercer día.

Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la percepción tendrá lugar donde éstos se encuentren dentro de tercer día, a costa de la parte que los presente.

Si una de las partes impugnare la autenticidad de un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada, el tribunal deberá oficiar al prestador acreditado de servicios de certificación respectivo, o la Entidad Acreditadora en su caso, para que certifique si el documento electrónico:

a) fue suscrito mediante una o más firmas electrónicas avanzadas e individualice a los suscribientes;

b) contiene un sellado de tiempo que cumple con los requisitos y condiciones establecidos en la ley 19.799 para este tipo de certificados; y

c) ha mantenido su integridad una vez suscrito.

Recibido el informe por el prestador acreditado de servicios de certificación, o la Entidad Acreditadora, el tribunal deberá rechazar o acoger la impugnación. 

El documento electrónico suscrito con firma electrónica simple, será reconocido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 346 precedente. En caso que el instrumento fuere impugnado de acuerdo al numeral 3° del artículo 346, se abrirá un incidente en el que las partes podrán hacer uso de todos medios probatorios establecidos en el presente Código, los que serán apreciados por el juez conforme a las reglas de la sana crítica.

Las costas devengadas en razón de este incidente serán de cargo de la parte que resultare vencida.”.

4) Incorpórase, en el número 4° del artículo 434 el siguiente inciso final:

“Asimismo, tendrá mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, la letra de cambio o pagaré extendido en documento electrónico y suscrito por el obligado con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.”.

ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio:

1) Incorpórase el siguiente artículo 1° bis, nuevo:

“La letra de cambio también podrá ser extendida, en documento electrónico y suscrita con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. El endoso, aceptación y aval de una letra de cambio que conste en documento electrónico deberá ser suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo a las normas del presente capítulo.”.

2) Incorpórase, en el artículo 62, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El protesto también se podrá efectuar mediante documento electrónico, en cuyo caso el funcionario que efectuare la diligencia deberá suscribir con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

3) Incorpórase, en el artículo 102, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El pagaré también podrá ser extendido en documento electrónico y suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio: Esta ley entrará en vigencia 150 días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo Segundo Transitorio.- Los certificados de firma electrónica avanzada emitidos con anterioridad a la fecha en que esta ley entre en vigencia, se deberán ajustar a los requisitos establecidos a la fecha de su emisión.

Artículo Tercero Transitorio.- El gasto que se origine por la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo  a la partida 07 del Presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y en lo que faltare con cargo  al Tesoro Público.”.

- - - - 


Acordado en sesión de fecha 11 de septiembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), José García Ruminot, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.



Valparaíso, 30 de septiembre de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz , Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.799 SOBRE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS, FIRMA ELECTRÓNICA Y SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN DE DICHA FIRMA Y OTROS TEXTOS LEGALES QUE INDICA

(8466-07)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores; el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada, y los asesores, señores Gabriel Jiménez y Alejandro Romero.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Asesora, señorita Rita Pérez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Economía.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión introdujo las siguientes modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Economía:
En el ARTÍCULO PRIMERO, numerales 12) y 24). Lo hizo en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del inciso final del artículo 9° contenido en el número 12); la letra k) del número 15) y el número 24) del ARTÍCULO PRIMERO permanente, y del Artículo Tercero Transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Economía, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

1.- Masificar el uso de la firma electrónica avanzada;
2.- Reforzar el marco legal del documento electrónico y de la firma electrónica, y
3.- Fortalecer la confianza en el sistema de firma electrónica avanzada y del principio de neutralidad tecnológica.

- - -

DISCUSIÓN 

Las disposiciones de competencia de la Comisión se transcriben o describen, según el caso, a continuación:

ARTÍCULO PRIMERO
Introduce modificaciones en la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.

Número 12)

Artículo 9°, inciso final

Reemplaza el artículo 9° de la ley N° 19.799 referido a la certificación de los órganos públicos, cuyo inciso final dispone que, con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación o celebrar un convenio con otro órgano público para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todos o algunos de sus autoridades y funcionarios.  

Puesto en votación el inciso final del artículo 9° contenido en el número 12), fue aprobado, con enmiendas formales, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
Número 15)
Incorpora varias enmiendas al artículo 12 de la ley N° 19.799.  

Letra k)

Incorpora los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos, considerando la aplicación de una multa en caso de incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo:
“Cualquier incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo será sancionado con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores. El juez, en caso de reincidencia, podrá elevar las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente al certificador acreditado que sea sancionado dos veces o más dentro del mismo año calendario.
Las acciones podrán ser iniciadas por el o los usuarios afectados o por la Entidad Acreditadora. Esta última deberá iniciar la acción correspondiente en caso de un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de esta ley, salvo que hubiere cancelado la inscripción correspondiente conforme a lo establecido en el artículo 19.
Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del derecho que tiene el usuario de reclamar la indemnización de perjuicios correspondiente y de hacer valer los seguros comprometidos o las garantías otorgadas por el certificador acreditado, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.”.
El Honorable Senador señor Novoa consultó si en la legislación vigente se contempla algún tipo de multa similar a la que se propone. 

El Asesor Legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Alejandro Arriagada, expresó que la ley N° 19.799 contiene un reenvío normativo a las normas generales de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores, por lo que no se encuentra determinada la conducta que da origen a la multa.
Puesta en votación la letra k) del número 15), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
Número 24)
Incorpora, a continuación del Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:
“Artículo 16 A.- Entidad Acreditadora. La Entidad Acreditadora de Firma Electrónica Avanzada, estará a cargo de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño. La Entidad podrá usar indistintamente su denominación completa o el nombre Entidad Acreditadora.

Artículo 16 B.- Función. La Entidad Acreditadora velará porque los prestadores acreditados de servicios de certificación den cabal cumplimiento a los objetivos y disposiciones de esta ley, su reglamento y normas técnicas vigentes. Sus funciones específicas son las siguientes:

a) Otorgar la acreditación a prestadores de servicios de certificación de acuerdo al procedimiento dispuesto en esta ley y el reglamento;

b) Administrar el registro electrónico de certificadores acreditados;

c) Administrar el registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada de acuerdo a las características técnicas que el reglamento indique; 

d) Mantener el repositorio de acceso público de acuerdo a las características técnicas que indique el reglamento;

e) Constatar, a solicitud de parte, que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, el reglamento, las normas técnicas vigentes y las instrucciones que imparta;

f) Emitir recomendaciones de buenas prácticas sobre las firmas electrónicas simples adoptadas por los órganos públicos y responder consultas técnicas en dicha materia;

g) Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias de los certificadores acreditados, así como aquellas derivadas de las normas técnicas vigentes e instrucciones impartidas;

h) Cancelar la inscripción en el registro público de certificadores acreditados, en los casos y en la forma previstos en esta ley y su reglamento;

i) Mantener un sitio electrónico, a fin de poner a disposición de los certificadores acreditados información relevante para sus actividades;

j) Fijar y actualizar las normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada, y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento; 

k) Instruir las medidas que estime necesarias para:

i) Mantener los estándares técnicos de certificación de firma electrónica avanzada;

ii) Proteger los derechos, intereses y confidencialidad de los usuarios; y 

iii) Velar por la continuidad y eficiencia del servicio.

iv) Las demás funciones que ésta u otras leyes le señalen.

Para el fiel cumplimiento y desarrollo de sus funciones, la Entidad Acreditadora podrá requerir información y ordenar visitas inspectivas a las instalaciones de los certificadores acreditados, mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento.”.
El Honorable Senador señor Novoa observó que debiera mejorarse la redacción del artículo 16 A aclarando que la Entidad Acreditadora dependerá de la Subsecretaría.
Puesto en votación el número 24), fue aprobado, con enmiendas formales, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Tercero Transitorio

Establece que el gasto que se origine por la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo  a la Partida 07 del Presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y en lo que faltare con cargo a la Partida Tesoro Público.
Puesto en votación el Artículo Tercero Transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 14 de junio de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“I Antecedentes.

La ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma entró en vigencia el año 2002, instaurando un sistema de acreditación de firma electrónica avanzada con el objeto de implementar una red de confianza, integrada por las entidades certificadoras y la autoridad pública acreditadora, de manera de brindar a los usuarios un estímulo para efectuar transacciones a través de medios electrónicos de comunicación. Transcurrida una década desde la entrada en vigencia de la ley, la firma electrónica avanzada no se ha desarrollado de la forma esperada, a pesar del crecimiento que ha experimentado el uso de las comunicaciones electrónicas en el país. El mercado de firma electrónica avanzada se reduce a sólo cinco prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica avanzada y cerca de quince mil usuarios, de acuerdo a los datos que obran en poder de la Entidad Acreditadora.

El proyecto busca ampliar los potenciales actos y contratos que puedan ser otorgados o celebrados mediante documento y firma electrónica, materializar el principio de equivalencia funcional y dar pleno reconocimiento a los atributos inherentes a los documentos suscritos con firma electrónica, eliminar las disposiciones que atenten contra el principio de neutralidad tecnológica y esclarecer la admisibilidad en juicio del documento electrónico y sus reglas aplicables, todos elementos que colaborarán a impulsar el uso de la firma electrónica y, por ende, el comercio electrónico.

Los aspectos más relevantes se refieren a:

- Eliminar la definición de fecha electrónica e introducir los conceptos de marca de tiempo y sellado de tiempo. Si bien ambos refieren a la determinación del momento en que se celebra el acto o contrato, en la marca de tiempo la atribución de día y hora es efectuada por el otorgante o las partes del acto jurídico, mientras que en el sellado de tiempo aquella es efectuada por un tercero de confianza, otorgando al documento electrónico un elevado estándar de exactitud e integridad en cuanto al momento en que fue suscrito.

- Incorpora la definición de firma electrónica simple, la cual se erige como una figura residual de la avanzada, en términos de que será aquella que no cumpla los requisitos legales, reglamentarios y técnicos de la firma electrónica avanzada.

- Establece expresamente la equivalencia del documento electrónico al documento en papel y de la firma electrónica a la manuscrita, en cuanto a su validez y efectos jurídicos. Elimina las excepciones a dicha equivalencia; no obstante, si la ley exige solemnidades distintas de la escrituración para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, deberán igualmente cumplirse para producir tales efectos.

- Modifica la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio, con el objeto de permitir el uso de documento electrónico para extensión, aceptación, endoso, aval y protesto de la letra de cambio y pagaré, en cuyos casos se exigirá que la suscripción del documento sea con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Consecuente con lo anterior, modifica el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, para dotar de mérito ejecutivo a tales documentos, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.

- Otorga certeza respecto de la admisibilidad en juicio del documento electrónico estableciendo que serán admisibles en toda clase de procedimiento, contencioso y no contencioso, sea en sede judicial o administrativa.

- Hace aplicable las reglas de los instrumentos públicos y privados a los documentos electrónicos en cuanto a sus efectos, y establece que en todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, cuando el acto conste en un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

- Modifica el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil a fin de incorporar el documento electrónico en que consta un instrumento público otorgado en el extranjero al procedimiento de legalización establecido por la ley.

- Por úItimo, se modifica el artículo 348 bis del Código de Procedimiento Civil a fin de hacer más expedita la presentación del documento electrónico en juicio y la comprobación de su autenticidad y la de sus firmas, en caso que fuere impugnada.

- En el ámbito público, perfecciona Ia regulación sobre el uso de documentos electrónicos y firma electrónica por los órganos del Estado, la interacción con los particulares y Ia certificación de dicha firma.

- Dispone como regla general que los órganos del Estado estarán facultados para determinar la clase de firma electrónica, simple o avanzada, con Ia cual suscribirán los documentos electrónicos que emitan, salvo que la ley expresamente exija Ia firma electrónica avanzada. Establece un listado de actos que deberán ser suscritos con firma electrónica avanzada en atención a su relevancia, tales como reglamentos, autoacordados y ordenanzas.

- La propuesta permite que los órganos del Estado contraten servicios de certificación provistos por particulares acreditados o que la certificación Ia efectúe el propio órgano.

- Finalmente, el proyecto modifica el artículo 10, facultando a los órganos del Estado para reglamentar la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para Ia certificación de firma electrónica avanzada y emisión de documentos electrónicos y para dictar las normas técnicas que permitan Ia compatibilidad de los documentos electrónicos en el Estado y en su relación con los particulares.

- Respecto de Ia Entidad Acreditadora, refuerza su rol fiscalizador y técnico, entregándole facultades fiscalizadoras para el cumplimiento de normas legales, reglamentarias y técnicas que afectan a los prestadores acreditados de servicios de certificación.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Dado que Ia iniciativa precisa y explicita facultades, y que los sistemas de Ia Entidad Acreditadora están funcionando actualmente, en el ámbito público solo se requiere, en Ia Subsecretaria de Economía, Ia contratación de un ingeniero en Tecnologías de Información, con especialización y certificación en temas específicos, grado 6, y con un costo estimado de $24.000 miles año.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 
- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO PRIMERO
Número 12)
En el inciso final del artículo 9° que se reemplaza, sustituir la expresión “todos o algunos” por “todas o algunas”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 24)
En el artículo 16 A que se intercala, reemplazar la expresión “, estará a cargo” por la palabra “dependerá”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de las modificaciones precedentemente señaladas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO PRIMERO.- Modifícase la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma en el siguiente sentido: 

1) Incorpóranse, en el Artículo 1°, las siguientes modificaciones:


a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Objeto.” para el contenido del artículo.



b) Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “y” que precede a la expresión “el procedimiento”, por una coma.

c) Agrégase, en el inciso primero, la frase final “, y las facultades de la Entidad Acreditadora de Servicios de Certificación de Firma Electrónica Avanzada”, a continuación de la palabra “uso”.

d) Elimínanse los incisos segundo y tercero.

2) Incorpórase, a continuación del Artículo 1°, el siguiente Artículo 1° bis, nuevo:

“Artículo 1° bis.- Principios. Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los siguientes principios:

a) Autonomía de la voluntad, por el que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebración de actos jurídicos, observando en cada caso los requisitos y solemnidades que exige la ley para su validez y eficacia;

b) Libertad de prestación de servicios, por el que cualquier prestador de servicios de certificación de firma electrónica podrá desarrollar su actividad libremente, respetando las normas legales, reglamentarias y técnicas que la regulen;

c) Neutralidad tecnológica, por el cual el Estado no debe favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información que afecte el normal desarrollo tecnológico, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales;

d) Compatibilidad internacional, por la que el Estado debe tender al establecimiento de normas y políticas que sean concordantes y complementarias de las distintas normas técnicas, estándares y principios internacionales en materia de comunicación electrónica de datos, comercio electrónico y firmas electrónicas; y

e) Equivalencia funcional, por el que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que los suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 

Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.

3) Incorpóranse, en el Artículo 2°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Definiciones.” para el contenido del artículo.

b) Elimínase el literal c), cambiando los demás su orden correlativo.

c) Elimínase el literal e), que pasa a ser d), cambiando los demás su orden correlativo.

d) Incorpóranse en el literal g), que pasa a ser e), las siguientes modificaciones:

i) Intercálase, entre las expresiones “usando medios” y “que el titular”,  la frase “o datos”.

ii) Remplazase la letra “y” final por un punto (.), e incorpórase la siguiente oración “Toda otra firma electrónica es firma electrónica simple;”.

e) Reemplázase en el literal h), que pasa a ser f), la frase “un certificado de” por la palabra “una”. 

f) Reemplázase el literal i), que pasa a ser g), por el siguiente:

“g) Marca de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora en que se suscribe un documento electrónico;”.

g) Incorpóranse los siguientes literales h), i), j) y k), nuevos: 

“h) Sellado de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico con la intervención de un prestador acreditado de servicios de certificación, quien da cuenta de la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento;

i) Órganos públicos: los Órganos de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales;

j) Órganos de la Administración del Estado: aquéllos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4) Reemplázase el Artículo 3° por el siguiente: 

“Artículo 3º.- Equivalencia funcional. Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que aquellos suscritos con firma manuscrita y que constan en soporte de papel.

Los actos y contratos que consten en documento electrónico se reputarán como escritos para todos los efectos jurídicos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.

Lo anterior no obsta el cumplimiento de solemnidades establecidas por la ley para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, distintas a la escrituración.

La firma electrónica se tendrá por firma manuscrita para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica serán admisibles en todo procedimiento contencioso y no contencioso, judicial y administrativo.”.

5) Reemplázase el actual Artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato sólo tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las demás solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 
Se exceptúan de la exigencia de sellado de tiempo, debiendo contar con marca de tiempo, todos los actos, certificados y documentos electrónicos con firma electrónica de los Auxiliares de la Administración de Justicia y de los funcionarios de los órganos públicos.

En los demás casos, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

De manera excepcional, y por tratarse de declaraciones o testimonios autorizados por un notario, que se refieren solo a hechos o situaciones propias del declarante o a la que se refieren sus testigos, tales como certificados de soltería, declaraciones de ingreso, salvoconductos y similares, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

A menos que una ley disponga lo contrario, no se requerirá sellado de tiempo en los documentos electrónicos generados de conformidad con leyes especiales y en que un Órgano de la Administración del Estado reciba una confirmación de la generación o firma del documento, tales como facturas electrónicas y archivos electrónicos de cesión, declaraciones de ingreso de mercancías o licencias médicas electrónicas.”.
6) Reemplázase el Artículo 5° por el siguiente: 

“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 
Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

1° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil. Tratándose de los documentos electrónicos a que se hace referencia en los incisos segundo y final del artículo 4°, y en el artículo 7°, no se requerirá de un sellado de tiempo para hacer plena fe de su fecha, bastando para tal objeto que conste en ellos una marca de tiempo.

2° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha, la que en todo caso podrá probarse de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.

3° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.

7) Incorpórase a continuación de “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos del Estado”, que pasa a ser “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos Públicos”, el siguiente Párrafo 1, nuevo:

“Párrafo 1 & Normas Generales”

8) Incorpóranse, en el Artículo 6°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo, y sustituyase las palabras “órganos del Estado” por “órganos públicos”.

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser segundo entre las expresiones “creadas por ley,” y “las que se regirán”, la frase “las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación,”.

9) Reemplázase el Artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7º.- Documentos Electrónicos de los Órganos Públicos. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel.

Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.

Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y contar con una marca de tiempo:

a) Decretos supremos, decretos, reglamentos, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 

b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;

c) Resoluciones, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y

d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

La marca de tiempo a que se hace mención en el inciso anterior podrá ser provista por el órgano que emite el documento, por aquella institución que este último designe o por un prestador de servicios de certificación acreditado.”.

10) Reemplázase el Artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden o que causen discriminaciones arbitrarias.

Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.

Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.

Los usuarios de los dispositivos indicados en el presente artículo, serán responsables de custodiarlos adecuadamente de manera que se mantengan bajo su exclusivo control.”.

11) Incorpórase a continuación del Artículo 8° el siguiente Párrafo 2, nuevo:

“Párrafo 2 & Certificación de Firma Electrónica Avanzada por los Órganos Públicos.”.

12) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Certificación de los Órganos Públicos. Los órganos públicos podrán certificar, conforme a lo estipulado en esta ley, la firma electrónica avanzada de sus autoridades y funcionarios o de otros órganos públicos. 

Los certificados de firma electrónica avanzada de las autoridades y funcionarios de los órganos públicos deberán contener todas las menciones establecidas en el artículo 15 y las que determine el reglamento. Asimismo, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas relativas a su seguridad, calidad, integridad y no repudio que la Entidad Acreditadora fije. 

La certificación de firma electrónica avanzada efectuada por los órganos públicos en cumplimiento de esta ley tendrá iguales efectos jurídicos que la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.

Con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación o celebrar un convenio con otro órgano público para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todas o algunas de sus autoridades y funcionarios.”.

13) Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Normas relativas a los documentos electrónicos y firmas electrónicas emitidas por los órganos públicos. Los órganos de la Administración del Estado harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determinen uno o más decretos supremos dictados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tales decretos deberán regular las siguientes materias:

a) Establecer los estándares de seguridad de la firma electrónica simple que adopten y las normas técnicas que garanticen la compatibilidad de los distintos tipos de documentos electrónicos al interior de los órganos de la Administración del Estado.

b) Establecer las normas que aseguren la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de los documentos y firmas electrónicas por sus autoridades y funcionarios.

c) Regular las materias descritas en el inciso segundo del artículo 7°, el artículo 8° y el artículo 9°, aplicables a los órganos de la Administración del Estado, incluyendo las normas relativas a la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de firma electrónica avanzada.

d) Regular el procedimiento y la forma en que un órgano de la Administración del Estado pueda certificar las firmas electrónicas de los funcionarios y autoridades de otros órganos de la Administración y generar una marca de tiempo a los documentos electrónicos emitidos por estos.

e) Las demás normas necesarias para la aplicación de este Título, con exclusión de aquellas materias de competencia exclusiva de la Entidad Acreditadora.

Los demás órganos públicos dictarán las normas que regulen la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de su firma electrónica avanzada en conformidad a esta ley.”.

14) Reemplázase el Artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Certificadores Acreditados. Son prestadores acreditados de servicios de certificación, o certificadores acreditados, las personas jurídicas nacionales o extranjeras, domiciliadas en Chile y acreditadas en conformidad al párrafo 2° del Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica y sellado de tiempo, en su caso, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar. Los certificadores acreditados podrán prestar el servicio de sellado de tiempo en forma separada a la certificación de firma electrónica avanzada.”.

15) Incorpóranse, en el Artículo 12, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Obligaciones.” para el contenido del artículo.

b) Incorpórase, en el inciso primero entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios”, la palabra “acreditado”.

c) Incorpóranse, en el literal b), las modificaciones siguientes: 

i) Incorpórase, a continuación de la expresión “registro de acceso público de certificados”, la frase “de carácter permanente”.

ii) Agrégase entre las expresiones “el certificador” y “podrá tratar los datos”, la palabra “acreditado”.

iii) Intercálase a continuación de la expresión “otros fines”, la frase “debiendo cumplir además con el deber de confidencialidad establecido en el artículo 16 D”, precedido de una coma (,).

iv) Elimínase la frase “Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados.”.

d) Introdúcense, en el literal c), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por la expresión “certificadores acreditados”.

ii) Reemplázase la expresión “prestador de servicios”, por “certificador acreditado”.

iii) Reemplázase la frase “, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia.” por “o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento.”.

iv) Reemplázase la frase “dos meses” por la expresión “seis meses”.

e) Reemplázase el literal e) por el siguiente:

“e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante y la calidad de autoridad o funcionario en el caso de la certificación de los órganos públicos. En el caso de certificados suscritos por personas jurídicas, comprobar fehacientemente la identidad de aquellas, así como la identidad y personería de quien comparezca en representación de ellas.

Tratándose del otorgamiento de certificados de sellado de tiempo, comprobar fehacientemente la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico, de conformidad a la normativa técnica que establezca la Entidad Acreditadora;”.

f) Introdúcense, en el literal g), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”. 

ii) Reemplázase la frase “un mes” por la expresión “seis meses”.

iii) Reemplázase la frase final “quedarán sin efecto;” por la expresión siguiente:

“deberán ser transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17;”.

g) Introdúcense, en el literal h), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”.

ii) Reemplázase la palabra “prestador” por “certificador acreditado”. 

iii) Intercálase a continuación de la expresión “si el usuario no se opusiere”, la siguiente oración final, precedida de un punto seguido (.):

“En caso de existir oposición o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

h) Elimínase, en el literal i), la letra “y” final.

i) Introdúcense, en el literal j), las siguientes modificaciones:

i) Agrégase a continuación de la expresión  “Vida Privada” la frase “, y demás normas técnicas e instrucciones de la Entidad Acreditadora”.

ii) Reemplázase el punto final por la letra “y” precedida de un punto y coma (;). 

j) Agrégase el siguiente literal k), nuevo:

“k) Custodiar adecuadamente la clave privada del suscriptor de firma electrónica avanzada, cuando haya sido generada por el certificador acreditado o cuando aquella le haya sido confiada por el suscriptor para su conservación.”.

k) Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“Cualquier incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo será sancionado con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores. El juez, en caso de reincidencia, podrá elevar las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente al certificador acreditado que sea sancionado dos veces o más dentro del mismo año calendario.

Las acciones podrán ser iniciadas por el o los usuarios afectados o por la Entidad Acreditadora. Esta última deberá iniciar la acción correspondiente en caso de un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de esta ley, salvo que hubiere cancelado la inscripción correspondiente conforme a lo establecido en el artículo 19.

Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del derecho que tiene el usuario de reclamar la indemnización de perjuicios correspondiente y de hacer valer los seguros comprometidos o las garantías otorgadas por el certificador acreditado, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.”.

16) Agrégase, en el Artículo 13, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Certificadores no Acreditados.” para el contenido del artículo.

17) Incorpóranse, en el Artículo 14, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Responsabilidades.” para el contenido del artículo.

b) Introdúcense, en su inciso tercero, las siguientes modificaciones:

i) Agregase, después de la expresión “un seguro”, la siguiente expresión “o una garantía pagadera a la vista e irrevocable”.

ii) Incorpórase, precedida de un punto seguido, la frase final siguiente:

“El reglamento establecerá la naturaleza, plazo y otras condiciones mínimas del seguro o la garantía.”.

c) Introdúcese el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“La responsabilidad civil de los prestadores acreditados de servicios de certificación se hará efectiva de acuerdo al procedimiento judicial descrito en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores.”.

18) Agrégase en el epígrafe del TÍTULO IV “De los Certificados de Firma Electrónica” la siguiente expresión: “y Sellado de Tiempo”.

19) Incorpóranse, en el Artículo 15, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Requisitos mínimos.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el actual literal c) por el siguiente, nuevo:

“Los datos de la identidad del titular, entre los cuales deben incluirse: 

i) Nombre y cédula de identidad del solicitante, o número y lugar de emisión del pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, o rol único tributario si es una persona jurídica, 

ii) Nombre y cédula de identidad del representante de la persona jurídica, o número y lugar de emisión de su pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, además de los datos dónde consta su personería, y

iii) Cargo o función que desempeña, en el caso de autoridades o funcionarios de un órgano del Estado, además de los datos dónde consta su nombramiento; y”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“El mismo certificado podrá incorporar el sellado de tiempo en el caso que éste fuere solicitado por el usuario al certificador acreditado. En tal caso, el certificado deberá incluir, además, la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.”.

20) Incorpóranse, en el Artículo 16, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Vigencia.” para el contenido del artículo.

b) Intercálase en el numeral 1, entre la frase “fecha de emisión” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase siguiente precedida de una coma (,):

“salvo que el certificado se encuentre incorporado en la cédula de identidad de su titular, en cuyo caso la vigencia del certificado se extenderá por todo el período de duración de la cédula a la que accede”.

c) Reemplázase, en la letra c) del numeral 2, la vocal “o” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;). 

d) Agrégase, en la letra d) del numeral 2, a continuación del punto y coma (;), la vocal “o”.

e) Incorpórase, al numeral 2, el siguiente literal e), nuevo:

“e) Por bloqueo definitivo, efectuado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, de la cédula de identidad en que se encuentra incorporado el certificado.”.

f) Elimínanse los numerales 3) y 4).

g) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser los incisos cuarto y quinto:

“En el caso de la letra a) del numeral 2), se entenderá que la solicitud corresponderá al jefe superior del servicio en el caso de los órganos públicos y al representante legal en el caso de las personas jurídicas.

Los certificados de firma electrónica podrán ser temporalmente suspendidos a solicitud del titular, del Servicio de Registro Civil en caso de bloqueo temporal de la cédula de identidad en que se encuentre incorporado el certificado o por razones técnicas verificadas por la Entidad Acreditadora.”.

21) Intercálase el siguiente nuevo artículo 16 bis:

“Artículo 16 bis.- De los certificados de sellado de tiempo. En los casos en que los certificados de sellado de tiempo se otorguen en forma separada de los certificados de firma electrónica, estos deberán contener la fecha y hora de la suscripción del documento electrónico, las menciones de las letras a), b) y d) del artículo 15 y cumplir con los demás requisitos técnicos que determine la Entidad Acreditadora.

En lo que corresponda, se aplicarán las normas sobre vigencia a que se refiere el artículo 16 respecto de los certificados de sellado de tiempo.”

22) Reemplázase, en el TITULO V, la denominación actual del mismo por la siguiente: 

“De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación”.

23) Incorpórase, a continuación del TITULO V De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación, el siguiente Párrafo 1°, nuevo:

“Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora”.

24) Incorpóranse, a continuación del Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:

“Artículo 16 A.- Entidad Acreditadora. La Entidad Acreditadora de Firma Electrónica Avanzada dependerá de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño. La Entidad podrá usar indistintamente su denominación completa o el nombre Entidad Acreditadora.

Artículo 16 B.- Función. La Entidad Acreditadora velará porque los prestadores acreditados de servicios de certificación den cabal cumplimiento a los objetivos y disposiciones de esta ley, su reglamento y normas técnicas vigentes. Sus funciones específicas son las siguientes:

a) Otorgar la acreditación a prestadores de servicios de certificación de acuerdo al procedimiento dispuesto en esta ley y el reglamento;

b) Administrar el registro electrónico de certificadores acreditados;

c) Administrar el registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada de acuerdo a las características técnicas que el reglamento indique; 

d) Mantener el repositorio de acceso público de acuerdo a las características técnicas que indique el reglamento;

e) Constatar, a solicitud de parte, que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, el reglamento, las normas técnicas vigentes y las instrucciones que imparta;

f) Emitir recomendaciones de buenas prácticas sobre las firmas electrónicas simples adoptadas por los órganos públicos y responder consultas técnicas en dicha materia;

g) Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias de los certificadores acreditados, así como aquellas derivadas de las normas técnicas vigentes e instrucciones impartidas;

h) Cancelar la inscripción en el registro público de certificadores acreditados, en los casos y en la forma previstos en esta ley y su reglamento;

i) Mantener un sitio electrónico, a fin de poner a disposición de los certificadores acreditados información relevante para sus actividades;

j) Fijar y actualizar las normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada, y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento; 

k) Instruir las medidas que estime necesarias para:

i) Mantener los estándares técnicos de certificación de firma electrónica avanzada;

ii) Proteger los derechos, intereses y confidencialidad de los usuarios; y 

iii) Velar por la continuidad y eficiencia del servicio.

iv) Las demás funciones que ésta u otras leyes le señalen.

Para el fiel cumplimiento y desarrollo de sus funciones, la Entidad Acreditadora podrá requerir información y ordenar visitas inspectivas a las instalaciones de los certificadores acreditados, mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento.”.

25) Incorpóranse los siguientes artículos 16 D y 16 E:

“Artículo 16 D. Deber de confidencialidad y de custodia. La Entidad Acreditadora, así como el personal que actúe bajo su dependencia o por cuenta de ella, deberá guardar la confidencialidad y custodia de los documentos y la información que le entreguen los certificadores acreditados.

Artículo 16 E. Ingresos propios. Los recursos que perciba la Entidad Acreditadora por parte de los prestadores acreditados de servicios de certificación constituirán ingresos propios de dicha entidad y se incorporarán a su presupuesto.”.

26) Intercálase, a continuación del artículo 16 E el siguiente Párrafo 2°, nuevo:

“Párrafo 2° & Del Procedimiento de Acreditación”.

27) Incorpórase, en el Artículo 17, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Acreditación.” para el contenido del artículo.

b) Agrégase en el literal e), después de la expresión “un seguro apropiado”, la siguiente expresión “o mantener una garantía”.

28) Incorpórase, en el Artículo 18, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Procedimiento.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Otorgada la acreditación, la Entidad Acreditadora inscribirá al prestador de servicios de certificación en el registro electrónico de certificadores acreditados, el cual tendrá carácter público y se encontrará disponible en el sitio electrónico de la Entidad Acreditadora, a quien corresponderá su administración de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento. 

Durante la vigencia de su inscripción en el registro, el certificador acreditado deberá informar a la Entidad Acreditadora cualquier modificación de las condiciones que permitieron su acreditación, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde que hubiere ocurrido la modificación, sin perjuicio del ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Entidad Acreditadora.

En lo no previsto por esta ley y en aquello que resulte compatible, se aplicará supletoriamente al procedimiento de acreditación la ley N° 19.880.”.

29) Incorpóranse, en el Artículo 19, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 19.- Cancelación de la inscripción. La Entidad Acreditadora, mediante resolución fundada, dejará sin efecto la acreditación y cancelará la inscripción en el registro cuando se verifique, alguna de las siguientes causas:

a) Solicitud de cancelación presentada por el certificador acreditado;

b) Pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación; 

c) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley; o

d) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a las letras “b) y c)”, por la referencia a las letras “b), c) y d)”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a “Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño” y la referencia a “Ministro”, por “Subsecretario”.

d) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “certificadas por ellos”, la frase “, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

e) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.”, por “Igual aviso publicará la Entidad Acreditadora en su sitio electrónico de manera destacada.”.

30) Deróganse los artículos 20, 21 y 22. 

31) Incorpóranse, en el Artículo 23, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Derechos de los usuarios.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase, en el numeral 5°, la palabra “dos” por “seis”.

c) Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

“6º. A ser informado inmediatamente de la cancelación de la inscripción en el registro de certificadores acreditados, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador acreditado;”.

d) Intercálase, en el numeral 7° entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios de certificación”, la palabra “acreditado”.

e) Agrégase, en el numeral 10°, después de la expresión “los seguros comprometidos”, la siguiente expresión “o las garantías otorgadas”.

f) Eliminase el inciso final.

32) Reemplázase el Artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Obligaciones de los usuarios. Los usuarios de los certificados de firma electrónica estarán obligados a:

1°. Proporcionar al prestador acreditado de servicios de certificación declaraciones veraces, exactas y completas, al momento de proporcionar los datos de su identidad personal u otras circunstancias objeto de certificación;

2°. Custodiar adecuadamente y mantener bajo su exclusivo control los mecanismos de seguridad del funcionamiento del sistema de certificación que les proporcione el certificador, si procediere;

3°. Actualizar sus datos en la medida que éstos vayan cambiando;

4°. En el caso de autoridades y funcionarios de los órganos públicos, el jefe superior del servicio deberá dar aviso al certificador del término del ejercicio del cargo o funciones del titular de la firma y efectuar la devolución de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.

5°. En el caso de los representantes de personas jurídicas, deberán dar aviso al certificador del término de su representación y efectuar la entrega de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.”.

33) Agrégase, en el Artículo 25, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número de artículo, la denominación “Reglamentos.” para el contenido del artículo.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:

1) Agrégase en el numeral 6 del artículo 342, a continuación de la palabra “avanzada”, la frase: “con sellado de tiempo, de conformidad a lo establecido en la Ley 19.799”.

2) Agrégase, en el artículo 345 (334), el siguiente numeral 4, nuevo:

“4. La homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, de acuerdo a la ley 19.799, respecto de documentos electrónicos cuya firma electrónica avanzada es certificada por una empresa extranjera. En el caso que el certificado de firma no acredite el carácter de los funcionarios, se estará al atestiguamiento señalado en los numerales anteriores.”.

3) Reemplázase el artículo 348 bis, por el siguiente:

“Artículo 348 bis. Los documentos electrónicos serán admisibles en juicio como medios de prueba y tendrán mérito probatorio de conformidad a las reglas aplicables a los instrumentos.

Los documentos electrónicos podrán presentarse en soporte físico o desmaterializado que permita su debida inteligencia y percepción y su posterior reproducción, si procediese.

En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, el tribunal apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir con dichos medios dentro de tercer día.

Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la percepción tendrá lugar donde éstos se encuentren dentro de tercer día, a costa de la parte que los presente.

Si una de las partes impugnare la autenticidad de un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada, el tribunal deberá oficiar al prestador acreditado de servicios de certificación respectivo, o la Entidad Acreditadora en su caso, para que certifique si el documento electrónico:

a) fue suscrito mediante una o más firmas electrónicas avanzadas e individualice a los suscribientes;

b) contiene un sellado de tiempo que cumple con los requisitos y condiciones establecidos en la ley 19.799 para este tipo de certificados; y

c) ha mantenido su integridad una vez suscrito.

Recibido el informe por el prestador acreditado de servicios de certificación, o la Entidad Acreditadora, el tribunal deberá rechazar o acoger la impugnación. 

El documento electrónico suscrito con firma electrónica simple, será reconocido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 346 precedente. En caso que el instrumento fuere impugnado de acuerdo al numeral 3° del artículo 346, se abrirá un incidente en el que las partes podrán hacer uso de todos medios probatorios establecidos en el presente Código, los que serán apreciados por el juez conforme a las reglas de la sana crítica.

Las costas devengadas en razón de este incidente serán de cargo de la parte que resultare vencida.”.

4) Incorpórase, en el número 4° del artículo 434 el siguiente inciso final:

“Asimismo, tendrá mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, la letra de cambio o pagaré extendido en documento electrónico y suscrito por el obligado con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.”.

ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio:

1) Incorpórase el siguiente artículo 1° bis, nuevo:

“Artículo 1° bis.- La letra de cambio también podrá ser extendida, en documento electrónico y suscrita con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. El endoso, aceptación y aval de una letra de cambio que conste en documento electrónico deberá ser suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo a las normas del presente capítulo.”.

2) Incorpórase, en el artículo 62, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El protesto también se podrá efectuar mediante documento electrónico, en cuyo caso el funcionario que efectuare la diligencia deberá suscribir con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

3) Incorpórase, en el artículo 102, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El pagaré también podrá ser extendido en documento electrónico y suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero Transitorio: Esta ley entrará en vigencia 150 días después de su publicación en el Diario Oficial. 
Artículo Segundo Transitorio.- Los certificados de firma electrónica avanzada emitidos con anterioridad a la fecha en que esta ley entre en vigencia, se deberán ajustar a los requisitos establecidos a la fecha de su emisión.
Artículo Tercero Transitorio.- El gasto que se origine por la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida 07 del Presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y en lo que faltare con cargo al Tesoro Público.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 15 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
9 
PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR SABAG, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE SE ESTUDIE LA FACTIBILIDAD DE UNA LÍNEA FERROVIARIA QUE ENLACE CHILLÁN CON PENCO Y CONCEPCIÓN, ENCOMENDÁNDOLE A LA EMPRESA DE LOS FERROCARRILES DEL ESTADO EL INICIO DE LAS GESTIONES PARA SU CONSTRUCCIÓN

(S 1617-12)
Considerando:

1.- El progresivo aumento del transporte de carga en la Región del Biobío, tanto con destinos nacionales como internacionales y la necesidad de contar con la infraestructura necesaria para su despacho oportuno y en las condiciones de seguridad necesarias;

2.- Las previsiones que indican que el volumen de carga en la Región del Biobío seguirá creciendo en los próximos años, principalmente por el inicio del período de cosecha de miles de hectáreas plantadas con bosques y el auge de la fruticultura, como consecuencia del traslado de la zona de mayor producción desde el centro del país al sector centro-sur, todo lo cual obliga a planificar con tiempo la forma de realizar la carga de estos productos;

3.- La constatación que las rutas entre los centros productores y los puertos de la Región del Biobío -Talcahuano, San Vicente, Lirquén y Coronel- ya están haciéndose insuficientes para el transporte de la carga, lo que constituye una limitación evidente a las posibilidades de desarrollo económico regional que no puede quedar restringido por una falta de previsión en el diseño de las vías de transporte.

4.- Se agrega a todo lo anterior que el tránsito intenso por la Ruta de Itata, tanto para el transporte de carga como de vehículos particulares y de pasajeros, ya está pasando por momentos de saturación en las fechas de mayor uso de las vías, que conllevan una creciente ineficiencia de esta ruta, así como mayores posibilidades de accidentes, muchas veces fatales.

5.- Finalmente, que en Chile sólo el tres por ciento de la carga se realiza por vía férrea, mientras que en otras naciones más adelantadas y con un sistema de transporte mejor organizado llegan a tasas del 35 por ciento, como Estados Unidos, o del 40 por ciento, en el caso de Alemania, que constituyen, por su experiencia y el volumen de su comercio internacional, un modelo que debemos mirar y recoger en todo lo que sea apropiado a nuestra realidad local.

Por lo anterior, El Senado acuerda:

1.- Solicitar a S.E. el Presidente de la República que disponga la realización de los estudios económicos, sociales y de factibilidad necesarios para fundamentar la construcción de una línea férrea entre Chillán, Penco y Concepción.

2.- Solicitar al Ministerio de Obras Públicas que determine la posibilidad que esta nueva línea férrea siga un trazado paralelo al de la actual Ruta del Itata e inicie las gestiones con la Empresa de Ferrocarriles de Chile para su construcción.

(Fdo.): Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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																																												ANTOFAGASTA		12056278		4354041		11495353		8458441		14908159		7458856		17450930		11577919		18122833		24081736		21023703		21908604		23377439		22202714		34566752		20647306		41444751		14577863

				Región																																								ATACAMA		8053756		4129084		8120400		4275461		9052054		3808079		9454180		3115313		13378083		15475473		15868240		13908006		12826308		15360407		20623146		14037443		36262032		6464796

				% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR

																																												IPC		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0

				Total general(datos FNDR), actualizados por el IPC (estos datos son lo que se ha trabajado y fueron enviados por la SUBDERE)

																																												Total general(datos FNDR)		235247203				237662845				258319837				315569805				386785851				157509021				386883465				410353513				554179299				2942510839

				IPC

				Diferencia entre totales  FNDR (datos enviados por la SUBDERE) y este archivo de FNDR Y Provisiones (tambien enviado por la SUBDERE) actualizados por IPC																																										235245199				237662845				258319837				315569805				386785851				157509021				386883465				410353513				554179299

						2004				2005				2006				2007				2008				2009				2010				2011				2012

						% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad		% Provisiones del total FNDR region		Libre Disponibilidad

				TARAPACA		20		80		22		78		15		85		22		78		31		69		33		67		56		44		40		60		24		76

				ANTOFAGASTA		27		73		42		58		33		67		40		60		57		43		51		49		49		51		37		63		26		74

				ATACAMA		34		66		34		66		30		70		25		75		54		46		47		53		54		46		40		60		15		85

				COQUIMBO		50		50		60		40		50		50		43		57		48		52		58		42		64		36		45		55		39		61

				VALPARAISO		71		29		45		55		51		49		41		59		48		52		38		62		58		42		43		57		24		76

				O'HIGGINS		50		50		37		63		40		60		22		78		66		34		45		55		72		28		46		54		36		64

				MAULE		66		34		53		47		48		52		37		63		42		58		49		51		70		30		46		54		25		75

				BIO - BIO		87		13		69		31		75		25		39		61		37		63		46		54		69		31		56		44		33		67

				ARAUCANIA		57		43		59		41		55		45		36		64		54		46		41		59		78		22		55		45		32		68

				LOS LAGOS		68		32		61		39		50		50		44		56		62		38		70		30		56		44		45		55		37		63

				AYSEN		24		76		25		75		25		75		24		76		38		62		33		67		49		51		42		58		22		78

				MAGALLANES		14		86		17		83		20		80		13		87		27		73		31		69		45		55		41		59		22		78

				METROPOLITANA		57		43		51		49		46		54		33		67		25		75		31		69		41		59		33		67		21		79

				LOS RIOS		0		0										6		94		33		67		40		60		69		31		47		53		29		71

				ARICA - PARINACOTA		0		0										26		74		43		57		34		66		59		41		33		67		28		72

				TOTAL PAIS		57		43		48				45		55		34		66		45		55		46		54		59		41		44		56		28		72

		TARAPACA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		80		78		85		78		69		67		44		60		76

				Provisiones		20		22		15		22		31		33		56		40		24

		ANTOFAGASTA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		73		58		67		60		43		49		51		63		74

				Provisiones		27		42		33		40		57		51		49		37		26

		ATACAMA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		66		66		70		75		46		53		46		60		85

				Provisiones		34		34		30		25		54		47		54		40		15

		COQUIMBO				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		50		40		50		57		52		42		36		55		61

				Provisiones		50		60		50		43		48		58		64		45		39

		VALPARAISO				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		29		55		49		59		52		62		42		57		76

				Provisiones		71		45		51		41		48		38		58		43		24

		O'HIGGINS				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		50		63		60		78		34		55		28		54		64

				Provisiones		50		37		40		22		66		45		72		46		36

		MAULE				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		34		47		52		63		58		51		30		54		75

				Provisiones		66		53		48		37		42		49		70		46		25

		BIO - BIO				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		13		31		25		61		63		54		31		44		67

				Provisiones		87		69		75		39		37		46		69		56		33

		ARAUCANIA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		43		41		45		64		46		59		22		45		68

				Provisiones		57		59		55		36		54		41		78		55		32

		LOS LAGOS				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		32		39		50		56		38		30		44		55		63

				Provisiones		68		61		50		44		62		70		56		45		37

		AYSEN				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		76		75		75		76		62		67		51		58		78

				Provisiones		24		25		25		24		38		33		49		42		22

		MAGALLANES				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		86		83		80		87		73		69		55		59		78

				Provisiones		14		17		20		13		27		31		45		41		22

		METROPOLITANA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		43		49		54		67		75		69		59		67		79

				Provisiones		57		51		46		33		25		31		41		33		21

		LOS RIOS				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		0		0		0		94		67		60		31		53		71

				Provisiones		0		0		0		6		33		40		69		47		29

		ARICA - PARINACOTA				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		0		0		0		74		57		66		41		67		72

				Provisiones		0		0		0		26		43		34		59		33		28

		TOTAL PAIS				2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012

				Libre Disponibilidad		46		52		55		66		55		54		41		56		72

				Provisiones		54		48		45		34		45		46		59		44		28





regiones

		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
TARAPACA

80

20

78

22

85

15

78

22

69

31

67

33

44

56

60

40

76

24



centr y desc

		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
ANTOFAGASTA

73.4676638522

27

57.609861062

42.390138938

67

33

60

40

43

57

49

51

51

49

63

37

74

26



reg mas central

		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
ATACAMA

66.1073772618

34

65.5089630321

34.4910369679

70

30

75

25

46

54

53

47

46

54

60

40

85

15



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
COQUIMBO

50.4447905238

50

40.32516234

59.67483766

50

50

57

43

52

48

42

58

36

64

55

45

61

39



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
VALPARAISO

29.4906320027

71

55.2036393694

44.7963606306

49

51

59

41

52

48

62

38

42

58

57

43

76

24



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
O"HIGGINS

49.9461941888

50

63.2494044289

36.7505955711

60

40

78

22

34

66

55

45

28

72

54

46

64

36



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
MAULE

34.4685653055

66

47.417076409

52.582923591

52

48

63

37

58

42

51

49

30

70

54

46

75

25



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
BIO BIO

12.5920698288

87

30.9357798901

69.0642201099

25

75

61

39

63

37

54

46

31

69

44

56

67

33



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
ARAUCANIA

43.1607421033

57

40.9949685101

59.0050314899

45

55

64

36

46

54

59

41

22

78

45

55

68

32



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
LOS LAGOS

32.1894851093

68

38.5408780304

61.4591219696

50

50

56

44

38

62

30

70

44

56

55

45

63

37



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
AYSEN

76.1348149863

24

75.4462828422

24.5537171578

75

25

76

24

62

38

67

33

51

49

58

42

78

22



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
MAGALLANES

86.0298142443

14

82.6091120961

17.3908879039

80

20

87

13

73

27

69

31

55

45

59

41

78

22



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
REGION METROPOLITANA

42.8351762423

57

49.2063058722

50.7936941278

54

46

67

33

75

25

69

31

59

41

67

33

79

21



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
LOS RIOS

0

0

0

0

0

0

94

6

67

33

60

40

31

69

53

47

71

29



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
ARICA - PARINACOTA

0

0

0

0

0

0

74

26

57

43

66

34

41

59

67

33

72

28



		2004		2004

		2005		2005

		2006		2006

		2007		2007

		2008		2008

		2009		2009

		2010		2010

		2011		2011

		2012		2012



Libre Disponibilidad

Provisiones

Recursos de Libre Disponibilidad y Provisiones 
2004 al 2012
TOTAL NACIONAL

46

54

52

48

55

45

66

34

55

45

54

46

41

59

56

44

72

28



		

		DISTRIBUCION RECURSOS REGIONALES FNDR - PROVISIONES 2004 - 2012 (M$ de cada año)																																																																																														REGIONES MAS DESCENTRALIZADAS																																																		2004				2005				2006				2007				2008				2009				2010				2011				2012

																																																																																																																																																Región		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones		FNDR		Provisiones

																																																																																																total 2004 al 2012																																																TARAPACA		10,071,794		2,515,856		8,577,093		2,362,553		12,786,696		2,237,491		11,610,834		3,203,903		10,661,765		4,781,267		12,543,968		6,272,964		8,870,380		11,194,387		19,167,910		12,919,914		34,103,263		11,044,222

				2004										2005										2006										2007										2008										2009										2010										2011										2012												libre disp tot		provisio tot																																														ANTOFAGASTA		12,056,278		4,354,041		11,495,353		8,458,441		14,908,159		7,458,856		17,450,930		11,577,919		18,122,833		24,081,736		21,023,703		21,908,604		23,377,439		22,202,714		34,566,752		20,647,306		41,444,751		14,577,863

		Región		FNDR		Provisiones		100% FNDR		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad		FNDR		Provisiones				Prov-tot FNDR		Disponibilidad										100% FNDR		Prov-tot FNDR		Disponibilidad																																						ATACAMA		8,053,756		4,129,084		8,120,400		4,275,461		9,052,054		3,808,079		9,454,180		3,115,313		13,378,083		15,475,473		15,868,240		13,908,006		12,826,308		15,360,407		20,623,146		14,037,443		36,262,032		6,464,796

		TARAPACA		13,677,496		3,416,532		17,094,029		80		20		11,364,648		3,130,383		14,495,031		78		22		16,354,184		2,861,751		19,215,935		85		15		14,478,710		3,995,267		18,473,977		78		22		12,325,000		5,527,145		17,852,145		69		31		13,547,485		6,774,801		20,322,287		67		33		9,713,066		12,257,854		21,970,920		44		56		20,375,488		13,733,869		34,109,357		60		40		34,717,122		11,243,018		45,960,140		76		24		TARAPACA		146,553,201		62,940,620		43		209,493,820		30		70				Tarapaca		Antofagasta		Atacama		Coquimbo		Valparaiso		O'higgins		Maule		Bio-bio		Araucania		Los Lagos		Aysen		Magallanes		Metropolitana		Los Rios		Arica-Parinacota		Total Nac.				COQUIMBO		9,511,053		9,343,328		7,790,677		11,528,965		12,251,705		12,120,120		16,052,179		11,878,304		18,721,795		17,090,886		17,921,048		24,633,398		13,538,533		23,691,930		25,387,932		20,980,925		30,497,355		19,472,136

		ANTOFAGASTA		16,372,426		5,912,788		22,285,213		73		27		15,231,343		11,207,434		26,438,777		58		42		19,067,535		9,539,877		28,607,412		67		33		21,761,310		14,437,665		36,198,975		60		40		20,949,995		27,838,487		48,788,482		43		57		22,705,599		23,661,292		46,366,892		49		51		25,598,296		24,311,972		49,910,267		51		49		36,744,457		21,948,086		58,692,544		63		37		42,190,757		14,840,265		57,031,021		74		26		ANTOFAGASTA		220,621,717		153,697,865		70		374,319,582		41		59				70		59		62		50		56		53		54		46		49		46		68		74		65		58		63		56				VALPARAISO		5,746,976		13,740,487		8,459,027		6,864,287		9,214,059		9,761,394		12,635,557		8,799,045		19,088,381		17,862,133		24,466,706		14,727,426		17,730,118		24,721,893		30,353,663		22,630,620		43,255,364		13,658,018

		ATACAMA		10,937,001		5,607,296		16,544,297		66		34		10,759,530		5,664,986		16,424,516		66		34		11,577,577		4,870,533		16,448,110		70		30		11,789,362		3,884,795		15,674,158		75		25		15,465,064		17,889,647		33,354,711		46		54		17,137,699		15,020,646		32,158,346		53		47		14,044,807		16,819,645		30,864,452		46		54		21,922,404		14,921,802		36,844,206		60		40		36,914,749		6,581,162		43,495,911		85		15		ATACAMA		150,548,193		91,260,513		61		241,808,706		38		62				30		41		38		50		44		47		46		54		51		54		32		26		35		42		37		44				O'HIGGINS		7,518,968		7,535,168		7,258,742		4,217,638		11,846,768		7,867,169		17,660,492		5,039,810		11,515,626		22,737,963		17,486,021		14,125,984		8,038,286		20,886,937		23,234,470		19,842,527		33,880,430		19,374,395

		COQUIMBO		12,916,010		12,688,239		25,604,249		50		50		10,322,647		15,275,879		25,598,526		40		60		15,669,931		15,501,633		31,171,564		50		50		20,017,067		14,812,245		34,829,312		57		43		21,642,395		19,757,064		41,399,459		52		48		19,354,732		26,604,070		45,958,802		42		58		14,824,694		25,942,663		40,767,357		36		64		26,987,372		22,302,723		49,290,095		55		45		31,046,307		19,822,634		50,868,942		61		39		COQUIMBO		172,781,155		172,707,151		100		345,488,306		50		50																																						MAULE		7,417,749		14,102,581		7,403,451		8,210,019		11,000,645		10,022,542		17,506,884		10,191,353		18,715,143		13,468,487		23,232,601		22,002,886		12,412,167		28,581,254		31,479,725		27,147,426		52,334,309		17,208,405

		VALPARAISO		7,804,393		18,659,581		26,463,975		29		71		11,208,211		9,095,180		20,303,391		55		45		11,784,781		12,484,823		24,269,604		49		51		15,756,540		10,972,409		26,728,949		59		41		22,066,168		20,648,626		42,714,794		52		48		26,424,042		15,905,620		42,329,663		62		38		19,414,479		27,070,472		46,484,952		42		58		32,265,944		24,056,349		56,322,293		57		43		44,033,961		13,903,862		57,937,823		76		24		VALPARAISO		190,758,520		152,796,923		80		343,555,443		44		56																																						BIO - BIO		4,566,275		31,696,826		7,563,607		16,885,775		8,288,911		24,456,593		23,336,259		14,667,909		32,941,847		19,383,346		37,766,712		32,693,431		20,319,930		45,225,512		38,859,861		49,610,919		68,090,530		33,103,293

		O'HIGGINS		10,210,759		10,232,758		20,443,517		50		50		9,617,833		5,588,370		15,206,204		63		37		15,152,016		10,062,109		25,214,125		60		40		22,022,634		6,284,643		28,307,277		78		22		13,312,064		26,285,085		39,597,149		34		66		18,884,903		15,256,063		34,140,965		55		45		8,801,923		22,871,196		31,673,119		28		72		24,698,242		21,092,606		45,790,848		54		46		34,490,278		19,723,134		54,213,412		64		36		O'HIGGINS		157,190,650		137,395,965		87		294,586,616		47		53																																						ARAUCANIA		8,810,382		11,602,571		7,810,040		11,241,176		8,584,513		10,384,909		14,774,630		8,328,466		20,224,037		23,562,178		26,567,772		18,812,757		9,754,198		34,854,378		25,191,020		31,358,224		52,611,722		24,982,261

		MAULE		10,073,303		19,151,305		29,224,608		34		66		9,809,573		10,878,275		20,687,848		47		53		14,069,825		12,818,831		26,888,656		52		48		21,831,084		12,708,617		34,539,702		63		37		21,634,705		15,569,571		37,204,276		58		42		25,091,209		23,763,117		48,854,326		51		49		13,591,323		31,296,473		44,887,796		30		70		33,462,948		28,857,714		62,320,662		54		46		53,276,327		17,518,156		70,794,483		75		25		MAULE		202,840,297		172,562,060		85		375,402,357		46		54																																						LOS LAGOS		8,492,651		17,890,657		8,304,894		13,243,380		16,032,078		15,971,613		23,273,942		18,583,597		19,329,025		31,406,310		21,751,303		51,768,033		26,281,930		32,786,618		34,373,109		28,257,559		42,134,884		24,685,256

		BIO - BIO		6,201,001		43,044,290		49,245,291		13		87		10,021,779		22,373,652		32,395,431		31		69		10,601,517		31,279,982		41,881,500		25		75		29,100,315		18,290,883		47,391,197		61		39		38,080,775		22,407,148		60,487,923		63		37		40,788,049		35,308,905		76,096,954		54		46		22,250,323		49,521,936		71,772,260		31		69		41,308,032		52,736,407		94,044,439		44		56		69,316,160		33,699,152		103,015,312		67		33		BIO - BIO		267,667,952		308,662,355		115		576,330,307		54		46																																						AYSEN		8,621,795		2,702,584		8,845,077		2,878,598		9,683,279		3,175,280		11,474,037		3,560,368		12,445,836		7,592,787		13,453,523		6,772,924		10,710,267		10,099,641		17,116,851		12,596,215		24,899,265		7,095,901

		ARAUCANIA		11,964,499		15,756,291		27,720,790		43		57		10,348,303		14,894,558		25,242,861		41		59		10,979,592		13,282,299		24,261,891		45		55		18,423,964		10,385,597		28,809,561		64		36		23,378,987		27,237,878		50,616,865		46		54		28,693,194		20,317,778		49,010,971		59		41		10,680,847		38,165,544		48,846,390		22		78		26,778,054		33,333,792		60,111,846		45		55		53,558,733		25,431,942		78,990,675		68		32		ARAUCANIA		194,806,172		198,805,678		102		393,611,850		51		49																																						MAGALLANES		15,960,486		2,591,787		10,625,621		2,236,908		16,086,588		4,144,973		16,631,483		2,594,633		13,296,788		4,934,021		15,308,580		7,026,091		11,834,915		9,690,093		18,504,929		12,600,543		27,333,432		7,550,773

		LOS LAGOS		11,533,020		24,295,512		35,828,532		32		68		11,003,985		17,547,479		28,551,463		39		61		20,505,028		20,427,693		40,932,721		50		50		29,022,606		23,173,745		52,196,351		56		44		22,344,353		36,305,694		58,650,047		38		62		23,491,407		55,909,476		79,400,883		30		70		28,778,713		35,901,347		64,680,060		44		56		36,538,615		30,037,785		66,576,400		55		45		42,893,312		25,129,591		68,022,903		63		37		LOS LAGOS		226,111,038		268,728,322		119		494,839,360		54		46																																						METROPOLITANA		16,665,365		22,240,428		16,041,300		16,558,790		22,588,205		19,328,342		36,417,980		17,999,473		51,580,502		17,570,008		54,702,836		24,137,836		44,066,824		30,688,513		61,352,215		30,463,243		74,278,140		19,462,087

		AYSEN		11,708,398		3,670,109		15,378,507		76		24		11,719,727		3,814,142		15,533,869		75		25		12,384,914		4,061,183		16,446,097		75		25		14,308,124		4,439,779		18,747,903		76		24		14,387,386		8,777,262		23,164,648		62		38		14,529,805		7,314,758		21,844,563		67		33		11,727,742		11,059,107		22,786,849		51		49		18,195,213		13,389,777		31,584,989		58		42		25,347,452		7,223,627		32,571,079		78		22		AYSEN		134,308,761		63,749,743		47		198,058,504		32		68																																						LOS RIOS														3,798,038		254,129		11,812,406		5,922,377		17,222,732		11,335,669		7,397,636		16,777,167		18,159,013		16,084,225		29,217,564		11,765,231

		MAGALLANES		21,674,340		3,519,647		25,193,987		86		14		14,078,948		2,963,903		17,042,851		83		17		20,574,746		5,301,420		25,876,167		80		20		20,739,459		3,235,507		23,974,967		87		13		15,371,087		5,703,728		21,074,815		73		27		16,533,266		7,588,178		24,121,445		69		31		12,959,232		10,610,652		23,569,884		55		45		19,670,740		13,394,377		33,065,117		59		41		27,825,434		7,686,687		35,512,121		78		22		MAGALLANES		169,427,252		60,004,101		35		229,431,352		26		74																																						ARICA - PARINACOTA														1,721,285		591,156		9,507,945		7,167,289		10,557,626		5,523,289		6,018,742		8,663,552		17,912,542		8,712,110		21,603,257		8,392,275

		METROPOLITANA		22,631,566		30,202,501		52,834,067		43		57		21,254,723		21,940,397		43,195,119		49		51		28,890,314		24,720,949		53,611,264		54		46		45,413,221		22,445,343		67,858,564		67		33		59,627,060		20,310,929		79,937,990		75		25		59,079,063		26,068,863		85,147,926		69		31		48,253,172		33,603,921		81,857,094		59		41		65,217,405		32,382,427		97,599,832		67		33		75,615,147		19,812,405		95,427,551		79		21		METROPOLITANA		425,981,670		231,487,736		54		657,469,406		35		65																																						TOTAL PAIS		123,493,528		144,445,398		118,295,282		108,961,991		162,323,660		130,737,361		233,798,710		120,385,378		281,342,012		233,036,261		329,873,371		275,649,298		233,177,673		335,424,995		416,283,138		327,889,199		611,946,298		238,836,912

		LOS RIOS		- 0				- 0										- 0										- 0						4,736,153		316,899		5,053,052		94		6		13,655,141		6,846,268		20,501,409		67		33		18,600,551		12,242,523		30,843,073		60		40		8,100,411		18,370,998		26,471,409		31		69		19,303,031		17,097,531		36,400,562		53		47		29,743,480		11,977,005		41,720,485		71		29		LOS RIOS		94,138,768		66,851,223		71		160,989,991		42		58

		ARICA - PARINACOTA		- 0				- 0										- 0										- 0						2,146,442		737,172		2,883,614		74		26		10,991,184		8,285,386		19,276,571		57		43		11,402,236		5,965,152		17,367,388		66		34		6,590,522		9,486,589		16,077,112		41		59		19,041,032		9,260,973		28,302,005		67		33		21,992,116		8,543,336		30,535,452		72		28		ARICA - PARINACOTA		72,163,533		42,278,608		59		114,442,141		37		63																																								267,938,926				227,257,273				293,061,021				354,184,088				514,378,273				605,522,669				568,602,668				744,172,337				850,783,210

		TOTAL PAIS		167,704,211		196,156,850		363,861,062		46		54		156,741,249		144,374,638		301,115,887		52		48		207,611,961		167,213,085		374,825,046		55		45		291,546,991		150,120,566		441,667,558		66		34		325,231,366		269,389,918		594,621,284		55		45		356,263,241		297,701,242		653,964,483		54		46		255,329,552		367,290,370		622,619,922		41		59		442,508,976		348,546,219		791,055,194		56		44		622,961,331		243,135,976		866,097,308		72		28		TOTAL		2,825,898,878		2,183,928,864		77		5,009,827,741		44		56

								- 0										- 0										- 0										- 0										- 0										- 0										- 0										- 0										- 0																																																								Total general(datos FNDR)		235,247,203				237,662,845				258,319,837				315,569,805				386,785,851				157,509,021				386,883,465				410,353,513				554,179,299				2,942,510,839

		Suma de FNDR y Provisones		363,861,062				363,861,062		100		- 0		301,115,887				301,115,887		100		- 0		374,825,046				374,825,046		100		- 0		441,667,558				441,667,558		100		0		594,621,284				594,621,284		100		- 0		653,964,483				653,964,483		100		- 0		622,619,922				622,619,922		100		- 0		791,055,194				791,055,194		100		- 0		866,097,308				866,097,308		100		- 0

				2004										2005				2,005		100		- 0		2006				2,006		100		- 0		2007				2,007		100		- 0		2008				2,008		100		- 0		2009				2,009		100		- 0		2010				2,010		100		- 0		2011				2,011		100		- 0		2012				2,012		100		- 0																																																				ANTOFAGASTA		12,056,278		4,354,041		11,495,353		8,458,441		14,908,159		7,458,856		17,450,930		11,577,919		18,122,833		24,081,736		21,023,703		21,908,604		23,377,439		22,202,714		34,566,752		20,647,306		41,444,751		14,577,863

		Región		FNDR		Provisiones								FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0						FNDR		Provisiones		- 0																																																								ATACAMA		8,053,756		4,129,084		8,120,400		4,275,461		9,052,054		3,808,079		9,454,180		3,115,313		13,378,083		15,475,473		15,868,240		13,908,006		12,826,308		15,360,407		20,623,146		14,037,443		36,262,032		6,464,796

		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		46		54								52		48		100		52		48		55		45		100		55		45		66		34		100		66		34		55		45		100		55		45		54		46		100		54		46		41		59		100		41		59		56		44		100		56		44		72		28		100		72		28

																																																																																																																																																IPC		35.8%		35.8%		32.5%		32.5%		27.9%		27.9%		24.7%		24.7%		15.6%		15.6%		8.0%		8.0%		9.5%		9.5%		6.3%		6.3%		1.8%		1.8%

		Total general(datos FNDR), actualizados por el IPC (estos datos son lo que se ha trabajado y fueron enviados por la SUBDERE)		319,465,702		- 0								314,903,270		- 0								330,391,072		- 0								393,515,547		- 0								447,124,444		- 0								170,109,743		- 0								423,637,394		- 0								436,205,784		- 0								564,154,527		- 0										2,942,510,839

																																																																																																																																																Total general(datos FNDR)		235,247,203				237,662,845				258,319,837				315,569,805				386,785,851				157,509,021				386,883,465				410,353,513				554,179,299				2,942,510,839

		IPC		35.8%		35.8%								32.5%		32.5%								27.9%		27.9%								24.7%		24.7%								15.6%		15.6%								8.0%		8.0%								9.5%		9.5%								6.3%		6.3%								1.8%		1.8%

		Diferencia entre totales  FNDR (datos enviados por la SUBDERE) y este archivo de FNDR Y Provisiones (tambien enviado por la SUBDERE) actualizados por IPC		-   44,395,360		- 0								13,787,383		- 0								-   44,433,974		- 0								-   48,152,011		- 0								-   147,496,840		- 0								-   483,854,740		- 0								-   198,982,528		- 0								-   354,849,410		- 0								-   301,942,781		- 0																																																												235,245,199				237,662,845				258,319,837				315,569,805				386,785,851				157,509,021				386,883,465				410,353,513				554,179,299





		Tarapaca		Tarapaca

		Antofagasta		Antofagasta

		Atacama		Atacama

		Coquimbo		Coquimbo

		Valparaiso		Valparaiso

		O'higgins		O'higgins

		Maule		Maule

		Bio-bio		Bio-bio

		Araucania		Araucania

		Los Lagos		Los Lagos

		Aysen		Aysen

		Magallanes		Magallanes

		Metropolitana		Metropolitana

		Los Rios		Los Rios

		Arica-Parinacota		Arica-Parinacota

		Tot gral		Tot gral



Gráfico FNDR 2004-2012 centralización o descentralización

70

30

59

41

62

38

50

50

56

44

53

47

54

46

46

54

49

51

46

54

68

32

74

26

65

35

58

42

63

37

56

44



		Tarapaca		Tarapaca

		Antofagasta		Antofagasta

		Atacama		Atacama

		Coquimbo		Coquimbo

		Valparaiso		Valparaiso

		O'higgins		O'higgins

		Maule		Maule

		Bio-bio		Bio-bio

		Araucania		Araucania

		Los Lagos		Los Lagos

		Aysen		Aysen

		Magallanes		Magallanes

		Metropolitana		Metropolitana

		Los Rios		Los Rios

		Arica-Parinacota		Arica-Parinacota

		Total Nac.		Total Nac.



Gráfico FNDR 2004-2012 centralización o descentralización

70

30

59

41

62

38

50

50

56

44

53

47

54

46

46

54

49

51

46

54

68

32

74

26

65

35

58

42

63

37

56

44



		Tarapaca		Tarapaca

		Antofagasta		Antofagasta

		Atacama		Atacama

		Coquimbo		Coquimbo

		Valparaiso		Valparaiso

		O'higgins		O'higgins

		Maule		Maule

		Bio-bio		Bio-bio

		Araucania		Araucania

		Los Lagos		Los Lagos

		Aysen		Aysen

		Magallanes		Magallanes

		Metropolitana		Metropolitana

		Los Rios		Los Rios

		Arica-Parinacota		Arica-Parinacota

		Tot gral		Tot gral



Gráfico FNDR 2004-2012 centralización o descentralización
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		2004						2005						2006						2007						2008						2009						2010						2011						2012																Prov-tot FNDR

		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad		Región		Prov-tot FNDR		Disponibilidad				Región				libre Disponibilidad

		TARAPACA		80		20		TARAPACA		78		22		TARAPACA		85		15		TARAPACA		78		22		TARAPACA		69		31		TARAPACA		67		33		TARAPACA		44		56		TARAPACA		60		40		TARAPACA		76		24		TARAPACA		71		29				MAGALLANES		74		26

		ANTOFAGASTA		73		27		ANTOFAGASTA		58		42		ANTOFAGASTA		67		33		ANTOFAGASTA		60		40		ANTOFAGASTA		43		57		ANTOFAGASTA		49		51		ANTOFAGASTA		51		49		ANTOFAGASTA		63		37		ANTOFAGASTA		74		26		ANTOFAGASTA		60		40				TARAPACA		71		29

		ATACAMA		66		34		ATACAMA		66		34		ATACAMA		70		30		ATACAMA		75		25		ATACAMA		46		54		ATACAMA		53		47		ATACAMA		46		54		ATACAMA		60		40		ATACAMA		85		15		ATACAMA		63		37				AYSEN		69		31

		COQUIMBO		50		50		COQUIMBO		40		60		COQUIMBO		50		50		COQUIMBO		57		43		COQUIMBO		52		48		COQUIMBO		42		58		COQUIMBO		36		64		COQUIMBO		55		45		COQUIMBO		61		39		COQUIMBO		49		51				ATACAMA		63		37

		VALPARAISO		29		71		VALPARAISO		55		45		VALPARAISO		49		51		VALPARAISO		59		41		VALPARAISO		52		48		VALPARAISO		62		38		VALPARAISO		42		58		VALPARAISO		57		43		VALPARAISO		76		24		VALPARAISO		53		47				METROPOLITANA		62		38

		O'HIGGINS		50		50		O'HIGGINS		63		37		O'HIGGINS		60		40		O'HIGGINS		78		22		O'HIGGINS		34		66		O'HIGGINS		55		45		O'HIGGINS		28		72		O'HIGGINS		54		46		O'HIGGINS		64		36		O'HIGGINS		54		46				ANTOFAGASTA		60		40

		MAULE		34		66		MAULE		47		53		MAULE		52		48		MAULE		63		37		MAULE		58		42		MAULE		51		49		MAULE		30		70		MAULE		54		46		MAULE		75		25		MAULE		52		48				O'HIGGINS		54		46

		BIO - BIO		13		87		BIO - BIO		31		69		BIO - BIO		25		75		BIO - BIO		61		39		BIO - BIO		63		37		BIO - BIO		54		46		BIO - BIO		31		69		BIO - BIO		44		56		BIO - BIO		67		33		BIO - BIO		43		57				VALPARAISO		53		47

		ARAUCANIA		43		57		ARAUCANIA		41		59		ARAUCANIA		45		55		ARAUCANIA		64		36		ARAUCANIA		46		54		ARAUCANIA		59		41		ARAUCANIA		22		78		ARAUCANIA		45		55		ARAUCANIA		68		32		ARAUCANIA		48		52				MAULE		52		48

		LOS LAGOS		32		68		LOS LAGOS		39		61		LOS LAGOS		50		50		LOS LAGOS		56		44		LOS LAGOS		38		62		LOS LAGOS		30		70		LOS LAGOS		44		56		LOS LAGOS		55		45		LOS LAGOS		63		37		LOS LAGOS		45		55				COQUIMBO		49		51

		AYSEN		76		24		AYSEN		75		25		AYSEN		75		25		AYSEN		76		24		AYSEN		62		38		AYSEN		67		33		AYSEN		51		49		AYSEN		58		42		AYSEN		78		22		AYSEN		69		31				ARAUCANIA		48		52

		MAGALLANES		86		14		MAGALLANES		83		17		MAGALLANES		80		20		MAGALLANES		87		13		MAGALLANES		73		27		MAGALLANES		69		31		MAGALLANES		55		45		MAGALLANES		59		41		MAGALLANES		78		22		MAGALLANES		74		26				LOS LAGOS		45		55

		METROPOLITANA		43		57		METROPOLITANA		49		51		METROPOLITANA		54		46		METROPOLITANA		67		33		METROPOLITANA		75		25		METROPOLITANA		69		31		METROPOLITANA		59		41		METROPOLITANA		67		33		METROPOLITANA		79		21		METROPOLITANA		62		38				BIO - BIO		43		57

		LOS RIOS						LOS RIOS						LOS RIOS						LOS RIOS		94		6		LOS RIOS		67		33		LOS RIOS		60		40		LOS RIOS		31		69		LOS RIOS		53		47		LOS RIOS		71		29		LOS RIOS		42		25				ARICA - PARINACOTA		42		25

		ARICA - PARINACOTA						ARICA - PARINACOTA						ARICA - PARINACOTA						ARICA - PARINACOTA		74		26		ARICA - PARINACOTA		57		43		ARICA - PARINACOTA		66		34		ARICA - PARINACOTA		41		59		ARICA - PARINACOTA		67		33		ARICA - PARINACOTA		72		28		ARICA - PARINACOTA		42		25				LOS RIOS		42		25

		TOTAL PAIS		46		54		TOTAL PAIS		52		48		TOTAL PAIS		55		45		TOTAL PAIS		66		34		TOTAL PAIS		55		45		TOTAL PAIS		54		46		TOTAL PAIS		41		59		TOTAL PAIS		56		44		TOTAL PAIS		72		28		TOTAL PAIS		55		45				PROM. PAIS		55		45

		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones		100		0		Suma de FNDR y Provisones								libre disponibilidad

										100		0				100		0				100		0				100		0				100		0				100		0				100		0				100		0										Región

		Región						Región						Región						Región						Región						Región						Región						Región						Región						Región								BIO - BIO		57

		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR						% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		52		48		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		55		45		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		66		34		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		55		45		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		54		46		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		41		59		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		56		44		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR		72		28		% fndr libre disposicion y provisiones del total FNDR								LOS LAGOS		55

																																																																ARAUCANIA		52

																																																																COQUIMBO		51

																																																																MAULE		48

																																																																VALPARAISO		47

																																																																O'HIGGINS		46

																																																																ANTOFAGASTA		40

																																																																METROPOLITANA		38

																																																																ATACAMA		37

																																																																AYSEN		31

																																																																TARAPACA		29

																																																																MAGALLANES		26

																																																																LOS RIOS		25

																																																																ARICA - PARINACOTA		25

																																																																PROMEDIO PAIS		45





		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2004 centralización o descentralización

80.0132987492

19.9867012508

73.4676638522

26.5323361478

66.1073772618

33.8926227382

50.4447905238

49.5552094762

29.4906320027

70.5093679973

49.9461941888

50.0538058112

34.4685653055

65.5314346945

12.5920698288

87.4079301712

43.1607421033

56.8392578967

32.1894851093

67.8105148907

76.1348149863

23.8651850137

86.0298142443

13.9701857557

42.8351762423

57.1648237577



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2005 centralización o descentralización

78.4037527357

21.5962472643

57.609861062

42.390138938

65.5089630321

34.4910369679

40.32516234

59.67483766

55.2036393694

44.7963606306

63.2494044289

36.7505955711

47.417076409

52.582923591

30.9357798901

69.0642201099

40.9949685101

59.0050314899

38.5408780304

61.4591219696

75.4462828422

24.5537171578

82.6091120961

17.3908879039

49.2063058722

50.7936941278



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2006 centralización o descentralización

85.1074071429

14.8925928571

66.6524299286

33.3475700714

70.3884944269

29.6115055731

50.2699531118

49.7300468882

48.5577814664

51.4422185336

60.0933644051

39.9066355949

52.3262481564

47.6737518436

25.3131269563

74.6868730437

45.254478497

54.745521503

50.0944656665

49.9055343335

75.3060976739

24.6939023261

79.5123421272

20.4876578728

53.8885156738

46.1114843262



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2007 centralización o descentralización

78.373541157

21.626458843

60.1158178886

39.8841821114

75.2152851352

24.7847148648

57.4718990717

42.5281009283

58.9493427496

41.0506572504

77.7984892007

22.2015107993

63.2057701001

36.7942298999

61.4044727936

38.5955272064

63.9508661523

36.0491338477

55.6027481692

44.3972518308

76.31853073

23.68146927

86.5046429554

13.4953570446

66.9233453466

33.0766546534

93.7285654811

6.2714345189

74.4358450659

25.5641549341



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2008 centralización o descentralización

69.0393246611

30.9606753389

42.9404527268

57.0595472732

46.3654566529

53.6345433471

52.2769993121

47.7230006879

51.6593111533

48.3406888467

33.6187428418

66.3812571582

58.151125277

41.848874723

62.9559971236

37.0440028764

46.1881370655

53.8118629345

38.0977577067

61.9022422933

62.1092377455

37.8907622545

72.9358088278

27.0641911722

74.591643648

25.408356352

66.6058671256

33.3941328744

57.0183602821

42.9816397179



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2009 centralización o descentralización

66.6631946164

33.3368053836

48.9694229569

51.0305770431

53.2916070078

46.7083929922

42.1132212601

57.8867787399

62.4244108786

37.5755891214

55.3144952369

44.6855047631

51.3592370521

48.6407629479

53.6001069427

46.3998930573

58.544429925

41.455570075

29.5858262376

70.4141737624

66.514514388

33.485485612

68.5417752516

31.4582247484

69.3840306181

30.6159693819

60.3070599086

39.6929400914

65.6531422497

34.3468577503



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2010 centralización o descentralización

44.2087356697

55.7912643303

51.2886368636

48.7113631364

45.5047997443

54.4952002557

36.3641278353

63.6358721647

41.7650842485

58.2349157515

27.7898841103

72.2101158897

30.278436389

69.721563611

31.0012858771

68.9987141229

21.8661946454

78.1338053546

44.493949727

55.506050273

51.4671529662

48.5328470338

54.9821622986

45.0178377014

58.9480644152

41.0519355848

30.6006051011

69.3993948989

40.9931990192

59.0068009808



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2011 centralización o descentralización

59.7357739185

40.2642260815

62.6049836801

37.3950163199

59.5002756589

40.4997243411

54.7521195099

45.2478804901

57.2880508735

42.7119491265

53.9370699401

46.0629300599

53.6947889554

46.3052110446

43.9239498058

56.0760501942

44.5470500012

55.4529499988

54.8822327745

45.1177672255

57.607151682

42.392848318

59.4909120813

40.5090879187

66.8212263342

33.1787736658

53.0294857046

46.9705142954

67.278032404

32.721967596



		TARAPACA		TARAPACA

		ANTOFAGASTA		ANTOFAGASTA

		ATACAMA		ATACAMA

		COQUIMBO		COQUIMBO

		VALPARAISO		VALPARAISO

		O'HIGGINS		O'HIGGINS

		MAULE		MAULE

		BIO - BIO		BIO - BIO

		ARAUCANIA		ARAUCANIA

		LOS LAGOS		LOS LAGOS

		AYSEN		AYSEN

		MAGALLANES		MAGALLANES

		METROPOLITANA		METROPOLITANA

		LOS RIOS		LOS RIOS

		ARICA - PARINACOTA		ARICA - PARINACOTA



Prov-tot FNDR

Disponibilidad

Gráfico FNDR 2012 centralización o descentralización

75.5374590633

24.4625409367

73.9786097807

26.0213902193

84.8694688967

15.1305311033

61.0319504755

38.9680495245

76.0020973626

23.9979026374

63.6194560775

36.3805439225

75.2549131171

24.7450868829

67.2872394593

32.7127605407

67.8038682458

32.1961317542

63.0571621071

36.9428378929

77.8219591047

22.1780408953

78.3547510972

21.6452489028

79.2382762205

20.7617237795

71.2922678895

28.7077321105

72.0215830811

27.9784169189



		



REGIONES FNDR PROVISIONES
 2004-2012 Y PROMEDIO NACIONAL
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